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PODER LEGISLATIVO 
CAMARA DE SENADORES 

LINEAMIENTOS de Racionalidad y Austeridad Presupuestaria 2009 de la Cámara de Senadores. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Senado de la República.- 
LX Legislatura. 

LINEAMIENTOS DE RACIONALIDAD Y AUSTERIDAD PRESUPUESTARIA 2009 

EL SECRETARIO GENERAL DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS DE LA CAMARA DE SENADORES, CON 
FUNDAMENTO EN LOS ARTICULOS 66, NUMERAL 1, 77, NUMERAL 1; 99 Y 110, DE LA LEY ORGANICA DEL 
CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA APROBACION DE LOS ORGANOS DE 
GOBIERNO, PUBLICA LOS LINEAMIENTOS DE RACIONALIDAD Y AUSTERIDAD PRESUPUESTARIA 2009, PARA DAR 
CUMPLIMIENTO A LO ESTABLECIDO EN EL ARTICULO 16, ULTIMO PARRAFO, DEL DECRETO DE PRESUPUESTO 
DE EGRESOS DE LA FEDERACION PARA EL EJERCICIO FISCAL 2009. 

CONSIDERANDOS 

Primero.- Que la Cámara de Senadores es un órgano colegiado, parte integrante del Poder Legislativo 
Federal, conforme al artículo 50 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Segundo.- Que conforme al artículo 77, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos cada una de las Cámaras del Poder Legislativo Federal puede, sin la intervención de su 
colegisladora, dictar resoluciones económicas relativas a su régimen interior. 

Tercero.- Que el ejercicio y la administración de los recursos públicos federales a disposición de los 
Poderes de la Unión y de los órganos constitucionales autónomos, deben realizarse con base en criterios de 
legalidad, honestidad, austeridad, economía, racionalidad, eficacia, eficiencia, rendición de cuentas y 
transparencia; 

Cuarto.- Que en razón del impacto de la crisis económica mundial y los ajustes al presupuesto aprobado a 
la Cámara de Senadores para el año 2009, se requiere de manera responsable, racionalizar el gasto. 

Quinto.- Que conforme lo señala el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación, en el ámbito 
del Poder Legislativo se deben de implantar medidas tendientes a la reducción del gasto destinado a las 
actividades administrativas, por que se hace necesario definir acciones específicas de ahorro con la 
finalidad de que con menos recursos públicos se cumplan los objetivos y metas fijadas. 

Por lo anterior, el órgano de gobierno y la Comisión de Administración del Senado de la República 
estiman conveniente establecer las disposiciones de austeridad para el ejercicio fiscal 2009, conforme al 
siguiente: 

ACUERDO 

Primero.- Este acuerdo establece las disposiciones y medidas administrativas dictadas por los órganos de 
gobierno, con el objeto de racionalizar el gasto destinado a las actividades administrativas y de apoyo de la 
Cámara de Senadores, elevando la productividad sin afectar el cumplimiento de las metas de carácter 
legislativo, con lo que se pretende alcanzar un ahorro de 25 millones de pesos, los cuales se destinarán al 
trabajo legislativo y al proyecto nueva sede, previo cumplimiento de la normatividad aplicable. No podrán 
destinarse los ahorros a la creación de plazas o contratos de prestadores de servicios profesionales, ni a 
gastos administrativos. 

Segundo.- Los lineamientos de racionalidad y austeridad presupuestaria deberán garantizar que los 
recursos se privilegien para: los servicios de apoyo para el trabajo legislativo y de gestión de los 
Senadores y las Comisiones; el proyecto nueva sede; la capacitación del cuerpo técnico profesional; el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales del órgano legislativo; así como para la actualización 
tecnológica. 

Tercero.- Son sujetos de las presentes medidas de racionalidad y austeridad presupuestaria, las áreas 
parlamentarias, administrativas y técnicas de la Cámara, entre ellas las unidades dependientes de las 
Secretarías Generales de Servicios Parlamentarios y de Servicios Administrativos, las Coordinaciones de 
Asuntos Internacionales y Relaciones Parlamentarias y de Comunicación Social, el Instituto Belisario 
Domínguez, el Centro de Capacitación y Formación Permanente, la Contraloría Interna y el Canal del 
Congreso. Estas medidas de racionalidad y austeridad presupuestaria no deberán afectar las actividades 
relativas al trabajo legislativo ni de seguridad de los legisladores, servidores públicos y personas que asistan a 
las instalaciones de la Cámara de Senadores. 
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Cuarto.- El Secretario General de Servicios Administrativos, con el apoyo de los titulares de cada área, 
deberá supervisar que las erogaciones se apeguen a la legalidad y al presupuesto aprobado. Para ello, 
instruirá a las unidades ejecutoras del gasto para que, en el ámbito de su competencia, instrumenten las 
medidas del presente acuerdo tendientes a fomentar el ahorro de los servicios administrativos y cumplan con 
los criterios de austeridad, proporcionalidad, equidad, rendición de cuentas y transparencia del ejercicio 
presupuestal. 

Quinto.- Conforme lo establece la ley, en el ejercicio del presupuesto y la administración de los recursos 
humanos, técnicos, materiales y de servicios, los servidores públicos de las áreas parlamentarias, 
administrativas y técnicas de la Cámara, se abstendrán de destinar fondos, bienes o servicios públicos, tales 
como: vehículos, papelería, inmuebles y otros equipos, en favor de partidos políticos o candidatos. Los 
recursos sólo podrán aplicarse en apoyo al trabajo legislativo. 

Sexto.- En materia del ejercicio presupuestario se deberán aplicar los siguientes lineamientos: 
I. El ejercicio del gasto se hará con estricto apego a la ley y normas del Senado, así como a la 

transparencia y rendición de cuentas. Todos los gastos del Senado y los inventarios de bienes se 
continuarán registrando conforme a las reglas de contabilidad gubernamental y con el 
comprobante oficial correspondiente, que cumpla con los requisitos fiscales establecidos. 

II. Las asignaciones y apoyos de recursos humanos, técnicos, materiales y de servicios a los órganos 
de gobierno, grupos parlamentarios comisiones y senadores, se ajustarán a los aprobados por la 
Mesa Directiva, con apego a la normatividad y bajo criterio de equidad o proporcionalidad que 
corresponda. 

III. El ejercicio del gasto se ajustará a los montos autorizados en el presupuesto anual calendarizado, 
salvo las adecuaciones presupuestarias aprobadas por la Comisión de Administración, aplicándose 
la normatividad vigente. 

IV. Los recursos económicos que se obtengan por concepto de intereses bancarios, enajenación de 
vehículos, mobiliario y equipo en desuso o mal estado, venta de bases de licitación, entre otros, sólo 
podrán ejercerse mediante ampliaciones presupuestarias aprobadas por los órganos de gobierno, 
cumpliendo la normatividad correspondiente. 

V. El pago de cuotas a organismos internacionales se deberá efectuar conforme el programa de 
compromisos internacionales del Senado. 

VI. Los gastos operativos se limitarán a los mínimos indispensables, sin afectar el trabajo legislativo. 
VII. El ejercicio del gasto de inversión para la nueva sede del Senado de la República, administrado por 

el Fiduciario BANOBRAS, deberá aplicarse con apego a la legalidad y principios de austeridad, sin 
afectar el desarrollo del proyecto autorizado. 

VIII. Los nuevos proyectos quedarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria, conforme al acuerdo 
correspondiente de los órganos de gobierno. 

Séptimo.- En materia de servicios personales se deberán observar las siguientes disposiciones: 
I. Continuará suspendida la creación y ocupación de plazas vacantes, las promociones de rangos 

salariales y la asignación de compensaciones, salvo las que aprueben los órganos de gobierno. 
II. En su caso, la contratación de personas y el ejercicio presupuestario de las partidas destinadas 

para este fin, deberán sujetarse a la normatividad, plantillas y tabuladores autorizados, así como al 
monto presupuestario aprobado. 

III. Conforme a las disponibilidades presupuestarias y con la autorización de los órganos de 
gobierno, se podrá aplicar un programa de retiro voluntario del personal operativo de base y 
confianza, cancelándose las plazas derivadas del mismo. Asimismo, con autorización de los órganos 
de gobierno, las unidades técnicas, parlamentarias y administrativas, podrán aplicar un programa de 
reorganización, a efecto de racionalizar sus estructuras orgánicas, mediante movimientos 
compensados, sin que con ello se afecte el trabajo sustantivo de los legisladores, respetándose los 
derechos de los servidores públicos, en los términos de la legislación laboral y bajo las normas de 
operación de la Cámara de Senadores. 

IV. Las estructuras orgánicas vigentes no deberán reportar crecimientos, salvo en los casos de 
excepción –de instancias legislativas- que aprueben los órganos de gobierno. 

V. Los incrementos salariales se limitarán al personal operativo, bajo criterios de austeridad. No se 
otorgarán incrementos a las dietas de los legisladores y ni a sueldos del personal de mando. 
Sólo se podrán ajustar las percepciones del personal de mandos medios, con el propósito de 
mantener las proporciones entre los tabuladores del personal operativo y del personal de estructura. 
No habrá nuevas prestaciones para ningún servidor público. 
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VI. Los estímulos ordinarios se podrán otorgar conforme a las disponibilidades presupuestarias y en 
la forma y términos previstos en la normatividad. Cualquier estímulo adicional deberá aprobarse por 
el órgano de gobierno y, en su caso, estará condicionado al ahorro, calidad y productividad del área 
correspondiente. 

VII. La contratación de prestadores de servicios profesionales, con cargo a la partida de honorarios, 
deberá sujetarse a los techos presupuestarios autorizados, conforme a los requerimientos del 
trabajo legislativo. 

 Las áreas parlamentarias, técnicas y administrativas deberán reducir al mínimo indispensable el 
número y costo de contratación de prestadores de servicios profesionales, sin afectar el trabajo 
legislativo, lo cual deberá ser verificado por la Contraloría Interna. 

Octavo.- En materia de recursos materiales y servicios se aplicarán las siguientes reglas: 
I. Las adquisiciones de bienes deberán efectuarse con apego a la normatividad vigente, procurando 

consolidarlas con el objeto de lograr mejores condiciones de calidad, oportunidad y precio. Las 
licitaciones continuarán difundiéndose en el sistema compranet del Senado. Asimismo, se deberá 
concluir con las modificaciones a la normatividad y el establecimiento de la plataforma requerida para 
el sistema de subastas electrónicas, que permita mayores ahorros en compras. 

II. El área administrativa podrá celebrar contratos multianuales de adquisiciones, arrendamientos y 
servicios, siempre y cuando representen mejores términos y condiciones respecto a los de un 
ejercicio fiscal, en el entendido que el pago de los compromisos de los años subsecuentes quedará 
sujeto a la disponibilidad presupuestaria que autorice la Cámara de Diputados. 

III. Las erogaciones por concepto de materiales y suministros deberán reducirse al mínimo 
indispensable en el caso de papelería, útiles de escritorio, fotocopiado, consumibles del equipo de 
cómputo y utensilios en general. 

 La unidad administrativa responsable de la función de proveeduría deberá llevar a cabo la revisión y 
análisis del catálogo de bienes, a efecto de que únicamente se adquieran y suministren a las áreas 
administrativas los bienes indispensables para su operación, de acuerdo a la identificación de los 
consumos de cada una. 

IV. Las adquisiciones de mobiliario y equipo de oficina se ajustarán al mínimo indispensable para el 
apoyo a la tarea legislativa. 

V. La adquisición de equipo de cómputo y comunicación se podrá realizar exclusivamente conforme 
lo previsto en el programa de actualización tecnológica aprobado por los órganos de gobierno, sin 
rebasar los techos presupuestarios asignados y cuidando que, en todos los casos, se observen los 
criterios de compatibilidad, austeridad y racionalidad. 

VI. Se mantiene el programa de reducción vehicular al mínimo indispensable para servicios colectivos o 
de apoyo al trabajo legislativo. La adquisición de vehículos queda sujeta a la sustitución de aquellos 
que ya no sean útiles para el servicio, a los de reposición por siniestros que genere el pago de 
seguros y en aquellos casos que sean indispensables para tareas de apoyo legislativo, previamente 
autorizados por los órganos de gobierno. No podrán comprarse vehículos de lujo. Los vehículos 
estarán asignados al servicio de oficinas que por su función lo requieran y no para el uso personal de 
servidores públicos. 

VII. Las contrataciones de asesorías, consultorías, estudios e investigaciones deberán reducirse al 
mínimo indispensable y sujetarse a la disponibilidad presupuestal y normatividad aplicable en la 
materia. 

VIII. Conforme a lo dispuesto en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación, en la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y en el Acuerdo 
Parlamentario para su aplicación en la Cámara de Senadores, se deberá informar vía Internet, al 
término de cada trimestre del ejercicio: 
a) Las obras públicas, los bienes adquiridos o arrendados, o los servicios contratados. En el 

caso de las asesorías, estudios e investigaciones deberá mencionarse el tema del estudio o la 
investigación; 

b) El costo; 
c) El nombre del proveedor o de la persona física o moral con quien se haya celebrado el 

contrato; y 
d) El plazo del contrato. 

Noveno.- No podrán efectuarse nuevos arrendamientos de bienes inmuebles para oficinas; salvo los 
casos estrictamente indispensables para el trabajo legislativo o del proyecto de la nueva sede, siempre y 
cuando se cuente con la autorización de los órganos de gobierno y disponibilidad presupuestaria. 
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Décimo.- La contratación de servicios se limitará a los mínimos indispensables requeridos por el 
trabajo legislativo, los cuales deberán efectuarse con apego a la normatividad vigente y procurando 
consolidarlos a través de contrataciones anualizadas y, cuando las condiciones lo favorezcan, mediante 
contratos multianuales, con el objeto de lograr las mejores condiciones de calidad, oportunidad y precio: 

I.  En materia de fotocopiado y reproducción de documentos las unidades administrativas deberán 
observar los siguientes lineamientos: 

a) El servicio de fotocopiado deberá otorgarse en centros de apoyo colectivo, evitando el uso de 
copiadoras por oficina, con excepción de las indispensables para el trabajo legislativo o que se 
trate de unidades administrativas que produzcan o resguarden información y documentación 
considerada como de uso restringido o confidencial. 

b) El uso del fotocopiado deberá restringirse exclusivamente a asuntos de carácter oficial, 
utilizando en lo posible las hojas de papel por ambos lados. 

c) Evitar fotocopiar publicaciones completas, como libros o el diario oficial, pudiendo optar por la 
consulta a través de medios electrónicos. 

d) Tratándose de oficios, marcar copia únicamente a las personas cuya participación en el asunto 
resulte indispensable. 

e) Utilizar de preferencia el sistema de digitalización en discos, conforme a lo previsto en el 
programa “Sin papel del Senado”. 

f) En su caso, la integración de documentos o informes voluminosos y la impresión de pósters, 
carteles, libros o revistas se efectuarán preferentemente en los equipos con que cuenta la 
Cámara de Senadores, en el centro de reproducción. 

II. Tratándose de gastos por servicios de telefonía, se deberán mantener y, en su caso, aumentar las 
restricciones en el uso de las líneas instaladas para asuntos oficiales, cuya observancia será 
responsabilidad del titular de cada unidad administrativa. 

 El área de Informática y Telecomunicaciones implementará, en el ámbito administrativo, las medidas 
necesarias para racionalizar y transparentar el uso del servicio telefónico a disposición de las 
unidades administrativas. 

III. El servicio de telefonía celular se limitará exclusivamente a aquellos servidores públicos que para 
cumplir con sus funciones, les sea indispensable dicho instrumento, reduciéndose en un 10% las 
cuotas asignadas en la normatividad aprobada por la Comisión de Administración. Quedarán a cargo 
de los usuarios los gastos excedentes a las nuevas cuotas establecidas. 

IV. Se racionalizará el uso de papel, agua y servicio eléctrico, como medida de austeridad y protección al 
medio ambiente. 

V. Se deberá continuar con el ahorro del servicio de energía eléctrica, instalando luminarias de bajo 
consumo de energía y vigilando que se mantengan apagadas las luces y equipos eléctricos que no 
estén siendo utilizados, sin interrumpir las actividades de las áreas y especialmente durante los días 
y horarios no laborables. 

VI. Tratándose del servicio de agua potable, se deberán efectuar revisiones periódicas a las 
instalaciones hidrosanitarias, a fin de detectar fugas y proceder a su inmediata reparación, así como 
instalar llaves especiales en lavamanos y mingitorios para evitar que se mantengan abiertas. 

VII. Se deberán establecer mecanismos de conservación y mantenimiento de mobiliario y equipo, 
bienes informáticos, maquinaria e inmuebles de que se disponen en la Cámara, así como acciones 
para el destino final del mobiliario, vehículos, equipo y material obsoleto o en mal estado, conforme la 
norma vigente, a fin de evitar costos innecesarios de administración y almacenamiento. 

VIII. Para racionalizar el gasto destinado al mantenimiento de vehículos, se deberá cumplir de manera 
estricta con la normatividad en materia de asignación, uso y control de vehículos. 

Décimo primero.- Los gastos de comunicación social y del Canal del Congreso, se apegarán a las 
directrices que establece la Mesa Directiva, bajo criterios de racionalidad y en apego a la normatividad e 
impacto de resultados. La erogación a que se refiere este apartado deberá reducirse, sin afectar la 
difusión del trabajo legislativo. 

El programa de difusión del trabajo legislativo deberá considerar el espacio del Canal del Congreso y la 
utilización de los tiempos que señala el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal de 2009, los cuales por Ley otorgan al Estado las empresas de comunicación que operan 
mediante concesión federal. Estos deberán ser programados con oportunidad para evitar la subutilización. 
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El programa de difusión deberá apegarse a lo establecido en el artículo 134 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, por lo que en ningún caso podrán utilizarse tiempos fiscales, tiempos oficiales 
o recursos presupuestarios con fines de promoción de imagen personal. 

El área de comunicación social entregará a la Presidencia de la Mesa Directiva el proyecto de programa 
de difusión anual, indicando la utilización de tiempos oficiales y del Canal del Congreso. Asimismo, remitirá al 
órgano de gobierno el informe de avance del mismo. 

La suscripción y suministro de diarios y revistas, así como la síntesis periodística, se limitará al mínimo 
indispensable, para apoyar el trabajo de las oficinas de los órganos de gobierno, legisladores y Comisiones 
Legislativas. 

Los contratos de servicios de difusión e información deberán efectuarse conforme la normatividad en la 
materia. El pago de servicios de difusión e información se deberá efectuar, previa expedición de constancia de 
recibo por parte del área de comunicación social. 

Décimo segundo.- El servicio de alimentación y cafetería será exclusivamente para el trabajo legislativo 
de Senadores y Comisiones con apego a la normatividad prevista en la materia y a los mecanismos para 
optimizarlo, en condiciones de higiene y calidad; las reuniones de trabajo de los grupos administrativos 
colegiados y de las unidades administrativas del primer nivel orgánico, en su caso, serán de autoservicio. Los 
gastos de alimentación fuera de las instalaciones deberán obedecer a requerimientos del trabajo legislativo y 
se ajustarán a la normatividad establecida. 

Décimo tercero.- Los gastos operativos de órganos legislativos se ajustarán a las asignaciones 
presupuestales y a la normatividad aprobada por los órganos de gobierno, con criterios de austeridad y 
proporcionalidad. 

Décimo cuarto.- El otorgamiento de pasajes y viáticos para viajes nacionales e internacionales de 
carácter legislativo, se ajustará invariablemente a la normatividad autorizada por los órganos de gobierno, 
bajo criterios de racionalidad, pluralidad y proporcionalidad. No se expedirán boletos de primera clase. 

Décimo quinto.- Los gastos de ceremonial y de orden social quedan limitados a los estrictamente 
necesarios para el trabajo legislativo; los de comisiones al extranjero, congresos, convenciones, foros y 
reuniones deberán estar relacionados con el trabajo legislativo, apegarse a la normatividad, limitarse al 
mínimo indispensable y contar con la autorización de los órganos de gobierno. 

Cuando se realicen los foros, seminarios y reuniones deberán integrarse expedientes que incluyan los 
documentos que acrediten el objeto, programa, justificación, participantes y costos de las reuniones. 

Décimo sexto.- Los donativos sólo podrán otorgarse conforme a lo dispuesto por el artículo 80 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, cuando exista disponibilidad presupuestaria en la 
partida correspondiente y se cuente con la autorización de los órganos de gobierno. 

Tratándose de organizaciones, se otorgará donativos siempre y cuando éstas tengan: un objetivo social; 
demuestren cumplir con sus obligaciones fiscales y que sus principales ingresos no provienen del presupuesto 
público, salvo los casos que permitan expresamente las leyes; justifiquen el destino del apoyo; y, que no estén 
sujetas a procesos legales por irregularidades en su funcionamiento. Para dar cumplimiento a lo anterior se 
recabará, previo al otorgamiento del donativo, una carta responsiva del representante de la organización, en el 
que manifieste bajo protesta de decir verdad que cumple con los requisitos señalados. 

Asimismo, se deberá verificar que los donatarios no estén integrados en algún otro padrón de beneficiarios 
de programas a cargo del gobierno federal y que en ningún caso estén vinculados a asociaciones religiosas o 
a partidos y agrupaciones políticas nacionales, salvo los casos que permitan las leyes. 

Décimo séptimo.- Los titulares de las unidades administrativas serán responsables de llevar a cabo, 
dentro de sus respectivas áreas y atribuciones, las acciones que se requieran para la debida observancia de 
las disposiciones de este acuerdo. 

Décimo octavo.- La Contraloría Interna, en el ámbito de su competencia, verificará el cumplimiento de las 
medidas y obligaciones del presente acuerdo. 

Décimo noveno.- Las situaciones no previstas en este acuerdo, así como las que requieran de la 
autorización de los órganos de gobierno, serán resueltas por éstos directamente o vía el Secretario General 
de Servicios Administrativos. 

TRANSITORIO 
ARTICULO UNICO.- Los presentes lineamientos entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 
Atentamente 
Sufragio Efectivo. No Reelección. 
México, D.F., a 22 de diciembre de 2008.- El Secretario General de Servicios Administrativos de la Cámara 

de Senadores, Jorge Valdés Aguilera.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECLARATORIA de Emergencia por la ocurrencia de heladas atípicas los días 11 y 12 de diciembre de 2008, en 
15 municipios del Estado de Zacatecas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría  
de Gobernación. 

LAURA GURZA JAIDAR, Coordinadora General de Protección Civil de la Secretaría de Gobernación, con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 12, fracción IX y 29, 30, 33 y 37 de la Ley General de Protección 
Civil; 10, fracciones XVIII y XIX del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación; numeral 2, fracción I 
del Acuerdo por el que se emiten las Reglas de Operación del Fondo de Desastres Naturales (FONDEN); y el 
artículo 9 del Acuerdo que establece los Lineamientos para emitir las declaratorias de emergencia y la 
utilización del Fondo Revolvente (LINEAMIENTOS), y 

CONSIDERANDO 

Que mediante oficio No. RODG. 126/08 de fecha 12 de diciembre de 2008, y recibido por la Coordinación 
el día 15 de diciembre de 2008, la Gobernadora Constitucional del Estado de Zacatecas, C. Amalia D. García 
Medina, solicitó a la Secretaría de Gobernación a través de la Coordinación General de Protección Civil, la 
emisión de la Declaratoria de Emergencia para los Municipios de: Calera de Víctor Rosales, Cañitas de Felipe 
Pescador, Concepción el Oro, Ciudad Cuauhtemoc, Chalchihuites, Fresnillo, Genaro Codina, General Enrique 
Estrada, Francisco R. Murguia, General Panfilo Natera, Guadalupe, Jerez, Jiménez del Teul, Juan Aldama, 
Loreto, Luis Moya, Mazapil, Melchor Ocampo, Miguel Auza, Monte Escobedo, Morelos, Noria de Angeles, 
Ojocaliente, Pánuco, Pinos, Río Grande, Saín Alto, El Salvador, Sombrerete, Tlaltenango, Trancoso, 
Valparaíso, Vetagrande, Villa de Cos, Villa Hidalgo, Villanueva y Zacatecas, por la presencia de bajas 
temperaturas extremas ocurridas los días 9, 10, 11 y 12 de diciembre de 2008. 

Que mediante oficio número CGPC/2119/2008 de fecha 15 de diciembre de 2008, la Coordinación General 
de Protección Civil, con el objeto de emitir la Declaratoria de Emergencia respectiva, solicitó la opinión a la 
Comisión Nacional del Agua (CONAGUA), respecto de su procedencia. 

Que mediante oficio número BOO.- 2274 de fecha 17 de diciembre de 2008, la CONAGUA emitió su 
opinión técnica respecto de dicho evento, misma que en su parte conducente dispone lo siguiente: de acuerdo 
al análisis de la información y a la normatividad vigente, es procedente emitir la Declaratoria de Emergencia 
para 15 municipios: Calera, Concepción del Oro, Cuauhtémoc, El Salvador, Fresnillo, Genaro Codina, General 
Enrique Estrada, General Pánfilo Natera, Luis Moya, Mazapil, Melchor Ocampo, Morelos, Noria de Angeles, 
Pánuco y Valparaíso, por la ocurrencia de heladas atípicas los días 11 y 12 de diciembre de 2008. 

Con base en lo anterior se procede en este acto a emitir la siguiente: 

DECLARATORIA DE EMERGENCIA POR LA OCURRENCIA DE HELADAS 
ATIPICAS LOS DIAS 11 Y 12 DE DICIEMBRE DE 2008, EN 

15 MUNICIPIOS DEL ESTADO DE ZACATECAS 

Artículo 1o.- Se declara en emergencia a los Municipios de Calera, Concepción del Oro, Cuauhtémoc,  
El Salvador, Fresnillo, Genaro Codina, General Enrique Estrada, General Pánfilo Natera, Luis Moya, Mazapil, 
Melchor Ocampo, Morelos, Noria de Angeles, Pánuco y Valparaíso del Estado de Zacatecas. 

Artículo 2o.- La presente se expide para que el Estado de Zacatecas, pueda acceder a los recursos del 
Fondo Revolvente del FONDEN de la Secretaría de Gobernación. 

Artículo 3o.- La determinación de los apoyos a otorgar se hará en los términos de los LINEAMIENTOS  
y con base en las necesidades prioritarias e inmediatas de la población para salvaguardar su vida y su salud. 

Artículo 4o.- La presente Declaratoria se publicará en el Diario Oficial de la Federación de conformidad 
con el artículo 37 de la Ley General de Protección Civil y en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 9, 
fracción IV de los LINEAMIENTOS. 

México, Distrito Federal, a diecisiete de diciembre de dos mil ocho.- La Coordinadora General, Laura 
Gurza Jaidar.- Rúbrica. 
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AVISO de Término de la Emergencia por la ocurrencia de heladas atípicas, durante el periodo correspondiente del 
18 al 20 de noviembre de 2008, en 2 municipios del Estado de Tlaxcala. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría  
de Gobernación. 

LAURA GURZA JAIDAR, Coordinadora General de Protección Civil de la Secretaría de Gobernación, con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 12, fracción IX de la Ley General de Protección Civil; 10, 
fracciones XVIII y XIX del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación; y el artículo 11, fracción III del 
Acuerdo que establece los Lineamientos para emitir las declaratorias de emergencia y la utilización del Fondo 
Revolvente (LINEAMIENTOS), y 

CONSIDERANDO 

Que el día 26 de noviembre de 2008 se emitió Boletín de Prensa No. 356/08, mediante el cual se dio a 
conocer que la Coordinación General de Protección Civil declaró en emergencia a los Municipios de 
Calpulalpan y Benito Juárez del Estado de Tlaxcala, por la ocurrencia de heladas atípicas durante el periodo 
correspondiente del 18 al 20 de noviembre de 2008, misma que se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación el 9 de diciembre de 2008. 

Que con fundamento en el artículo 11, fracción II inciso a) y b) de los LINEAMIENTOS, la Dirección 
General de Protección Civil, mediante oficio No. DGPC/1361/08 de fecha 17 de diciembre de 2008, dictaminó 
sobre la condición actual en que se encuentra la población afectada por la situación de emergencia, en el cual 
se indica que se han dejado de surtir los efectos de la situación anormal, por lo que se puede dar por 
concluida la vigencia de la presente Declaratoria de Emergencia. 

Que tomando en cuenta lo anterior, se determinó procedente expedir el siguiente: 

AVISO DE TERMINO DE LA EMERGENCIA, POR LA OCURRENCIA DE HELADAS ATIPICAS, 
DURANTE EL PERIODO CORRESPONDIENTE DEL 18 AL 20 DE NOVIEMBRE DE 2008, 

EN 2 MUNICIPIOS DEL ESTADO DE TLAXCALA 

Artículo 1o.- De conformidad con el artículo 11, fracción III de los LINEAMIENTOS se da por concluida la 
Declaratoria de Emergencia a los Municipios de Calpulalpan y Benito Juárez del Estado de Tlaxcala. 

Artículo 2o.- El presente Aviso de Término de Emergencia se publicará en el Diario Oficial de la 
Federación, de conformidad con los artículos 37 de la Ley General de Protección Civil y 11, fracción III de los 
LINEAMIENTOS. 

México, Distrito Federal, a diecisiete de diciembre de dos mil ocho.- La Coordinadora General, Laura 
Gurza Jaidar.- Rúbrica. 

 

 

PARRAFOS setenta y siete a ciento treinta y tres, sin notas al pie de página y parte resolutiva, de la sentencia 
emitida el seis de agosto de dos mil ocho, por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso número 
12.535, Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. 

Al margen un logotipo, que dice: Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

CASO CASTAÑEDA GUTMAN VS. ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Sentencia de 6 de agosto de 2008 

VI 

ARTÍCULO 25 (PROTECCIÓN JUDICIAL) EN RELACIÓN CON LOS ARTÍCULOS 
1.1 (OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS) Y 

2 (DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO) 
DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

77. En el presente caso la Comisión Interamericana alegó la violación del artículo 25 de la Convención por 
entender que en la época de los hechos el Estado no proveía a las personas bajo su jurisdicción de un 
recurso rápido, sencillo y efectivo para proteger los derechos políticos y que el recurso de amparo interpuesto 
por la presunta víctima en el presente caso no era un recurso efectivo en los términos requeridos por el citado 
artículo. Los representantes alegaron que la presunta víctima interpuso el recurso de amparo en razón de que 
éste era el único que presentaba “visos de procedibilidad”, dado que para lograr el goce del derecho 
reclamado por la presunta víctima era necesario declarar inconstitucional un artículo de la ley electoral, lo cual 



Viernes 2 de enero de 2009 DIARIO OFICIAL 9 

no estaba bajo las facultades del Tribunal Electoral. Por último, el Estado alegó que el juicio para la protección 
de los derechos político-electorales del ciudadano cumple cabalmente con las exigencias de acceso a la 
justicia, y era el recurso idóneo, adecuado y eficaz para la protección que buscaba la presunta víctima ya que 
el amparo no está contemplado para reclamar derechos políticos. 

78. El artículo 25.1 de la Convención establece, en términos generales, la obligación de los Estados de 
garantizar un recurso judicial efectivo contra actos que violen derechos fundamentales. Al interpretar el texto 
del artículo 25 de la Convención, la Corte ha sostenido que la obligación del Estado de proporcionar un 
recurso judicial no se reduce simplemente a la mera existencia de los tribunales o procedimientos formales o 
aún a la posibilidad de recurrir a los tribunales, sino que los recursos deben tener efectividad, es decir, debe 
brindarse a la persona la posibilidad real de interponer un recurso, en los términos de aquel precepto. La 
existencia de esta garantía “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino 
del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención”. Asimismo, 
conforme al artículo 25.2.b de la Convención, los Estados se comprometen a desarrollar las posibilidades del 
recurso judicial. 

79. A su vez, el deber general del Estado de adecuar su derecho interno a las disposiciones de dicha 
Convención para garantizar los derechos en ella consagrados, establecido en el artículo 2, incluye la 
expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la observancia efectiva de los derechos y 
libertades consagrados en la misma, así como la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas 
de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías previstas en la Convención. 

80. En razón de lo alegado por las partes, la Corte analizará si existía, al momento de los hechos, en el 
ordenamiento jurídico mexicano un recurso efectivo en los términos del artículo 25 de la Convención 
Americana. Para ello, el Tribunal determinará los hechos relevantes y luego hará las consideraciones 
pertinentes, primero, en relación con el recurso de amparo interpuesto en el presente caso por la presunta 
víctima y, finalmente, en relación con el juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano, recurso que debió haber sido interpuesto por el señor Castañeda Gutman, conforme a lo alegado 
por el Estado. 

I. Hechos 
81. El 5 de marzo de 2004 la presunta víctima presentó al Consejo General del IFE una solicitud de 

inscripción como candidato independiente al cargo de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos para las 
elecciones del 2 de julio de 2006. Alegó que solicitaba su registro “en ejercicio del derecho que [le] otorga el 
artículo 35, fracción II de la Constitución”, presentó ciertos documentos y declaró “bajo protesta de decir la 
verdad” que cumplía los requisitos constitucionales para ejercer dicho cargo electivo. 

82. Mediante escrito del 11 de marzo de 2004, notificado al día siguiente, la Dirección Ejecutiva de 
Prerrogativas y Partidos Políticos, Dirección de Partidos Políticos y Financiamiento del IFE, informó al señor 
Castañeda Gutman que “no [era] posible atender su petición en los términos solicitados”. Como fundamento 
de dicha decisión, el IFE citó, entre otras disposiciones, el artículo 175 del COFIPE que establece que 
“corresponde únicamente a los partidos políticos nacionales el derecho de solicitar el registro de candidatos a 
cargos de elección popular” y citó jurisprudencia del TRIFE del 25 de octubre de 2001 que señala que “no 
resulta inconstitucional ni violatoria del derecho internacional la negativa del registro como candidato 
independiente con base en [una disposición legal que establece] que sólo los partidos políticos tienen derecho 
a postular candidatos a los cargos de elección popular […]”. El IFE afirmó que “[e]l derecho a ser postulado y 
ser votado para ocupar un cargo de elección popular a nivel federal, sólo puede ejercerse a través de alguno 
de los partidos políticos nacionales que cuenten con registro ante el Instituto Federal Electoral”, y además, 
que el COFIPE “indica el plazo para el registro de candidaturas para Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, mismo que abarca del 1º al 15 de enero del año de la elección”. 

83. Contra dicho pronunciamiento del Instituto Federal Electoral, la presunta víctima presentó el 29 de 
marzo de 2004 una demanda de amparo ante el Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Administrativa del 
Distrito Federal. El señor Castañeda Gutman fundamentó su amparo con base en los siguientes argumentos: 
a) infracción de las garantías individuales de ejercicio de la libertad de trabajo y participación en el desarrollo 
del régimen democrático de la vida política nacional; b) violación de la garantía individual de igualdad ante la 
ley; y c) trasgresión de la garantía individual de libertad de asociación, todos con base en la Constitución 
mexicana. Dicho asunto fue admitido el 30 de marzo del mismo año. 

84. En efecto, el 30 de marzo de 2004 el Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Administrativa del Distrito 
Federal en el auto de admisión de la demanda de amparo señaló que “por regla general la demanda de 
garantías [el amparo] en la que se pretendan deducir derechos de índole político será improcedente excepto 
en el caso de que en la misma se reclamen derechos individuales. [C]onsecuentemente, y a efecto de no 
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juzgar a priori tal circunstancia, […] con apoyo en los artículos 114 [y otros] de la Ley de Amparo, [dicho 
tribunal] estim[ó] procedente admitir la demanda de garantías […]”. Posteriormente, el 16 de julio de 2004 el 
Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Administrativa del Distrito Federal resolvió declarar improcedente el 
juicio de amparo interpuesto por la presunta víctima en virtud de “la improcedencia constitucional que se 
deriva del 105 Constitucional, fracción II, párrafo tercero, [que] establece […] que la única vía para plantear la 
no conformidad de las leyes electorales a la Constitución es la acción de inconstitucionalidad; disposición que 
[…] guarda armonía con la improcedencia legal contenida en el artículo 73, fracción VII, de la Ley de Amparo”. 

85. El 2 de agosto de 2004 el señor Castañeda Gutman interpuso un recurso de revisión contra la decisión 
del Juzgado Séptimo. Como dicho recurso planteaba cuestiones legales y constitucionales, el Décimo Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al que correspondió el conocimiento del 
recurso, resolvió mediante sentencia de 11 de noviembre de 2004 las cuestiones legales y planteó que la 
Suprema Corte ejerciera su facultad de atracción sobre las cuestiones constitucionales. 

86. Los días 8 y 16 de agosto de 2005 el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación confirmó la 
sentencia recurrida y resolvió declarar improcedente el amparo en revisión respecto de los artículos 175, 176, 
177, párrafo 1, inciso e, y 178 del COFIPE, cuya constitucionalidad cuestionaba la presunta víctima, sin entrar 
a analizar el fondo de la cuestión. Igualmente, la Suprema Corte resolvió declarar improcedente el amparo 
respecto de la decisión del Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos del IFE que consta en el 
escrito de 11 de marzo de 2004, y que había motivado el juicio de garantías del señor Jorge Castañeda 
Gutman. La Suprema Corte consideró que “[…] la facultad de resolver sobre la contradicción de normas 
electorales a la Constitución Federal, está plenamente limitada por mandato constitucional al Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, mientras que el Tribunal Electoral conocerá respecto de algún acto o 
resolución o sobre la interpretación de un precepto constitucional, siempre que esa interpretación no sea para 
verificar la conformidad de una ley electoral con la Constitución”; ya que “[…] precisamente [se] busca dar 
certeza a las reglas que regirán el proceso electoral, a partir del establecimiento de un medio de control 
constitucional denominado Acción de Inconstitucionalidad, […] y, por consiguiente, se obligó a órganos 
legislativos federal y locales, a expedir las leyes electorales cuando menos noventa días antes, de que tenga 
lugar el proceso electoral, a fin de que, de llegar a declarar la Suprema Corte la invalidez de esa norma, de 
tiempo a que sea modificada por el legislador y debido a tal sistema, se tenga certeza de cuáles son las 
disposiciones aplicables y de que ya no serán modificadas durante el desarrollo del proceso electoral”. 

87. El 6 de octubre de 2005 se inició formalmente el proceso electoral en México, y del 1 al 15 de enero de 
2006 el Instituto Federal de Elecciones recibió las candidaturas para el cargo de Presidente de México. La 
presunta víctima no presentó una solicitud de registro de su candidatura durante dicho plazo. 

II. El juicio de Amparo 

88. La Comisión alegó que no existía en México en la época de los hechos un recurso sencillo, rápido y 
efectivo para que los particulares, como la presunta víctima, realizaran cuestionamientos constitucionales de 
las normas electorales. Tal recurso no estaba disponible en la legislación mexicana, ya que el recurso de 
amparo y el juicio para la protección de los derechos políticos-electorales no reunían los requisitos de 
idoneidad para solucionar la situación denunciada por la presunta víctima. Sin perjuicio de ello, la Comisión 
señaló que para que un recurso sea considerado efectivo debe haber manifestación sobre el fondo del asunto, 
lo que no ocurrió en este caso. La Comisión Interamericana alegó que el “recurso judicial no tiene que 
resolverse a favor de la parte que alega la violación de sus derechos para que sea considerado “efectivo”; sin 
embargo, la efectividad implica que el órgano judicial ha evaluado los méritos de la denuncia”. La Comisión 
argumentó que el artículo 25.2.a de la Convención establece el derecho de aquel que acude al recurso judicial 
a que la autoridad decida sobre los derechos, lo cual implicaría “efectuar una determinación entre los hechos y 
el derecho -con fuerza legal- que recaiga y que trate sobre un objeto específico”. Finalmente, consideró que el 
amparo hubiera sido la vía idónea si no fuera por la exclusión de su ámbito de la materia electoral y que no es 
irrazonable que un Estado limite el recurso de amparo a ciertas materias, siempre que habilite otro recurso de 
tutela rápido y sencillo para las materias no protegidas por el amparo. 

89. Los representantes señalaron que interpusieron el amparo por ser el único recurso con visos de 
procedibilidad, ya que para obtener la protección que buscaba la presunta víctima era necesario declarar 
inconstitucional el artículo 175 del COFIPE y únicamente la Suprema Corte de Justicia tenía competencia para 
hacerlo. Como consecuencia, la resolución de la Suprema Corte consistente en que el amparo era 
improcedente en este caso, cerró a la presunta víctima todas las puertas de la justicia en el Estado, violando 
su derecho a la protección judicial, dispuesto en el artículo 25 de la Convención. Al igual que la Comisión 
Interamericana, los representantes argumentaron que no había recursos disponibles en México que pudiesen 
haber sido efectivos en el presente caso al momento de los hechos. 
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90. El Estado no argumentó sobre la efectividad del recurso de amparo para este caso, sino que alegó que 
el recurso efectivo para proteger derechos políticos en México es el juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano y argumentó sobre su efectividad, sencillez, accesibilidad y rapidez. 

91. La Corte observa que tanto la Comisión como los representantes destacaron la ausencia de un recurso 
sencillo, rápido y efectivo para que la presunta víctima reclamara la protección de sus derechos reconocidos 
por la Constitución, para sustentar la alegada violación del artículo 25 de la Convención. En este sentido, la 
Corte considera, al igual que la Comisión y el Estado, que el recurso de amparo interpuesto por la presunta 
víctima no era la vía adecuada en ese caso, dada su improcedencia en materia electoral. 

92. Este Tribunal estima que no es en sí mismo incompatible con la Convención que un Estado limite el 
recurso de amparo a algunas materias, siempre y cuando provea otro recurso de similar naturaleza e igual 
alcance para aquellos derechos humanos que no sean de conocimiento de la autoridad judicial por medio del 
amparo. Ello es particularmente relevante en relación con los derechos políticos, derechos humanos de tal 
importancia que la Convención Americana prohíbe su suspensión así como la de las garantías judiciales 
indispensables para su protección (infra párr. 140). 

93. Por otra parte, la Corte estima pertinente referirse a lo afirmado por la Comisión Interamericana en el 
sentido de que, más allá de que el amparo no era la vía idónea, por la exclusión de la materia electoral de su 
ámbito de competencia, “la efectividad implica que el órgano judicial ha evaluado los méritos de la denuncia”. 
Al respecto, este Tribunal ha establecido que “el análisis por la autoridad competente de un recurso judicial 
[…] no puede reducirse a una mera formalidad, sino que debe examinar las razones invocadas por el 
demandante y manifestarse expresamente sobre ellas, de acuerdo a los parámetros establecidos por la 
Convención Americana”. En otras palabras, es una garantía mínima de toda persona que interpone un recurso 
que la decisión que lo resuelva sea motivada y fundamentada, bajo pena de violar las garantías del debido 
proceso. 

94. Para la Corte el requisito de que la decisión sea razonada, no es equivalente a que haya un análisis 
sobre el fondo del asunto, estudio que no es imprescindible para determinar la efectividad del recurso. La 
existencia y aplicación de causales de admisibilidad de un recurso resulta compatible con la Convención 
Americana y la efectividad del recurso implica que, potencialmente, cuando se cumplan dichos requisitos, el 
órgano judicial evalúe sus méritos. 

III.  El Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales de los Ciudadanos 

95. La Comisión sostuvo que el TRIFE carecía de competencia para declarar inaplicable el artículo 175 del 
COFIPE en el caso particular, en virtud del texto expreso del artículo 10 de la Ley de Impugnación Electoral y 
los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. A pesar de que el Estado argumentó sobre la 
efectividad e idoneidad del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano ante el 
TRIFE, la jurisprudencia de dicho órgano judicial ha demostrado lo contrario. En ese sentido, señaló la 
sentencia dictada el 2 de febrero de 2006 en ocasión del recurso interpuesto por el señor Héctor Montoya 
Fernández, en la cual el TRIFE al referirse específicamente a la aplicación del Art. 175, párrafo 1 del COFIPE 
estableció que “[…] esta Sala Superior tampoco se encuentra en condiciones de desaplicar preceptos de ley, 
aún cuando se estime que éstos son contrarios a la Constitución”. Dado que el juicio para la protección no era 
efectivo, las personas no disponían en la época de los hechos de un recurso para la protección de sus 
derechos políticos en México y en la práctica el sistema legal mexicano no contemplaba un mecanismo para 
que los particulares como el señor Castañeda Gutman pudieran realizar cuestionamientos constitucionales de 
las normas electorales. 

96. Por su parte, los representantes resaltaron que la Ley de Impugnación Electoral excluye del ámbito de 
dichos medios de impugnación el cuestionamiento de la no conformidad de leyes federales o locales con la 
Constitución. Señalaron también que el Tribunal Electoral llegó a pronunciarse sobre la constitucionalidad de 
normas jurídicas en materia electoral, pero que posteriormente la Suprema Corte de Justicia dejó 
definitivamente aclarada la incompetencia del Tribunal Electoral para pronunciarse sobre la constitucionalidad 
de normas electorales, y determinó que la facultad para resolver sobre la contradicción de normas electorales 
y la Constitución está limitada al Pleno de la Suprema Corte de Justicia, para lo cual la única vía para plantear 
la no conformidad de dichas leyes con la Constitución es la acción de inconstitucionalidad. Por otra parte, los 
representantes manifestaron que la Ley de Impugnación Electoral establece que el juicio para la protección de 
los derechos político-electorales ante el TRIFE sólo puede ser promovido por un ciudadano que haya sido 
propuesto por un partido político. Afirmaron que, al no haber sido propuesta la presunta víctima por un partido, 
el juicio hubiera sido declarado improcedente y la demanda se hubiera rechazado in limine. 
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97. El Estado señaló que la presunta víctima debió demostrar que existe un derecho a una candidatura 
independiente “antes de afirmar que no contó con un recurso dotado de sencillez, rapidez y efectividad para 
reclamarlo”. Asimismo, argumentó que el juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano, medio de defensa que fue el resultado de la reforma constitucional del 22 de agosto de 1996, era 
el recurso idóneo, adecuado y eficaz que debió elegir la presunta víctima para proteger la situación jurídica 
supuestamente infringida ante el Tribunal Electoral. En razón de la existencia del juicio de protección, la 
improcedencia del recurso de amparo en materia electoral no implica la inexistencia de un recurso adecuado y 
eficaz. Además, no tiene por qué equipararse necesariamente el recurso sencillo y breve exigido por la 
Convención Americana con la posibilidad de impugnar la constitucionalidad de una ley específica, pues lo 
relevante es que dicho recurso sirva para los efectos de proteger y hacer efectivo el derecho fundamental 
cuya supuesta trasgresión se reclama. El juicio de protección debió ser usado por la presunta víctima ya que 
constituye un amparo especializado en dicha materia, hubiera permitido cuestionar la negativa de registro 
como candidato independiente al cargo de Presidente de la República y, en caso de que resultara fundada su 
pretensión, se ordenara la restitución de su derecho, sin la necesidad de declarar la inconstitucionalidad del 
artículo 175 del COFIPE. Por otra parte, el Tribunal Electoral que es el órgano competente para analizar el 
recurso es independiente e imparcial, según el propio Informe de la Comisión Interamericana como resultado 
de su visita in loco a México en 1996. El Estado resaltó que la Sala Superior del TRIFE ha procedido a restituir 
a las personas en sus derechos cuando sus pretensiones se estiman fundadas, y que dicho órgano 
jurisdiccional tiene facultades “para examinar la constitucionalidad de los actos de las autoridades en su 
materia, y para interpretar la ley a la luz de la Constitución, e incluso ha aplicado como corresponde la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos”. 
Por otra parte, respecto de la accesibilidad del juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano, el Estado indicó que los requisitos de admisibilidad del recurso, según la jurisprudencia del 
Tribunal Electoral, son aquellos establecidos en el artículo 79 de la Ley de Impugnación Electoral y no los 
dispuestos en el artículo 80 de dicha ley, como alegaron los representantes. Según el Estado, para interponer 
el juicio basta ser ciudadano mexicano, promover el recurso en forma individual y alegar presuntas violaciones 
a sus derechos políticos. 

98. La Corte se referirá primeramente a lo sostenido por el Estado en relación a que la presunta víctima 
debió demostrar que existe un derecho a una candidatura independiente para poder interponer un recurso. 

99. En el presente caso la presunta víctima buscó ejercer su derecho a la protección judicial para obtener 
una determinación sobre el alcance y el contenido de un derecho humano, el derecho político a ser elegido, 
consagrado en el artículo 23.1.b. de la Convención Americana y en el artículo 35, fracción II de la Constitución 
mexicana, y eventualmente obtener una decisión judicial a favor de su pretensión. 

100. Este Tribunal considera que el sentido de la protección otorgada por el artículo 25 de la Convención 
es la posibilidad real de acceder a un recurso judicial para que la autoridad competente y capaz de emitir una 
decisión vinculante determine si ha habido o no una violación a algún derecho que la persona que reclama 
estima tener y que, en caso de ser encontrada una violación, el recurso sea útil para restituir al interesado en 
el goce de su derecho y repararlo. Sería irrazonable establecer dicha garantía judicial si se exigiera a los 
justiciables saber de antemano si su situación será estimada por el órgano judicial como amparada por un 
derecho específico. 

101. En razón de lo anterior, independientemente de si la autoridad judicial declarare infundado el reclamo 
de la persona que interpone el recurso por no estar cubierto por la norma que invoca o no encontrare una 
violación del derecho que se alega vulnerado, el Estado está obligado a proveer recursos efectivos que 
permitan a las personas impugnar aquellos actos de autoridad que consideren violatorios de sus derechos 
humanos previstos en la Convención, la Constitución o las leyes. En efecto, el artículo 25 de la Convención 
Americana establece el derecho a la protección judicial de los derechos consagrados por la Convención, la 
Constitución o las leyes, el cual puede ser violado independientemente de que exista o no una violación al 
derecho reclamado o de que la situación que le servía de sustento se encontraba dentro del campo de 
aplicación del derecho invocado. Ello debido a que al igual que el artículo 8, “el artículo 25 de la Convención 
también consagra el derecho de acceso a la justicia”. 

102. La Convención establece que las personas bajo la jurisdicción del Estado deben tener acceso “a un 
recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante jueces o tribunales competentes, que las 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales”. 

103. Para esta Corte la controversia entre las partes en este caso se restringe a dos de las mencionadas 
características relacionadas con la efectividad del recurso: a) si la presunta víctima tenía acceso a un recurso; 
y b) si el tribunal competente tenía las facultades necesarias para restituir a la presunta víctima en el goce de 
sus derechos, si se considerara que éstos habían sido violados. A la primera característica la Corte se referirá 
como “accesibilidad del recurso” y a la segunda como “efectividad del recurso”. 
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a) Accesibilidad del recurso 

104. Los representantes alegaron que el artículo 80 de la Ley de Impugnación Electoral limita la 
procedencia del juicio de protección a las personas cuando consideren que se violó su derecho a ser votado, 
hubieren sido propuestos por un partido político y les haya sido negado indebidamente su registro a un cargo 
de elección popular. Sostuvieron que el Tribunal Electoral no tiene competencia para resolver impugnaciones 
a leyes electorales cuando se trata de un ciudadano que no pertenece a un partido político, como el señor 
Castañeda Gutman. Finalmente, indicaron que los casos a que se refiere el Estado, entre ellos el caso de 
Hank Rhon, “fueron promovidos individualmente por candidatos propuestos por un partido o por una coalición 
de partidos”, y que “de no haber sido propuestos por un partido, el juicio se hubiera declarado improcedente y 
la demanda se hubiera desechado de plano”. 

105. El Estado argumentó que el Tribunal Electoral ha sostenido que, para la procedencia del juicio para la 
protección sólo se requiere la concurrencia de los elementos contemplados en el primer enunciado del artículo 
79 de la Ley de Impugnación Electoral y que “no importa para la procedencia [del juicio] lo establecido en el 
artículo 80” de dicha ley. Adjuntó jurisprudencia del Tribunal Electoral que señala que los “requisitos para la 
procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano están previstos en 
el artículo 79 (y no en el 80) de la [Ley de Impugnación Electoral]”. Con base en dicha jurisprudencia, el 
Estado señaló que el artículo 79 de la Ley de Impugnación Electoral “abre el juicio de protección a cualquier 
ciudadano que estime que sus derechos fueron afectados, incluyendo aquellos que afirmen no haber sido 
postulados por partido alguno”, y que el artículo 80 de dicha ley establece “algunas modalidades específicas, 
por ejemplo, tratándose del caso de candidatos propuestos por partidos políticos”. Para reforzar el argumento 
de la procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales sin la necesidad de hacerlo 
a través de un partido político, en la audiencia pública el Estado hizo referencia, entre otros casos, al del señor 
Hank Rhon, en el cual “[…] el citado ciudadano al proveer el recurso lo hizo a título personal, es decir, no 
estaba apoyado por partido político alguno cuando acudió al Tribunal a defender sus derechos de 
participación, y una vez que el Tribunal falló en su favor fue cuando un partido político lo acogió y, gracias a 
eso pudo participar en las contiendas correspondientes.” 

106. A efectos de cumplir su obligación convencional de establecer en el ordenamiento jurídico interno un 
recurso efectivo en los términos de la Convención, los Estados deben promover recursos accesibles a toda 
persona para la protección de sus derechos. Si una determinada acción es el recurso destinado por la ley para 
obtener la restitución del derecho que se considera violado, toda persona que sea titular de dicho derecho 
debe tener la posibilidad real de interponerlo. 

107. En el presente caso, la presunta víctima reclamó una violación a su derecho político de ser elegido, 
en virtud de que una ley de carácter electoral imponía como requisito para ser candidato el ser postulado por 
un partido político. La Corte deberá determinar si el juicio de protección era un recurso accesible para la 
presunta víctima. Como se observó, el amparo era un recurso improcedente en razón de la materia (supra 
párr. 91) y por otra parte la acción de inconstitucionalidad tampoco estaba disponible para una persona 
particular como el señor Castañeda Gutman, ya que se trata de un recurso extraordinario limitado, entre otros 
aspectos, en su legitimación activa (infra párr. 128). 

108. La ley que regula el juicio de protección es la Ley de Impugnación Electoral. En su artículo 79.1 dicha 
ley establece que: 

[e]l juicio para la protección de los derechos político-electorales, sólo procederá cuando el ciudadano 
por sí mismo y en forma individual, haga valer presuntas violaciones a sus derechos de votar y ser 
votado en las elecciones populares, de asociarse individual y libremente para tomar parte en forma 
pacífica en los asuntos políticos y de afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos. 

109. Por su parte, el artículo 80.1, inciso d) de la misma ley dispone que el juicio podrá ser promovido por 
el ciudadano cuando: 

[c]onsidere que se violó su derecho político-electoral de ser votado cuando, habiendo sido propuesto 
por un partido político, le sea negado indebidamente su registro como candidato a un cargo de elección 
popular (énfasis añadido). 

110. La Corte destaca la importancia de que los Estados regulen los recursos judiciales de forma tal que 
las personas tengan certeza y seguridad jurídica de sus condiciones de acceso. Del análisis de los 
argumentos y de las pruebas aportadas, particularmente la legislación y la jurisprudencia presentada por el 
Estado sobre los requisitos para la procedencia del juicio, la Corte entiende que los requisitos para la 
interposición del juicio de protección son siempre los establecidos en el artículo 79 de la Ley de Impugnación 
Electoral, y en ciertos casos además, los supuestos fácticos de procedencia establecidos en el artículo 80 de 
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la misma ley. La Corte observa que en la misma jurisprudencia aportada por el Estado, el Tribunal Electoral 
aclara que “de la interpretación del vocablo ‘cuando’, contenido en el apartado 1 del artículo 80 de la Ley de 
Impugnación Electoral, se aprecia que está empleado como adverbio de tiempo y con el significado de ‘en el 
tiempo’, ‘en el punto’, ‘en la ocasión en que’, pues en todos los incisos que siguen a esta expresión se hace 
referencia, a que el juicio queda en condiciones de ser promovido, al momento o tiempo en que hayan 
ocurrido los hechos que se aprecian en cada hipótesis” (énfasis agregado). 

111. Es decir, la legitimación activa para interponer el recurso es de todo ciudadano, conforme 
al artículo 79, pero cuando el mismo alegue ciertas violaciones a sus derechos políticos “el juicio queda en 
condiciones de ser promovido, al momento o tiempo en que hayan ocurrido los hechos que se aprecian en 
cada hipótesis” conforme al artículo 80, lo cual implica que las modalidades a que hace referencia dicho 
artículo de la Ley de Impugnación Electoral son en realidad supuestos de hecho que condicionan la 
procedencia del juicio para la protección de algunos de los derechos político-electorales del ciudadano. 
El artículo 80 impone la condición de que el ciudadano haya sido propuesto por un partido político, y en esa 
condición se le haya negado el registro como candidato a un cargo de elección popular. 

112. Como observa esta Corte, además de que tanto el artículo 79 como el artículo 80 de la Ley de 
Impugnación Electoral se encuentran dentro del capítulo “De la procedencia”, existe una distinción entre los 
requisitos generales de procedencia del juicio para la protección y los supuestos particulares que condicionan 
dicha procedencia en ciertos casos respecto de los derechos político-electorales. En cuanto a la procedencia, 
el juicio debe ser promovido en carácter individual y efectivamente no es necesario que la persona lo 
interponga bajo los auspicios de un partido político, tal como sostiene el Estado al afirmar que los requisitos 
de admisibilidad son los del artículo 79 de la Ley de Impugnación Electoral. Sin embargo, la ley estableció y la 
jurisprudencia del Tribunal Electoral así lo ha ratificado, una condición con la que debe cumplir todo aquél que 
reclame específicamente su derecho a ser registrado como candidato a elección popular: haber sido 
propuesto por un partido político. Dicha causal, aún cuando no fuera un requisito de procedencia general del 
juicio conforme al artículo 79, condiciona la procedencia del mismo cuando se alega la negativa indebida de 
registro a una candidatura de elección popular, lo cual se traduce en que el juicio para la protección de los 
derechos político-electorales sólo sea accesible, en lo que respecta a dicho aspecto del derecho político de 
ser votado, a las personas que fueron propuestas por un partido político, y no a toda persona titular de 
derechos políticos. 

113. De la lectura de la sentencia de la Sala Superior del TRIFE del 6 de julio de 2007 en la que resolvió el 
caso Hank Rhon, a la cual el Estado se refirió en la audiencia pública, esta Corte aprecia que si bien el juicio 
fue promovido por la persona legitimada activamente, es decir, el ciudadano por sí mismo y en forma 
individual, el mismo cumplía con la condición fáctica de haber sido “propuesto por un partido político” a que se 
refiere el artículo 80 de la Ley de Impugnación Electoral. En el referido caso una coalición de partidos políticos 
denominada “Alianza para que Vivamos Mejor” solicitó el registro de dicha persona como candidato a 
gobernador de un estado de la Federación, lo cual fue concedido por acuerdo del Consejo Estatal Electoral 
del Instituto Estatal Electoral de Baja California y revocado por el Tribunal de Justicia Electoral del Poder 
Judicial de dicha entidad federativa. La revocación de dicho tribunal electoral al acuerdo de registro del 
candidato propuesto por la coalición de partidos políticos fue el acto de autoridad que dicha persona impugnó 
ante el TRIFE a través del juicio para la protección de los derechos político-electorales. Si bien el tribunal de la 
entidad federativa revocó el acuerdo de la autoridad electoral que le concedió el registro, dicha resolución no 
podía considerarse como firme sino hasta que el TRIFE resolviera el juicio para la protección de los derechos 
políticos-electorales. Como se observa en la sentencia, el TRIFE confirmó que Hank Rhon se ubicaba en el 
supuesto fáctico, al resolver “se confirma el acuerdo de registro de Jorge Hank Rhon, como candidato a 
gobernador del estado de Baja California, postulado por la coalición Alianza para que Vivamos Mejor […]” 
(énfasis agregado). 

114. La Ley de Impugnación Electoral impuso en el presente caso, como condición de procedencia del 
juicio para la protección de los derechos político-electorales, que el señor Castañeda Gutman hubiera sido 
propuesto por un partido político para reclamar una violación al derecho político de ser votado en relación con 
el registro de su candidatura. A ello se agrega que no existió en el presente caso otro recurso para que la 
presunta víctima, quien no había sido propuesta por un partido político, pudiera cuestionar la alegada violación 
a su derecho político a ser elegido (infra párr. 131). 

b) Efectividad del recurso 

115. La Comisión señaló que el fundamento del acto administrativo del IFE por el que se rechazó la 
inscripción de la presunta víctima era la aplicación del artículo 175 del COFIPE, por lo que la única forma de 
declarar la inaplicabilidad de dicho artículo al caso concreto era mediante el examen de su constitucionalidad. 
Es decir para declarar inaplicable dicho artículo al caso particular era preciso considerarlo contrario a la 
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Constitución. Sin embargo, el sistema legal mexicano no contemplaba un mecanismo para que los 
particulares como el señor Castañeda Gutman pudieran realizar cuestionamientos constitucionales de las 
leyes electorales. Según la Comisión, la decisión negativa de la Suprema Corte sobre el amparo cerró de 
manera definitiva la aspiración de la presunta víctima a una determinación oportuna de sus derechos. 

116. Los representantes argumentaron que la Constitución concibe al juicio de amparo como el único 
medio de control constitucional para asegurar a las personas la validez y eficacia de sus garantías 
constitucionales frente a las autoridades que lo vulneran. La Ley de Impugnación Electoral en su artículo 10 
señala que los medios de impugnación electoral serán improcedentes cuando se pretenda impugnar la no 
conformidad a la Constitución de leyes federales y locales. Alegaron que ninguno de los preceptos a que el 
Estado hizo referencia atribuye al Tribunal Electoral la competencia expresa para conocer de impugnaciones a 
las leyes electorales. Señalaron, además, que “la facultad para resolver sobre la contradicción de normas 
electorales y la Carta Magna está claramente limitada por mandato constitucional al Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de México, por lo que el Tribunal Electoral sólo puede manifestarse respecto de la legalidad 
de algún acto o resolución, siempre que ésta no sea para verificar la conformidad de la ley electoral con el 
propio ordenamiento supremo, ya que de lo contrario estaría ejerciendo una facultad que constitucionalmente 
no le corresponde”. 

117. Según el Estado, el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano tiene 
la función dentro del sistema jurídico de revocar o modificar actos o resoluciones que se estimen violatorios 
de, entre otros, los derechos político-electorales de votar y ser votado, según lo dispuesto en el artículo 84 de 
la Ley de Impugnación Electoral. Por ello, la presunta víctima debió haber interpuesto dicho recurso para que, 
en caso de que resultara fundada su pretensión, se restituyera su derecho, sin la necesidad de declarar la 
inconstitucionalidad del artículo 175 del Código Electoral. Sin perjuicio de lo anterior, según el Estado, el juicio 
para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano es también un recurso para ejercer el 
control de constitucionalidad y legalidad de los actos que vulneren derechos políticos; y “[d]esde [la reforma 
constitucional de 1996] el Tribunal Electoral es la máxima autoridad jurisdiccional en la materia, órgano 
especializado del Poder Judicial (artículo 99 de la Constitución Federal) e instancia terminal en cuanto al 
control de la constitucionalidad de actos y resoluciones electorales”. 

118. Sobre este punto la Corte está llamada a determinar si el juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano constituía o no un recurso efectivo. Un recurso judicial efectivo es aquel 
capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido, es decir, debe ser un recurso capaz de conducir 
a un análisis por parte de un tribunal competente a efectos de establecer si ha habido o no una violación a los 
derechos humanos y, en su caso, proporcionar una reparación. 

119. En el presente caso las partes discrepan sobre si el Tribunal Electoral, el cual es el órgano 
competente para resolver el juicio de protección, tenía o no la competencia para analizar y resolver el 
planteamiento de la presunta víctima sobre la inconstitucionalidad del artículo 175 y otros del COFIPE y, en su 
caso, no aplicar dicho precepto en el caso concreto para que la presunta víctima fuera restituida en el goce de 
sus derechos. 

120. Respecto de la competencia del Tribunal Electoral, desde 1996 la Constitución establecía en su 
artículo 99, tal y como estaba vigente al momento de los hechos, que el “Tribunal Electoral será […] la máxima 
autoridad jurisdiccional en la materia [y] le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable [sobre las] 
impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político-electorales de votar, ser votado y de 
afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país, en los términos que señalen [la] 
Constitución y las leyes”. Asimismo, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación (en adelante “Ley del 
Poder Judicial”) vigente al momento de los hechos disponía desde 1996 en su artículo 186, fracción III, incisos 
a y c, que el Tribunal Electoral tenía la competencia para “[r]esolver, en forma definitiva e inatacable, las 
controversias que se susciten por: 

a) Actos y resoluciones de la autoridad electoral federal distintos a los señalados en las fracciones I y II 
anteriores [las impugnaciones sobre las elecciones federales de diputados y senadores y sobre la 
elección de Presidente de la República], que violen normas constitucionales o legales. 

[…] 

c) Actos y resoluciones que violen los derechos político–electorales de los ciudadanos de votar y ser 
votado en las elecciones populares, asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica 
en los asuntos políticos y afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos, siempre y cuando se 
hubiesen reunido los requisitos constitucionales y los que se señalen en las leyes para su ejercicio. 
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121. Sin perjuicio de que la Constitución y la Ley del Poder Judicial otorgaran competencia al Tribunal 
Electoral para conocer de impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político-electorales, 
el artículo 105, fracción II de la Constitución, que regula la competencia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para conocer de las acciones de inconstitucionalidad, establece desde 1996 que la 
“única vía para plantear la no conformidad de las leyes electorales a la Constitución es la prevista en [dicho] 
artículo”. 

122. En consonancia con la fracción II del artículo 105 de la Constitución, el artículo 10 de la Ley de 
Impugnación Electoral disponía que los medios de impugnación, entre ellos el juicio de protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano, “serán improcedentes [c]uando se pretenda impugnar la no 
conformidad a la Constitución de leyes federales o locales”. 

123. A pesar de lo dispuesto por las normas constitucionales y legales anteriores, como lo mencionan los 
representantes, el TRIFE llegó a hacer unos pronunciamientos sobre la constitucionalidad de normas jurídicas 
en materia electoral (supra párr. 96). 

124. No obstante lo anterior, en mayo de 2002 el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió una contradicción de criterios entre la Sala Superior del TRIFE y la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. En esa oportunidad, la Suprema Corte interpretó con carácter de jurisprudencia obligatoria para el 
Tribunal Electoral, conforme a los artículos 235 y 236 de la Ley del Poder Judicial Federal, que la Constitución 
no permitía que el Tribunal Electoral ejerciera un control de constitucionalidad de leyes electorales con motivo 
de los actos y resoluciones en las que se hubieren aplicado, ya que el único control de constitucionalidad de 
leyes permitido por la Constitución era el control con efectos generales de competencia exclusiva de la 
Suprema Corte de Justicia a través de la acción de inconstitucionalidad. Así lo señaló la Suprema Corte: 

LEYES ELECTORALES. LA ÚNICA VÍA PARA IMPUGNARLAS ES LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. En el artículo 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y en su ley reglamentaria, se establece […] el sistema de […] impugnación [de las 
leyes electorales federales y locales], conforme al cual la única vía para plantear la no conformidad de 
dichas leyes con la Constitución es la acción de inconstitucionalidad, […] y que la única autoridad 
competente para conocer y resolver dichas acciones es la Suprema Corte de Justicia de la Nación[.] 
Por tanto, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación no puede, en ningún caso, 
pronunciarse acerca de la constitucionalidad de leyes electorales, por no ser impugnables ante él con 
motivo de los actos y resoluciones en los que se hubieran aplicado, porque por un lado, en atención a 
su naturaleza, en cuanto a que están destinadas a regir el proceso electoral, es imprescindible partir de 
su firmeza, ya que de otra forma se vulneraría el equilibrio del proceso electoral, pues no sería lógico 
que conforme a un sistema de contienda electoral entre partidos políticos, se cuestionara la 
constitucionalidad de una norma relativa a ese proceso, con motivo de actos y resoluciones producidos 
por él; y por otro, que está fuera de las facultades de ese tribunal cotejar la norma electoral frente a la 
Constitución, aun a pretexto de determinar su posible inaplicación (énfasis agregado). 

125. Este criterio de 2002 fue reiterado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en agosto de 2005 
al resolver la revisión del amparo contra leyes promovido por el señor Castañeda Gutman: 

“[p]or consiguiente, de lo expuesto se concluye que la facultad de resolver sobre la contradicción de 
normas electorales a la Constitución Federal, está plenamente limitada por mandato constitucional al 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mientras que el Tribunal Electoral conocerá 
respecto de algún acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto constitucional, siempre que 
esta interpretación no sea para verificar la conformidad de una ley electoral con la Constitución.” 
(énfasis agregado). 

126. Asimismo, dicho criterio de 2002 de la Suprema Corte de Justicia ha sido aplicado por el Tribunal 
Electoral en otras ocasiones. Por ejemplo, en febrero de 2006 la Sala Superior del TRIFE aplicó la 
jurisprudencia obligatoria cuando el señor Héctor Montoya Fernández alegó la inconstitucionalidad del artículo 
175 del COFIPE ante la negativa de registro del IFE como candidato independiente a la Presidencia de la 
República: 

[…] 
Por tanto, la única manera en la que podría acogerse su pretensión, sería a través de la desaplicación 
del artículo 175, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
Sin embargo, tal desaplicación, por un lado, no le está permitida al Consejo General del Instituto 
Federal Electoral, pues no tiene facultades conferidas para ello y, por otro, esta Sala Superior tampoco 
se encuentra en condiciones de desaplicar preceptos de ley, aun cuando se estime que éstos son 
contrarios a la constitución, ya que al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitió los 
criterios cuyos rubros son: "LEYES ELECTORALES. LA ÚNICA VÍA PARA IMPUGNARLAS ES LA 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD" y "TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN. CARECE DE COMPETENCIA PARA PRONUNCIARSE SOBRE 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES" […] 



Viernes 2 de enero de 2009 DIARIO OFICIAL 17 

127. Finalmente, la Suprema Corte de Justicia confirmó su jurisprudencia de 2002 en el mes de 
septiembre de 2007, al concluir que no era procedente su modificación “[…] por no haber habido ningún 
cambio de circunstancias o legislativas que las que dieron lugar a las mismas”. 

128. Conforme a lo anterior, si bien antes del 2002 el TRIFE emitió sentencias en las que desaplicó leyes 
locales contrarias a la Constitución en casos concretos, a partir de la jurisprudencia de la Suprema Corte de 
mayo de 2002 dicho tribunal resolvió definitivamente que el TRIFE no tenía competencia para pronunciarse 
sobre la constitucionalidad de las leyes a efectos de dejar de aplicarlas en casos concretos. Por lo tanto, el 
TRIFE no podría resolver una controversia planteada contra un acto o resolución de alguna autoridad electoral 
cuando su resolución implicara pronunciarse sobre la constitucionalidad de la ley en la que se fundamentó 
dicho acto o resolución. Por otra parte, ya fue mencionado que a partir de la reforma constitucional de 1996 la 
única vía para impugnar una ley federal electoral era la acción de inconstitucionalidad, que es un recurso 
extraordinario y de restringida legitimidad activa. Del texto del artículo 105 fracción II de la Constitución, se 
deriva que para interponer dicha acción sólo están legitimados activamente determinadas fracciones 
parlamentarias federales o locales, el Procurador General de la República y, a partir de la reforma 
constitucional de 1996, los partidos políticos registrados, de forma que los individuos no pueden interponerlo. 
Asimismo, el carácter extraordinario se deriva del efecto de dicho recurso de declarar la invalidez con efectos 
generales de una ley sólo cuando la resolución obtiene la mayoría de ocho votos de los ministros de la 
Suprema Corte de Justicia. Finalmente, en cuanto al momento procesal oportuno para promoverlo, dicha 
acción sólo se puede interponer dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la 
ley de que se trate. 

129. Por último cabe señalar que si bien el Estado alegó que “[…] acceder al TRIFE habría significado […] 
una forma interna de control convencional de las leyes”, lo cual “[…] deja fuera de toda duda la existencia de 
un recurso judicial adecuado y eficaz de protección de derechos humanos de índole política […]”, esta Corte 
observa que, a diferencia de los casos mencionados por el Estado como los de los señores Hank Rhon, 
Manuel Guillén Monzón, María Mercedes Maciel y Eligio Valencia Roque, en el caso del señor Castañeda 
Gutman no está probado en el expediente ante esta Corte que el TRIFE hubiera podido realizar tal “control 
convencional” respecto de una ley federal electoral. 

130. Para ser capaz de restituir a la presunta víctima en el goce de sus derechos en ese caso, el juicio 
para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano debía posibilitar a la autoridad 
competente evaluar si la regulación legal establecida en el Código Federal en materia electoral, y que 
alegadamente restringía de forma no razonable los derechos políticos de la presunta víctima, era compatible o 
no con el derecho político establecido en la Constitución, lo que en otras palabras significaba revisar la 
constitucionalidad del artículo 175 del COFIPE. Ello no era posible, según se señaló anteriormente, por lo que 
el Tribunal Electoral, conforme a la Constitución y los criterios obligatorios de la Suprema Corte de Justicia, no 
tenía competencia para analizar la compatibilidad de disposiciones legales en materia electoral con la 
Constitución. 

131. Dado que el recurso de amparo no resulta procedente en materia electoral, la naturaleza 
extraordinaria de la acción de inconstitucionalidad y la inaccesibilidad e inefectividad del juicio de protección 
para impugnar la falta de conformidad de una ley con la Constitución, en la época de los hechos del presente 
caso no había en México recurso efectivo alguno que posibilitara a las personas cuestionar la regulación legal 
del derecho político a ser elegido previsto en la Constitución Política y en la Convención Americana. En razón 
de ello, la Corte concluye que el Estado no ofreció a la presunta víctima un recurso idóneo para reclamar la 
alegada violación de su derecho político a ser elegido, y por lo tanto violó el artículo 25 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio del señor Castañeda Gutman. 

132. La Corte ha sostenido, en reiteradas ocasiones, que todo Estado Parte de la Convención “ha de 
adoptar todas las medidas para que lo establecido en la Convención sea efectivamente cumplido en su 
ordenamiento jurídico interno, tal como lo requiere el artículo 2 de la Convención”. También ha afirmado que 
los Estados “deben adoptar medidas positivas, evitar tomar iniciativas que limiten o conculquen un derecho 
fundamental, y suprimir las medidas y prácticas que restrinjan o vulneren un derecho fundamental”. La 
obligación contenida en el artículo 2 de la Convención reconoce una norma consuetudinaria que prescribe 
que, cuando un Estado ha celebrado un convenio internacional, debe introducir en su derecho interno las 
modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de las obligaciones internacionales asumidas. 
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133. En el presente caso la inexistencia de un recurso efectivo constituyó una violación de la Convención 
por el Estado Parte, y un incumplimiento de su deber de adoptar disposiciones de derecho interno para hacer 
efectivos los derechos establecidos en la Convención, en los términos del artículo 25 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado. 

X 

PUNTOS RESOLUTIVOS 

251. Por tanto, 

LA CORTE 

DECIDE, 

por unanimidad: 

1. Desestimar las excepciones preliminares interpuestas por el Estado en los términos de los párrafos 
15 a 67 de la presente Sentencia. 

DECLARA, 

por unanimidad, que: 

2. El Estado violó, en perjuicio del señor Jorge Castañeda Gutman, el derecho a la protección judicial 
consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, 
en los términos de los párrafos 77 a 133 de la presente Sentencia. 

3. El Estado no violó, en perjuicio del señor Jorge Castañeda Gutman, el derecho político a ser elegido 
reconocido en el artículo 23.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la misma, en los términos de los párrafos 134 a 205 de esta Sentencia. 

4. El Estado no violó, en perjuicio del señor Jorge Castañeda Gutman, el derecho a la igualdad ante la 
ley, reconocido en el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en los términos de los párrafos 206 a 212 de esta Sentencia. 

Y DISPONE, 

por unanimidad, que: 

5. Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación. 

6. El Estado debe, en un plazo razonable, completar la adecuación de su derecho interno a la 
Convención, de tal forma que ajuste la legislación secundaria y las normas que reglamentan el juicio de 
protección de los derechos del ciudadano de acuerdo con lo previsto en la reforma constitucional de 13 de 
noviembre de 2007, de manera que mediante dicho recurso se garantice a los ciudadanos de forma efectiva el 
cuestionamiento de la constitucionalidad de la regulación legal del derecho a ser elegido, en los términos de 
los párrafos 227 a 231 de la presente Sentencia. 

7. El Estado debe publicar en el Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, por una 
sola vez, los párrafos 77 a 133 de la presente Sentencia, sin las notas al pie de página, y la parte resolutiva de 
la misma, en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, en los 
términos de los párrafos 232 a 235 de la misma. 

8. El Estado debe pagar al señor Jorge Castañeda Gutman el monto fijado en el párrafo 244 de la 
presente Sentencia, por reintegro de costas y gastos, dentro del plazo de seis meses contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. 

9.  La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, en ejercicio de sus atribuciones y en 
cumplimiento de sus deberes conforme a la Convención Americana, y dará por concluido el presente caso una 
vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en la misma. El Estado deberá, dentro del 
plazo de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia, rendir a la Corte un informe sobre las 
medidas adoptadas para la cumplir con la misma. 

Redactada en español y en inglés, haciendo fe el texto en español, en San José, Costa Rica, el día 6 de 
agosto de 2008. 
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SECRETARIA DE SEGURIDAD PUBLICA 
DECRETO por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

Artículo Único.- Se expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública: 

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES PRELIMINARES 

Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en materia de Seguridad Pública y tiene por objeto regular la integración, organización y 
funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como establecer la distribución de 
competencias y las bases de coordinación entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los 
Municipios, en esta materia. 

Sus disposiciones son de orden público e interés social y de observancia general en todo el territorio 
nacional. 

Artículo 2.- La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados 
y los Municipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como 
preservar las libertades, el orden y la paz públicos y comprende la prevención especial y general de los 
delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción de las infracciones administrativas, así como la 
investigación y la persecución de los delitos y la reinserción social del individuo, en términos de esta Ley, en 
las respectivas competencias establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El Estado desarrollará políticas en materia de prevención social del delito con carácter integral, sobre las 
causas que generan la comisión de delitos y conductas antisociales, así como programas y acciones para 
fomentar en la sociedad valores culturales y cívicos, que induzcan el respeto a la legalidad y a la protección 
de las víctimas. 

Artículo 3.- La función de Seguridad Pública se realizará en los diversos ámbitos de competencia por 
conducto de las Instituciones Policiales, del Ministerio Público, de las instancias encargadas de aplicar las 
infracciones administrativas, de los responsables de la prisión preventiva y ejecución de penas, de las 
autoridades competentes en materia de justicia para adolescentes, así como por las demás autoridades que 
en razón de sus atribuciones deban contribuir directa o indirectamente al objeto de esta Ley. 

Artículo 4.- El Sistema Nacional de Seguridad Pública contará para su funcionamiento y operación con las 
instancias, instrumentos, políticas, acciones y servicios previstos en la presente Ley, tendientes a cumplir los 
fines de la Seguridad Pública. 

La coordinación en un marco de respeto a las atribuciones entre las instancias de la Federación, los 
Estados, el Distrito Federal y los Municipios, será el eje del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Artículo 5.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Academias: a las Instituciones de Formación, de Capacitación y de Profesionalización Policial; 

II. Bases de Datos Criminalísticas y de Personal: Las bases de datos nacionales y la información 
contenida en ellas, en materia de detenciones, información criminal, personal de seguridad pública, 
servicios de seguridad privada, armamento y equipo, vehículos, huellas dactilares, teléfonos 
celulares, sentenciados y las demás necesarias para la operación del Sistema. 

III. Carrera Ministerial: al Servicio Profesional de Carrera Ministerial; 
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IV. Carrera Pericial: al Servicio Profesional de Carrera Pericial; 

V. Carrera Policial: al Servicio Profesional de Carrera Policial; 

VI. Conferencias Nacionales: a las Conferencias a las que se refiere el artículo 10 de esta Ley; 

VII. Consejo Nacional: al Consejo Nacional de Seguridad Pública; 

VIII. Instituciones de Seguridad Pública: a las Instituciones Policiales, de Procuración de Justicia, del 
Sistema Penitenciario y dependencias encargadas de la Seguridad Pública a nivel federal, local y 
municipal; 

IX. Instituciones de Procuración de Justicia: a las Instituciones de la Federación y entidades 
federativas que integran al Ministerio Público, los servicios periciales y demás auxiliares de aquél; 

X. Instituciones Policiales: a los cuerpos de policía, de vigilancia y custodia de los establecimientos 
penitenciarios, de detención preventiva, o de centros de arraigos; y en general, todas las 
dependencias encargadas de la seguridad pública a nivel federal, local y municipal, que realicen 
funciones similares; 

XI. Institutos: a los órganos de las instituciones de seguridad pública de la Federación, de los Estados 
y del Distrito Federal, encargados de la formación y actualización especializada de aspirantes y 
servidores públicos de las funciones ministerial, pericial y de policía ministerial; 

XII. Programa Rector: al conjunto de contenidos encaminados a la profesionalización de los servidores 
públicos de las Instituciones Policiales e Instituciones de Procuración de Justicia, respectivamente; 

XIII. Registro Nacional: el Registro Nacional de Personal de las Instituciones de Seguridad Pública; 

XIV. Secretaría: a la Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno Federal; 

XV. Secretario Ejecutivo: el Titular del Secretariado Ejecutivo del Sistema; 

XVI. Sistema: al Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Artículo 6.- Las Instituciones de Seguridad Pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional, su 
actuación se regirá además, por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, honradez, y respeto a los 
derechos humanos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Deberán 
fomentar la participación ciudadana y rendir cuentas en términos de ley. 

Artículo 7.- Conforme a las bases que establece el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, las Instituciones de Seguridad Pública de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y 
los Municipios, en el ámbito de su competencia y en los términos de esta Ley, deberán coordinarse para: 

I. Integrar el Sistema y cumplir con sus objetivos y fines; 

II. Formular políticas integrales, sistemáticas, continuas y evaluables, así como programas y 
estrategias, en materia de seguridad pública; 

III. Ejecutar, dar seguimiento y evaluar las políticas, estrategias y acciones, a través de las instancias 
previstas en esta ley; 

IV. Proponer, ejecutar y evaluar el Programa Nacional de Procuración de Justicia, el Programa 
Nacional de Seguridad Pública y demás instrumentos programáticos en la materia previstos en la 
Ley de Planeación; 

V. Distribuir a los integrantes del Sistema, actividades específicas para el cumplimiento de los fines de 
la Seguridad Pública; 

VI. Regular los procedimientos de selección, ingreso, formación, actualización, capacitación, 
permanencia, evaluación, reconocimiento, certificación y registro de los servidores públicos de las 
Instituciones de Seguridad Pública; 

VII. Regular los sistemas disciplinarios, así como de reconocimientos, estímulos y recompensas; 

VIII. Determinar criterios uniformes para la organización, operación y modernización tecnológica de las 
Instituciones de Seguridad Pública; 

IX. Establecer y controlar bases de datos criminalísticos y de personal; 
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X. Realizar acciones y operativos conjuntos de las Instituciones de Seguridad Pública; 

XI. Participar en la protección y vigilancia de las Instalaciones Estratégicas del país en los términos de 
esta ley y demás disposiciones aplicables; 

XII. Determinar la participación de la comunidad y de instituciones académicas en coadyuvancia de los 
procesos de evaluación de las políticas de prevención del delito, así como de las Instituciones de 
Seguridad Pública, a través de mecanismos eficaces; 

XIII. Implementar mecanismos de evaluación en la aplicación de los fondos de ayuda federal para la 
seguridad pública; 

XIV. Fortalecer los sistemas de seguridad social de los servidores públicos, sus familias y dependientes, 
e instrumentar los complementarios a éstos, y 

XV. Realizar las demás acciones que sean necesarias para incrementar la eficacia en el cumplimiento 
de los fines de la Seguridad Pública. 

Artículo 8.- La coordinación, evaluación y seguimiento de lo dispuesto en esta Ley, se hará con respeto a 
las atribuciones que la Constitución establece para las instituciones y autoridades que integran el Sistema. 

Artículo 9.- Las Conferencias Nacionales, los consejos locales y demás instancias del Sistema, 
observarán lo dispuesto en las resoluciones y acuerdos generales que emita el Consejo Nacional. 

En caso de contradicción entre las resoluciones y acuerdos generales adoptados por las conferencias, el 
Consejo Nacional determinará la que deba prevalecer. 

TÍTULO SEGUNDO 

DE LAS INSTANCIAS DE COORDINACIÓN Y LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS DEL SISTEMA 
NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 

CAPÍTULO I 

De la organización del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

Artículo 10.- El Sistema se integrará por: 

I. El Consejo Nacional de Seguridad Pública, que será la instancia superior de coordinación y 
definición de políticas públicas; 

II. La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia; 

III. La Conferencia Nacional de Secretarios de Seguridad Pública o sus equivalentes; 

IV. La Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario; 

V. La Conferencia Nacional de Seguridad Pública Municipal; 

VI. Los Consejos Locales e Instancias Regionales, y 

VII. El Secretariado Ejecutivo del Sistema. 

El Poder Judicial de la Federación y los Tribunales Superiores de Justicia contribuirán con las instancias 
que integran el sistema, en la formulación de estudios, lineamientos e implementación de acciones que 
permitan alcanzar los fines de la seguridad pública. 

Artículo 11.- Las Conferencias Nacionales establecerán los mecanismos de coordinación que permitan la 
formulación y ejecución de políticas, programas, acciones necesarias para el cumplimiento de sus funciones. 
El Secretario Ejecutivo realizará las acciones necesarias para asegurar que la coordinación sea efectiva y 
eficaz e informará de ello al Consejo Nacional. 

El Secretariado Ejecutivo se coordinará con los Presidentes de las Conferencias Nacionales para dar 
seguimiento a las resoluciones que se adopten por el Consejo Nacional, en los términos de esta Ley. 
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CAPÍTULO II 

Del Consejo Nacional de Seguridad Pública 

Artículo 12.- El Consejo Nacional estará integrado por: 

I. El Presidente de la República, quien lo presidirá; 

II. El Secretario de Gobernación; 

III. El Secretario de la Defensa Nacional; 

IV. El Secretario de Marina; 

V. El Secretario de Seguridad Pública; 

VI. El Procurador General de la República; 

VII. Los Gobernadores de los Estados; 

VIII. El Jefe del Gobierno del Distrito Federal, y 

IX. El Secretario Ejecutivo del Sistema. 

El Presidente del Consejo será suplido en sus ausencias por el Secretario de Gobernación. Los demás 
integrantes del Consejo Nacional deberán asistir personalmente. 

El Consejo podrá invitar, por la naturaleza de los asuntos a tratar, a las personas, instituciones y 
representantes de la sociedad civil que puedan exponer conocimientos y experiencias para el cumplimiento de 
los objetivos de la seguridad pública. Dicha participación será con carácter honorífico. Así mismo el Presidente 
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos será invitado permanente de este Consejo. 

Artículo 13.- El personal de confianza de las unidades administrativas del Sistema, del Secretariado 
Ejecutivo, de los Centros Nacionales, incluso sus titulares y de las dependencias que presten asesoría en 
materia operativa, técnica y jurídica a los integrantes del Consejo Nacional, se considerará personal de 
seguridad pública y será de libre designación y remoción; se sujetarán a las evaluaciones de certificación y 
control de confianza. Para tal efecto, se emitirá el Acuerdo respectivo por el que se determinen dichas 
unidades administrativas. 

Artículo 14.- El Consejo Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Establecer los instrumentos y políticas públicas integrales, sistemáticas, continuas y evaluables, 
tendientes a cumplir los objetivos y fines de la Seguridad Pública; 

II. Emitir acuerdos y resoluciones generales, para el funcionamiento del Sistema; 

III. Establecer los lineamientos para la formulación de políticas generales en materia de Seguridad 
Pública; 

IV. Promover la implementación de políticas en materia de atención a víctimas del delito; 

V. Promover la efectiva coordinación de las instancias que integran el Sistema y dar seguimiento de 
las acciones que para tal efecto se establezcan; 

VI. Promover la homologación y desarrollo de los modelos ministerial, policial y pericial en las 
Instituciones de Seguridad Pública y evaluar sus avances, de conformidad con las leyes 
respectivas; 

VII. Vigilar que en los criterios para la distribución de recursos de los fondos de aportaciones federales 
para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal, se observen las disposiciones 
establecidas en la Ley de Coordinación Fiscal; 

VIII. Resolver la cancelación de la ministración de las aportaciones, a las entidades federativas o, en su 
caso a los municipios, por un periodo u objeto determinado, cuando incumplan lo previsto en esta 
Ley, los Acuerdos Generales del Consejo o los convenios celebrados previo cumplimiento de la 
garantía de audiencia; 

IX. Formular propuestas para los programas nacionales de Seguridad Pública, de Procuración de 
Justicia y de Prevención del Delito en los términos de la Ley de la materia; 
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X. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas de los programas de Seguridad Pública y otros 
relacionados; 

XI. Llevar a cabo la evaluación periódica de los programas de Seguridad Pública y otros relacionados; 

XII. Expedir políticas en materia de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la 
información que sobre Seguridad Pública generen las Instituciones de los tres órdenes de gobierno; 

XIII. Establecer medidas para vincular al Sistema con otros nacionales, regionales o locales; 

XIV. Promover el establecimiento de unidades de consulta y participación de la comunidad en las 
Instituciones de Seguridad Pública; 

XV. Recomendar la remoción de los titulares de las instituciones de Seguridad Pública, previa opinión 
justificada del Secretariado Ejecutivo, por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la 
presente Ley; 

XVI. Establecer mecanismos eficaces para que la sociedad participe en los procesos de evaluación de 
las políticas de prevención del delito, así como de las instituciones de Seguridad Pública; 

XVII. Promover políticas de coordinación y colaboración con el Poder Judicial de la Federación y los 
órganos jurisdiccionales de las entidades federativas; 

XVIII. Crear grupos de trabajo para el apoyo de sus funciones, y 

XIX. Las demás que se establezcan en otras disposiciones normativas y las que sean necesarias para el 
funcionamiento del Sistema. 

Artículo 15.- El Consejo Nacional podrá funcionar en Pleno o en las comisiones previstas por esta ley. El 
Pleno se reunirá por lo menos cada seis meses a convocatoria de su Presidente, quien integrará la agenda de 
los asuntos a tratar. 

El quórum para las reuniones del Consejo Nacional se integrará con la mitad más uno de sus integrantes. 
Los acuerdos se tomarán por la mayoría de los integrantes presentes del Consejo. 

Corresponderá al Presidente del Consejo Nacional, además, la facultad de promover en todo tiempo la 
efectiva coordinación y funcionamiento del Sistema. 

Los miembros del Consejo podrán formular propuestas de acuerdos que permitan el mejor funcionamiento 
del Sistema. 

Artículo 16.- Son comisiones permanentes del Consejo Nacional, las siguientes: 

I. De Información; 

II. De Certificación y Acreditación, 

III. De Prevención del Delito y Participación Ciudadana. 

Estas comisiones se coordinarán con el Secretario Ejecutivo para dar seguimiento al cumplimiento de las 
disposiciones aplicables por parte de los Centros Nacionales que integran el Secretariado Ejecutivo. El 
Consejo Nacional determinará el objeto, integrantes, deberes y funcionamiento de las mismas. 

En las Comisiones podrán participar expertos de instituciones académicas, de investigación y 
agrupaciones del sector social y privado relacionados con su objeto. 

Los Gobernadores y el Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberán designar por oficio a sus 
representantes permanentes ante el Secretario Ejecutivo del Sistema, los cuales deberán ser servidores 
públicos con un nivel jerárquico igual o superior a Director General en las Secretarías competentes en la 
entidad federativa respectiva, para la aplicación de esta Ley. 

CAPÍTULO III 

Del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

Artículo 17.- El Secretariado Ejecutivo es el órgano operativo del Sistema y gozará de autonomía técnica, 
de gestión y presupuestal. Contará con los Centros Nacionales de Información, de Prevención del Delito y 
Participación Ciudadana, así como de Certificación y Acreditación. El Titular del Ejecutivo Federal expedirá el 
Reglamento del Secretariado, que establecerá las atribuciones y articulación de estos Centros. 
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El Secretario Ejecutivo y los titulares de los Centros Nacionales serán nombrados y removidos libremente 
por el Presidente del Consejo y deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadanos mexicanos por nacimiento, que no tengan otra nacionalidad y estén en pleno goce 
de sus derechos civiles y políticos; 

II. Tener más de treinta años de edad; 

III. Contar con título profesional de nivel Licenciatura debidamente registrado; 

IV. Tener reconocida capacidad y probidad, así como contar con cinco años de experiencia en las 
áreas correspondientes a su función, y 

V. No haber sido sentenciados por delito doloso o inhabilitados como servidores públicos. 

Artículo 18.- Corresponde al Secretario Ejecutivo del Sistema: 

I. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resoluciones del Consejo Nacional y de su Presidente; 

II. Impulsar mejoras para los instrumentos de información del Sistema; 

III. Formular propuestas para el Programa Rector de Profesionalización; 

IV. Coordinar la realización de estudios especializados sobre las materias de Seguridad Pública y 
formular recomendaciones a las instancias de coordinación previstas en el presente ordenamiento; 

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Consejo Nacional, llevar el archivo de éstos y de los 
instrumentos jurídicos que deriven, y expedir constancia de los mismos; 

VI. Informar periódicamente al Consejo Nacional y a su Presidente de sus actividades; 

VII. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y concertación necesarios para el cumplimiento 
de los fines del Sistema; 

VIII. Verificar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, los convenios generales y específicos en 
la materia, así como las demás disposiciones aplicables e informar lo conducente al Consejo 
Nacional; 

IX. Proponer al Consejo Nacional las políticas, lineamientos, protocolos y acciones para el buen 
desempeño de las Instituciones de Seguridad Pública; 

X. Verificar que los programas, estrategias, acciones, políticas y servicios que se adopten por las 
Conferencias Nacionales, se coordinen entre sí, y que cumplan con los lineamientos y acuerdos 
generales que dicte el Consejo; 

XI. Proponer los criterios de evaluación de las Instituciones de Seguridad Pública en los términos 
de la ley; 

XII. Preparar la evaluación del cumplimiento de las políticas, estrategias y acciones del Sistema en los 
términos de ley; 

XIII. Presentar al Consejo Nacional los informes de las Conferencias Nacionales, para el seguimiento de 
los acuerdos y resoluciones que se adopten en las mismas; 

XIV. Elaborar y publicar informes de actividades del Consejo Nacional; 

XV. Colaborar con las instituciones de seguridad pública que integran el Sistema, para fortalecer y 
eficientar los mecanismos de coordinación; en especial en el impulso de las carreras Ministerial, 
Policial y Pericial; 

XVI. Integrar los criterios para la distribución de los fondos de seguridad pública y someterlos a la 
aprobación del Consejo, en términos de las disposiciones legales aplicables; 

XVII. Gestionar ante las autoridades competentes, la ministración de los fondos de seguridad pública, de 
conformidad con los criterios aprobados por el Consejo y las demás disposiciones aplicables; 

XVIII. Someter a consideración del Consejo Nacional el proyecto de resolución fundado y motivado de 
cancelación y, cuando proceda, la restitución de la ministración de aportaciones, a las entidades 
federativas o, en su caso, municipios; 



Viernes 2 de enero de 2009 DIARIO OFICIAL 25 

XIX. Coadyuvar con la Auditoría Superior de la Federación y demás instancias de fiscalización, 
proporcionando la información con la que cuente respecto del ejercicio de los recursos de los 
fondos de ayuda federal, así como del cumplimiento de esta Ley; 

XX. Supervisar, en coordinación con las demás instancias competentes, la correcta aplicación de los 
recursos de los fondos por las entidades federativas y por los municipios; 

XXI. Elaborar y someter a consideración del Consejo Nacional, opinión fundada y razonada por la que 
se recomiende la remoción de los titulares de las Instituciones de Seguridad Pública; 

XXII. Presentar quejas o denuncias ante las autoridades competentes por el incumplimiento de la Ley, 
los acuerdos generales, los convenios y demás disposiciones aplicables, así como por el uso ilícito 
o indebido de los recursos a que se refiere el artículo 142 de esta Ley, e informar al respecto al 
Consejo Nacional; 

XXIII. Dictar las medidas necesarias para garantizar el adecuado funcionamiento del Sistema; 

XXIV. Coordinar la homologación de la Carrera Policial, la Profesionalización y el Régimen Disciplinario 
en las Instituciones de Seguridad Pública, y 

XXV. Las demás que le otorga esta Ley y demás disposiciones aplicables, así como las que le 
encomiende el Consejo Nacional o su Presidente. 

Artículo 19.- El Centro Nacional de Información será el responsable de la operación del Sistema Nacional 
de Información de Seguridad Pública y tendrá, entre otras, las siguientes atribuciones: 

I. Establecer, administrar y resguardar las bases de datos criminalísticos y de personal del Sistema 
en términos que señale el reglamento; 

II. Determinar los criterios técnicos y de homologación de las bases de datos de los integrantes del 
Sistema; 

III. Emitir los protocolos de interconexión, acceso y seguridad de estas bases de datos; 

IV. Vigilar el cumplimiento de los criterios de acceso a la información y hacer del conocimiento de las 
instancias competentes cualquier irregularidad detectada; 

V. Colaborar con el Instituto Nacional de Información de Estadística y Geografía, en la integración de 
la estadística nacional en materia de seguridad pública, de conformidad con la Ley de la materia, y 

VI. Brindar asesoría a las Instituciones de Seguridad Pública para la integración de información, 
interconexión, acceso, uso, intercambio y establecimiento de medidas de seguridad para las bases 
de datos. 

Artículo 20.- El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana tendrá, como 
principales atribuciones: 

I. Proponer al Consejo Nacional lineamientos de prevención social del delito, a través del diseño 
transversal de políticas de prevención, cuyas acciones tendrán el carácter de permanentes y 
estratégicas; 

II. Promover la cultura de la paz, la legalidad, el respeto a los derechos humanos, la participación 
ciudadana y una vida libre de violencia; 

III. Emitir opiniones y recomendaciones, dar seguimiento y evaluar los programas implementados por 
las Instituciones de Seguridad Pública, en los tres órdenes de gobierno para: 

a) Prevenir la violencia infantil y juvenil; 

b) Promover la erradicación de la violencia especialmente la ejercida contra niñas, niños, 
jóvenes, mujeres, indígenas, adultos mayores, dentro y fuera del seno familiar; 

c) Prevenir la violencia generada por el uso de armas, el abuso de drogas y alcohol, y 

d) Garantizar la atención integral a las víctimas. 

IV. Realizar, por sí o por terceros, estudios sobre las causas estructurales del delito, su distribución 
geodelictiva, estadísticas de conductas ilícitas no denunciadas, tendencias históricas y patrones de 
comportamiento que permitan actualizar y perfeccionar la política criminal y de seguridad pública 
nacional; 
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V. Realizar, por sí o por terceros, encuestas victimológicas, de fenómenos delictivos y otras que 
coadyuven a la prevención del delito; 

VI. Promover la inclusión de contenidos relativos a la prevención del delito en los programas 
educativos, de salud, de desarrollo social y en general en los diversos programas de las 
dependencias y entidades federales, así como colaborar con los Estados, el Distrito Federal y los 
Municipios en esta misma materia; 

VII. Organizar seminarios, conferencias y ponencias sobre prevención social del delito; 

VIII. Coordinarse con otras instancias competentes en la materia para el ejercicio de sus funciones; 

IX. Promover la participación ciudadana para el fortalecimiento del Sistema en los términos de esta 
Ley, y 

X. Las demás que establezcan otras disposiciones, el Consejo Nacional y su Presidente. 

Artículo 21.- El Centro Nacional de Certificación y Acreditación será el responsable de la certificación, la 
acreditación y el control de confianza, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley. 

Este Centro contará con un órgano consultivo integrado por las instituciones públicas y privadas que se 
determinen en el Reglamento de este ordenamiento. 

Artículo 22.- Corresponde al Centro Nacional de Certificación y Acreditación, verificar que los centros de 
evaluación y control de confianza de la federación, Estados y Distrito Federal, realizan sus funciones de 
conformidad con las normas técnicas y estándares mínimos en materia de evaluación y control de confianza 
de los servidores públicos de las Instituciones de Seguridad Pública. Para tal efecto, tendrá las facultades 
siguientes: 

I. Establecer los criterios mínimos para la evaluación y control de confianza de los servidores 
públicos, tomando en consideración las recomendaciones, propuestas y lineamientos de las 
conferencias. 

II. Determinar las normas y procedimientos técnicos para la evaluación de los servidores públicos; 

III. Determinar los protocolos de actuación y procedimientos de evaluación de los centros de 
evaluación y control de confianza de las Instituciones de Seguridad Pública; 

IV. Evaluar y certificar la correcta aplicación de los procesos que operen los centros de evaluación y 
control de confianza de las Instituciones de Seguridad Pública; 

V. Evaluar y certificar los procesos de evaluación y control de confianza que en el ámbito de 
Seguridad Pública operen instituciones privadas que así lo soliciten y cumplan con la normatividad 
correspondiente; 

VI. Verificar periódicamente que los Centros de referencia apliquen los procesos certificados, conforme 
a los lineamientos y estándares que el Centro Nacional de Certificación y Acreditación establezca; 

VII. Apoyar a los Centros de Evaluación y Control de Confianza de las Instituciones de Seguridad 
Pública; 

VIII. Promover la homologación, validación y actualización de los procedimientos y criterios de 
Evaluación y Control de Confianza; 

IX. Establecer los requisitos que deben contener los certificados Ministerial, Policial y Pericial y aprobar 
sus características, y 

X. Las demás que resulten necesarias para el desempeño de sus funciones. 

CAPÍTULO IV 

De la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia. 

Artículo 23.- La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia estará integrada por los titulares de las 
Instituciones de Procuración de Justicia de la Federación, el Distrito Federal y los Estados, y será presidida 
por el Procurador General de la República. 

Dicha Conferencia contará con un Secretario Técnico que será nombrado y removido por el Presidente de 
la misma. 
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Artículo 24.- El Presidente de la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia podrá invitar a personas 
e instituciones por razón de los asuntos a tratar. 

El Procurador General de Justicia Militar será invitado permanente de esta Conferencia. 

Artículo 25.- Son funciones de la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia: 

I. Formular políticas generales de procuración de justicia, así como ejecutar, dar seguimiento y 
evaluar las acciones en la materia; 

II. Promover la coordinación y colaboración entre las Instituciones de Procuración de Justicia y las 
Instituciones Policiales; 

III. Formular propuestas para la integración del Programa Nacional de Procuración de Justicia y demás 
instrumentos programáticos relacionados con el ámbito de su competencia, así como darles 
seguimiento; 

IV. Formular, de conformidad con los criterios del Consejo Nacional, el Programa Rector de 
Profesionalización de las Instituciones de Procuración de Justicia; 

V. Elaborar propuestas de reformas legislativas y ordenamientos administrativos en materia de 
Procuración de Justicia; 

VI. Integrar los Comités que sean necesarios para el desempeño de sus funciones; 

VII. Emitir bases y reglas para la investigación conjunta de los delitos, de conformidad con los 
ordenamientos legales aplicables, así como para la realización de operativos de investigación 
conjuntos; 

VIII. Fijar criterios uniformes para la regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, 
capacitación, profesionalización, evaluación, reconocimiento, certificación y registro de agentes del 
Ministerio Público y peritos, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones 
aplicables; 

IX. Promover la capacitación, actualización y especialización conjunta de los miembros de las 
Instituciones de Procuración de Justicia, conforme al Programa Rector de Profesionalización; 

X. Promover la homologación de los procedimientos de control de confianza de los Integrantes de las 
Instituciones de Procuración de Justicia, de conformidad con las disposiciones aplicables; 

XI. Promover que las legislaciones aplicables prevean un procedimiento ágil, eficaz y uniforme para la 
imposición de sanciones administrativas al personal de las instituciones de procuración de justicia, 
por incumplimiento de los deberes previstos en esta Ley y demás que se establezcan en los 
ordenamientos correspondientes; 

XII. Promover mecanismos de coordinación, en materia de investigación de delitos con la Conferencia 
Nacional de Secretarios de Seguridad Pública; 

XIII. Impulsar las acciones necesarias para promover la denuncia de los delitos y la participación de la 
comunidad en las actividades de procuración de justicia; 

XIV. Determinar las políticas y lineamientos sobre datos de procedimientos penales, juicios de amparo y 
otros procesos judiciales en los que intervenga el Ministerio Público, que se integren a las bases de 
datos que establece el presente ordenamiento; 

XV. Fijar criterios de cooperación y coordinación para la entrega de indiciados, procesados y 
sentenciados; el cumplimiento de mandamientos judiciales y ministeriales; el aseguramiento de 
bienes instrumento, objeto o producto de delitos y el desahogo de diligencias judiciales, 
ministeriales y periciales; 

XVI. Fomentar la cultura de respeto a los derechos humanos y garantías reconocidas en la legislación 
vigente; 

XVII. Formular estrategias de coordinación en materia de combate a la corrupción, protección de 
personas, atención a víctimas y ofendidos de delitos; 

XVIII. Proponer programas de cooperación internacional en materia de procuración de justicia; 
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XIX. Establecer lineamientos para el desahogo de procedimientos de extradición y asistencia jurídica; 

XX. Promover la homologación de criterios para la regulación e instrumentación de la cadena de 
custodia de los indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso y de los instrumentos, objetos o 
productos del delito; 

XXI. Proponer al Centro Nacional de Información, criterios para el funcionamiento de las bases de datos 
criminalísticos y de personal de las Instituciones de Procuración de Justicia; 

XXII. Expedir sus reglas de organización y funcionamiento; 

XXIII. Promover la uniformidad de criterios jurídicos, y 

XXIV. Las demás que le otorga esta Ley y otras disposiciones aplicables. 

Artículo 26.- La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia se reunirá cada seis meses de manera 
ordinaria. El Presidente de dicha Conferencia podrá convocar a sesiones extraordinarias cuando lo estime 
necesario. 

CAPÍTULO V 

De la Conferencia Nacional de Secretarios de Seguridad Pública 

Artículo 27.- La Conferencia Nacional de Secretarios de Seguridad Pública estará integrada por los 
titulares de las dependencias encargadas de la Seguridad Pública de la Federación, los Estados y el Distrito 
Federal y será presidida por el Secretario de Seguridad Pública Federal. 

La Conferencia contará con un Secretario Técnico que será nombrado y removido por el Presidente de la 
misma. 

Los titulares de las dependencias u órganos en que se integren los cuerpos de policía de los municipios, 
podrán participar en la Conferencia, de conformidad con las reglas que la misma establezca. 

Artículo 28.- El Presidente de la Conferencia podrá invitar a personas e Instituciones por razón de los 
asuntos a tratar. 

Artículo 29.- Son funciones de la Conferencia Nacional de Secretarios de Seguridad Pública: 

I. Impulsar la coordinación de las actuaciones de las dependencias encargadas de la seguridad 
pública; 

II. Promover la capacitación, actualización y especialización de los miembros de las Instituciones 
Policiales, conforme al Programa Rector de Profesionalización; 

III. Elaborar propuestas de reformas a leyes en materia de Seguridad Pública; 

IV. Formular, de conformidad con los criterios del Consejo Nacional, el Programa Rector de 
Profesionalización de las Instituciones Policiales, cualquiera que sea su adscripción; 

V. Proponer medidas para vincular el Sistema con otros nacionales, regionales o locales; 

VI. Proponer la adopción y aplicación de políticas y programas de cooperación internacional sobre 
Seguridad Pública, en coordinación con las entidades y dependencias competentes; 

VII. Promover criterios uniformes para el desarrollo policial en términos de la presente Ley; 

VIII. Integrar los Comités que sean necesarios en la materia; 

IX. Desarrollar las especialidades policiales de alto desempeño para hacer frente a los delitos de 
impacto nacional e internacional; 

X. Emitir las bases y reglas generales para la realización de operativos conjuntos de carácter 
preventivo, entre las dependencias encargadas de la seguridad pública federales, locales y 
municipales; 

XI. Impulsar las acciones necesarias para que los integrantes del Sistema establezcan un servicio para 
la localización de personas y bienes; 

XII. Promover el establecimiento de un servicio de comunicación que reciba los reportes de la 
comunidad, sobre emergencias, faltas y delitos; 



Viernes 2 de enero de 2009 DIARIO OFICIAL 29 

XIII. Procurar que en las Instituciones Policiales se aplique homogénea y permanentemente, el 
protocolo de certificación correspondiente, aprobado por el Centro Nacional de Certificación y 
Acreditación; 

XIV. Proponer los requisitos que debe contener el Certificado Único Policial; 

XV. Definir criterios homogéneos para la recopilación, sistematización y manejo de información por 
parte de las Instituciones Policiales y promover su aplicación; 

XVI. Proponer al Centro Nacional de Información, criterios para el funcionamiento de las bases de datos 
criminalísticos y de personal de las Instituciones Policiales y para el manejo de información; 

XVII. Proponer mecanismos de coordinación, en materia de investigación de delitos, a la Conferencia 
Nacional de Procuración de Justicia; 

XVIII. Proponer reglas para coadyuvar en la vigilancia y realización de acciones conjuntas para proteger 
las instalaciones estratégicas del país, en los términos de la legislación aplicable, y 

XIX. Las demás que le otorga esta Ley y otras disposiciones aplicables. 

CAPÍTULO VI 

De la Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario 

Artículo 30.- La Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario, se integrará por los titulares de los 
órganos de prevención y de reinserción social o sus equivalentes de la Federación, los Estados y el Distrito 
Federal, y será presidida por quien designe el titular de la Secretaría. 

Dicha Conferencia contará con un Secretario Técnico que será nombrado y removido por el titular de la 
Secretaría. 

Artículo 31.- Son funciones de la Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario: 

I. Impulsar la coordinación del Sistema Penitenciario Nacional; 

II. Promover la homologación de los mecanismos, sistemas y procedimientos de seguridad en los 
centros penitenciarios de reinserción social; 

III. Proponer al Consejo Nacional, políticas, programas y acciones en materia de reinserción social; 

IV. Proponer mecanismos para implementar la educación y el deporte como medios de reinserción 
social; 

V. Promover la adopción del trabajo comunitario como mecanismo de reinserción social en las 
legislaciones aplicables; 

VI. Plantear criterios para eficientar los convenios que se celebren entre la Federación, los Estados y el 
Distrito Federal, a efecto de que los sentenciados por delitos del ámbito de su competencia, 
extingan las penas en establecimientos penitenciarios dependientes de una jurisdicción diversa, 
con estricto apego a las disposiciones legales aplicables; 

VII. Promover el intercambio, registro, sistematización y consulta de la información de seguridad pública 
en las bases de datos criminalísticos y de personal, y 

VIII. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables y el Consejo Nacional. 

CAPÍTULO VII 

De la Conferencia Nacional de Seguridad Pública Municipal 

Artículo 32.- La Conferencia Nacional de Seguridad Pública Municipal, estará integrada por los 
Presidentes Municipales y titulares de los órganos político-administrativos del Distrito Federal que participarán 
de conformidad con las siguientes reglas: 

I. Dos Presidentes municipales, de cada Estado, designados por el Consejo Local de Seguridad 
Pública correspondiente, y 

II. Dos titulares de los órganos político administrativos del Distrito Federal serán nombrados por el 
Consejo Local de Seguridad Pública. 
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Dicha Conferencia Nacional contará con un Presidente, que será designado de entre sus miembros por el 
pleno de misma. 

La Conferencia contará con un Secretario Técnico que será nombrado y removido por el Presidente de la 
misma. 

Artículo 33.- La Conferencia Nacional de Seguridad Pública Municipal, tendrá las siguientes funciones 
mínimas: 

I. Emitir sus reglas de organización y funcionamiento; 

II. Proponer y aplicar políticas y programas de cooperación Municipal en materia de Seguridad 
Pública; 

III. Promover el desarrollo y fortalecimiento de las dependencias encargadas de la seguridad 
pública municipal; 

IV. Elaborar propuestas de reformas a las normas de aplicación municipal en materia 
de Seguridad Pública; 

V. Intercambiar experiencias y apoyo técnico entre los Municipios; 

VI. Proponer políticas públicas en materia de Seguridad Pública; 

VII. Colaborar con las instituciones publicas y privadas, en la ejecución de programas tendientes a 
prevenir el delito; 

VIII. Promover en el ámbito Municipal, la homologación del Desarrollo Policial; 

IX. Organizar seminarios, conferencias y ponencias sobre la materia de Seguridad Pública Municipal, y 

X. Las demás que establezcan otras disposiciones legales o el consejo nacional. 

CAPÍTULO VIII 

De los Consejos Locales e Instancias Regionales de Coordinación 

Artículo 34.- En el Distrito Federal y en los Estados se establecerán consejos locales encargados de la 
coordinación, planeación e implementación del Sistema en los respectivos ámbitos de gobierno. Asimismo, 
serán los responsables de dar seguimiento a los acuerdos, lineamientos y políticas emitidos por el Consejo 
Nacional, en sus respectivos ámbitos de competencia. 

En los consejos locales de cada Estado participarán los municipios en los términos de la legislación de 
cada entidad federativa. En el caso del Distrito Federal, participarán los titulares de los órganos político 
administrativos de las demarcaciones territoriales, de conformidad con la legislación aplicable. Estos Consejos 
invitarán a cada sesión al menos a dos representantes de la sociedad civil o de la comunidad, de conformidad 
con los temas a tratar. Su participación será de carácter honorífico. 

Los Consejos Locales y las Instancias Regionales de Coordinación se organizarán, de modo que permita 
el cumplimiento de sus fines, tomando como base la estructura del Sistema e integración del Consejo 
Nacional. 

Los Consejos Locales determinaran su organización y la de las Instancias Regionales de Coordinación 
correspondientes en términos de esta Ley. 

Artículo 35.- Los Consejos Locales se integrarán por las Instituciones de Seguridad Pública de la entidad 
de que se trate y de la Federación. 

Además, podrán invitar a personas e instituciones, de acuerdo con los temas a tratar. 

Artículo 36.- Cuando para el cumplimiento de la función de Seguridad Pública sea necesaria la 
participación de dos o más entidades federativas, se establecerán instancias regionales de coordinación, con 
carácter temporal o permanente, en las que participarán las Instituciones de Seguridad Pública 
correspondientes. 

Del mismo modo, podrán establecerse instancias intermunicipales, con apego a los ordenamientos 
estatales correspondientes. En el caso de las zonas conurbadas entre dos o más entidades federativas, se 
podrán suscribir convenios e instalar instancias regionales con la participación de los municipios respectivos y 
de los órganos político administrativos, tratándose del Distrito Federal. 
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Artículo 37.- Los Consejos Locales y las instancias regionales se organizarán, en lo conducente, de 
manera similar al Consejo Nacional y tendrán las funciones relativas para hacer posible la coordinación y los 
fines de la Seguridad Pública, en sus ámbitos de competencia. 

Los miembros del Consejo designarán a uno de sus servidores públicos como enlace responsable de 
atender y dar seguimiento a la operación del Sistema en su respectiva entidad federativa. 

Dichos enlaces están obligados a proporcionar la información requerida por el Secretariado Ejecutivo, en 
un plazo razonable, que no excederá de treinta días naturales, salvo justificación fundada. 

Artículo 38.- Los Consejos Locales y las instancias regionales podrán proponer al Consejo Nacional y a 
las Conferencias Nacionales, acuerdos, programas específicos y convenios sobre las materias de la 
coordinación. 

CAPÍTULO IX 

De la distribución de competencias 

Artículo 39.- La concurrencia de facultades entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los 
Municipios, quedará distribuida conforme a lo siguiente: 

A. Corresponde a la Federación, por conducto de las autoridades competentes: 

I. Proponer las acciones tendientes a asegurar la coordinación entre la Federación, el Distrito 
Federal, los Estados y los Municipios; 

II. Respecto del Desarrollo Policial: 

a) En materia de Carrera Policial, proponer al Consejo Nacional: 

1.- Las políticas relativas a la selección, ingreso, permanencia, estímulos, promoción, 
reconocimiento y terminación del servicio de los Integrantes de las Instituciones 
Policiales, de acuerdo al Modelo Policial, conforme a la normatividad aplicable; 

2.- Los lineamientos para los procedimientos de Carrera Policial que aplicarán las 
autoridades competentes; 

b) En materia de Profesionalización, proponer al Consejo Nacional: 

1.- El Programa Rector que contendrá los aspectos de formación, capacitación, 
adiestramiento, actualización e investigación académica, así como integrar las que 
formulen las instancias del Sistema; 

2.- Los procedimientos aplicables a la Profesionalización; 

3.- Los criterios para el establecimiento de las Academias e Institutos, y 

4.- El desarrollo de programas de investigación y formación académica. 

c) En materia de Régimen Disciplinario, proponer al Consejo Nacional los lineamientos 
para la aplicación de los procedimientos respectivos. 

III. Coordinar las acciones para la vigilancia y protección de las Instalaciones Estratégicas, y 

IV. Las demás que establezcan otras disposiciones legales. 

B. Corresponde a la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, en el ámbito de sus 
respectivas competencias: 

I. Garantizar el cumplimiento de la presente Ley y demás disposiciones que deriven de ésta; 

II. Contribuir, en el ámbito de sus competencias, a la efectiva coordinación del Sistema; 

III. Aplicar y supervisar los procedimientos relativos a la Carrera Policial, Profesionalización y 
Régimen Disciplinario; 

IV. Constituir y operar las Comisiones y las Academias a que se refiere esta Ley; 

V. Asegurar su integración a las bases de datos criminalísticos y de personal; 

VI. Designar a un responsable del control, suministro y adecuado manejo de la información a que 
se refiere esta Ley; 
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VII. Integrar y consultar en las bases de datos de personal de Seguridad Pública, los expedientes 
de los aspirantes a ingresar en las Instituciones Policiales; 

VIII. Abstenerse de contratar y emplear en las Instituciones Policiales a personas que no cuentan 
con el registro y certificado emitido por el centro de evaluación y control de confianza 
respectivo; 

IX. Coadyuvar a la integración y funcionamiento del Desarrollo Policial, Ministerial y Pericial; 

X. Establecer centros de evaluación y control de confianza, conforme a los lineamientos, 
procedimientos, protocolos y perfiles determinados por el Centro Nacional de Certificación y 
Acreditación, así como garantizar la observancia permanente de la normatividad aplicable; 

XI. Integrar y consultar la información relativa a la operación y Desarrollo Policial para el registro 
y seguimiento, en las bases de datos criminalísticos y de personal de Seguridad Pública; 

XII. Destinar los fondos de ayuda federal para la seguridad pública exclusivamente a estos fines y 
nombrar a un responsable de su control y administración; 

XIII. Participar en la ejecución de las acciones para el resguardo de las Instalaciones Estratégicas 
del país, y 

XIV. Las demás atribuciones específicas que se establezcan en la Ley y demás disposiciones 
aplicables. 

Los Estados y los Municipios podrán coordinarse para hacer efectivo lo previsto en el artículo 115, 
fracciones III, inciso h) y VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Las Leyes Estatales de Seguridad Pública podrán establecer la posibilidad de coordinación, y en su caso, 
los medios para la más eficaz prestación del servicio de seguridad pública entre un Estado y sus Municipios. 

TÍTULO TERCERO 

DISPOSICIONES COMUNES A LOS INTEGRANTES DE LAS INSTITUCIONES DE SEGURIDAD PÚBLICA 

CAPÍTULO I 

De las obligaciones y sanciones de los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública 

Artículo 40.- Con el objeto de garantizar el cumplimiento de los principios constitucionales de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, los integrantes de las 
Instituciones de Seguridad Pública se sujetarán a las siguientes obligaciones: 

I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así como con apego al orden jurídico y respeto a 
las garantías individuales y derechos humanos reconocidos en la Constitución; 

II. Preservar la secrecía de los asuntos que por razón del desempeño de su función conozcan, en 
términos de las disposiciones aplicables; 

III. Prestar auxilio a las personas amenazadas por algún peligro o que hayan sido víctimas u ofendidos 
de algún delito, así como brindar protección a sus bienes y derechos. Su actuación será 
congruente, oportuna y proporcional al hecho; 

IV. Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad y sin discriminación alguna; 

V. Abstenerse en todo momento de infligir o tolerar actos de tortura, aún cuando se trate de una orden 
superior o se argumenten circunstancias especiales, tales como amenaza a la Seguridad Pública, 
urgencia de las investigaciones o cualquier otra; al conocimiento de ello, lo denunciará 
inmediatamente ante la autoridad competente; 

VI. Observar un trato respetuoso con todas las personas, debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y 
de limitar indebidamente las acciones o manifestaciones que en ejercicio de sus derechos 
constitucionales y con carácter pacífico realice la población; 

VII. Desempeñar su misión sin solicitar ni aceptar compensaciones, pagos o gratificaciones distintas a 
las previstas legalmente. En particular se opondrán a cualquier acto de corrupción y, en caso de 
tener conocimiento de alguno, deberán denunciarlo; 
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VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención de persona alguna sin cumplir con los requisitos 
previstos en los ordenamientos constitucionales y legales aplicables; 

IX. Velar por la vida e integridad física de las personas detenidas; 

X. Actualizarse en el empleo de métodos de investigación que garanticen la recopilación técnica y 
científica de evidencias; 

XI. Utilizar los protocolos de investigación y de cadena de custodia adoptados por las Instituciones de 
Seguridad Pública; 

XII. Participar en operativos y mecanismos de coordinación con otras Instituciones de Seguridad 
Pública, así como brindarles, en su caso, el apoyo que conforme a derecho proceda; 

XIII. Preservar, conforme a las disposiciones aplicables, las pruebas e indicios de probables hechos 
delictivos o de faltas administrativas de forma que no pierdan su calidad probatoria y se facilite la 
correcta tramitación del procedimiento correspondiente; 

XIV. Abstenerse de disponer de los bienes asegurados para beneficio propio o de terceros; 

XV. Someterse a evaluaciones periódicas para acreditar el cumplimiento de sus requisitos de 
permanencia, así como obtener y mantener vigente la certificación respectiva; 

XVI. Informar al superior jerárquico, de manera inmediata, las omisiones, actos indebidos o constitutivos 
de delito, de sus subordinados o iguales en categoría jerárquica; 

XVII. Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órdenes que reciba con motivo del desempeño de sus 
funciones, evitando todo acto u omisión que produzca deficiencia en su cumplimiento; 

XVIII. Fomentar la disciplina, responsabilidad, decisión, integridad, espíritu de cuerpo y profesionalismo, 
en sí mismo y en el personal bajo su mando; 

XIX. Inscribir las detenciones en el Registro Administrativo de Detenciones conforme a las disposiciones 
aplicables; 

XX. Abstenerse de sustraer, ocultar, alterar o dañar información o bienes en perjuicio de las 
Instituciones; 

XXI. Abstenerse, conforme a las disposiciones aplicables, de dar a conocer por cualquier medio a quien 
no tenga derecho, documentos, registros, imágenes, constancias, estadísticas, reportes o cualquier 
otra información reservada o confidencial de la que tenga conocimiento en ejercicio y con motivo de 
su empleo, cargo o comisión; 

XXII. Atender con diligencia la solicitud de informe, queja o auxilio de la ciudadanía, o de sus propios 
subordinados, excepto cuando la petición rebase su competencia, en cuyo caso deberá turnarlo al 
área que corresponda; 

XXIII. Abstenerse de introducir a las instalaciones de sus instituciones bebidas embriagantes, sustancias 
psicotrópicas, estupefacientes u otras sustancias adictivas de carácter ilegal, prohibido o 
controlado, salvo cuando sean producto de detenciones, cateos, aseguramientos u otros similares, 
y que previamente exista la autorización correspondiente; 

XXIV. Abstenerse de consumir, dentro o fuera del servicio, sustancias psicotrópicas, estupefacientes u 
otras sustancias adictivas de carácter ilegal, prohibido o controlado, salvo los casos en que el 
consumo de los medicamentos controlados sea autorizado mediante prescripción médica, avalada 
por los servicios médicos de las Instituciones; 

XXV. Abstenerse de consumir en las instalaciones de sus instituciones o en actos del servicio, bebidas 
embriagantes; 

XXVI. Abstenerse de realizar conductas que desacrediten su persona o la imagen de las Instituciones, 
dentro o fuera del servicio; 

XXVII. No permitir que personas ajenas a sus instituciones realicen actos inherentes a las atribuciones que 
tenga encomendadas. Asimismo, no podrá hacerse acompañar de dichas personas al realizar 
actos del servicio, y 

XXVIII. Los demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 
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Artículo 41.- Además de lo señalado en el artículo anterior, los integrantes de las Instituciones Policiales, 
tendrán específicamente las obligaciones siguientes: 

I. Registrar en el Informe Policial Homologado los datos de las actividades e investigaciones que 
realice; 

II. Remitir a la instancia que corresponda la información recopilada, en el cumplimiento de sus 
misiones o en el desempeño de sus actividades, para su análisis y registro. Asimismo, entregar la 
información que le sea solicitada por otras Instituciones de Seguridad Pública, en los términos de 
las leyes correspondientes; 

III. Apoyar a las autoridades que así se lo soliciten en la investigación y persecución de delitos, así 
como en situaciones de grave riesgo, catástrofes o desastres; 

IV. Ejecutar los mandamientos judiciales y ministeriales; 

V. Obtener y mantener actualizado su Certificado Único Policial; 

VI. Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos o de quienes ejerzan sobre él funciones de 
mando y cumplir con todas sus obligaciones, realizándolas conforme a derecho; 

VII. Responder, sobre la ejecución de las órdenes directas que reciba, a un solo superior jerárquico, por 
regla general, respetando preponderantemente la línea de mando; 

VIII. Participar en operativos de coordinación con otras corporaciones policiales, así como brindarles, en 
su caso, el apoyo que conforme a derecho proceda; 

IX. Mantener en buen estado el armamento, material, municiones y equipo que se le asigne con motivo 
de sus funciones, haciendo uso racional de ellos sólo en el desempeño del servicio; 

X. Abstenerse de asistir uniformado a bares, cantinas, centros de apuestas o juegos, u otros centros 
de este tipo, si no media orden expresa para el desempeño de funciones o en casos 
de flagrancia, y 

XI. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

Siempre que se use la fuerza pública se hará de manera racional, congruente, oportuna y con respeto a 
los derechos humanos. Para tal efecto, deberá apegarse a las disposiciones normativas y administrativas 
aplicables, realizándolas conforme a derecho. 

Artículo 42.- El documento de identificación de los integrantes de las instituciones Seguridad Pública 
deberá contener al menos nombre, cargo, fotografía, huella digital y clave de inscripción en el Registro 
Nacional de Personal de Seguridad Pública, así como, las medidas de seguridad que garanticen su 
autenticidad. 

Todo servidor público tiene la obligación de identificarse salvo los casos previstos en la ley, a fin de que el 
ciudadano se cerciore de que cuenta con el registro correspondiente. 

Artículo 43.- La Federación, el Distrito Federal y los Estados, establecerán en las disposiciones legales 
correspondientes que los integrantes de las Instituciones Policiales deberán llenar un Informe Policial 
Homologado que contendrá, cuando menos, los siguientes datos: 

I. El área que lo emite; 

II. El usuario capturista; 

III. Los Datos Generales de registro; 

IV. Motivo, que se clasifica en; 

a) Tipo de evento, y 

b) Subtipo de evento. 

V. La ubicación del evento y en su caso, los caminos; 

VI. La descripción de hechos, que deberá detallar modo, tiempo y lugar, entre otros datos. 

VII. Entrevistas realizadas, y 
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VIII. En caso de detenciones: 

a) Señalar los motivos de la detención; 

b) Descripción de la persona; 

c) El nombre del detenido y apodo, en su caso; 

d) Descripción de estado físico aparente; 

e) Objetos que le fueron encontrados; 

f) Autoridad a la que fue puesto a disposición, y 

g) Lugar en el que fue puesto a disposición. 

El informe debe ser completo, los hechos deben describirse con continuidad, cronológicamente y 
resaltando lo importante; no deberá contener afirmaciones sin el soporte de datos o hechos reales, por lo que 
deberá evitar información de oídas, conjeturas o conclusiones ajenas a la investigación. 

Artículo 44.- Las legislaciones de la Federación, el Distrito Federal y los estados establecerán las 
sanciones aplicables al incumplimiento de los deberes previstos en esta ley, los procedimientos y los órganos 
competentes que conocerán de éstos. Las sanciones serán al menos, las siguientes: 

a) Amonestación; 

b) Suspensión, y 

c) Remoción. 

CAPÍTULO II 

De los Sistemas Complementarios de Seguridad Social y Reconocimientos 

Artículo 45.- Las Instituciones de Seguridad Pública deberán garantizar, al menos las prestaciones 
previstas como mínimas para los trabajadores al servicio del Estado; las entidades federativas y municipios 
generarán de acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una normatividad de régimen 
complementario de seguridad social y reconocimientos, de acuerdo a lo previsto en el artículo 123, apartado 
B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 46.- Las Instituciones de Seguridad Pública, conforme a lo dispuesto en esta Ley, realizarán y 
someterán a las autoridades que corresponda, los estudios técnicos pertinentes para la revisión, actualización 
y fijación de sus tabuladores y las zonas en que éstos deberán regir. 

CAPÍTULO III 

De las Academias e Institutos 

Artículo 47.- La Federación y las entidades federativas establecerán y operarán Academias e Institutos 
que serán responsables de aplicar los Programas Rectores de Profesionalización que tendrán, entre otras, las 
siguientes funciones: 

I. Aplicar los procedimientos homologados del Sistema; 

II. Capacitar en materia de investigación científica y técnica a los servidores públicos; 

III. Proponer y desarrollar los programas de investigación académica en materia ministerial, pericial y 
policial, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones aplicables; 

IV. Proponer las etapas, niveles de escolaridad y grados académicos de la Profesionalización; 

V. Promover y prestar servicios educativos a sus respectivas Instituciones; 

VI. Aplicar las estrategias para la profesionalización de los aspirantes y servidores públicos; 

VII. Proponer y aplicar los contenidos de los planes y programas para la formación de los servidores 
públicos a que se refiere el Programa Rector; 

VIII. Garantizar la equivalencia de los contenidos mínimos de planes y programas de Profesionalización; 

IX. Revalidar equivalencias de estudios de la Profesionalización; 
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X. Colaborar en el diseño y actualización de políticas y normas para el reclutamiento y selección de 
aspirantes y vigilar su aplicación; 

XI. Realizar los estudios para detectar las necesidades de capacitación de los Servidores Públicos y 
proponer los cursos correspondientes; 

XII. Proponer y, en su caso, publicar las convocatorias para el ingreso a las Academias e Institutos; 

XIII. Tramitar los registros, autorizaciones y reconocimiento de los planes y programas de estudio ante 
las autoridades competentes; 

XIV. Expedir constancias de las actividades para la profesionalización que impartan; 

XV. Proponer la celebración de convenios con Instituciones educativas nacionales y extranjeras, 
públicas y privadas, con objeto de brindar formación académica de excelencia a los servidores 
públicos; 

XVI. Supervisar que los aspirantes e integrantes de las Instituciones Policiales se sujeten a los 
manuales de las Academias e Institutos, y 

XVII. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 48.- En materia de planes y programas de Profesionalización para las Instituciones Policiales, la 
Secretaría tendrá la facultad de proponer a las Instancias de Coordinación de esta ley lo siguiente: 

I. Los contenidos básicos de los programas para la formación, capacitación y profesionalización de 
los mandos de las Instituciones policiales; 

II. Los aspectos que contendrá el Programa Rector; 

III. Que los integrantes de las Instituciones Policiales se sujeten a los programas correspondientes a 
las Academias y de estudios superiores policiales; 

IV. El diseño y actualización de políticas y normas para el reclutamiento y selección de candidatos a 
las Instituciones Policiales y vigilar su aplicación; 

V. Estrategias y políticas de desarrollo de formación de los integrantes de las Instituciones Policiales; 

VI. Los programas de investigación académica en materia policial; 

VII. El diseño y actualización de políticas y normas para el reclutamiento y selección de candidatos a 
las Instituciones Policiales; 

VIII. La revalidación de equivalencias de estudios de la Profesionalización en el ámbito de su 
competencia, y 

IX. Las demás que establezcan otras disposiciones legales. 

TÍTULO CUARTO 

DEL SERVICIO DE CARRERA EN LAS INSTITUCIONES DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 

Artículo 49.- El Servicio de Carrera en las Instituciones de Procuración de Justicia, comprenderá lo 
relativo al Ministerio Público y a los peritos. 

Las Instituciones de Procuración de Justicia que cuenten en su estructura orgánica con policía ministerial 
para la investigación de los delitos, se sujetarán a lo dispuesto en esta ley para las Instituciones Policiales en 
materia de carrera policial. 

Las reglas y procesos en materia de carrera policial y régimen disciplinario de la policía ministerial, serán 
aplicados, operados y supervisados por las Instituciones de Procuración de Justicia. 

Los servidores públicos que tengan bajo su mando a agentes del Ministerio Público o peritos no formarán 
parte del Servicio de Carrera por ese hecho; serán nombrados y removidos conforme a los ordenamientos 
legales aplicables; se considerarán trabajadores de confianza, y los efectos de su nombramiento se podrán 
dar por terminados en cualquier momento. 
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Artículo 50.- El Servicio de Carrera Ministerial y Pericial comprenderá las etapas de ingreso, desarrollo y 
terminación del servicio, conforme a lo siguiente: 

I. El ingreso comprende los requisitos y procedimientos de selección, formación y certificación inicial, 
así como registro; 

II. El desarrollo comprenderá los requisitos y procedimientos de formación continua y especializada, 
de actualización, de evaluación para la permanencia, de evaluación del desempeño, de desarrollo y 
ascenso, de dotación de estímulos y reconocimientos, de reingreso y de certificación. De igual 
forma, deberá prever medidas disciplinarias y sanciones para los miembros del Servicio 
de Carrera, y 

III. La terminación comprenderá las causas ordinarias y extraordinarias de separación del Servicio, así 
como los procedimientos y recursos de inconformidad a los que haya lugar, ajustándose a lo 
establecido por las leyes y disposiciones aplicables. 

Artículo 51.- El Servicio de Carrera se organizará de conformidad con las bases siguientes: 

I. Tendrá carácter obligatorio y permanente; abarcará los planes, programas, cursos, evaluaciones, 
exámenes y concursos correspondientes a las diversas etapas que comprende; 

II. Se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto 
a los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Tendrá como objetivos la preparación, competencia, capacidad y superación constante del 
personal en tareas de Procuración de Justicia; 

III. El contenido teórico y práctico de los programas de capacitación, actualización, especialización y 
certificación fomentará que los miembros de las Instituciones de Procuración de Justicia logren la 
profesionalización y ejerzan sus atribuciones con base en los principios y objetivos referidos y 
promoverán el efectivo aprendizaje y el pleno desarrollo de los conocimientos, habilidades 
destrezas y actitudes necesarios para el desempeño del servicio público; 

IV. Contará con un sistema de rotación del personal; 

V. Determinará los perfiles, niveles jerárquicos en la estructura y de rangos; 

VI. Contará con procedimientos disciplinarios, sustentados en principios de justicia y con pleno respeto 
a los derechos humanos; 

VII. Buscará el desarrollo, ascenso y dotación de estímulos con base en el mérito y la eficiencia en el 
desempeño de sus funciones; 

VIII. Buscará generar el sentido de pertenencia institucional; 

IX. Contendrá las normas para el registro y el reconocimiento de los certificados del personal, y 

X. Contendrá las normas para el registro de las incidencias del personal. 

CAPÍTULO II 

Del Ingreso al Servicio de Carrera de las Instituciones de Procuración de Justicia 

Artículo 52.- El ingreso al Servicio de Carrera se hará por convocatoria pública. 

Los aspirantes a ingresar a las Instituciones de Procuración de Justicia, deberán cumplir, cuando menos, 
con los requisitos siguientes: 

A. Ministerio Público. 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos; 

II. Contar con título de licenciado en derecho expedido y registrado legalmente, con la 
correspondiente cédula profesional; 

III. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional; 

IV. Ser de notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable como 
responsable de un delito doloso, ni estar sujeto a proceso penal; 

V. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor 
público, ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa federal o local, en 
los términos de las normas aplicables; 
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VI. No hacer uso de sustancias psicotrópicas, de estupefacientes u otras que produzcan efectos 
similares, ni padecer alcoholismo; 

VII. Aprobar el curso de ingreso, formación inicial o básica que establezcan las leyes de la materia 
en la Federación o en las entidades federativas que correspondan, y 

VIII. Presentar y aprobar las evaluaciones de control de confianza previstas en las disposiciones 
aplicables. 

B. Peritos. 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y en pleno ejercicio de sus derechos; 

II. Acreditar que ha concluido, por lo menos, los estudios correspondientes a la enseñanza 
media superior o equivalente; 

III. Tener título legalmente expedido y registrado por autoridad competente que lo faculte para 
ejercer la ciencia, técnica, arte o disciplina de que se trate, o acreditar plenamente los 
conocimientos correspondientes a la disciplina sobre la que deba dictaminar cuando de 
acuerdo con las normas aplicables no necesite título o cédula profesional para su ejercicio; 

IV. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional; 

V. Aprobar el curso de ingreso, formación inicial o básica que establezcan las leyes de la materia 
en la Federación o en las entidades federativas que correspondan; 

VI. Ser de notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito 
doloso, ni estar sujeto a proceso penal; 

VII. No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor 
público, ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa federal o local, en 
los términos de las normas aplicables; 

VIII. No hacer uso de sustancias psicotrópicas, de estupefacientes u otras que produzcan efectos 
similares, ni padecer alcoholismo, y 

IX. Presentar y aprobar las evaluaciones de control de confianza. 

Lo dispuesto por este artículo aplicará sin perjuicio de otros requisitos que establezca la legislación federal 
y la de las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de competencia. 

Artículo 53.- Previo al ingreso de los aspirantes a los cursos de formación inicial, deberán consultarse sus 
antecedentes en el Registro Nacional y, en su caso, en los registros de las Instituciones de Procuración 
de Justicia. 

Asimismo, deberá verificarse la autenticidad de los documentos presentados por los aspirantes. 

Artículo 54.- Los aspirantes a ingresar al Servicio de Carrera de las Instituciones de Procuración de 
Justicia deberán cumplir con los estudios de formación inicial. 

Corresponderá a las autoridades competentes regular en sus legislaciones los términos en que la 
formación inicial se llevará a cabo. La duración de los programas de formación inicial no podrá ser inferior a 
quinientas horas clase. En todo caso atendiendo a los lineamientos aplicables. 

CAPÍTULO III 

Del Desarrollo del Servicio de Carrera de las Instituciones de Procuración de Justicia 

Artículo 55.- Son requisitos de permanencia del Ministerio Público y de los peritos, los siguientes: 

I. Cumplir los requisitos de ingreso durante el servicio; 

II. Cumplir con los programas de profesionalización que establezcan las disposiciones aplicables; 

III. Aprobar las evaluaciones que establezcan las disposiciones aplicables; 

IV. Contar con la certificación y registro actualizados a que se refiere esta Ley; 

V. Cumplir las órdenes de rotación; 

VI. Cumplir con las obligaciones que les impongan las leyes respectivas, y 

VII. Los demás requisitos que establezcan las disposiciones aplicables. 

Lo dispuesto por este artículo aplicará sin perjuicio de otros requisitos que establezcan las leyes 
respectivas. 
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Artículo 56.- Los integrantes de las Instituciones de Procuración de Justicia deberán someterse y aprobar 
los procesos de evaluación de control de confianza y del desempeño con la periodicidad y en los casos que 
establezca la normatividad aplicable. 

Los resultados de los procesos de evaluación y los expedientes que se formen con los mismos serán 
confidenciales, salvo en aquellos casos en que deban presentarse en procedimientos administrativos o 
judiciales y se mantendrán en reserva en los términos de las disposiciones aplicables, salvo en los casos que 
señala la presente ley. 

Artículo 57.- Las solicitudes de reincorporación al servicio de carrera se analizarán y en su caso, 
concederán con arreglo a lo que establezcan las leyes respectivas, siempre que el motivo de la baja haya sido 
por causas distintas al incumplimiento a los requisitos de permanencia o al seguimiento de un proceso de 
responsabilidad administrativa o penal, local o federal. 

CAPÍTULO IV 

De la Terminación del Servicio de Carrera de las Instituciones de Procuración de Justicia 

Artículo 58.- La Federación y las entidades federativas establecerán en sus respectivas leyes los 
procedimientos de separación y remoción aplicables a los servidores públicos de las Instituciones de 
Procuración de Justicia, que cuando menos, comprenderán los aspectos previstos en el artículo siguiente. 

Artículo 59.- La terminación del Servicio de Carrera será: 

I. Ordinaria, que comprende: 

a) Renuncia; 

b) Incapacidad permanente para el desempeño de las funciones, y 

c) Jubilación. 

II. Extraordinaria, que comprende: 

a) Separación por el incumplimiento de los requisitos de ingreso y permanencia, o 

b) Remoción por incurrir en causas de responsabilidad con motivo de su encargo. 

Artículo 60.- En caso de que los órganos jurisdiccionales determinen que la resolución por la que se 
impone la separación o remoción es injustificada, la institución respectiva sólo estará obligada a la 
indemnización y al otorgamiento de las prestaciones a que tenga derecho la persona removida, sin que en 
ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de 
defensa que se hubiese promovido de conformidad con el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Tal circunstancia será inscrita en el Registro Nacional 
correspondiente. 

Las legislaciones correspondientes establecerán la forma para calcular la cuantía de la indemnización que, 
en su caso, deba cubrirse. 

CAPÍTULO V 

De la Profesionalización 

Artículo 61.- El Programa Rector de Profesionalización es el instrumento en el que se establecen los 
lineamientos, programas, actividades y contenidos mínimos para la profesionalización del personal de las 
Instituciones de Procuración de Justicia. 

Artículo 62.- Los planes de estudios se integrarán por el conjunto de contenidos teóricos y prácticos 
estructurados en unidades didácticas de enseñanza y aprendizaje, en los que se incluyan talleres de 
resolución de casos. 

Artículo 63.- En materia de programas de Profesionalización y planes de estudio, la Conferencia Nacional 
de Procuración de Justicia tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Promover estrategias y políticas de profesionalización de los servidores públicos de las 
Instituciones de Procuración de Justicia; 

II. Diseñar los modelos de profesionalización que correspondan para su concertación y en su caso, 
aplicación en las Instituciones de Procuración de Justicia; 
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III. Acordar los contenidos del Programa Rector de Profesionalización de los servidores públicos de las 
instituciones de Procuración de Justicia, a propuesta de su Presidente; 

IV. Establecer criterios para supervisar que los servidores públicos se sujeten a los programas 
correspondientes en los Institutos de Capacitación; 

V. Promover el diseño y actualización de políticas y normas para el reclutamiento y selección de 
aspirantes a las Instituciones de Procuración de Justicia y vigilar su aplicación; 

VI. Establecer programas de investigación académica en las materias ministerial y pericial; 

VII. Consensuar los criterios por los que se revalidarán equivalencias de estudios en el ámbito de su 
competencia para su incorporación al programa rector de profesionalización, y 

VIII. Las demás que le establezcan otras disposiciones legales. 

Artículo 64.- Los servidores públicos de las Instituciones de Procuración de Justicia están obligados a 
participar en las actividades de profesionalización que determine la institución respectiva, los cuales deberán 
cubrir un mínimo de 60 horas clase anuales. 

CAPÍTULO VI 

De la Certificación 

Artículo 65.- Los aspirantes que ingresen a las Instituciones de Procuración de Justicia, deberán contar 
con el Certificado y registro correspondientes, de conformidad con lo establecido por esta Ley. 

Ninguna persona podrá ingresar o permanecer en las Instituciones de Procuración de Justicia sin contar 
con el Certificado y registro vigentes. 

Artículo 66.- Los centros de evaluación y control de confianza de las Instituciones de Procuración de 
Justicia emitirán los certificados correspondientes a quienes acrediten los requisitos de ingreso que establece 
esta Ley y el ordenamiento legal aplicable a la institución de que se trate. 

El Certificado tendrá por objeto acreditar que el servidor público es apto para ingresar o permanecer en las 
Instituciones de Procuración de Justicia, y que cuenta con los conocimientos, el perfil, las habilidades y las 
aptitudes necesarias para el desempeño de su cargo. 

Artículo 67.- El Certificado a que se refiere el artículo anterior, para su validez, deberá otorgarse en un 
plazo no mayor a sesenta días naturales contados a partir de la conclusión del proceso de certificación, a 
efecto de que sea ingresado en el Registro Nacional que para tal efecto se establezca. Dicha certificación y 
registro tendrán una vigencia de tres años. 

Artículo 68.- Los servidores públicos de las Instituciones de Procuración de Justicia deberán someterse a 
los procesos de evaluación en los términos de la normatividad correspondiente, con seis meses de 
anticipación a la expiración de la validez de su certificado y registro, a fin de obtener la revalidación de los 
mismos, en los términos que determinen las autoridades competentes. 

La revalidación del certificado será requisito indispensable para su permanencia en las Instituciones de 
Procuración de Justicia y deberá registrarse para los efectos a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 69.- La certificación que otorguen los centros de evaluación y control de confianza deberá 
contener los requisitos y medidas de seguridad que para tal efecto acuerde el Centro Nacional de Certificación 
y Acreditación. 

Los servidores públicos de las Instituciones de Procuración de Justicia que deseen prestar sus servicios 
en otra institución, ya sea en la Federación o en las Entidades Federativas, deberán presentar el Certificado 
que les haya sido expedido previamente. 

Las Instituciones de Procuración de Justicia reconocerán la vigencia de los certificados debidamente 
expedidos y registrados, conforme a las disposiciones de esta Ley y demás aplicables. En caso contrario, 
previo a su ingreso, el servidor público deberá someterse a los procesos de evaluación. 

En todos los casos, se deberán realizar las inscripciones que correspondan en el Registro Nacional. 
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Artículo 70.- La cancelación del certificado de los Servidores Públicos de las Instituciones de Procuración 
de Justicia procederá: 

I. Al ser separados de su encargo por incumplir con alguno de los requisitos de ingreso o 
permanencia a que se refiere esta Ley y demás disposiciones aplicables; 

II. Al ser removidos de su encargo; 

III. Por no obtener la revalidación de su Certificado, y 

IV. Por las demás causas que establezcan las disposiciones aplicables. 

Artículo 71.- La Institución de Procuración de Justicia que cancele algún certificado deberá hacer la 
anotación respectiva en el Registro Nacional correspondiente. 

TÍTULO QUINTO 

DEL DESARROLLO POLICIAL 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 

Artículo 72.- El Desarrollo Policial es un conjunto integral de reglas y procesos debidamente estructurados 
y enlazados entre sí que comprenden la Carrera Policial, los esquemas de profesionalización, la certificación y 
el régimen disciplinario de los Integrantes de las Instituciones Policiales y tiene por objeto garantizar el 
desarrollo institucional, la estabilidad, la seguridad y la igualdad de oportunidades de los mismos; elevar 
la profesionalización, fomentar la vocación de servicio y el sentido de pertenencia, así como garantizar el 
cumplimiento de los principios constitucionales referidos en el artículo 6 de la Ley. 

Artículo 73.- Las relaciones jurídicas entre las Instituciones Policiales y sus integrantes se rigen por la 
fracción XIII, del apartado B, del artículo 123, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
la presente Ley y demás disposiciones legales aplicables. 

Todos los servidores públicos de las Instituciones Policiales en los tres órdenes de gobierno que no 
pertenezcan a la Carrera Policial, se considerarán trabajadores de confianza. Los efectos de su nombramiento 
se podrán dar por terminados en cualquier momento, de conformidad con las disposiciones aplicables, y en 
caso de que no acrediten las evaluaciones de control de confianza. 

Artículo 74.- Los integrantes de las Instituciones Policiales podrán ser separados de su cargo si no 
cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que en el momento de la separación señalen para 
permanecer en las Instituciones, sin que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea el juicio o 
medio de defensa para combatir la separación, y en su caso, sólo procederá la indemnización. 

Las legislaciones correspondientes establecerán la forma para calcular la cuantía de la indemnización que, 
en su caso, deba cubrirse. 

Tal circunstancia será registrada en el Registro Nacional correspondiente. 

Artículo 75.- Las Instituciones Policiales, para el mejor cumplimiento de sus objetivos, desarrollarán, 
cuando menos, las siguientes funciones: 

I. Investigación, que será la encargada de la investigación a través de sistemas homologados de 
recolección, clasificación, registro, análisis, evaluación y explotación de información; 

II. Prevención, que será la encargada de prevenir la comisión de delitos e infracciones administrativas, 
realizar las acciones de inspección, vigilancia y vialidad en su circunscripción, y 

III. Reacción, que será la encargada de garantizar, mantener y restablecer el orden y la paz públicos. 

Artículo 76.- Las unidades de policía encargadas de la investigación científica de los delitos se ubicarán 
en la estructura orgánica de las Instituciones de Procuración de Justicia, o bien, en las Instituciones Policiales, 
o en ambas, en cuyo caso se coordinarán en los términos de esta Ley y demás disposiciones aplicables para 
el desempeño de dichas funciones. 

Las policías ministeriales ubicadas dentro de la estructura orgánica de las Instituciones de Procuración de 
Justicia, se sujetarán a lo dispuesto en el presente Título, quedando a cargo de dichas instituciones, la 
aplicación de las normas, supervisión y operación de los procedimientos relativos al desarrollo policial. 
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Artículo 77.- Las legislaciones de la Federación, el Distrito Federal y los Estados establecerán las 
funciones que realizarán las unidades operativas de investigación que podrán ser, entre otras, las siguientes: 

I. Recibir las denuncias sobre hechos que puedan ser constitutivos de delitos, sólo cuando debido a 
las circunstancias del caso aquéllas no puedan ser formuladas directamente ante el Ministerio 
Público, al que deberán informar de inmediato, así como de las diligencias practicadas y dejarán de 
actuar cuando él lo determine; 

II. Deberán verificar la información de las denuncias que le sean presentadas cuando éstas no sean lo 
suficientemente claras o la fuente no esté identificada, e informará al Ministerio Público para que, 
en su caso, le dé trámite legal o la deseche de plano; 

III. Practicar las diligencias necesarias que permitan el esclarecimiento de los delitos y la identidad de 
los probables responsables, en cumplimiento de los mandatos del Ministerio Público; 

IV. Efectuar las detenciones en los casos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 

V. Participar en la investigación de los delitos, en la detención de personas y en el aseguramiento de 
bienes que el Ministerio Público considere se encuentren relacionados con los hechos delictivos, 
observando las disposiciones constitucionales y legales aplicables; 

VI. Registrar de inmediato la detención en términos de las disposiciones aplicables, así como remitir 
sin demora y por cualquier medio la información al Ministerio Público; 

VII. Poner a disposición de las autoridades competentes, sin demora alguna, a las personas detenidas 
y los bienes que se encuentren bajo su custodia, observando en todo momento el cumplimiento de 
los plazos constitucionales y legales establecidos; 

VIII. Preservar el lugar de los hechos y la integridad de los indicios, huellas o vestigios del hecho 
delictuoso, así como los instrumentos, objetos o productos del delito. Las unidades de la Policía 
facultadas para el procesamiento del lugar de los hechos, deberán fijar, señalar, levantar, embalar y 
entregar la evidencia física al Ministerio Público, conforme a las instrucciones de éste y en términos 
de las disposiciones aplicables. 

IX. Proponer al Ministerio Público que requiera a las autoridades competentes, informes y documentos 
para fines de la investigación, cuando se trate de aquellos que sólo pueda solicitar por conducto 
de éste; 

X. Dejar constancia de cada una de sus actuaciones, así como llevar un control y seguimiento de 
éstas. Durante el curso de la investigación deberán elaborar informes sobre el desarrollo de la 
misma, y rendirlos al Ministerio Público, sin perjuicio de los informes que éste le requiera; 

XI. Emitir los informes, partes policiales y demás documentos que se generen, con los requisitos de 
fondo y forma que establezcan las disposiciones aplicables, para tal efecto se podrán apoyar en los 
conocimientos que resulten necesarios; 

XII. Proporcionar atención a víctimas, ofendidos o testigos del delito; para tal efecto deberá: 

a) Prestar protección y auxilio inmediato, de conformidad con las disposiciones legales 
aplicables; 

b) Procurar que reciban atención médica y psicológica cuando sea necesaria; 

c) Adoptar las medidas que se consideren necesarias tendientes a evitar que se ponga en 
peligro su integridad física y psicológica, en el ámbito de su competencia; 

d) Preservar los indicios y elementos de prueba que la víctima y ofendido aporten en el momento 
de la intervención policial y remitirlos de inmediato al Ministerio Público encargado del asunto 
para que éste acuerde lo conducente, y 

e) Asegurar que puedan llevar a cabo la identificación del imputado sin riesgo para ellos. 

XIII. Dar cumplimiento a las órdenes de aprehensión y demás mandatos ministeriales y jurisdiccionales 
de que tenga conocimiento con motivo de sus funciones, y 

XIV. Las demás que le confieran las disposiciones aplicables. 
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CAPÍTULO II 

De la Carrera Policial y de la Profesionalización 

Artículo 78.- La Carrera Policial es el sistema de carácter obligatorio y permanente, conforme al cual se 
establecen los lineamientos que definen los procedimientos de reclutamiento, selección, ingreso, formación, 
certificación, permanencia, evaluación, promoción y reconocimiento; así como la separación o baja del 
servicio de los integrantes de las Instituciones Policiales. 

Artículo 79.- Los fines de la Carrera Policial son: 

I. Garantizar el desarrollo institucional y asegurar la estabilidad en el empleo, con base en un 
esquema proporcional y equitativo de remuneraciones y prestaciones para los integrantes de las 
Instituciones Policiales; 

II. Promover la responsabilidad, honradez, diligencia, eficiencia y eficacia en el desempeño de las 
funciones y en la óptima utilización de los recursos de las Instituciones; 

III. Fomentar la vocación de servicio y el sentido de pertenencia mediante la motivación y el 
establecimiento de un adecuado sistema de promociones que permita satisfacer las expectativas 
de desarrollo profesional y reconocimiento de los integrantes de las Instituciones Policiales; 

IV. Instrumentar e impulsar la capacitación y profesionalización permanente de los Integrantes de las 
Instituciones Policiales para asegurar la lealtad institucional en la prestación de los servicios, y 

V. Los demás que establezcan las disposiciones que deriven de esta Ley. 

Artículo 80.- Las legislaciones de la Federación, el Distrito Federal y los Estados establecerán la 
organización jerárquica de las Instituciones Policiales, considerando al menos las categorías siguientes: 

I. Comisarios; 

II. Inspectores; 

III. Oficiales, y 

IV. Escala Básica. 

En las policías ministeriales se establecerán al menos niveles jerárquicos equivalentes a las primeras tres 
fracciones del presente artículo, con las respectivas categorías, conforme al modelo policial previsto 
en esta Ley. 

Artículo 81.- Las categorías previstas en el artículo anterior considerarán, al menos, las siguientes 
jerarquías: 

I. Comisarios: 

a) Comisario General; 

b) Comisario Jefe, y 

c) Comisario. 

II. Inspectores: 

a) Inspector General; 

b) Inspector Jefe, y 

c) Inspector. 

III. Oficiales: 

a) Subinspector; 

b) Oficial, y 

c) Suboficial. 

IV. Escala Básica: 

a) Policía Primero; 

b) Policía Segundo; 

c) Policía Tercero, y 

d) Policía. 
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Artículo 82.- Las Instituciones Policiales se organizarán bajo un esquema de jerarquización terciaria, cuya 
célula básica se compondrá invariablemente por tres elementos. 

Con base en las categorías jerárquicas señaladas en el artículo precedente, los titulares de las 
instituciones municipales, deberán cubrir, al menos, el mando correspondiente al quinto nivel ascendente de 
organización en la jerarquía. 

Las instituciones estatales y del Distrito Federal, deberán satisfacer, como mínimo, el mando 
correspondiente al octavo grado de organización jerárquica. 

Los titulares de las categorías jerárquicas estarán facultados para ejercer la autoridad y mando policial en 
los diversos cargos o comisiones. 

Artículo 83.- El orden de las categorías jerárquicas y grados tope del personal de la Instituciones con 
relación a las áreas operativas y de servicios será: 

I. Para las áreas operativas, de policía a Comisario General, y 

II. Para los servicios, de policía a Comisario Jefe. 

Artículo 84.- La remuneración de los integrantes de las Instituciones Policiales será acorde con la calidad 
y riesgo de las funciones en sus rangos y puestos respectivos, así como en las misiones que cumplan, las 
cuales no podrán ser disminuidas durante el ejercicio de su encargo y deberán garantizar un sistema 
de retiro digno. 

De igual forma, se establecerán sistemas de seguros para los familiares de los policías, que contemplen el 
fallecimiento y la incapacidad total o permanente acaecida en el cumplimiento de sus funciones. 

Para tales efectos, la Federación, las entidades federativas y los municipios deberán promover en el 
ámbito de sus competencias respectivas, las adecuaciones legales y presupuestarias respectivas, en los 
diferentes ámbitos de competencia. 

Artículo 85.- La Carrera Policial comprende el grado policial, la antigüedad, las insignias, 
condecoraciones, estímulos y reconocimientos obtenidos, el resultado de los procesos de promoción, así 
como el registro de las correcciones disciplinarias y sanciones que, en su caso, haya acumulado el integrante. 
Se regirá por las normas mínimas siguientes: 

I. Las Instituciones Policiales deberán consultar los antecedentes de cualquier aspirante en el 
Registro Nacional antes de que se autorice su ingreso a las mismas; 

II. Todo aspirante deberá tramitar, obtener y mantener actualizado el Certificado Único Policial, que 
expedirá el centro de control de confianza respectivo; 

III. Ninguna persona podrá ingresar a las Instituciones Policiales si no ha sido debidamente certificado 
y registrado en el Sistema; 

IV. Sólo ingresarán y permanecerán en las Instituciones Policiales, aquellos aspirantes e integrantes 
que cursen y aprueben los programas de formación, capacitación y profesionalización; 

V. La permanencia de los integrantes en las Instituciones Policiales está condicionada al cumplimiento 
de los requisitos que determine la Ley; 

VI. Los méritos de los integrantes de las Instituciones Policiales serán evaluados por las instancias 
encargadas de determinar las promociones y verificar que se cumplan los requisitos de 
permanencia, señaladas en las leyes respectivas; 

VII. Para la promoción de los integrantes de las Instituciones Policiales se deberán considerar, por lo 
menos, los resultados obtenidos en los programas de profesionalización, los méritos demostrados 
en el desempeño de sus funciones y sus aptitudes de mando y liderazgo; 

VIII. Se determinará un régimen de estímulos y previsión social que corresponda a las funciones de los 
integrantes de las Instituciones Policiales; 

IX. Los integrantes podrán ser cambiados de adscripción, con base en las necesidades del servicio; 

X. El cambio de un integrante de un área operativa a otra de distinta especialidad, sólo podrá ser 
autorizado por la instancia que señale la ley de la materia, y 

XI. Las instancias establecerán los procedimientos relativos a cada una de las etapas 
de la Carrera Policial. 
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La Carrera Policial es independiente de los nombramientos para desempeñar cargos administrativos o de 
dirección que el integrante llegue a desempeñar en las Instituciones Policiales. En ningún caso habrá 
inamovilidad en los cargos administrativos y de dirección. 

En términos de las disposiciones aplicables, los titulares de las Instituciones Policiales podrán designar a 
los integrantes en cargos administrativos o de dirección de la estructura orgánica de las instituciones a su 
cargo; asimismo, podrán relevarlos libremente, respetando su grado policial y derechos inherentes a la 
Carrera Policial. 

Artículo 86.- La selección es el proceso que consiste en elegir, de entre los aspirantes que hayan 
aprobado el reclutamiento, a quienes cubran el perfil y la formación requeridos para ingresar a las 
Instituciones Policiales. 

Dicho proceso comprende el periodo de los cursos de formación o capacitación y concluye con la 
resolución de las instancias previstas en la ley sobre los aspirantes aceptados. 

Artículo 87.- El ingreso es el procedimiento de integración de los candidatos a la estructura institucional y 
tendrá verificativo al terminar la etapa de formación inicial o capacitación en las Academias o Institutos de 
Capacitación Policial, el periodo de prácticas correspondiente y acrediten el cumplimiento de los requisitos 
previstos en la presente Ley. 

Artículo 88.- La permanencia es el resultado del cumplimiento constante de los requisitos establecidos en 
la presente Ley para continuar en el servicio activo de las Instituciones Policiales. Son requisitos de ingreso y 
permanencia en las Instituciones Policiales, los siguientes: 

A. De Ingreso: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles, 
sin tener otra nacionalidad; 

II. Ser de notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito 
doloso, ni estar sujeto a proceso penal; 

III. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional; 

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios siguientes: 

a) En el caso de aspirantes a las áreas de investigación, enseñanza superior o equivalente; 

b) Tratándose de aspirantes a las áreas de prevención, enseñanza media superior 
o equivalente; 

c) En caso de aspirantes a las áreas de reacción, los estudios correspondientes a la 
enseñanza media básica; 

V. Aprobar el concurso de ingreso y los cursos de formación; 

VI. Contar con los requisitos de edad y el perfil físico, médico y de personalidad que exijan las 
disposiciones aplicables; 

VII. Aprobar los procesos de evaluación de control de confianza; 

VIII. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan 
efectos similares; 

IX. No padecer alcoholismo; 

X. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia de alcoholismo o el no uso de sustancias 
psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan efectos similares; 

XI. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido destituido por resolución firme como servidor 
público; 

XII. Cumplir con los deberes establecidos en esta Ley, y demás disposiciones que deriven 
de la misma; 

XIII. Los demás que establezcan otras disposiciones legales aplicables. 
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B. De Permanencia: 

I. Ser de notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito 
doloso; 

II. Mantener actualizado su Certificado Único Policial; 

III. No superar la edad máxima de retiro que establezcan las disposiciones aplicables; 

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios siguientes: 

a) En el caso de integrantes de las áreas de investigación, enseñanza superior, equivalente 
u homologación por desempeño, a partir de bachillerato; 

b) Tratándose de integrantes de las áreas de prevención, enseñanza media superior o 
equivalente; 

c) En caso de integrantes de las áreas de reacción, los estudios correspondientes a la 
enseñanza media básica; 

V. Aprobar los cursos de formación, capacitación y profesionalización; 

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de confianza; 

VII. Aprobar las evaluaciones del desempeño; 

VIII. Participar en los procesos de promoción o ascenso que se convoquen, conforme a las 
disposiciones aplicables; 

IX. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan 
efectos similares; 

X. No padecer alcoholismo; 

XI. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia de alcoholismo; 

XII. Someterse a exámenes para comprobar el no uso de sustancias psicotrópicas, 
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares; 

XIII. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido destituido por resolución firme como servidor 
público; 

XIV. No ausentarse del servicio sin causa justificada, por un periodo de tres días consecutivos o de 
cinco días dentro de un término de treinta días, y 

XV. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 89.- Las instancias responsables del Servicio de Carrera Policial fomentarán la vocación de 
servicio mediante la promoción y permanencia en las Instituciones Policiales para satisfacer las expectativas 
de desarrollo profesional de sus integrantes. 

Artículo 90.- El régimen de estímulos es el mecanismo por el cual las Instituciones Policiales otorgan el 
reconocimiento público a sus integrantes por actos de servicio meritorios o por su trayectoria ejemplar, para 
fomentar la calidad y efectividad en el desempeño del servicio, incrementar las posibilidades de promoción y 
desarrollo de los integrantes, así como fortalecer su identidad institucional. 

Todo estímulo otorgado por las instituciones será acompañado de una constancia que acredite el 
otorgamiento del mismo, la cual deberá ser integrada al expediente del elemento y en su caso, con la 
autorización de portación de la condecoración o distintivo correspondiente. 

Artículo 91.- La promoción es el acto mediante el cual se otorga a los integrantes de las Instituciones 
Policiales, el grado inmediato superior al que ostenten, dentro del orden jerárquico previsto en las 
disposiciones legales aplicables. 

Las promociones sólo podrán conferirse atendiendo a la normatividad aplicable y cuando exista una 
vacante para la categoría jerárquica superior inmediata correspondiente a su grado. 

Al personal que sea promovido, le será ratificada su nueva categoría jerárquica mediante la expedición de 
la constancia de grado correspondiente. 

Para ocupar un grado dentro de las Instituciones Policiales, se deberán reunir los requisitos establecidos 
por esta Ley y las disposiciones normativas aplicables. 
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Artículo 92.- Se considera escala de rangos policiales a la relación que contiene a todos los integrantes 
de las Instituciones Policiales y los ordena en forma descendente de acuerdo a su categoría, jerarquía, 
división, servicio, antigüedad y demás elementos pertinentes. 

Artículo 93.- Las legislaciones de la Federación, el Distrito Federal y los estados establecerán que la 
antigüedad se clasificará y computará para cada uno de los integrantes de las Instituciones Policiales, 
de la siguiente forma: 

I. Antigüedad en el servicio, a partir de la fecha de su ingreso a las Instituciones Policiales, y 

II. Antigüedad en el grado, a partir de la fecha señalada en la constancia o patente de grado 
correspondiente. 

La antigüedad contará hasta el momento en que esta calidad deba determinarse para los efectos de la 
Carrera Policial. 

Artículo 94.- La conclusión del servicio de un integrante es la terminación de su nombramiento o la 
cesación de sus efectos legales por las siguientes causas: 

I. Separación, por incumplimiento a cualquiera de los requisitos de permanencia, o cuando en los 
procesos de promoción concurran las siguientes circunstancias: 

a) Si hubiere sido convocado a tres procesos consecutivos de promoción sin que haya 
participado en los mismos, o que habiendo participado en dichos procesos, no hubiese 
obtenido el grado inmediato superior que le correspondería por causas imputables a él; 

b) Que haya alcanzado la edad máxima correspondiente a su jerarquía, de acuerdo con lo 
establecido en las disposiciones aplicables, y 

c) Que del expediente del integrante no se desprendan méritos suficientes a juicio de las 
Comisiones para conservar su permanencia. 

II. Remoción, por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de 
sus deberes, de conformidad con las disposiciones relativas al régimen disciplinario, o 

III. Baja, por: 

a) Renuncia; 

b) Muerte o incapacidad permanente, o 

c) Jubilación o Retiro. 

Al concluir el servicio el integrante deberá entregar al funcionario designado para tal efecto, toda la 
información, documentación, equipo, materiales, identificaciones, valores u otros recursos que hayan sido 
puestos bajo su responsabilidad o custodia mediante acta de entrega recepción. 

Artículo 95.- Los integrantes de las Instituciones Policiales que hayan alcanzado las edades límite para la 
permanencia, previstas en las disposiciones que los rijan, podrán ser reubicados, a consideración de las 
instancias, en otras áreas de los servicios de las propias instituciones. 

Artículo 96.- La certificación es el proceso mediante el cual los integrantes de las Instituciones Policiales 
se someten a las evaluaciones periódicas establecidas por el Centro de Control de Confianza 
correspondiente, para comprobar el cumplimiento de los perfiles de personalidad, éticos, socioeconómicos y 
médicos, en los procedimientos de ingreso, promoción y permanencia. 

Las Instituciones Policiales contratarán únicamente al personal que cuente con el requisito de certificación 
expedido por su centro de control de confianza respectivo. 

La presente disposición será aplicable también al personal de los servicios de migración. 

Artículo 97.- La certificación tiene por objeto: 

A.- Reconocer habilidades, destrezas, actitudes, conocimientos generales y específicos para 
desempeñar sus funciones, conforme a los perfiles aprobados por el Consejo Nacional; 
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B.- Identificar los factores de riesgo que interfieran, repercutan o pongan en peligro el desempeño de 
las funciones policiales, con el fin de garantizar la calidad de los servicios, enfocándose a los 
siguientes aspectos de los integrantes de las Instituciones Policiales: 

I. Cumplimiento de los requisitos de edad y el perfil físico, médico y de personalidad que exijan 
las disposiciones aplicables; 

II. Observancia de un desarrollo patrimonial justificado, en el que sus egresos guarden adecuada 
proporción con sus ingresos; 

III. Ausencia de alcoholismo o el no uso de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que 
produzcan efectos similares; 

IV. Ausencia de vínculos con organizaciones delictivas; 

V. Notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito doloso, 
ni estar sujeto a proceso penal y no estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido destituido 
por resolución firme como servidor público, y 

VI. Cumplimiento de los deberes establecidos en esta Ley. 

Artículo 98.- La Profesionalización es el proceso permanente y progresivo de formación que se integra 
por las etapas de formación inicial, actualización, promoción, especialización y alta dirección, para desarrollar 
al máximo las competencias, capacidades y habilidades de los integrantes de las Instituciones Policiales. 

Los planes de estudio para la Profesionalización se integrarán por el conjunto de contenidos estructurados 
en unidades didácticas de enseñanza aprendizaje que estarán comprendidos en el programa rector que 
apruebe la Conferencia de Secretarios de Seguridad Pública, a propuesta de su Presidente. 

CAPÍTULO III 

Del Régimen Disciplinario 

Artículo 99.- La actuación de los Integrantes de las Instituciones Policiales se regirá por los principios 
previstos en los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6 de esta Ley. 

Las legislaciones de la Federación, el Distrito Federal y los Estados establecerán sus regímenes 
disciplinarios, sobre las bases mínimas previstas en el presente capítulo. 

La disciplina comprende el aprecio de sí mismo, la pulcritud, los buenos modales, el rechazo a los vicios, 
la puntualidad en el servicio, la exactitud en la obediencia, el escrupuloso respeto a las leyes y reglamentos, 
así como a los derechos humanos. 

La disciplina es la base del funcionamiento y organización de las Instituciones Policiales, por lo que sus 
Integrantes deberán sujetar su conducta a la observancia de las leyes, órdenes y jerarquías, así como a la 
obediencia y al alto concepto del honor, de la justicia y de la ética. 

La disciplina demanda respeto y consideración mutua entre quien ostente un mando y sus subordinados. 

Artículo 100.- Las Instituciones Policiales exigirán de sus integrantes el más estricto cumplimiento del 
deber, a efecto de salvaguardar la integridad y los derechos de las personas, prevenir la comisión de delitos, y 
preservar las libertades, el orden y la paz públicos. 

Artículo 101.- El régimen disciplinario se ajustará a los principios establecidos en la Constitución Federal, 
la presente Ley y los ordenamientos legales aplicables y comprenderá los deberes, las correcciones 
disciplinarias, las sanciones y los procedimientos para su aplicación. 

Artículo 102.- Los integrantes de las Instituciones Policiales, observarán las obligaciones previstas en los 
artículos 40 y 41 de esta Ley, con independencia de su adscripción orgánica. 

Artículo 103.- La aplicación de las sanciones deberá registrarse en el expediente personal del infractor. 

La imposición de las sanciones que determinen las autoridades correspondientes se hará con 
independencia de las que correspondan por responsabilidad civil, penal o administrativa, en que incurran los 
integrantes de las Instituciones Policiales de conformidad con la legislación aplicable. 
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Artículo 104.- El procedimiento ante las autoridades previstas en las leyes de la materia, iniciará por 
solicitud fundada y motivada del titular de la unidad encargada de los asuntos, dirigida al titular o presidente 
de la instancia correspondiente, remitiendo para tal efecto el expediente del presunto infractor. 

Los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, deberán realizarse con estricto apego a las 
disposiciones legales aplicables y observará en todo momento las formalidades esenciales del procedimiento. 

Artículo 105.- La Federación, las entidades federativas y los municipios establecerán instancias 
colegiadas en las que participen, en su caso, cuando menos, representantes de las unidades operativas de 
investigación, prevención y reacción de las Instituciones Policiales, para conocer y resolver, en sus 
respectivos ámbitos de competencia, toda controversia que se suscite con relación a los procedimientos de la 
Carrera Policial y el Régimen Disciplinario. 

Para tal fin, las Instituciones Policiales podrán constituir sus respectivas Comisiones del servicio 
profesional de carrera policial y de honor y justicia, las que llevarán un registro de datos de los integrantes de 
sus instituciones. Dichos datos se incorporarán las bases de datos de personal de Seguridad Pública. 

En las Instituciones de Procuración de Justicia se integrarán instancias equivalentes, en las que 
intervengan representantes de los policías ministeriales. 

TÍTULO SEXTO 

DEL SISTEMA NACIONAL DE ACREDITACIÓN Y CONTROL DE CONFIANZA 

Artículo 106.- El sistema nacional de acreditación y control de confianza se conforma con las instancias, 
órganos, instrumentos, políticas, acciones y servicios previstos en la presente Ley, tendientes a cumplir los 
objetivos y fines de la evaluación y certificación de los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública. 

Integran este sistema: El Centro Nacional de Certificación y Acreditación, así como los centros de 
evaluación y control de confianza de las Instituciones de Procuración de Justicia e Instituciones Policiales de 
la Federación y de las entidades federativas. 

Artículo 107.- Los certificados que emitan los Centros de Evaluación y Control de Confianza de las 
Instituciones de Seguridad Pública o Instituciones Privadas, sólo tendrán validez si el Centro emisor cuenta 
con la acreditación vigente del Centro Nacional de Certificación y Acreditación, en cuanto a sus procesos y su 
personal, durante la vigencia que establezca el Reglamento que emita el Ejecutivo Federal. 

Cuando en los procesos de certificación a cargo de los Centros de Evaluación y Control de Confianza de 
las Instituciones de Seguridad Pública intervengan Instituciones privadas, éstas deberán contar con la 
acreditación vigente del Centro Nacional de Certificación y Acreditación. En caso contrario, el proceso 
carecerá de validez. 

Artículo 108.- Los Centros Nacional de Acreditación y Control de Confianza aplicarán las evaluaciones a 
que se refiere esta Ley, tanto en los procesos de selección de aspirantes, como en la evaluación para la 
permanencia, el desarrollo y la promoción de los Integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública; para 
tal efecto, tendrán las siguientes facultades: 

I. Aplicar los procedimientos de Evaluación y de Control de Confianza conforme a los criterios 
expedidos por el Centro Nacional de Certificación y Acreditación; 

II. Proponer lineamientos para la verificación y control de Certificación de los Servidores Públicos; 

III. Proponer los lineamientos para la aplicación de los exámenes médicos, toxicológicos, psicológicos, 
poligráficos, socioeconómicos y demás necesarios que se consideren de conformidad con la 
normatividad aplicable; 

IV. Establecer un sistema de registro y control, que permita preservar la confidencialidad y resguardo 
de expedientes; 

V. Verificar el cumplimiento de los perfiles médico, ético y de personalidad; 

VI. Comprobar los niveles de escolaridad de los Integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública; 

VII. Aplicar el procedimiento de certificación de los Servidores Públicos, aprobado por el Centro 
Nacional de Certificación y Acreditación; 
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VIII. Expedir y actualizar los Certificados conforme a los formatos autorizados por el Centro Nacional de 
Certificación y Acreditación; 

IX. Informar a las autoridades competentes, sobre los resultados de las evaluaciones que practiquen; 

X. Solicitar se efectúe el seguimiento individual de los Integrantes de las Instituciones de Seguridad 
Pública evaluados, en los que se identifiquen factores de riesgo que interfieran o pongan en riesgo 
el desempeño de sus funciones; 

XI. Detectar áreas de oportunidad para establecer programas de prevención y atención que permitan 
solucionar la problemática identificada; 

XII. Proporcionar a las Instituciones, la asesoría y apoyo técnico que requieran sobre información de su 
competencia; 

XIII. Proporcionar a las autoridades competentes la información contenida en los expedientes de 
integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública y que se requieran en procesos 
administrativos o judiciales, con las reservas previstas en las leyes aplicables; 

XIV. Elaborar los informes de resultados para la aceptación o rechazo de los aspirantes a ingresar a las 
Instituciones de Seguridad Pública, y 

XV. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios implementarán medidas de registro y 
seguimiento para quienes sean separados del servicio por no obtener el certificado referido en esta Ley. 

TÍTULO SÉPTIMO 

DE LA INFORMACIÓN SOBRE SEGURIDAD PÚBLICA 

CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo 109.- La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los municipios, suministrarán, 
intercambiarán, sistematizarán, consultarán, analizarán y actualizarán, la información que diariamente se 
genere sobre Seguridad Pública mediante los sistemas e instrumentos tecnológicos respectivos. 

El Presidente del Consejo Nacional dictará las medidas necesarias, además de las ya previstas en la Ley, 
para la integración y preservación de la información administrada y sistematizada mediante los instrumentos 
de información sobre Seguridad Pública. 

Las Instituciones de Procuración de Justicia tendrán acceso a la información contenida en las bases de 
datos criminalísticos y de personal, en el ámbito de su función de investigación y persecución de los delitos. 

La información sobre administración de justicia, podrá ser integrada las bases de datos criminalísticas y de 
personal, a través de convenios con el Poder Judicial de la Federación y los Tribunales Superiores de Justicia 
de los tres órdenes de gobierno, en sus respectivos ámbitos de competencia y con estricto apego a las 
disposiciones legales aplicables. 

El acceso a las bases de datos del sistema estará condicionado al cumplimiento de esta Ley, los acuerdos 
generales, los convenios y demás disposiciones que de la propia Ley emanen. 

Artículo 110.- Los integrantes del Sistema están obligados a compartir la información sobre Seguridad 
Pública que obre en sus bases de datos, con las del Centro Nacional de Información, en los términos de las 
disposiciones normativas aplicables. 

La información contenida en las bases de datos del sistema nacional de información sobre seguridad 
pública, podrá ser certificada por la autoridad respectiva y tendrá el valor probatorio que las disposiciones 
legales determinen. 

Artículo 111.- La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, realizarán los trabajos para 
lograr la compatibilidad de los servicios de telecomunicaciones de su Red Local correspondiente, con las 
bases de datos criminalísticos y de personal del Sistema, previstas en la presente Ley. 

El servicio de llamadas de emergencia y el servicio de denuncia anónima operarán con un número único 
de atención a la ciudadanía. El Secretario Ejecutivo adoptará las medidas necesarias para la homologación de 
los servicios. 
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SECCIÓN PRIMERA 

Del Registro Administrativo de Detenciones 

Artículo 112.- Los agentes policiales que realicen detenciones, deberán dar aviso administrativo de 
inmediato al Centro Nacional de Información, de la detención, a través del Informe Policial Homologado. 

Artículo 113.- El registro administrativo de la detención deberá contener, al menos, los datos siguientes: 

I. Nombre y, en su caso, apodo del detenido; 

II. Descripción física del detenido; 

III. Motivo, circunstancias generales, lugar y hora en que se haya practicado la detención; 

IV. Nombre de quien o quienes hayan intervenido en la detención. En su caso, rango y área de 
adscripción, y 

V. Lugar a donde será trasladado el detenido. 

Artículo 114.- Las Instituciones de Procuración de Justicia deberán actualizar la información relativa al 
registro, tan pronto reciba a su disposición al detenido, recabando lo siguiente: 

I. Domicilio, fecha de nacimiento, estado civil, grado de estudios y ocupación o profesión; 

II. Clave Única de Registro de Población; 

III. Grupo étnico al que pertenezca; 

IV. Descripción del estado físico del detenido; 

V. Huellas dactilares; 

VI. Identificación antropométrica, y 

VII. Otros medios que permitan la identificación del individuo; 

El Ministerio Público y la policía deberán informar a quien lo solicite de la detención de una persona y, en 
su caso, la autoridad a cuya disposición se encuentre. 

La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia emitirá las disposiciones necesarias para regular los 
dispositivos tecnológicos que permitan generar, enviar, recibir, consultar o archivar toda la información a que 
se refiere este artículo, la que podrá abarcar imágenes, sonidos y video, en forma electrónica, óptica o 
mediante cualquier otra tecnología. 

Artículo 115.- La información capturada en el Registro Administrativo de Detenciones será confidencial y 
reservada. A la información contenida en el registro sólo podrán tener acceso: 

I. Las autoridades competentes en materia de investigación y persecución del delito, para los fines 
que se prevean en los ordenamientos legales aplicables, y 

II. Los probables responsables, estrictamente para la rectificación de sus datos personales y para 
solicitar que se asiente en el mismo el resultado del procedimiento penal, en términos de las 
disposiciones legales aplicables. 

Bajo ninguna circunstancia se podrá proporcionar información contenida en el Registro a terceros. El 
Registro no podrá ser utilizado como base de discriminación, vulneración de la dignidad, intimidad, privacidad 
u honra de persona alguna. 

Al servidor público que quebrante la reserva del Registro o proporcione información sobre el mismo, se le 
sujetará al procedimiento de responsabilidad administrativa o penal, según corresponda. 

Artículo 116.- Las Instituciones de Seguridad Pública serán responsables de la administración, guarda y 
custodia de los datos que integran este registro; su violación se sancionará de acuerdo con las disposiciones 
previstas en la legislación penal aplicable. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

Del Sistema Único de Información Criminal 

Artículo 117.- La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios serán responsables de 
integrar y actualizar el sistema único de información criminal, con la información que generen las Instituciones 
de Procuración de Justicia e Instituciones Policiales, que coadyuve a salvaguardar la integridad y derechos de 
las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos, mediante la prevención, 
persecución y sanción de las infracciones y delitos, así como la reinserción social del delincuente y del 
adolescente. 

Artículo 118.- Dentro del sistema único de información criminal se integrará una base nacional de datos 
de consulta obligatoria en las actividades de Seguridad Pública, sobre personas indiciadas, procesadas o 
sentenciadas, donde se incluyan su perfil criminológico, medios de identificación, recursos y modos de 
operación. 

Esta base nacional de datos se actualizará permanentemente y se conformará con la información que 
aporten las Instituciones de Seguridad Pública, relativa a las investigaciones, procedimientos penales, 
órdenes de detención y aprehensión, procesos penales, sentencias o ejecución de penas. 

Artículo 119.- Las Instituciones de Procuración de Justicia podrán reservarse la información que ponga en 
riesgo alguna investigación, conforme a las disposiciones aplicables, pero la proporcionarán al sistema único 
de información criminal inmediatamente después que deje de existir tal condición. 

Artículo 120.- El Sistema Nacional de Información Penitenciaria es la base de datos que, dentro del 
sistema único de información criminal, contiene, administra y controla los registros de la población 
penitenciaria de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios en sus respectivos ámbitos de 
competencia. 

Artículo 121.- La base de datos deberá contar, al menos, con el reporte de la ficha de identificación 
personal de cada interno con fotografía, debiendo agregarse los estudios técnicos interdisciplinarios, datos de 
los procesos penales y demás información necesaria para la integración de dicho sistema. 

SECCIÓN TERCERA 

Del Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública 

Artículo 122.- El Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública, conforme lo acuerden las 
Conferencias Nacionales de Procuración de Justicia y de Secretarios de Seguridad Pública, contendrá la 
información actualizada, relativa a los integrantes de las Instituciones de la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios, el cual contendrá, por lo menos: 

I. Los datos que permitan identificar plenamente y localizar al servidor público, sus huellas digitales, 
fotografía, escolaridad y antecedentes en el servicio, así como su trayectoria en la seguridad 
pública; 

II. Los estímulos, reconocimientos y sanciones a que se haya hecho acreedor el servidor público, y 

III. Cualquier cambio de adscripción, actividad o rango del servidor público, así como las razones que 
lo motivaron. 

Cuando a los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública se les dicte cualquier auto de 
procesamiento, sentencia condenatoria o absolutoria, sanción administrativa o resolución que modifique, 
confirme o revoque dichos actos, se notificará inmediatamente al Registro. 

Artículo 123.- Las autoridades competentes de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los 
municipios inscribirán y mantendrán actualizados permanentemente en el Registro los datos relativos a los 
integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública, en los términos de esta Ley. 

Para efectos de esta Ley, se consideran miembros de las Instituciones de Seguridad Pública, a quienes 
tengan un nombramiento o condición jurídica equivalente, otorgado por autoridad competente. 

La infracción a esta disposición se sancionará en términos de la presente Ley. 
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SECCIÓN CUARTA 

Del Registro Nacional de Armamento y Equipo. 

Artículo 124.- Además de cumplir con las disposiciones contenidas en otras leyes, las autoridades 
competentes de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los municipios manifestarán y mantendrán 
permanentemente actualizado el Registro Nacional de Armamento y Equipo, el cual incluirá: 

I. Los vehículos que tuvieran asignados, anotándose el número de matrícula, las placas de 
circulación, la marca, modelo, tipo, número de serie y motor para el registro del vehículo, y 

II. Las armas y municiones que les hayan sido autorizadas por las dependencias competentes, 
aportando el número de registro, la marca, modelo, calibre, matrícula y demás elementos de 
identificación. 

Artículo 125.- Cualquier persona que ejerza funciones de Seguridad Pública, sólo podrá portar las armas 
de cargo que le hayan sido autorizadas individualmente o aquellas que se le hubiesen asignado en lo 
particular y que estén registradas colectivamente para la Institución de Seguridad Pública a que pertenezca, 
de conformidad con la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. 

Las instituciones de Seguridad Pública mantendrán un registro de los elementos de identificación de huella 
balística de las armas asignadas a los servidores públicos de las instituciones de Seguridad Pública. Dicha 
huella deberá registrarse en una base de datos del Sistema. 

Artículo 126.- En el caso de que los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública aseguren armas 
o municiones, lo comunicarán de inmediato al Registro Nacional de Armamento y Equipo y las pondrán a 
disposición de las autoridades competentes, en los términos de las normas aplicables. 

Artículo 127.- El incumplimiento de las disposiciones de esta sección, dará lugar a que la portación o 
posesión de armas se considere ilegal y sea sancionada en los términos de las normas aplicables. 

TÍTULO OCTAVO 

DE LA PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD 

CAPÍTULO ÚNICO 

De los Servicios de Atención a la Población 

Artículo 128.- El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana establecerá 
mecanismos eficaces para que la sociedad participe en el seguimiento, evaluación y supervisión del Sistema, 
en los términos de esta ley y demás ordenamientos aplicables. 

Dicha participación se realizará en coadyuvancia y corresponsabilidad con las autoridades, a través de: 

I. La comunidad, tenga o no estructura organizativa, y 

II. La sociedad civil organizada. 

Artículo 129.- El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana impulsará las 
acciones necesarias para que la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los municipios, establezcan un 
servicio para la localización de personas y bienes. 

Artículo 130.- El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana promoverá que la 
Federación, los Estados, el Distrito Federal y los municipios establezcan un servicio de comunicación que 
reciba los reportes de la comunidad, sobre las emergencias, faltas y delitos de que tenga conocimiento. 

El servicio tendrá comunicación directa con las Instituciones de Seguridad Pública, de salud, de protección 
civil y las demás asistenciales públicas y privadas. 

Artículo 131.- Para mejorar el servicio de Seguridad Pública, las instancias de coordinación que prevé 
esta Ley promoverán la participación de la comunidad a través de las siguientes acciones: 

I. Participar en la evaluación de las políticas y de las instituciones de seguridad pública. 

II. Opinar sobre políticas en materia de Seguridad Pública; 

III. Sugerir medidas específicas y acciones concretas para esta función; 

IV. Realizar labores de seguimiento; 
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V. Proponer reconocimientos por méritos o estímulos para los Integrantes de las Instituciones; 

VI. Realizar denuncias o quejas sobre irregularidades, y 

VII. Auxiliar a las autoridades competentes en el ejercicio de sus tareas y participar en las actividades 
que no sean confidenciales o pongan en riesgo el buen desempeño en la función de Seguridad 
Pública. 

Artículo 132.- El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana promoverá que las 
Instituciones de Seguridad Pública cuenten con una entidad de consulta y participación de la comunidad, para 
alcanzar los propósitos del artículo anterior. 

La participación ciudadana en materia de evaluación de políticas y de instituciones, se sujetará a los 
indicadores previamente establecidos con la autoridad sobre los siguientes temas: 

I. El desempeño de sus integrantes; 

II. El servicio prestado, y 

III. El impacto de las políticas públicas en prevención del delito. 

Los resultados de los estudios deberán ser entregados a las Instituciones de Seguridad Pública, así como 
a los Consejos del Sistema, según corresponda. Estos estudios servirán para la formulación de políticas 
públicas en la materia. 

Artículo 133.- El Centro Nacional de Información deberá proporcionar la información necesaria y 
conducente para el desarrollo de las actividades en materia de participación ciudadana. No se podrá 
proporcionar la información que ponga en riesgo la seguridad pública o personal. 

Artículo 134.- Las legislaciones de la Federación, el Distrito Federal y los estados establecerán políticas 
públicas de atención a la víctima, que deberán prever, al menos los siguientes rubros: 

I. Atención de la denuncia en forma pronta y expedita; 

II. Atención jurídica, médica y psicológica especializada; 

III. Medidas de protección a la víctima, y 

IV. Otras, en los términos del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

TÍTULO NOVENO 
DE LAS RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

CAPÍTULO I 
Disposiciones Generales 

Artículo 135.- Las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que incurran los servidores 
públicos federales, locales y municipales por el manejo o aplicación ilícita de los recursos previstos en los 
fondos a que se refiere el artículo 142 de la presente Ley, serán determinadas y sancionadas conforme las 
disposiciones legales aplicables y por las autoridades competentes. 

Serán consideradas violaciones graves a la Constitución y a las leyes que de ella emanan, las acciones u 
omisiones previstas en el artículo 139, que se realicen en forma reiterada o sistemática. 

Artículo 136.- Las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que incurran los servidores 
públicos federales, estatales y municipales por el manejo o aplicación indebidos de los recursos de los fondos 
a que se refiere el artículo 142 de la presente Ley, serán determinadas y sancionadas conforme a las 
disposiciones legales aplicables y por las autoridades competentes. 

Artículo 137.- La Auditoría Superior de la Federación fiscalizará los recursos federales que ejerzan la 
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los municipios en materia de Seguridad Pública, en términos de 
las disposiciones aplicables. 

CAPÍTULO II 
De los Delitos contra el funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

Artículo 138.- Se sancionará de uno a cuatro años de prisión y de cien a seiscientos días multa, a quien 
dolosa, ilícita y reiteradamente se abstenga de proporcionar al Secretariado Ejecutivo la información que esté 
obligado en términos de esta Ley, a pesar de ser requerido por el Secretario Ejecutivo, dentro del plazo 
previsto en el artículo 37 de esta Ley. 

Se impondrá además, la destitución e inhabilitación por un plazo igual al de la pena impuesta para 
desempeñarse en otro empleo, puesto, cargo o comisión en cualquier orden de gobierno. 
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Artículo 139.- Se sancionará con dos a ocho años de prisión y de quinientos a mil días multa, a quien: 

I. Ingrese dolosamente a las bases de datos del Sistema Nacional de Seguridad Pública previstos en 
esta Ley, sin tener derecho a ello o, teniéndolo, ingrese a sabiendas información errónea, que dañe 
o que pretenda dañar en cualquier forma la información, las bases de datos o los equipos o 
sistemas que las contengan; 

II. Divulgue de manera ilícita información clasificada de las bases de datos o sistemas informáticos a 
que se refiere esta Ley. 

III. Inscriba o registre en la base de datos del personal de las instituciones de seguridad pública, 
prevista en esta Ley, como miembro o integrante de una institución de Seguridad Pública de 
cualquier orden de gobierno, a persona que no cuente con la certificación exigible conforme a la 
Ley, o a sabiendas de que la certificación es ilícita, y 

IV. Asigne nombramiento de policía, ministerio público o perito oficial a persona que no haya sido 
certificada y registrada en los términos de esta Ley. 

Si el responsable es o hubiera sido servidor público de las instituciones de seguridad pública, se impondrá 
hasta una mitad más de la pena correspondiente, además, la inhabilitación por un plazo igual al de la pena de 
prisión impuesta para desempeñarse como servidor público en cualquier orden de gobierno, y en su caso, la 
destitución. 

Artículo 140.- Se sancionará con cinco a doce años de prisión y de doscientos a ochocientos días multa, 
a quien falsifique el certificado a que se refiere la presente Ley, lo altere, comercialice o use a sabiendas de su 
ilicitud. 

Artículo 141.- Las sanciones previstas en este capítulo se impondrán sin perjuicio de las penas que 
correspondan por otros delitos previstos en los ordenamientos penales federal o de las entidades federativas, 
según corresponda. 

Las autoridades del fuero federal serán las competentes para conocer y sancionar los delitos previstos en 
este capítulo, conforme las disposiciones generales del Código Penal Federal, las del Código Federal de 
Procedimientos Penales y demás disposiciones legales, en atención a que la Federación es el sujeto pasivo, 
de conformidad con el artículo 50, fracción I, inciso e) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

TÍTULO DÉCIMO 

DE LOS FONDOS DE AYUDA FEDERAL 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Preliminares 

Artículo 142.- Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública a que se refiere el artículo 21 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se componen con los recursos destinados 
a la seguridad pública previstos en los fondos que establece el artículo 25, fracciones IV y VII, de la Ley de 
Coordinación Fiscal para tal objeto. Los recursos que se programen, presupuesten y aporten a las entidades 
federativas y municipios, así como su ejercicio, control, vigilancia, información, evaluación y fiscalización, 
estarán sujetos a dicho ordenamiento y a la presente Ley; asimismo, únicamente podrán ser destinados a los 
fines de seguridad pública referidos en la citada Ley de Coordinación Fiscal. 

Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública que a nivel nacional sean determinados en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación, serán distribuidos con base en los criterios que apruebe el Consejo 
Nacional, a las entidades federativas y municipios para ser destinados exclusivamente a estos fines. 

Las autoridades correspondientes de las entidades federativas y de los municipios deberán concentrar los 
recursos en una cuenta específica, así como los rendimientos que generen, a efecto de identificarlos y 
separarlos del resto de los recursos que con cargo a su presupuesto destinen a seguridad pública. 

Asimismo, dichas autoridades deberán rendir informes trimestrales al Secretariado Ejecutivo del Sistema 
sobre los movimientos que presenten las cuentas específicas, la situación en el ejercicio de los recursos, su 
destino así como los recursos comprometidos, devengados y pagados. 

Sin perjuicio de lo que establece el artículo 143 los convenios generales o específicos establecerán 
obligaciones para las entidades federativas y los municipios, a efecto de fortalecer la adecuada rendición de 
cuentas, transparencia, vigilancia y fiscalización de los recursos que se aporten, así como las medidas 
necesarias para garantizar su cumplimiento. 
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Artículo 143.- Para efectos de control, vigilancia, transparencia y supervisión del manejo de los recursos 
previstos en el artículo que antecede, así como para determinar si se actualizan los supuestos a que se refiere 
el artículo 139, compete al Secretario Ejecutivo: 

I. Requerir, indistintamente, a las autoridades hacendarias y de seguridad pública, entre otras, de las 
entidades federativas y de los municipios, informes relativos a: 

a) El ejercicio de los recursos de los fondos y el avance en el cumplimiento de los programas o 
proyectos financiados con los mismos; 

b) La ejecución de los programas de seguridad pública de las entidades federativas derivados 
del Programa Nacional de Seguridad Pública; 

II. Efectuar, en cualquier momento, visitas de verificación y revisiones de gabinete de los documentos, 
instrumentos y mecanismos inherentes o relativos al ejercicio de los recursos en las instituciones 
de seguridad pública de las entidades federativas y municipios, a fin de comprobar el cumplimiento 
a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, así como de las obligaciones a su cargo; de 
igual forma, podrá requerir la información que considere necesaria indistintamente a las 
autoridades hacendarias o de seguridad pública locales correspondientes, y 

III. Las demás acciones que resulten necesarias para la consecución de lo dispuesto en este artículo. 

De manera supletoria a lo previsto en este artículo se aplicará la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo y el Código Civil Federal. 

CAPÍTULO II 

De la Cancelación y Suspensión de Ministración de los Recursos 

Artículo 144.- El Pleno del Consejo Nacional resolverá la cancelación o suspensión de los recursos a que 
se refiere el artículo 142 de esta Ley, a las entidades federativas o, en su caso, municipios, que incurran 
en lo siguiente: 

I. Incumplir las obligaciones relativas al suministro, intercambio y sistematización de la información de 
Seguridad Pública, o violar las reglas de acceso y aprovechamiento de la información de las bases 
de datos previstas en esta Ley; 

II. Incumplir los procedimientos y mecanismos para la certificación de los integrantes de las 
Instituciones de Seguridad Pública; 

III. Abstenerse de implementar el servicio telefónico nacional de emergencia; 

IV. Aplicar los recursos aportados para la seguridad pública para fines distintos a los que disponen 
las disposiciones jurídicas aplicables; 

V. Aplicar criterios, normas y procedimientos distintos a los establecidos por el Centro Nacional de 
Certificación y Acreditación; 

VI. Establecer y ejecutar un Modelo Policial básico distinto al determinado por el Consejo Nacional; 

VII. Establecer servicios de carrera ministerial y policial sin sujetarse a lo dispuesto en esta Ley y las 
disposiciones que de ella emanan; 

VIII. Abstenerse de constituir y mantener en operación las instancias, centros de control de confianza y 
academias a que se refiere esta Ley, y 

IX. Cualquier incumplimiento a las obligaciones de la presente Ley, que afecte a los mecanismos de 
coordinación en materia de Seguridad Pública. 

La cancelación de la ministración de los recursos federales a las entidades federativas y municipios, 
supone la pérdida de los mismos, por lo que no tendrán el carácter de recuperables o acumulables y deberán, 
en consecuencia, permanecer en la Tesorería de la Federación para los efectos legales correspondientes al 
finalizar el ejercicio fiscal, salvo que en términos de lo dispuesto por la Ley de Coordinación Fiscal se destinen 
a otras entidades federativas o municipios para llevar a cabo la función de seguridad pública, sin que se 
genere, para éstas, el derecho a recibir los recursos con posterioridad. 
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Artículo 145.- El procedimiento al que se sujetarán las visitas y revisiones a que se refiere el artículo 143, 
fracción II, y sobre las causas de cancelación de los recursos a que se refiere el artículo 144, se sujetará a las 
reglas siguientes: 

I. En la orden de visita o revisión correspondiente se señalará el servidor público que la practicará, la 
institución, así como el periodo u objeto que haya de verificarse o revisarse; 

II. La visita se practicará preferentemente en las oficinas principales de la institución o dependencia 
visitada; en caso de no ser posible por cualquier causa, se realizará en cualquier domicilio de la 
propia institución o dependencia o, en caso necesario, en las instalaciones del Secretariado 
Ejecutivo; estando obligados los servidores públicos de las instituciones o dependencias visitadas a 
proporcionar todas las facilidades necesarias y atender los requerimientos que se les formulen; 

III. En caso de advertirse incumplimiento de las obligaciones derivadas de la Ley, los acuerdos 
generales o los convenios, el Secretariado podrá decretar la suspensión provisional de las 
aportaciones subsecuentes. La suspensión de ministración de fondos subsistirá hasta que se 
aclare o subsane la acción u omisión que dio origen al incumplimiento. 

 La suspensión en el otorgamiento de los recursos no implica la pérdida de los mismos por parte de 
las entidades federativas o municipios, por lo que podrán aclarar o subsanar la acción u omisión 
que dio origen al incumplimiento, mientras no se emita la resolución que declare la cancelación; 

IV. En un plazo no mayor a quince días hábiles, posteriores a la terminación de la visita, el 
Secretariado Ejecutivo presentará al Consejo el informe correspondiente al cumplimiento o 
incumplimiento de las obligaciones sujetas a verificación, así como toda la información que resulte 
necesaria para el efecto; 

V. El Secretariado dará vista a la institución o dependencia visitada o revisada, para que en un plazo 
de veinte días hábiles, aporte la información pertinente para desvirtuar las imputaciones que, en su 
caso, se formulen en su contra; 

VI. Transcurrido el plazo antes mencionado, en caso de incumplimiento, el Secretariado presentará al 
Consejo Nacional un proyecto de resolución, en que se contengan las conclusiones de la visita o 
revisión practicadas, y 

VII. En el proyecto de resolución señalará si la institución o dependencia revisada o visitada se hace 
acreedora a la cancelación de los fondos o, en su caso, que procede requerir la restitución de los 
mismos; 

El Consejo Nacional resolverá en forma definitiva e inatacable sobre la existencia del incumplimiento y 
determinará, en su caso, la cancelación y, cuando proceda, la restitución de los recursos, con independencia 
de las responsabilidades que otras leyes establezcan. 

De la suspensión o cancelación se dará cuenta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para los 
efectos correspondientes. 

Cuando el Consejo Nacional resuelva que procede requerir la restitución de los recursos utilizados en 
forma indebida o ilícita, las entidades federativas o, en su caso, municipios contarán con un plazo de 30 días 
naturales para efectuar el reintegro; en caso contrario, los recursos podrán descontarse de las participaciones 
o aportaciones que le correspondan para el siguiente ejercicio fiscal. 

Las entidades federativas estarán representadas por los titulares de los poderes ejecutivos a que se 
refieren las fracciones VII y VIII del artículo 12 de esta Ley, o por quien ellos designen, sin que pueda recaer 
dicha representación en un servidor público de menor jerarquía a la de titular de una de las secretarías 
competentes en la entidad respectiva para la aplicación de esta Ley. 

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO 

DE LAS INSTALACIONES ESTRATÉGICAS 

Artículo 146.- Para efectos de esta Ley, se consideran instalaciones estratégicas, a los espacios, 
inmuebles, construcciones, muebles, equipo y demás bienes, destinados al funcionamiento, mantenimiento y 
operación de las actividades consideradas como estratégicas por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como de aquellas que tiendan a mantener la integridad, estabilidad y permanencia del 
Estado Mexicano, en términos de la Ley de Seguridad Nacional. 
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Artículo 147.- El Distrito Federal, los Estados y los Municipios coadyuvarán en la protección y desarrollo 
de las acciones necesarias para la vigilancia de las instalaciones estratégicas y para garantizar su integridad 
y operación. 

Artículo 148.- El resguardo de las instalaciones estratégicas queda a cargo de la Federación, que se 
coordinará con las Instituciones locales y municipales correspondientes por razón del territorio en el ejercicio 
de esta función, las cuales garantizarán la seguridad perimetral y el apoyo operativo en caso necesario. 

El Ejecutivo Federal constituirá un Grupo de Coordinación Interinstitucional para las Instalaciones 
Estratégicas, que expedirá, mediante acuerdos generales de observancia obligatoria, la normatividad aplicable 
en la materia. 

Artículo 149.- El Consejo Nacional establecerá los casos, condiciones y requisitos necesarios para el 
bloqueo de las señales de telefonía celular en las instalaciones de carácter estratégico para los fines de 
seguridad pública. 

Las decisiones que en ese sentido emita el Consejo Nacional, deberán ser ejecutadas por las distintas 
Instituciones de Seguridad Pública que lo integran. 

TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO 

DE LOS SERVICIOS DE SEGURIDAD PRIVADA 

Artículo 150.- Además de cumplir con las disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y 
Explosivos, los particulares que presten servicios de seguridad, protección, vigilancia o custodia de personas, 
lugares o establecimientos, de bienes o valores, incluido su traslado; deberán obtener autorización previa de 
la Secretaría, cuando los servicios comprendan dos o más entidades federativas; o de la autoridad 
administrativa que establezcan las leyes locales, cuando los servicios se presten sólo en el territorio de una 
entidad. En el caso de la autorización de la Secretaría, los particulares autorizados, además deberán cumplir 
la regulación local. 

Conforme a las bases que esta ley dispone, las instancias de coordinación promoverán que dichas leyes 
locales prevean los requisitos y condiciones para la prestación del servicio, la denominación, los mecanismos 
para la supervisión y las causas y procedimientos para determinar sanciones. 

Artículo 151.- Los servicios de seguridad privada son auxiliares a la función de Seguridad Pública. Sus 
integrantes coadyuvarán con las autoridades y las Instituciones de Seguridad Pública en situaciones de 
urgencia, desastre o cuando así lo solicite la autoridad competente de la Federación, los Estados, el Distrito 
Federal y los municipios, de acuerdo a los requisitos y condiciones que establezca la autorización respectiva. 

Artículo 152.- Los particulares que se dediquen a estos servicios, así como el personal que utilicen, se 
regirán en lo conducente, por las normas que esta ley y las demás aplicables que se establecen para las 
Instituciones de Seguridad Pública; incluyendo los principios de actuación y desempeño y la obligación de 
aportar los datos para el registro de su personal y equipo y, en general, proporcionar la información estadística 
y sobre la delincuencia al Centro Nacional de Información. 

Los ordenamientos legales de las entidades federativas establecerán conforme a la normatividad 
aplicable, la obligación de las empresas privadas de seguridad, para que su personal sea sometido a 
procedimientos de evaluación y control de confianza. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente del de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, salvo lo previsto en los artículos transitorios siguientes. 

SEGUNDO.- El Ejecutivo Federal contará con el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de este 
Decreto para crear e instalar el Centro Nacional de Certificación y Acreditación, el cual deberá acreditar a los 
centros de evaluación y control de confianza de las Instituciones de Seguridad Pública y sus respectivos 
procesos de evaluación en un plazo no mayor de dos años a partir de la entrada en operación del citado 
Centro Nacional. 

TERCERO.- De manera progresiva y en un plazo de cuatro años a partir de la entrada en vigor de este 
Decreto, las Instituciones de Seguridad Pública, por conducto de los centros de evaluación y control de 
confianza, deberán practicar las evaluaciones respectivas a sus integrantes, de conformidad con lo dispuesto 
en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, sus respectivos ordenamientos legales y el 
calendario aprobado por el Consejo Nacional. 
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CUARTO.- Todos los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública deberán contar con el 
certificado a que se refiere el Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en los términos y plazos previstos en el artículo 
transitorio anterior. Quienes no obtengan el certificado serán separados del servicio, observando lo dispuesto 
en el artículo 123, Apartado B, Fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

QUINTO.- Los servicios de carrera vigentes en las Instituciones de Seguridad Pública a la fecha de 
entrada en vigor de este Decreto, deberán ajustarse a los requisitos, criterios y procedimientos que establece 
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y las leyes estatales, en la rama correspondiente, 
en un plazo no mayor a un año. 

SEXTO.- Los servidores públicos que obtengan el certificado y que satisfagan los requisitos de ingreso y 
permanencia que se establecen en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y los 
ordenamientos legales federales y estatales aplicables, ingresarán o serán homologados al servicio de 
carrera, en las ramas ministerial, policial y pericial, según corresponda, en la jerarquía y grado, así como 
antigüedad y derechos que resulten aplicables, de conformidad con lo previsto en el presente Decreto. 

SÉPTIMO.- Las referencias realizadas en la presente Ley a la reinserción social, quedarán entendidas al 
término vigente readaptación social, toda vez que con este Decreto no entra en vigor el párrafo tercero del 
artículo 21 constitucional sujeto a la vacancia prevista en el articulo Quinto Transitorio del Decreto por el que 
se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008. 

OCTAVO.- El Ejecutivo Federal expedirá las disposiciones reglamentarias de la presente Ley en un plazo 
no mayor a dieciocho meses a partir de la entrada en vigor de este Decreto. 

NOVENO.- El Consejo Nacional y las Conferencias que prevé la presente Ley, deberán expedir las 
disposiciones a que se refiere la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en un plazo no 
mayor a nueve meses, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 

DÉCIMO.- Por única ocasión, el Secretario Ejecutivo emitirá la convocatoria para la integración de la 
Conferencia Nacional de Seguridad Pública Municipal, conforme a lo establecido en el artículo 32 de la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

DÉCIMO PRIMERO.- Los recursos humanos, materiales y financieros con que cuente el Secretario 
Ejecutivo de conformidad con la abrogada Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y demás disposiciones jurídicas aplicables, se transferirán al Secretariado 
Ejecutivo previsto en esta Ley, a la brevedad posible. 

Lo mismo sucederá con los asuntos en trámite del Secretario Ejecutivo, salvo que pudiera causarse algún 
daño o menoscabo al servicio o a los intereses del Sistema. 

Los derechos del personal del Secretario Ejecutivo que, en virtud de lo dispuesto en el presente Decreto, 
sea transferido, se respetarán conforme a la ley aplicable. 

DÉCIMO SEGUNDO.- Se abroga la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y se derogan las demás disposiciones que se opongan a la presente Ley. 

México, D.F., a 11 de diciembre de 2008.- Sen. Gustavo Enrique Madero Muñoz, Presidente.- Dip. 
Cesar Horacio Duarte Jaquez, Presidente.- Sen. Renan C. Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Jose Manuel 
del Rio Virgen, Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a treinta de diciembre de dos mil ocho.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Lic. Fernando Francisco 
Gómez Mont Urueta.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
CONVOCATORIA dirigida a licenciados en Derecho interesados en presentar examen para obtener la calidad de 
aspirante a corredor público en el año 2009. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Economía. 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normatividad Mercantil, con 
fundamento en los artículos 34, fracción XXXI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 3o., 
fracción II, primera parte, 8o. y 9o., fracción I, incisos a), b) y c) de la Ley Federal de Correduría Pública; 7o., 
8o., 9o., 10, 11 y 12 del Reglamento de la Ley Federal de Correduría Pública; 20, fracción XII, del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Economía, y 

CONSIDERANDO 

Que la Ley Federal de Correduría Pública otorga facultades a esta Secretaría para examinar a las 
personas que deseen obtener la calidad de aspirante a corredor público, con el objeto de asegurar que los 
corredores públicos que sean habilitados cuenten con conocimientos suficientes para brindar servicios de 
asesoría jurídica, fe pública, valuación, arbitraje, así como de agente mediador, de calidad, a favor del 
desarrollo de la economía nacional, y 

Que el Programa Sectorial de Economía 2007-2012, establece como acción estratégica el incremento en 
el número de corredores públicos, en todas las plazas del país, con el propósito de ampliar las opciones de 
servicios orientados al sector empresarial, con el objetivo de elevar su competitividad, se emite la siguiente: 

CONVOCATORIA DIRIGIDA A LICENCIADOS EN DERECHO INTERESADOS 
EN PRESENTAR EXAMEN PARA OBTENER LA CALIDAD DE 

ASPIRANTE A CORREDOR PUBLICO EN EL AÑO 2009 

REQUISITOS 

I.- El interesado deberá presentar un escrito libre de solicitud de examen de aspirante a corredor público, 
dirigido al Secretario de Economía, debidamente requisitado y firmado, en el que declare bajo protesta de 
decir verdad lo siguiente: 

• Que los datos contenidos en el escrito son ciertos; 

• Que no ha sido condenado mediante sentencia ejecutoriada por delito intencional que hubiere 
ameritado pena corporal; 

• Ser ciudadano mexicano por nacimiento sin otra nacionalidad, en pleno goce y ejercicio de sus 
derechos civiles y políticos. 

La solicitud deberá contener también: 

• Nombre del interesado, domicilio completo, número de teléfono y/o fax, dirección de correo 
electrónico así como indicar la fecha y el lugar en que solicita la aplicación del examen de acuerdo al 
calendario que se incluye a la presente convocatoria. 

El interesado deberá acompañar a su solicitud, la documentación siguiente: 

a. Acta de nacimiento o copia certificada y, en el supuesto de mexicanos por nacimiento a los que otro 
Estado considere como sus nacionales, certificado de nacionalidad mexicana por nacimiento o copia 
certificada del mismo. 

b. Copia certificada del título profesional de licenciado en Derecho o de Abogado y de la cédula 
profesional respectiva. 

c. Constancia en original o declaración bajo protesta de decir verdad (en su escrito de solicitud) de haber 
realizado una práctica profesional durante dos años por lo menos a partir de la fecha de expedición de su 
cédula profesional. 

d. Currículum vítae actualizado, y 

e. Recibo original de Pago de Contribuciones, Productos y Aprovechamientos Federales que le expide la 
institución bancaria donde realice su pago; para estos efectos puede obtener el formato de hoja de ayuda 
“pre-llenada” en la dirección www.correduriapublica.gob.mx en la sección “Pago de trámites”, deberá llenar 
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todos los campos indicados y seleccionar el trámite “Examen de aspirante a corredor público”. El pago de 
derechos por concepto de examen de aspirante a corredor público deberá ser por la cantidad vigente en el 
momento de presentación de la solicitud, de conformidad con la Ley Federal de Derechos. 

II.- El interesado deberá presentar la solicitud de examen y los documentos requeridos en la Dirección 
General de Normatividad Mercantil, ubicada en avenida Insurgentes Sur número 1940, primer piso, colonia 
Florida, código postal 01030, Delegación Alvaro Obregón, México, Distrito Federal o, en la Delegación o 
Subdelegación de esta Secretaría, en la entidad federativa en que tenga residencia el interesado o, en su 
caso, por conducto del Colegio de Corredores Públicos de la plaza que le corresponda. 

III.- De conformidad con lo establecido en los artículos 3, fracción II, 18, fracción II y, 19 de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, la solicitud de examen para obtener la 
calidad de aspirante a corredor público, los documentos que acompañe a la misma y los documentos que se 
generen con motivo de la solicitud, se consideran de carácter confidencial y únicamente cuando medie el 
consentimiento expreso del interesado o resolución administrativa o judicial, esta Secretaría podrá difundir los 
datos personales del interesado. 

IV.- El interesado podrá obtener información general y la guía de estudio para obtener la calidad de 
aspirante a corredor público, en la dirección www.correduriapublica.gob.mx sección “Trámites”, localizado en 
“Examen de aspirante a corredor público”. 

V.- El interesado en obtener la calidad de aspirante a corredor público que no resulte aprobado, podrá 
volver a sustentar otro examen, una vez que hayan transcurrido seis meses a partir de la fecha de 
presentación anterior. 

El interesado que solicite la aplicación del examen por segunda o posterior ocasión, debe presentar su 
solicitud en la que formule las manifestaciones que han quedado descritas en la fracción I del apartado de 
requisitos y, anexar el original del Recibo de Pago de Contribuciones, Productos y Aprovechamientos 
Federales y, si es el caso, su currículum vítae actualizado. También puede presentar la nueva solicitud por 
medios electrónicos. Lo anterior de conformidad con el contenido de la “CARTA COMPROMISO AL 
CIUDADANO” relativa a este trámite y emitida por esta Unidad Administrativa. 

PROCEDIMIENTO 

I.- La Dirección General de Normatividad Mercantil resolverá sobre la solicitud y documentación 
presentada, dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que la reciba o dentro de los 12 días 
siguientes, cuando se presente en las delegaciones o subdelegaciones de esta Secretaría o Colegio de 
Corredores de la plaza correspondiente y, en su caso, notificará, personalmente, por correo certificado con 
acuse de recibo, por servicio de mensajería, por fax, correo electrónico o por conducto del Colegio de 
Corredores de la plaza, la fecha, lugar y hora en que se celebrará el examen, así como las bases y reglas a 
que se sujetará y el material de apoyo con el que podrá contar durante su desarrollo. 

II.- Los exámenes para obtener la calidad de aspirante a corredor público podrán aplicarse, tanto en el 
Distrito Federal como en las distintas plazas, llevándose a cabo en las ciudades que para tal efecto determine 
la Dirección General de Normatividad Mercantil, se contará con el apoyo de las Representaciones Federales 
de la Secretaría de Economía a nivel nacional. 

El calendario que incluye esta convocatoria da a conocer las fechas y plazas previamente determinadas 
para la celebración de los exámenes de aspirante. En caso de que la Dirección General de Normatividad 
Mercantil reciba más de cinco solicitudes para aplicar el examen de aspirante en una misma plaza que 
cumplan los requisitos, podrá señalar una fecha adicional en esa entidad aunque no se encuentre programada 
en la presente convocatoria, siempre que cuente con presupuesto y personal disponibles. 

III.- Los exámenes para obtener la calidad de aspirante a corredor público serán aplicados y supervisados 
por servidores públicos de la Dirección General de Normatividad Mercantil. 

IV.- La Dirección General de Normatividad Mercantil revisará y calificará la hoja de respuestas de los 
exámenes para obtener la calidad de aspirante a corredor público, siendo su resolución definitiva por lo que 
no se admitirá recurso alguno en su contra. 

V.- La Secretaría notificará al sustentante el resultado del examen en forma personal, por correo 
certificado con acuse de recibo, por servicio de mensajería, por fax, correo electrónico o por conducto de la 
Delegación o Subdelegación Federal correspondiente o del Colegio de Corredores Públicos de la plaza, al día 
siguiente hábil de la fecha de celebración del mismo y expedirá el oficio correspondiente. 
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BASES Y REGLAS 

1a. El sustentante acudirá el día y la hora al lugar designado para el examen, deberá exhibir cualquiera de 
las siguientes identificaciones: credencial para votar, cartilla del Servicio Militar Nacional o cédula profesional. 
Se le asignará un lugar preestablecido para resolverlo. No se autorizará introducir ningún material u objetos 
personales, únicamente bolígrafo de tinta negra y corrector. 

2a. El sustentante elegirá uno de los cinco sobres cerrados que al efecto se le presenten. Los 
cuestionarios son escritos y diseñados en un instrumento de evaluación con un total de 180 reactivos de 
opción múltiple. 

3a. Los cuestionarios contienen conceptos jurídicos fundamentales en materia de fe pública mercantil, 
intermediación mercantil, valuación, arbitraje comercial y otros temas relacionados con la actividad del 
corredor público. 

4a. El tiempo para resolver el examen será de 180 minutos dividido en tres fases, con dos recesos de 5 
minutos cada uno, siendo dicho tiempo improrrogable. El tiempo se distribuirá de la siguiente forma: 

FASE 1 
(60 minutos) 

 
60 preguntas 

Receso 
(5 minutos) 

FASE 2 
(60 minutos) 

 
60 preguntas 

Receso 
(5 minutos) 

FASE 3 
(60 minutos) 

 
60 preguntas 

 
Fin del examen 

 

5a. El material de examen para obtener la calidad de aspirante a corredor público consistirá en un sobre 
cerrado que contendrá un cuestionario escrito dividido en tres fases con preguntas o aseveraciones y una hoja 
de respuestas. Deberá leer cuidadosamente cada una de las preguntas para contestar en la hoja de 
respuestas. 

6a. La hoja de respuestas contendrá tres opciones para cada pregunta, de las cuales deberá seleccionar 
la respuesta correcta rellenando completamente el óvalo de la opción seleccionada, se recomienda: 

a) No marque más de una respuesta para cada pregunta, pues será considerada como incorrecta; 

b) En caso de equivocación en su respuesta, podrá corregir (con corrector) asentando su rúbrica 
a un lado. 

EJEMPLO DE LA FORMA DE LLENADO DE LA HOJA DE RESPUESTA 

 

CUESTIONARIO 

1.- El corredor deberá utilizar su rúbrica completa: 

A) En la última foja en la que se haga constar la autorización 

B) En todas las fojas que integran el instrumento 

C) Sólo en las copias certificadas que expida 
HOJA DE RESPUESTAS 

1  A  B  C  
 CORRECTA MAL MAL MAL 
  B   C    B  C   X  B  C   0   B   C   
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7a. Durante el desarrollo del examen se prohíbe entablar cualquier tipo de conversación, preguntas, 
comentarios, sugerencias o expresión alguna entre los asistentes, así como usar cualquier medio de 
comunicación. 

8a. El sustentante deberá entregar el cuestionario correspondiente y la hoja de respuestas, al momento de 
concluir el tiempo asignado para resolverlo. 

9a. Para adquirir la calidad de aspirante a corredor público, el sustentante deberá obtener 130 aciertos en 
el examen como mínimo. 

10a. La Dirección General de Normatividad Mercantil conservará el examen y la hoja de respuestas que 
entregue el sustentante, sin que este último tenga derecho de conservar u obtener una copia de tales 
documentos. 

11a. El resultado obtenido en el examen será notificado en forma personal al interesado al día siguiente 
hábil de la fecha de celebración del mismo, en las oficinas de la Dirección General de Normatividad Mercantil, 
ubicada en avenida Insurgentes Sur número 1940, primer piso, colonia Florida, Delegación Alvaro Obregón, 
código postal 01030, México, Distrito Federal, por correo certificado con acuse de recibo, por servicio de 
mensajería, por fax, correo electrónico o por conducto de la Delegación o Subdelegación Federal 
correspondiente o del Colegio de Corredores Públicos de la plaza. 

12a. La calificación obtenida por el sustentante será definitiva, por lo que no admitirá recurso alguno en 
su contra. 

13a. El examen podrá ser anulado por los servidores públicos adscritos a la Dirección General de 
Normatividad Mercantil, cuando el sustentante no se sujete a estas bases y reglas. 

Calendario para aplicar el Examen de Aspirante a corredor público en el año 2009 

Mes Día Lugar de aplicación 

Enero Viernes 23 
Viernes 30 

Distrito Federal 
Tlaxcala 

Febrero Viernes 6 
Viernes 13 
Viernes 20 
Viernes 27 

Morelos 
Querétaro 

Puebla 
Distrito Federal 

Marzo Viernes 6 
Viernes 13 
Viernes 20 
Viernes 27 

Zacatecas 
Baja California 
Distrito Federal 

Michoacán 

Abril Viernes 3 
Viernes 17 
Viernes 24 

Hidalgo 
Distrito Federal 

Veracruz 

Mayo Viernes 8 
Viernes 15 
Viernes 22 
Viernes 29 

Chihuahua 
Yucatán 

Nuevo León 
Distrito Federal 

Junio Viernes 5 
Viernes 12 
Viernes 19 
Viernes 26 

Guanajuato 
San Luis Potosí 
Aguascalientes 
Distrito Federal 
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Julio Viernes 3 
Viernes 10 
Viernes 17 
Viernes 24 
Viernes 31 

Sinaloa 
Jalisco 
Sonora 

Baja California Sur 
Distrito Federal 

Agosto Viernes 7 
Viernes 14 
Viernes 21 
Viernes 28 

Estado de México 
Tamaulipas 

Tabasco 
Distrito Federal 

Septiembre Viernes 4 
Viernes 11 
Viernes 18 
Viernes 25 

Oaxaca 
Nayarit 

Guerrero 
Distrito Federal 

Octubre Viernes 9 
Viernes 16 
Viernes 23 
Viernes 30 

Quintana Roo 
Coahuila 

Distrito Federal 
Colima 

Noviembre Viernes 6 
Viernes 13 
Viernes 20 
Viernes 27 

Campeche 
Chiapas 

Distrito Federal 
Durango  

Diciembre Viernes 11 Distrito Federal 

 

NOTA IMPORTANTE: Las habilitaciones para ejercer como corredor público otorgadas por esta 

Secretaría, no se encuentran cerradas o limitadas a un número de corredurías por entidad federativa, lo que 

significa que el interesado puede solicitar, aplicar y en su caso, aprobar los exámenes para habilitarse como 

corredor público en la entidad federativa de su preferencia, siempre y cuando cumpla con todos los requisitos 

legales y reglamentarios correspondientes. 

El interesado podrá presentar el examen de aspirante a corredor público en cualquier entidad federativa, 

sin perjuicio de la plaza en la que pretenda habilitarse como corredor público. 

Lo no previsto en la presente convocatoria, será resuelto por la Dirección General de Normatividad 

Mercantil, de acuerdo con lo estipulado en la Ley Federal de Correduría Pública, su Reglamento y el 

Reglamento Interior de la Secretaría de Economía. 

MAYORES INFORMES 

Puede acudir a las Representaciones Federales de la Secretaría de Economía en toda la República 

Mexicana, el directorio lo puede consultar en la página de Internet www.economia.gob.mx en la sección 

“Delegaciones en el País”; a la Dirección General de Normatividad Mercantil, ubicada en avenida Insurgentes 

Sur número 1940, primer piso, colonia Florida, Delegación Alvaro Obregón, código postal 01030, México, 

Distrito Federal; en la página de Internet www.correduriapublica.gob.mx en la sección “Trámites”; en los 

correos electrónicos jnunezp@economia.gob.mx, iurbina@economia.gob.mx, o comunicarse a los teléfonos 

(01 55) 52 29 61 00, (01 55) 56 29 95 00, extensiones 33518 y 33527. 

México, D.F., a 19 de diciembre de 2008.- El Director General de Normatividad Mercantil, Oscar Alberto 
Margain Pitman.- Rúbrica. 
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AVISO sobre la vigencia de cuotas compensatorias. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Economía. 

AVISO SOBRE LA VIGENCIA DE CUOTAS COMPENSATORIAS 

Con fundamento en los artículos 70, 70 A y 70 B de la Ley de Comercio Exterior (LCE), 11.3 del Acuerdo 

relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, 

12 del Código Fiscal de la Federación de aplicación supletoria a la LCE y 16 fracción I del Reglamento Interior 

de la Secretaría de Economía, se comunica a los productores nacionales y a cualquier otra persona que tenga 

interés jurídico que las cuotas compensatorias definitivas impuestas a los productos que a continuación se 

enumeran están próximas a expirar. 

Cualquier productor nacional de las mercancías que se listan a continuación podrá expresar a la 

Secretaría por escrito su interés de que inicie un procedimiento de examen para determinar las consecuencias 

de la supresión de la cuota compensatoria que corresponda, en cuyo caso también deberá proponer un 

periodo de examen de seis meses a un año, comprendido dentro del tiempo de vigencia de la cuota 

compensatoria. La manifestación de interés deberá presentarse a más tardar 25 días antes del término de la 

vigencia que corresponda a las 14:00 horas, en la oficialía de partes de la Unidad de Prácticas Comerciales 

Internacionales. 

PRODUCTO FRACCION 

ARANCELARIA* 

PAIS DE 

ORIGEN 

ULTIMO DIA DE 

LA VIGENCIA 

FECHA LIMITE 

PARA RECIBIR 

LA 

MANIFESTACION 

DE INTERES 

Tubería de acero al 

carbono sin costura 

 

7304.39.01, 

7304.39.02, 

7304.39.05, 

7304.39.06 y 

7304.39.09 

(anteriormente 

7304.39.04 y 

7304.39.99) 

Rusia y 

Rumania 

22 de abril de 2009 13 de marzo de 

2009 

 

Envases tubulares 

flexibles de aluminio 

7612.10.01 Venezuela 14 de mayo de 2009 3 de abril de 2009

Carne de bovino 

congelada en canales o 

medias canales, sin 

deshuesar o 

deshuesada 

0202.10.01 

0202.20.99 

0202.30.01 

Comunidad 

Europea (Unión 

Europea) 

4 de junio de 2009 28 de abril de 2009

Lámina rolada en frío 7209.16.01 

7209.17.01 

Rusia 

Kazajstán 

Bulgaria 

30 de junio de 2009 26 de mayo de 

2009 
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Hexametafosfato de 
sodio 

2835.39.02 China 4 de agosto de 2009 30 de junio de 
2009 

Conexiones de acero al 
carbón 

7307.93.01 China 5 de agosto de 2009 1 de julio de 2009 

Peróxido de hidrógeno 2847.00.01 Estados Unidos 19 de agosto de 2009 15 de julio de 2009

Prendas de vestir y 
otras confecciones 

textiles 

6109.10.01, 
6109.90.01, 
6109.90.99 y 
6110.20.99 

China 19 de octubre 
de 2009 

11 de septiembre 
de 2009 

Clavos de acero para 
concreto 

7317.00.99 China 30 de noviembre 
de 2009 

23 de octubre de 
2009 

* Nota: Toda vez que la cuota compensatoria se impone sobre al producto independientemente de su 
clasificación arancelaria, la clasificación corresponderá a la prevista en la Tarifa de la Ley de los Impuestos 
Generales de Importación y de Exportación vigente al momento de la presentación de la manifestación de 
interés. 

Para mayor información dirigirse a la Unidad de Prácticas Comerciales Internacionales de la Secretaría de 
Economía, sita en Insurgentes Sur 1940, planta baja, colonia Florida, código postal 01030, en México, D.F., o 
bien a los teléfonos (55) 52 29 61 00 extensiones 33100 y 33101. 

México, D.F., a 19 de diciembre de 2008.- El Jefe de la Unidad de Prácticas Comerciales Internacionales, 
Hugo Perezcano Díaz.- Rúbrica. 



66 DIARIO OFICIAL Viernes 2 de enero de 2009 

SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA, 
DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACION 

ACUERDO por el que se dan a conocer los productos elegibles y los montos del ingreso objetivo mínimo para los 
ciclos agrícolas del otoño-invierno 2008/2009 al primavera-verano 2013. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Agricultura, 
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. 

ALBERTO CARDENAS JIMENEZ, Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación, con fundamento en los artículos 9, 12, 23, 26 y 35 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal; 9o. y 12 de la Ley de Planeación; 75 y 77 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 176 de su Reglamento; 7, 8, 32 fracciones IX, X y XIII, 54, 55, 56, 58, 59, 60, 
61, 86, 87, 88, 89 y 124 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable; 35 del Decreto del Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2009; y 6o. fracción XXIII del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; 18, fracción II, punto II.3.2.1 del 
Acuerdo por el que se dan a conocer las Reglas de Operación de los programas de la Secretaría de 
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación que se indican, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 31 de diciembre de 2008, y 

CONSIDERANDO 

Que el Programa de Atención a Problemas Estructurales (Apoyos Compensatorios), tiene como objetivo 
contribuir a que los productores agropecuarios y pesqueros incrementen su producción y sus márgenes de 
operación, mediante la entrega de apoyos temporales que compensen sus ingresos y los costos de los 
insumos energéticos, para fortalecer su participación en los mercados y darles certidumbre en sus procesos 
de comercialización, y 

Que de conformidad con el punto II.3.2.1, de la fracción II del artículo 18 del Acuerdo por el que se dan a 
conocer las Reglas de Operación de los programas de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación, que se indican, los productos elegibles y los montos del Ingreso Objetivo Mínimo 
para los ciclos agrícolas Otoño-Invierno 2008/2009 al Primavera-Verano 2013 incluido, correspondientes al 
periodo comprendido entre el año 2009 al año 2013 del programa al que se refiere el considerando anterior, 
se publicarán en el Diario Oficial de la Federación en el primer trimestre del año 2009, he tenido a bien expedir 
el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE DAN A CONOCER LOS PRODUCTOS ELEGIBLES Y LOS MONTOS 
DEL INGRESO OBJETIVO MINIMO PARA LOS CICLOS AGRICOLAS DEL OTOÑO-INVIERNO 2008/2009 

AL PRIMAVERA-VERANO 2013 

ARTICULO UNICO.- Para el Programa de Atención a Problemas Estructurales (Apoyos Compensatorios), 
a que se refiere el Acuerdo por el que se dan a conocer las Reglas de Operación de los programas de la 
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, que se indican, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 2008, los productos elegibles y los montos del Ingreso 
Objetivo Mínimo para los ciclos agrícolas Otoño-Invierno 2008/2009 al Primavera-Verano 2013 incluido, 
correspondientes al periodo comprendido entre el año 2009 al año 2013 y sujeto a la suficiencia 
presupuestaria del ejercicio fiscal que corresponda, serán los siguientes: 

CUADRO (IO-1) de Productos Elegibles e Ingresos Objetivos 

PRODUCTOS 
ELEGIBLES 

INGRESO OBJETIVO PARA CICLOS 
AGRICOLAS OTOÑO-INVIERNO 2008/2009 

HASTA PRIMAVERA-VERANO 2013 

(Pesos por tonelada) 

Maíz 2,100.00 

Trigo panificable 2,730.00 

Trigo cristalino 2,415.00 

Sorgo 1,785.00 
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Cártamo 4,200.00 

Canola 4,515.00 

Algodón Pluma 12,600.00 

Arroz 2,940.00 

Soya 4,200.00 

Girasol 4,200.00 

Avena 2,520.00 

 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

SEGUNDO.- Se deroga el cuadro del punto II.3.2.1, de la fracción II, del artículo 18 del Acuerdo por el que 
se dan a conocer las Reglas de Operación de los programas de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, 
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, que se indican. 

TERCERO.- Los montos del Ingreso Objetivo Mínimo para los ciclos agrícolas señalados en el presente 
Acuerdo, podrán ser modificados cuando el precio del mercado reconocido por la Secretaría del producto 
elegible de que se trate, presente una disminución de cuando menos el treinta y cinco por ciento con respecto 
al monto publicado. En su caso, dicha modificación aplicará a partir del siguiente ciclo agrícola del producto 
elegible de que se trate. 

Ciudad de México, D.F., a 1 de enero de 2009.- El Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación, Alberto Cárdenas Jiménez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 
CONVOCATORIA para la Convención Obrero Patronal, para la revisión integral en su forma salarial del 
Contrato Ley de la Industria Textil del Ramo de la Seda y Toda Clase de Fibras Artificiales y Sintéticas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social.- Unidad de Funcionarios Conciliadores.- Contrato Ley-Seda.- Oficio 12/212/(72)/2 Legajo 63. 

Asunto: Convocatoria para la Convención Obrero Patronal Revisora en su forma salarial del Contrato Ley 
de la Industria Textil del ramo de la Seda y toda clase de Fibras Artificiales y Sintéticas. 

México, Distrito Federal, a diecisiete de diciembre de dos mil ocho. 

Visto el expediente administrativo número 12/212/(72)/11 Legajo 63, formado en la Unidad de 
Funcionarios Conciliadores de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, con motivo de la solicitud de los 
trabajadores sindicalizados para que se convoque a una Convención Obrero Patronal Revisora del Contrato 
Ley de la Industria Textil del Ramo de la Seda y Toda Clase de Fibras Artificiales y Sintéticas, en su forma 
salarial recibida en esta dependencia el día veintiséis de noviembre de dos mil ocho, firmada por los 
representantes de los sindicatos: de Trabajadores de la Industria Textil, de la Confección, Similares y Conexos 
de la República Mexicana (CTM); Nacional “Mártires de San Angel” de la Industria Textil, Similares y Conexos 
(CROC); Unión Nacional de Trabajadores Textiles y Labores Similares y Conexos (CROM); Unión Textil de 
Fibras Sintéticas, Algodón, su Manufactura y Terminado, Similares y Conexos de la República Mexicana 
(CROC); Industrial de Obreros y Obreras de la Industria Textil, Similares y Conexos de México (CGT); 
Industrial “7 de Enero” de Trabajadores Textiles y Conexos de la República Mexicana (CROM); “Francisco 
Villa” de la Industria Textil y Conexos (CTM); Nacional de Trabajadores de la Industria Textil de México 
(CROC); Unión Sindicalista de Obreros y Empleados de la Industria Textil en el D.F.; Nacional “Unidad 
Democrática” de la Industria Textil Confecciones y Similares de la R. M. (CROC); “Carlos Marx” de Obreros 
Revolucionarios de la Industria Textil de Puebla; de Trabajadores Textiles en todas sus Ramas de las 
Fábricas “Santa Cecilia” y Sta. María de Guadalupe” de la ciudad de Puebla; Unico de Trabajadores Textiles 
“Primero de Mayo”; Industrial de Obreros “Francisco Villa” de las Ramas del Algodón, Seda, Textiselas y 
Similares de Puebla; “Manuel Rivera Anaya” de Obreros Textiles de la República Mexicana; Industrial “Artículo 
123” de la Industria Textil en General; Nacional “Libertario” de Trabajadores de la Industria Textil en todas sus 
Ramas; Industrial de la Rama Textil del Algodón “Libertad”; Industrial de Obreros Textiles y Similares del 
Estado de Puebla “Enrique Flores Magón”; de Obreros y Obreras del Ramo Textil “Paz y Trabajo” e Industrial 
de Obreros Textiles y Similares “Fernando S. Romero” (CROM), y 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO.- Que por convenio de ocho de febrero de dos mil ocho, firmado por patrones y trabajadores 
sindicalizados representantes del interés profesional de la Industria Textil del Ramo de la Seda y Toda Clase 
de Fibras Artificiales y Sintéticas se dio por revisado en su aspecto integral, el Contrato Ley de esta Rama 
Industrial. Dicho convenio se publicó en el Diario Oficial de la Federación de cinco de marzo de dos mil ocho. 

SEGUNDO.- Que atendiendo a las solicitudes formuladas en tiempo por los sindicatos afectos al Contrato 
Ley de la Industria Textil del Ramo de la Seda y Toda Clase de Fibras Artificiales y Sintéticas, que se 
mencionan en el proemio de la presente Convocatoria y previa verificación de los datos que obran en el 
expediente respectivo, con los proporcionados por la Dirección General de Registro de Asociaciones a la 
Unidad de Funcionarios Conciliadores, se comprobó que se satisfacen los requisitos de los artículos 419 
fracciones I y III y 419 Bis de la Ley Federal del Trabajo, por lo que es de dictarse y se dicta el siguiente: 

ACUERDO 

I. Se tienen por presentadas en tiempo y forma las solicitudes de revisión del Contrato Ley de la 
Industria Textil del Ramo de la Seda y Toda Clase de Fibras Artificiales y Sintéticas en su aspecto 
salarial, formuladas por los trabajadores sindicalizados del ramo industrial y por comprobado que se 
satisfacen los requisitos de ley.  

II. Se convoca a los trabajadores sindicalizados de la República Mexicana, afectos a la Industria Textil 
del Ramo de la Seda y Toda Clase de Fibras Artificiales y Sintéticas y a los patrones que tienen a su 
servicio a trabajadores sindicalizados de la propia industria, a una Convención Obrero Patronal, para 
la revisión salarial del Contrato Ley referido. 

III. Tanto los trabajadores sindicalizados como los patrones del ramo industrial mencionado, deberán 
acreditar a sus delegados a más tardar el día veintiocho de enero de dos mil nueve, ante la Unidad 
de Funcionarios Conciliadores de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, con domicilio en 
Periférico Sur 4271, Col. Fuentes del Pedregal, en México, D.F. 
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 Los delegados obreros acudirán investidos de la representación que corresponda al número de los 
agremiados mandantes. La representación patronal se computará de acuerdo con el número de 
trabajadores sindicalizados que tengan a su servicio. 

IV. En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 411 de la Ley Federal del Trabajo, el C. Secretario del 
Trabajo y Previsión Social o la persona que designe, instalará la Convención y se iniciarán las 
labores de la misma, a las once horas del día cuatro de febrero de dos mil nueve, en el auditorio de 
la propia Secretaría, ubicado en la dirección mencionada en el punto anterior. 

V. En acatamiento al ordenamiento legal antes invocado, se formulará un Reglamento Interior de 
Labores de la Convención, en que se fijarán las normas para su funcionamiento. 

VI. Publíquese este acuerdo por una sola vez, en el Diario Oficial de la Federación en cumplimiento a lo 
señalado en el artículo 410 de la Ley Federal del Trabajo. 

Atentamente 

Así lo proveyó y firmó el C. Javier Lozano Alarcón, Secretario del Trabajo y Previsión Social. 

El Secretario del Trabajo y Previsión Social, Javier Lozano Alarcón.- Rúbrica. 

 

 

PROCEDIMIENTO alternativo autorizado por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social para cumplir con la 
NOM-010-STPS-1999, Condiciones de seguridad e higiene en los centros de trabajo donde se manejen, 
transporten, procesen o almacenen sustancias químicas capaces de generar contaminación en el medio ambiente 
laboral. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría del Trabajo  
y Previsión Social. 

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, a través de la Dirección General de Seguridad y Salud en el 
Trabajo, con la opinión del Comité Consultivo Nacional de Normalización de Seguridad y Salud en el Trabajo, 
y en cumplimiento a lo establecido por los artículos 49, tercer párrafo de la Ley Federal sobre Metrología  
y Normalización; 37, fracción X del Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización;  
8o. del Reglamento Federal de Seguridad, Higiene y Medio Ambiente de Trabajo y 19, fracción XIX del 
Reglamento Interior de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, publica la autorización del procedimiento 
alternativo siguiente: 

Procedimiento alternativo autorizado por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social para cumplir 
con la NOM-010-STPS-1 999, Condiciones de seguridad e higiene en los centros de trabajo donde se 
manejen, transporten, procesen o almacenen sustancias químicas capaces de generar contaminación 
en el medio ambiente laboral. 

Procedimiento alternativo autorizado Empresa 
Procedimiento alternativo para cumplir con las disposiciones contenidas 
en los apartados 8.2.1 y 8.2.2 de la NOM-010-STPS-1999, Condiciones 
de seguridad e higiene en los centros de trabajo donde se manejen, 
transporten, procesen o almacenen sustancias químicas capaces de 
generar contaminación en el medio ambiente laboral, a través de los 
procedimientos: NIOSH 7902, NIOSH 2532, NIOSH 154, NIOSH 7600, 
NIOSH 1550 y NIOSH 1501, para determinar las concentraciones 
ambientales de las sustancias: Fluoruros, Glutaraldehido, Ozono, Cromo 
Hexavalente, Naftas y Etilbenceno, en las empresas Mission Hill, S.A. de 
C.V. y Grupo Electromecánico de Coahuila, S.A. de C.V. 

Análisis Ambiental, S.A. de C.V. 

 

La información relativa a la autorización, estará disponible para su consulta en las oficinas de la Dirección 
General de Seguridad y Salud en el Trabajo, con domicilio en Valencia 36, 2o. piso, colonia Insurgentes 
Mixcoac, código postal 03920, México, D.F. 

Dado en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veinticinco días del mes de noviembre de dos mil 
ocho.- El Director General de Seguridad y Salud en el Trabajo, José I. Villanueva Lagar.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 

ACUERDO General 81/2008 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se reforman y derogan 
diversos artículos de los Acuerdos Generales 30/2008 y 57/2008, que Reglamentan el Capítulo I del Título Séptimo 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, por el que se establecen los Lineamientos Generales para 
la celebración de concursos internos de oposición para la designación de Magistrados de Circuito y Jueces de 
Distrito, respectivamente. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la  
Judicatura Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 81/2008, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, POR EL QUE SE 
REFORMAN Y DEROGAN DIVERSOS ARTICULOS DE LOS ACUERDOS GENERALES 30/2008 Y 57/2008, QUE 
REGLAMENTAN EL CAPITULO I DEL TITULO SEPTIMO DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACION, POR EL QUE SE ESTABLECEN LOS LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA CELEBRACION DE 
CONCURSOS INTERNOS DE OPOSICION PARA LA DESIGNACION DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE 

DISTRITO, RESPECTIVAMENTE. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- Por decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de 
mil novecientos noventa y cuatro, veintidós de agosto de mil novecientos noventa y seis, y el once de junio de 
mil novecientos noventa y nueve, se reformaron, entre otros, los artículos 94, 99 y 100 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, modificando la estructura y competencia del Poder Judicial de la 
Federación; 

SEGUNDO.- En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo; 100, párrafos primero y 
octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 68 y 81, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial de los tribunales de Circuito y juzgados de Distrito, con 
independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir 
acuerdos generales que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones. 

TERCERO.- Una de las tareas que el Consejo de la Judicatura Federal se ha impuesto para dar cabal 
cumplimiento a la garantía individual contenida en el artículo 17 constitucional, es la de dar mayor certeza, 
transparencia y objetividad a los concursos de selección de juzgadores federales, por ello, reforma el artículo 
31 de los Acuerdos Generales 30/2008 y 57/2008 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal y se 
pormenorizan y desglosan de manera precisa y clara los parámetros de evaluación del caso práctico. 

CUARTO.- Finalmente, el Consejo de la Judicatura Federal se ha percatado que en los últimos concursos 
para la designación de magistrados de Circuito y jueces de Distrito, los participantes han obtenido 
calificaciones muy altas en la primera etapa (cuestionario), lo que ha provocado que el supuesto jurídico que 
dispone el artículo 52 de los citados Acuerdos Generales, no se actualice en los términos establecidos, en 
este tenor ha considerado conveniente su derogación. 

En consecuencia, con fundamento en las disposiciones constitucionales y legales indicadas, el Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal expide el siguiente 

ACUERDO 

PRIMERO. Se reforma el artículo 31 y se deroga el artículo 52 del Acuerdo General 30/2008, del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal, que Reglamenta el Capítulo I del Título Séptimo de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, por el que se Establecen los Lineamientos Generales para la Celebración de 
Concursos Internos de Oposición para la Designación de Magistrados de Circuito, para quedar como sigue: 

“Artículo 31. La puntuación del caso práctico se sustentará sobre dos rubros específicos. Estructura de la 
sentencia, así como fundamentación y motivación de la misma. La valoración detallada de los elementos a 
considerar por el Jurado es la siguiente: 
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I. Estructura de la sentencia (congruencia interna del proyecto): hasta 35 puntos

a) Determinar la certeza de actos. 10 puntos

b) Análisis de los argumentos jurídicos hechos valer: 

- Se aborden de manera clara y ordenada cada uno de los actos 
reclamados, como de los planteamientos expuestos (improcedencia, 
orden preferente, lógica jurídica). 10 puntos

- Congruencia entre las consideraciones y los puntos resolutivos. 10 puntos

c) Redacción y ortografía. 5 puntos

II. Fundamentación y motivación (argumentación de la solución 
propuesta-exhaustividad y congruencia externa): 

hasta 65 puntos

a) Detectar los puntos jurídicos materia de estudio. 10 puntos

b) Pronunciamiento respecto de cada uno de los puntos anteriores. 10 puntos

c) Fundamento en los ordenamientos jurídicos en la jurisprudencia. 25 puntos

d) Explicación de las causas y motivos del porqué el supuesto jurídico 
general se actualiza en el caso concreto. 

20 puntos

 

Artículo 52. (Derogado).” 

SEGUNDO. Se reforma el artículo 31 y se deroga el artículo 52 del Acuerdo General 57/2008, del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal, que Reglamenta el Capítulo I del Título Séptimo de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, por el que se Establecen los Lineamientos Generales para la Celebración de 
Concursos Internos de Oposición para la Designación de Jueces de Distrito, para quedar como sigue: 

“Artículo 31. La puntuación del caso práctico se sustentará sobre dos rubros específicos. Estructura de la 
sentencia, así como fundamentación y motivación de la misma. La valoración detallada de los elementos a 
considerar por el Jurado es la siguiente: 

I. Estructura de la sentencia (congruencia interna del proyecto): hasta 35 puntos

a) Determinar la certeza de actos. 10 puntos

b) Análisis de los argumentos jurídicos hechos valer: 

- Se aborden de manera clara y ordenada cada uno de los actos 
reclamados, como de los planteamientos expuestos (improcedencia, 
orden preferente, lógica jurídica). 10 puntos

- Congruencia entre las consideraciones y los puntos resolutivos. 10 puntos

c) Redacción y ortografía. 5 puntos.

II. Fundamentación y motivación (argumentación de la solución 
propuesta-exhaustividad y congruencia externa): 

hasta 65 puntos:

a) Detectar los puntos jurídicos materia de estudio. 10 puntos

b) Pronunciamiento respecto de cada uno de los puntos anteriores. 10 puntos

c) Fundamento en los ordenamientos jurídicos en la jurisprudencia. 25 puntos

d) Explicación de las causas y motivos del porqué el supuesto jurídico 
general se actualiza en el caso concreto. 

20 puntos

 

Artículo 52. (Derogado).” 
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TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

SEGUNDO. Publíquese este acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, así como en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, así como en la página web del Consejo de la Judicatura Federal y del 
Tribunal Electoral. 

TERCERO. La Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, Información y Evaluación deberá integrar, de inmediato, 
el texto de esta reforma, a los Acuerdos Generales 30/2008 y 57/2008, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que Reglamentan el Capítulo I del Título Séptimo de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, por el que se Establecen los Lineamientos Generales para la Celebración de Concursos Internos 
de Oposición para la Designación de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, respectivamente. 

EL LICENCIADO GONZALO MOCTEZUMA BARRAGAN, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO 
DE LA JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 81/2008, del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, por el que se Reforman y Derogan Diversos Artículos de los Acuerdos Generales 30/2008 
y 57/2008, que Reglamentan el Capítulo I del Título Séptimo de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, por el que se Establecen los Lineamientos Generales para la Celebración de Concursos Internos 
de Oposición para la Designación de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, Respectivamente, fue 
aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de tres de diciembre de dos mil ocho, por 
unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Luis María 
Aguilar Morales, Elvia Díaz de León D’Hers, María Teresa Herrera Tello, Indalfer Infante Gonzales, Jorge 
Moreno Collado y Oscar Vázquez Marín.- México, Distrito Federal, a doce de diciembre de dos mil ocho.- 
Conste.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO General 84/2008 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las atribuciones de los 
órganos en materia de transparencia, así como los procedimientos de acceso a la información pública y protección 
de datos personales. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la  
Judicatura Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 84/2008, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE ESTABLECE LAS 
ATRIBUCIONES DE LOS ORGANOS EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ASI COMO LOS PROCEDIMIENTOS DE 
ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA Y PROTECCION DE DATOS PERSONALES. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo; 100, párrafos primero y 
octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 68 y 81, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Tribunal Electoral, con independencia técnica, de gestión y para 
emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales que permitan el adecuado 
ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO. De conformidad con los numerales 1 a 9, 12 a 27, 61 y 62, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, el Consejo de la Judicatura Federal tiene la 
obligación de garantizar el acceso de toda persona a la información pública en posesión del Poder Judicial de 
la Federación, con excepción de aquélla que se encuentre bajo resguardo de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación y del Tribunal Electoral; 

TERCERO. En cumplimiento con lo previsto en el artículo 61 de la mencionada Ley Federal de 
Transparencia, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal emitió el nueve de junio de dos mil tres, el 
Acuerdo General 30/2003 en donde se establecieron los órganos, criterios y procedimientos institucionales 
para proporcionar a los particulares el acceso a la información, de conformidad a los principios y plazos 
establecidos en esa Ley; 
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CUARTO. Con el fin de pormenorizar lo dispuesto en el Acuerdo General 30/2003, el Pleno expidió el 
veintisiete de agosto de dos mil tres, los Lineamientos de la Comisión de Transparencia y Acceso a la 
Información del Consejo de la Judicatura Federal, de los Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito, 
Relativos a los Criterios de Clasificación y Conservación de la Información Reservada o Confidencial, para 
este Organo del Poder Judicial de la Federación, los Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito; 

QUINTO. El treinta de marzo de dos mil cuatro los Plenos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 
del Consejo de la Judicatura Federal, emitieron en forma conjunta el Reglamento para la aplicación de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, con el objeto de establecer los 
criterios, procedimientos y órganos para garantizar el acceso a la información en posesión de la Suprema 
Corte, del Consejo de la Judicatura, de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, con base en 
reconocer que, en principio, la información es pública por lo que, salvo las restricciones establecidas en las 
leyes, puede ser consultada por cualquier gobernado; ese Reglamento derogó el Acuerdo General 30/2003, 
empero en el artículo tercero transitorio ordenó que las atribuciones que fueron conferidas a los órganos de 
transparencia continuaran vigentes hasta en tanto se expidiera la regulación correspondiente; 

SEXTO. El veinte de julio de dos mil siete se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma al 
artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que incorpora mayores elementos 
respecto al derecho de acceso a la información y eleva a ese rango la protección de la información que se 
refiere a la vida privada y los datos personales; además de establecer que los procedimientos para ejercer 
esas prerrogativas se deben sustanciar ante órganos especializados e imparciales, con autonomía operativa, 
de gestión y de decisión; 

SEPTIMO. Derivado de lo anterior, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la 
Judicatura Federal modificaron el Reglamento para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública Gubernamental, reforma que entró en vigor el trece de diciembre de dos mil siete. 

Acorde a lo ordenado en el Tercer Transitorio de la reforma del Reglamento en cita, el Consejo de la 
Judicatura Federal estima conveniente emitir la normativa que establece las atribuciones de los órganos 
competentes en materia de transparencia y acceso a la información pública gubernamental, así como los 
respectivos procedimientos de acceso; tomando en consideración mecanismos de acceso a la información y 
procedimientos de revisión expeditos que se sustancien ante órganos especializados e imparciales, con 
autonomía operativa de gestión y de decisión. 

En consecuencia, con fundamento en los artículos 100 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal expide el siguiente 

ACUERDO 

Título Primero 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. El presente acuerdo tiene por objeto establecer las atribuciones de los órganos en materia de 
transparencia, el acceso a la información pública y la protección de datos personales, así como los 
procedimientos relativos, a fin de garantizar los derechos fundamentales previstos en el artículo 6o. 
constitucional respecto de la información que tiene bajo su resguardo el Consejo de la Judicatura Federal y los 
Organos Jurisdiccionales. 

Artículo 2. Para los efectos del presente acuerdo, además de las definiciones contenidas en el artículo 2 
del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la 
aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se 
entenderá por: 

I. Comisión: La Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental  
y Protección de Datos Personales del Consejo de la Judicatura Federal; 

II. Comité: El Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales del Consejo de la 
Judicatura Federal; 

III. Encargado del tratamiento de datos personales: El servidor público que, sólo o conjuntamente 
con otros, trate datos personales por cuenta del responsable del tratamiento; 
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IV. Engrose: Documento que contiene la resolución emitida por el Pleno del Consejo, las Comisiones  
y los Tribunales Colegiados de Circuito; 

V. Reglamento: El Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la 
Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental; 

VI. Resolución Judicial: Sentencia, auto, decreto, acuerdo, proveído y, en general, cualquier 
determinación que emita el o los titulares de un órgano jurisdiccional en los asuntos de su 
competencia; 

VII. Responsable de datos personales: El servidor público titular de la Unidad Administrativa u Organo 
Jurisdiccional que decide sobre el tratamiento físico o automatizado de los datos personales que se 
encuentran bajo su resguardo, así como de los sistemas de datos personales necesarios para su 
localización y manejo; 

VIII. Tratamiento de datos personales: Operaciones y procedimientos técnicos de carácter 
automatizado o no, que permitan la recolección, grabación, conservación, elaboración, modificación, 
bloqueo y cancelación, así como las transmisiones de datos que resulten de comunicaciones, 
consultas, interconexiones y transferencias; y 

IX. Unidad de Enlace: La Unidad de Enlace del Consejo de la Judicatura Federal. 

Artículo 3. Este acuerdo es de observancia obligatoria para los servidores públicos del Consejo y de los 
Organos Jurisdiccionales. 

Título Segundo 

De los Organos Encargados de la Transparencia, Acceso a la Información  
y Protección de Datos Personales 

Capítulo Primero 

De la Comisión para la Transparencia, Acceso a la Información Pública Gubernamental  
y Protección de Datos Personales 

Artículo 4. La Comisión es el órgano encargado de promover y difundir la transparencia, el ejercicio del 
derecho al acceso a la información, proteger los datos de carácter personal y resolver sobre los recursos de 
revisión y reconsideración en materia de acceso a la información pública y de datos personales en posesión 
de las Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales. En el ejercicio de sus atribuciones gozará de 
plena autonomía operativa, de gestión y de decisión. 

La Comisión al dictar sus resoluciones, no estará subordinada a autoridad alguna, gozará de plena 
independencia y contará con los recursos humanos y materiales necesarios para el desempeño de sus 
funciones. 

Las resoluciones de la Comisión son inimpugnables. 

Artículo 5. La Comisión sesionará en forma ordinaria de acuerdo con las cargas de trabajo y, en forma 
extraordinaria, a petición de cualquiera de sus integrantes; tomará sus decisiones por mayoría de votos y, en 
caso de empate, su Presidente tendrá voto de calidad. Para su funcionamiento, se auxiliará de una Secretaría 
Técnica de Comisión. 

Las sesiones se celebrarán con la presencia de al menos dos de sus integrantes. 

Artículo 6. La Comisión tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Conocer, sustanciar y resolver los recursos de revisión y reconsideración previstos en el Título 
Séptimo del Reglamento; 

II. Vigilar que se dé cumplimiento a lo dispuesto en la Ley, el Reglamento y demás disposiciones 
aplicables en la materia y, en caso de incumplimiento, hacer las recomendaciones pertinentes a las 
Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales; 
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III. Supervisar que se ponga a disposición del público la información que refiere el artículo 7 de la Ley, 
y que sea actualizada periódicamente; así como autorizar aquella información en posesión de las 
Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales que se estime conveniente difundir en la 
Página de Transparencia del Consejo; 

IV. Aprobar los criterios sostenidos al resolver asuntos en materia de transparencia; 

V. Emitir las disposiciones de carácter general que se requieran para el exacto cumplimiento de la 
Ley, del Reglamento y del presente acuerdo; 

VI. Interpretar en el orden administrativo las disposiciones de la Ley, el Reglamento y las que de éstos 
emanen; 

VII. Establecer mecanismos que permitan dar orientación y asesoría a los solicitantes respecto de las 
peticiones de acceso a la información y datos de carácter personal; 

VIII. Revisar y aprobar el procedimiento y los formatos de las solicitudes de acceso a la información, así 
como los de acceso, rectificación, cancelación y oposición a la publicación de datos de carácter 
personal, que someta a su consideración el Comité; 

IX. Revisar, aprobar y expedir los criterios para la catalogación y conservación de los documentos, así 
como para la organización de archivos de las Unidades Administrativas y Organos 
Jurisdiccionales; 

X. Aprobar y expedir los lineamientos y políticas generales para la administración, seguridad y 
protección de los datos de carácter personal que estén en posesión de las Unidades 
Administrativas y los Organos Jurisdiccionales; 

XI. Determinar, conforme a la propuesta del Comité, los indicadores de gestión que permitan divulgar 
los principales aspectos de las funciones jurisdiccionales y administrativas del Consejo y de los 
Organos Jurisdiccionales, los cuales se difundirán en medios electrónicos de consulta pública con 
actualización mensual; 

XII. Aprobar el listado de los archivos, registros o bancos de datos de carácter personal, que someta a 
su consideración el Comité; 

XIII. Fijar los costos por obtener la información, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 27 de la Ley; 

XIV. Hacer del conocimiento de los órganos de control interno, las presuntas infracciones o violaciones 
a la Ley, al Reglamento, al presente acuerdo y a los ordenamientos derivados o vinculados con 
esta normativa; 

XV. Rendir anualmente un informe al Pleno sobre las actividades realizadas, del cual deberá remitir 
una copia al Instituto Federal de Acceso a la Información para los efectos del artículo 13 del 
Reglamento; 

XVI. Promover, en materia de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales, 
acciones de cooperación e intercambio, mediante convenios y programas, con los demás sujetos 
obligados a que se refiere el artículo 3, fracción XIV, de la Ley; 

XVII. Difundir entre los servidores públicos y los particulares los beneficios que derivan del manejo 
público de la información, así como las responsabilidades en el buen uso y conservación de 
aquélla, a fin de generar la cultura de transparencia; 

XVIII. Autorizar la creación y ubicación de Módulos de Acceso; 

XIX. Establecer acciones de capacitación para los servidores públicos en materia de acceso a la 
información y protección de datos de carácter personal; 

XX. Proponer al Pleno del Consejo la designación del Titular de la Unidad de Enlace, a sugerencia del 
Comité; 

XXI. Designar, a propuesta de su Presidente, al secretario técnico de la Comisión, así como al demás 
personal de apoyo; 

XXII. Elaborar sus normas de operación; y 

XXIII. Las demás que le confieran las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 
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Artículo 7. Son atribuciones del Presidente de la Comisión, las siguientes: 

I. Representar a la Comisión; 

II. Determinar el contenido del orden del día de las sesiones ordinarias y extraordinarias; 

III. Convocar y presidir las sesiones; 

IV. Dirigir los debates y conservar el orden en las sesiones; 

V. Instruir el trámite de los asuntos que sean competencia de la Comisión, así como el despacho de la 
correspondencia oficial; 

VI. Rendir anualmente un informe al Pleno sobre las actividades de la Comisión; 

VII. Firmar, conjuntamente con los demás consejeros integrantes y con el secretario técnico de la 
Comisión, las resoluciones y actas aprobadas de las sesiones de ésta; 

VIII. Vigilar el cumplimiento de las resoluciones y acuerdos adoptados por la Comisión; y 

IX. Las demás que le confiera la Comisión y las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

Artículo 8. Son atribuciones de los consejeros integrantes de la Comisión: 

I. Asistir con derecho a voz y voto a las sesiones de la Comisión; 

II. Solicitar al Presidente de la Comisión la inclusión de asuntos en el orden del día; 

III. Presentar a consideración de la Comisión proyectos de resoluciones, acuerdos, informes y cualquier 
otro asunto que estimen conveniente; 

IV. Hacer suyo el proyecto de resolución que se presente por algún otro integrante de la Comisión, en su 
ausencia, y conforme al orden previamente establecido para tales efectos; 

V. Proponer la asistencia de servidores públicos que por la naturaleza de los asuntos a tratar, deban 
acudir a las sesiones de la Comisión; 

VI. Proponer al Presidente de la Comisión la celebración de sesiones extraordinarias; y 

VII. Las demás que le confiera la Comisión y las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

Artículo 9. Las convocatorias a las sesiones de la Comisión se harán por conducto de su secretario 
técnico, deberán realizarse por escrito y contener el orden del día, la fecha, el lugar y la hora en que se llevará 
a cabo la sesión, y remitirse a los integrantes cuando menos tres días hábiles antes de la celebración de 
sesiones ordinarias; para el caso de las sesiones extraordinarias la remisión de dichos documentos se 
realizará, al menos, con veinticuatro horas de anticipación. 

Artículo 10. El secretario técnico de la Comisión tendrá las funciones siguientes: 

I. Recibir la documentación dirigida a la Comisión y/o a su Presidente, y dar cuenta a éste; 

II. Turnar conforme al orden preestablecido, los asuntos para análisis de cada integrante de la Comisión 
y presentación de proyecto de resolución; 

III. Dar cuenta al Presidente de la Comisión del estado de trámite de los asuntos en conocimiento de 
dicho órgano colegiado y someter a su consideración los acuerdos conducentes; 

IV. Preparar el orden del día de las sesiones y someterlo a la consideración del Presidente de la 
Comisión, así como elaborar las respectivas convocatorias; 

V. Realizar las gestiones necesarias para distribuir oportunamente las convocatorias a las sesiones 
entre los integrantes de la Comisión; 

VI. Verificar el quórum de asistencia de las sesiones y dar cuenta de ello al Presidente de la Comisión; 

VII. Tomar las votaciones de los integrantes de la Comisión y dar a conocer su resultado; 

VIII. Elaborar y someter a consideración de los integrantes de la Comisión para su aprobación y firma, las 
actas relativas a las sesiones de dicho órgano; 

IX. Llevar a cabo las funciones de control y custodia de las actas y documentos relativos a la Comisión; 
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X. Dar fe y expedir constancias de las actas, resoluciones, criterios y demás documentos relacionados, 
en todo o en parte; 

XI. Dar seguimiento a los acuerdos sobre las resoluciones de la Comisión o el estado que éstas 
guarden; y 

XII. Las demás que le confieran la Comisión y las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

Capítulo Segundo 

Del Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 

Artículo 11. El Comité es la instancia ejecutiva, encargada de instrumentar las medidas necesarias para 
coordinar las acciones tendentes a cumplir con la publicidad de la información, asegurar el ejercicio del 
derecho al acceso a la información y proteger los datos personales en posesión de las Unidades 
Administrativas y Organos Jurisdiccionales, conforme a lo dispuesto en la Ley, el Reglamento y a las demás 
disposiciones aplicables. 

Artículo 12. El Comité estará integrado por los Titulares de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, 
Información y Evaluación, quien lo presidirá, de la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, Adscripción y 
Creación de Nuevos Organos y de la Unidad de Enlace, los que tendrán voz y voto en las resoluciones que se 
tomen. 

Artículo 13. El Comité sesionará en forma ordinaria de acuerdo a las cargas de trabajo y, en forma 
extraordinaria a petición de cualquiera de sus integrantes. 

Artículo 14. El Comité tomará sus decisiones por mayoría de votos y, en caso de empate, su Presidente 
tendrá voto de calidad. Para su funcionamiento, se auxiliará de un secretario técnico. 

Artículo 15. El Comité tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Coordinar y supervisar las acciones de las Unidades Administrativas y los Organos 
Jurisdiccionales, para dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ley, el Reglamento y los demás 
ordenamientos aplicables; 

II. Supervisar el cumplimiento de las obligaciones de transparencia, acceso a la información  
y protección de datos personales, por parte de los servidores públicos del Consejo y de los 
Organos Jurisdiccionales; 

III. Comunicar, confirmar, modificar o revocar las determinaciones de las Unidades Administrativas  
y Organos Jurisdiccionales en las que se señale que la información solicitada es inexistente, 
confidencial o reservada, o bien, no se otorgue en la modalidad solicitada. El Comité cuidará que la 
información entregada por las Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales se ajuste con 
precisión a los términos en los cuales se recibió la solicitud de acceso a la información; 

IV. Confirmar, modificar o revocar, a instancia de parte, las determinaciones de las Unidades 
Administrativas y Organos Jurisdiccionales en las que se niegue, total o parcialmente, el acceso a 
datos personales, su rectificación, cancelación o la oposición a su publicación; 

V. Elaborar programas que faciliten la obtención de información en posesión de las Unidades 
Administrativas y los Organos Jurisdiccionales y que incluyan las medidas necesarias para la 
organización de sus archivos; 

VI. Instruir los procedimientos de ejecución de las resoluciones de la Comisión; 

VII. Proponer a la Comisión la publicación de los indicadores de gestión que permitan identificar los 
principales aspectos de las funciones jurisdiccionales y administrativas que le sean presentados, y 
supervisar su difusión en medios electrónicos para su consulta pública, con actualización mensual; 

VIII. Poner a disposición del público la información que refiere el artículo 7 de la Ley, la que deberá 
actualizarse periódicamente, al igual que aquella otra información en posesión de las Unidades 
Administrativas y Organos Jurisdiccionales que se difunda en la página de Transparencia del 
Consejo; 

IX. Instruir los procedimientos para asegurar la mayor eficiencia en la gestión de las solicitudes de 
información pública y de datos personales; 
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X. Proponer a la Comisión el monto de los costos por obtener la información, en términos de lo 
previsto en el artículo 27 de la Ley; 

XI. Proponer a la Comisión la creación y ubicación de los Módulos de Acceso que sean necesarios 
para dar cumplimiento a la Ley, el Reglamento y demás disposiciones aplicables; 

XII. Someter a consideración de la Comisión el listado de los archivos, registros y bancos de datos de 
carácter personal bajo resguardo de las Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales; 

XIII. Proponer a la Comisión los procedimientos específicos y los formatos de las solicitudes de 
información pública, así como los relativos a las solicitudes de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición de publicación de datos de carácter personal; 

XIV. Someter a consideración de la Comisión los criterios y políticas generales para la administración, 
seguridad y protección de datos de carácter personal que estén en posesión de las Unidades 
Administrativas y Organos Jurisdiccionales; 

XV. Elaborar y proponer a la Comisión los convenios y programas que deban celebrarse con los demás 
sujetos obligados, a los que se refiere el artículo 3, fracción XIV, de la Ley; 

XVI. Elaborar y presentar a la Comisión los informes necesarios sobre las actividades realizadas para la 
integración del informe anual que debe rendirse al Pleno del Consejo, a que se refiere el artículo 
13 del Reglamento; 

XVII. Informar a la Comisión sobre presuntas infracciones y cualquier problema o dificultad que se 
presente en el cumplimiento de la Ley, el Reglamento y demás disposiciones aplicables; 

XVIII. Organizar y promover cursos de capacitación en materia de acceso a la información y protección 
de datos de carácter personal para los servidores públicos; 

XIX. Proponer a la Comisión la organización de actividades para la difusión entre los servidores 
públicos y los particulares, de los beneficios que se derivan del manejo público de la información, 
así como las responsabilidades en el buen uso y conservación de aquélla, a fin de generar la 
cultura de transparencia; 

XX. Designar, a propuesta de su presidente, al secretario técnico del Comité, así como al demás 
personal de apoyo; y 

XXI. Las demás que le confieran la Comisión y las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

Artículo 16. Son atribuciones del Presidente del Comité, las siguientes: 

I. Convocar a las sesiones del Comité; 

II. Presidir, moderar y participar en los debates de las sesiones del Comité; 

III. Iniciar y levantar la sesión, además de decretar los recesos que fueren necesarios; 

IV. Declarar la existencia del quórum; 

V. Supervisar las acciones que implemente la Unidad de Enlace para el cumplimiento de sus 
funciones y del desarrollo institucional en materia de transparencia; 

VI. Dirigir los trabajos y tomar las medidas necesarias para el adecuado funcionamiento del Comité; 

VII. Someter a votación las resoluciones, acuerdos y demás decisiones del Comité; 

VIII. Someter a consideración del Comité el aplazamiento de asuntos por razones que lo justifiquen; 

IX. Firmar, conjuntamente con los demás integrantes y con el secretario técnico del Comité, las actas 
aprobadas de las sesiones de ésta; y 

X. Proveer sobre el cumplimiento de las resoluciones y acuerdos adoptados por el Comité, en los 
términos en que éste lo determine. 
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Artículo 17. Son atribuciones de los integrantes del Comité, las siguientes: 

I. Asistir con derecho a voz y voto a las sesiones del Comité; 

II. Solicitar al Presidente del Comité la inclusión de asuntos en el orden del día; 

III. Presentar a consideración del Comité proyectos de resoluciones, acuerdos, informes y cualquier 
otro asunto que estimen oportuno; 

IV. Hacer suyo el proyecto de resolución que se presente por algún otro integrante del Comité, en su 
ausencia, y conforme al orden previamente establecido para tales efectos; 

V. Proponer la asistencia de servidores públicos que por la naturaleza de los asuntos a tratar, deban 
asistir al Comité; y 

VI. Proponer la celebración de sesiones extraordinarias, al Presidente o al propio Comité. 

Artículo 18. Las convocatorias a las sesiones del Comité se harán por conducto de su Presidente y, en su 
ausencia, por el secretario técnico del Comité. La convocatoria a las sesiones deberá realizarse por escrito y 
contener el orden del día, la fecha, el lugar y la hora en que se llevará a cabo la sesión, y deberá remitirse a 
sus integrantes cuando menos tres días hábiles antes de la celebración de sesiones ordinarias; para el caso 
de las sesiones extraordinarias la remisión de dichos documentos se realizará, al menos, con veinticuatro 
horas de anticipación. 

Artículo 19. El secretario técnico del Comité tendrá las siguientes funciones: 

I. Recibir la documentación dirigida al Comité y/o a su Presidente, y dar cuenta de ello a éste; 

II. Proponer al Presidente el proveído en el cual se turnen los asuntos del Comité conforme al orden 
preestablecido, para su análisis y presentación del proyecto de resolución; 

III. Dar cuenta al Presidente del Comité del estado de trámite de los asuntos en conocimiento de dicho 
órgano colegiado y someter a su consideración los acuerdos conducentes para su consecución; 

IV. Preparar el orden del día de las sesiones y someterlo a la consideración del Presidente del Comité, 
así como elaborar las respectivas convocatorias; 

V. Realizar las gestiones necesarias para distribuir oportunamente las convocatorias a las sesiones 
entre los integrantes del Comité; 

VI. Verificar el quórum de asistencia de las sesiones y dar cuenta de ello al Presidente del Comité; 

VII. Tomar las votaciones de los integrantes del Comité y dar a conocer el resultado de las mismas; 

VIII. Elaborar y someter a consideración del Comité para su aprobación y firma, las actas relativas a las 
sesiones de dicho órgano; 

IX. Llevar a cabo las funciones de control y custodia de las actas y documentos relativos al Comité; 

X. Dar fe y expedir constancias de las actas, resoluciones, criterios y demás documentos 
relacionados, en todo o en parte; 

XI. Dar seguimiento a los acuerdos sobre las resoluciones del Comité o el estado que éstas guarden 
cuando el Comité así lo determine; y 

XII. Informar quincenalmente al Comité sobre las actas y engroses pendientes de firma. 

Capítulo Tercero 

De la Unidad de Enlace 

Artículo 20. La Unidad de Enlace es el órgano operativo en materia de transparencia y acceso a la 
información pública del Consejo, encargado de difundir la información y fungir como vínculo entre los 
solicitantes de información y las distintas Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales; además de 
desarrollar e implementar las acciones tendentes a la protección de datos de carácter personal, que permitan 
su adecuada administración y seguridad. 
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Artículo 21. La Unidad de Enlace tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Gestionar la automatización, presentación y actualización de la información pública que señala el 
artículo 7 de la Ley, de las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales, para ponerla a 
disposición del público en general; 

II. Proporcionar el apoyo técnico necesario a las diferentes Unidades Administrativas y Organos 
Jurisdiccionales, en la presentación de la información pública; 

III. Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información pública y a las de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición de publicación de datos personales, en términos de la Ley y 
el Reglamento; 

IV. Operar los Módulos de Acceso para que las personas que lo requieran puedan solicitar el acceso a 
la información pública o a sus datos personales; 

V. Auxiliar a los solicitantes o a sus representantes en el llenado de formatos de acceso a la 
información pública o aquellos relativos a datos personales; 

VI. Orientar a los solicitantes, en la medida de lo posible, en el caso de que la información pública o 
sus datos personales no sean competencia del Consejo o de los Organos Jurisdiccionales; 

VII. Comunicar por escrito al solicitante, cuando corresponda, que la petición no cuenta con los datos 
necesarios, no cumple con los requisitos o no es clara, precisa, concreta o particularizada; 

VIII. Calificar la procedencia de las solicitudes conforme a la normativa aplicable; 

IX. Comunicar al solicitante la disponibilidad de la información pública o de sus datos personales y, en 
su caso, cotizar los costos de reproducción y recibir el comprobante de pago; 

X. Entregar al solicitante la información correspondiente preferentemente a través del medio solicitado 
o por el medio existente, o bien, facilitarle los medios para que tenga acceso a ella; 

XI. Elaborar y proponer los procedimientos internos de acceso a la información pública, que aseguren 
eficiencia y eficacia en la gestión de las solicitudes; 

XII. Elaborar y proponer los procedimientos internos de solicitud de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición de publicación de datos de carácter personal, para asegurar que éstos se pongan a 
disposición de sus titulares o sus representantes; 

XIII. Elaborar, en coordinación con la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, Información y Evaluación y el 
apoyo técnico de las Direcciones Generales de Aplicaciones Informáticas y de Sistemas de Redes 
Informáticas, los criterios y políticas generales para administración, seguridad y protección de 
datos de carácter personal que estén en posesión de las Unidades Administrativas y Organos 
Jurisdiccionales; 

XIV. Proporcionar, el apoyo necesario a las diferentes Unidades Administrativas y Organos 
Jurisdiccionales, en la administración, seguridad y protección de los datos de carácter personal 
que tienen bajo su resguardo; 

XV. Llevar el registro de las solicitudes de acceso a la información pública y de acceso, rectificación, 
cancelación y oposición de publicación de datos personales, así como de sus trámites, costos y 
resultados; 

XVI. Recabar y sistematizar la información necesaria para la integración del inventario de los archivos, 
registros y bancos de datos de carácter personal en posesión de las Unidades Administrativas y 
Organos Jurisdiccionales; 

XVII. Verificar que los sistemas de datos de carácter personal de las Unidades Administrativas  
y Organos Jurisdiccionales cumplan con las disposiciones establecidas para la administración, 
seguridad y protección de los datos personales, y presentar el informe correspondiente ante el 
Comité; 

XVIII. Ejecutar las acciones que determine el Comité, conforme a sus funciones y en el ámbito de su 
competencia; 
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XIX. Presentar al Comité un informe trimestral sobre las actividades realizadas, que contenga los datos 
necesarios para la elaboración del informe a que se refiere el artículo 13 del Reglamento; 

XX. Proponer actividades para la difusión entre los servidores públicos y los particulares, de los 
beneficios que se derivan del manejo público de la información, de las responsabilidades en el 
manejo, uso y conservación de los datos de carácter personal, a fin de generar la cultura de 
transparencia; 

XXI. Diseñar e instrumentar cursos de capacitación en materia de acceso a la información y protección 
de datos de carácter personal para los servidores públicos; 

XXII. Comunicar al Comité sobre cualquier problema o dificultad que se presente en la atención de las 
solicitudes de acceso a la información pública y de datos de carácter personal; y 

XXIII. Las demás que determine la Comisión, el Comité y las disposiciones legales y reglamentarias 
aplicables. 

Artículo 22. La Unidad de Enlace estará a cargo por quien designe el Pleno, a propuesta de la Comisión. 

Artículo 23. Las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales brindarán el apoyo que sea 
requerido por la Unidad de Enlace, para el cumplimiento de las atribuciones que tiene conferidas. 

Artículo 24. El titular de la Unidad de Enlace deberá presentar en cada sesión del Comité: 

I. Informe del número de solicitudes de acceso a la información pública presentadas, así como de 
acceso, rectificación, cancelación y oposición a la publicación de datos personales, en razón  
del trámite que le correspondió, y su resultado; 

II. Solicitudes de prórroga de los plazos de respuesta; 

III. Estado de cumplimiento por parte de las Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales, de las 
obligaciones de transparencia y protección de datos personales, referidas en los ordenamientos 
aplicables; 

IV. Estado de cumplimiento por parte de las Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales de las 
resoluciones de la Comisión y del Comité; y 

V. En su caso, las dificultades observadas en el cumplimiento de la normativa aplicable en materia de 
transparencia. 

Capítulo Cuarto 

De los Módulos de Acceso 

Artículo 25. La Unidad de Enlace operará en los Módulos de Acceso, con el apoyo de las 
Administraciones Regionales y Delegaciones Administrativas, en donde las personas que lo requieran, podrán 
realizar consultas mediante el llenado de formatos, o en su caso, a través de los medios electrónicos 
dispuestos para tal caso. 

Las Administraciones Regionales y las Delegaciones Administrativas harán del conocimiento de la Unidad 
de Enlace el nombre del servidor público designado como responsable del Módulo de Acceso. 

Con el objeto de orientar a los solicitantes en la consulta de las terminales electrónicas y en el llenado de 
formatos, los módulos contarán con personal capacitado. 

Artículo 26. Los Módulos de Acceso tendrán las siguientes atribuciones: 

I. Recibir solicitudes de acceso de información pública y de acceso, rectificación, cancelación  
y oposición de publicación de datos personales; 

II. Auxiliar a los solicitantes en el llenado de formatos de acceso a la información pública o aquellos 
relativos a datos personales y orientarlos, en la medida de lo posible, en el caso de que la 
información pública o sus datos personales no sean competencia del Consejo o de los Organos 
Jurisdiccionales; 

III. Remitir a la Unidad de Enlace las solicitudes de información; 



82 DIARIO OFICIAL Viernes 2 de enero de 2009 

IV. Entregar a los requirentes, cuando proceda, las respuestas a sus solicitudes de información y, en 
su caso, hacer entrega de la información, previo cumplimiento de requisitos legales y 
reglamentarios; 

V. Remitir a la Unidad de Enlace los comprobantes de pago que hubiese recibido para el trámite de la 
solicitud de que se trate; 

VI. Informar mensualmente a la Unidad de Enlace el número de solicitudes atendidas; y 

VII. Comunicar de inmediato a la Unidad de Enlace sobre cualquier problema o dificultad que se 
presente en las solicitudes de acceso a la información y de datos personales. 

Título Tercero 

De las obligaciones de Transparencia y del Portal de Internet 

Artículo 27. La Unidad de Enlace será responsable de poner a disposición del público la información a 
que se refiere el artículo 7 de la Ley, de conformidad con el artículo 10 del Reglamento, tomando en 
consideración los siguientes criterios: 

I. La información estará contenida en un sitio de Internet denominado Portal de Transparencia con 
acceso al público en general, al que se podrá acceder desde la página electrónica del Consejo; 

II. La información se presentará de manera clara y completa, de forma tal que se asegure su calidad, 
veracidad, oportunidad y confiabilidad; 

III. El lenguaje utilizado deberá ser claro, accesible y que facilite su comprensión por los usuarios; y 

IV. En el sitio de Internet además se publicarán las direcciones electrónicas, domicilios para recibir 
correspondencia y números telefónicos de la Unidad de Enlace y de los Módulos de Acceso. 

Artículo 28. Se deberá publicar en el Portal de Transparencia, por lo menos, la siguiente información: 

I. La estructura orgánica del Consejo y de los Organos Jurisdiccionales; 

II. Las funciones de las Unidades Administrativas y de los Organos Jurisdiccionales; 

III. El directorio de los servidores públicos del Consejo y de los Organos Jurisdiccionales, desde el 
nivel de jefe de departamento, actuario o equivalente; 

IV. La remuneración mensual por puesto; 

V. El marco normativo aplicable al Consejo; 

VI. Las metas y objetivos de las Unidades Administrativas de conformidad con sus programas o 
planes de trabajo; 

VII. Los servicios que se ofrezcan, así como los trámites administrativos, requisitos y formatos que, en 
su caso, sean necesarios para acceder a ellos; 

VIII. Las contrataciones que se hayan celebrado detallando por cada contrato: 

a) Las obras públicas, los bienes adquiridos, arrendados y los servicios contratados; en el caso de 
estudios o investigaciones deberá señalarse el tema específico; 

b) El monto; 

c) El nombre del proveedor, contratista o de la persona física o moral con quienes se haya 
celebrado el contrato; y 

d) Los plazos de cumplimiento de los contratos. 

IX. Listado de convenios celebrados por el Consejo; 

X. Desagregados sobre el presupuesto asignado, así como los informes sobre su ejecución; 

XI. Los principales indicadores de gestión sobre la actividad jurisdiccional y administrativa que autorice 
la Comisión; 

XII. El domicilio de la Unidad de Enlace y de los Módulos de Acceso; 

XIII. La Guía Simple de Archivo; 
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XIV. Los resultados de las auditorías; 

XV. Los informes que por disposición legal, genere el Consejo; 

XVI. Las versiones públicas de las sentencias y resoluciones relevantes dictadas por los Tribunales de 
Circuito y Juzgados de Distrito; 

XVII. Las versiones públicas de los criterios novedosos emitidos por los Tribunales Unitarios de Circuito 
y Juzgados de Distrito; 

XVIII. Las convocatorias a concursos internos y libres de oposición para ocupar las categorías de 
Magistrado de Circuito y Juez de Distrito, así como los resultados de los mismos; 

XIX. Los recursos de revisión en materia de Transparencia; 

XX. Criterios emitidos en materia de Transparencia; y 

XXI. El Diccionario Biográfico de los servidores públicos adscritos a las Unidades Administrativas  
y Organos Jurisdiccionales. 

En el Portal de Transparencia del Consejo, además de publicar la información señalada en las fracciones 
anteriores, se difundirá aquélla que determinen el Pleno y la Comisión. 

Artículo 29. Las Unidades Administrativas deberán actualizar mensualmente la información señalada en 
el artículo 7 de la Ley, para lo cual deberán proporcionar a la Unidad de Enlace las modificaciones que 
correspondan, independientemente de la actualización que deban realizar respecto de la información que el 
Pleno y la Comisión hayan determinado que se publique. 

Artículo 30. El Portal de Transparencia contará con un sistema electrónico que permitirá presentar las 
solicitudes de acceso a la información pública y de acceso, rectificación, cancelación y oposición de 
publicación de los datos personales. 

Artículo 31. La Unidad de Enlace tendrá la función y la responsabilidad de administrar el Portal de 
Transparencia. 

La administración del Portal de Transparencia implica realizar las gestiones administrativas y trámites 
necesarios para publicar, actualizar, supervisar y retirar, previo acuerdo con el Presidente del Comité, la 
información en Internet. 

La Unidad de Enlace será responsable de proponer al Comité las medidas relacionadas con la 
organización y actualización de la información contenida en el Portal de Transparencia, en la cual se incluirá la 
información que determine el Pleno y la Comisión. 

Artículo 32. La Unidad de Enlace deberá elaborar mensualmente un informe de las actividades realizadas 
con motivo de la administración del Portal, para someterlo al Comité. 

Artículo 33. Respecto a la información que por disposición legal deba ser publicada en el Portal de 
Transparencia, bastará con que la Unidad Administrativa remita por escrito a la Unidad de Enlace el 
fundamento que ordena dicha publicación, así como el documento electrónico que contenga la información  
y una copia impresa de la misma, para que sin mayor trámite y a la brevedad sea publicada. 

Artículo 34. Para efecto de publicar información diferente a la señalada en el artículo 28 de este acuerdo 
en el Portal de Transparencia, las Unidades Administrativas u Organos Jurisdiccionales deberán remitir 
petición por escrito a la Unidad de Enlace, detallando: 

I. Tipo de información: Naturaleza de la información, si es de carácter administrativo o de carácter 
jurisdiccional, así como la clasificación y fundamento determinado por la Unidad Administrativa o 
por el Organo Jurisdiccional para efectos de transparencia y acceso a la información; 

II. Periodo: Definición del tiempo que durará la publicación en el portal de Internet y, en su caso, la 
temporalidad de su actualización; 

III. Objeto: Finalidad que se pretende con la publicación de la información; y 

IV. Formato de publicación: Tipo de archivo electrónico en el que se publicará la información, ya sea 
que se trate de un medio auditivo, visual o audiovisual. 

Además de la petición por escrito, deberán anexar el documento electrónico que contenga la información, 
así como una copia impresa de la misma. 
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Artículo 35. Una vez que sea recibida una petición de publicación de información en el Portal de 
Transparencia, la Unidad de Enlace la someterá a consideración del Comité para que éste la presente para su 
aprobación ante la Comisión. La Unidad de Enlace integrará un control de seguimiento de todas las gestiones 
derivadas, con la finalidad de supervisar el cumplimiento de los plazos y condiciones establecidos para la 
publicación. 

Artículo 36. Los titulares de las Unidades Administrativas y órganos jurisdiccionales serán responsables, 
en todo momento, del contenido de la información publicada en el Portal de Transparencia, debiendo 
cerciorarse fehacientemente de que la información publicada corresponda a la que remitieron, en la 
inteligencia de que si advierten cualquier error de contenido o de publicación, deberán avisarlo de inmediato  
y por escrito a la Unidad de Enlace. 

Título Cuarto 

De la Clasificación y Desclasificación de la Información 

Artículo 37. Los titulares de las Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales clasificarán como 
reservada o confidencial, cuando así proceda, la información que generen o resguarden y, en su caso, 
elaborarán versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones reservadas o 
confidenciales. Lo anterior, sin perjuicio de que en ejercicio de sus atribuciones, la Comisión o el Comité 
revisen que la clasificación se apegue, de manera estricta, a los supuestos establecidos en la Ley, el 
Reglamento, este acuerdo y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 38. La documentación que se genere por las Unidades Administrativas y Organos 
Jurisdiccionales o que se aporte por terceros dentro de cualquier procedimiento jurisdiccional, investigatorio, 
de responsabilidad administrativa o de adjudicación de contrataciones, estará reservada temporalmente hasta 
en tanto se emita la determinación que les ponga fin, en virtud de la cual, ante cualquier solicitud de acceso se 
resolverá sobre su naturaleza pública, confidencial o reservada. Tratándose de expedientes judiciales, la 
clasificación se realizará de conformidad con lo previsto en los artículos 6, 7 y 8 del Reglamento. 

Los proveídos y demás determinaciones que se emitan durante los referidos procedimientos serán 
públicos una vez que se dicten y podrá accederse a ellos en la respectiva versión pública. 

Las actas correspondientes a todas las sesiones celebradas por cualquier órgano colegiado del Consejo 
son públicas y podrá accederse a ellas en la respectiva versión pública. 

Al generarse cualquier documento diverso a los indicados en los párrafos anteriores, el titular de la Unidad 
Administrativa u Organo Jurisdiccional responsable de su emisión deberá determinar si es público, 
confidencial o reservado. En caso de ser confidencial o reservado, deberá indicarlo con la debida 
fundamentación y motivación. Si esta información se reserva por encontrarse relacionada con un 
procedimiento pendiente de resolución, se estará a lo previsto en el párrafo primero de este artículo. 

Artículo 39. Para fundamentar y motivar la clasificación de la información deberá señalarse el 
ordenamiento jurídico, especificando el artículo, fracción, inciso y párrafo que expresamente le otorgan  
el carácter de la clasificación que se le atribuye; así como la razón por la cual el caso específico se subsume 
en el supuesto normativo. En el caso de información reservada deberá, asimismo, establecerse el periodo de 
reserva. La información confidencial permanecerá como tal por tiempo indefinido. 

Artículo 40. El periodo máximo de reserva será de doce años y los titulares de las Unidades 
Administrativas y Organos Jurisdiccionales procurarán determinar que sea el estrictamente necesario durante 
el cual subsistan las causas que dieron origen a la clasificación. Para establecer dicho periodo, los titulares de 
las Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales tomarán en cuenta las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar relacionadas con la información al momento de su clasificación. 

El periodo de reserva se contabilizará a partir de la fecha en que se genere la información. 

Tratándose de información reservada en tanto concluye algún procedimiento, el referido periodo se 
contabilizará a partir del momento en el que concluya la causa de esa reserva temporal, sin menoscabo de 
que la diversa causa de reserva se determine ante una solicitud de acceso posterior. 

Artículo 41. Las Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales podrán solicitar a la Comisión, la 
ampliación del periodo de reserva cuando menos tres meses antes de que concluya el mismo, para lo cual 
deberán exponer las razones y aportar todos los elementos que justifiquen dicha ampliación. 
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Artículo 42. En caso de ausencia del titular de alguna Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional, la 
información será clasificada por el servidor público que se designe formalmente para suplirlo. 

Artículo 43. Tratándose de información clasificada como reservada, los titulares de las Unidades 
Administrativas y Organos Jurisdiccionales deberán revisar la clasificación al momento de la recepción de una 
solicitud para verificar si subsisten las causas que dieron origen a dicha clasificación. 

Si la negativa de acceso se basa en la clasificación realizada por el Presidente del Consejo, por los de las 
Comisiones que lo integran, o por la Comisión, el Comité respectivo se limitará a confirmar dicha clasificación. 

Artículo 44. La Comisión o el Comité podrán solicitar en cualquier momento a las Unidades 
Administrativas y Organos Jurisdiccionales la información que hayan clasificado como reservada  
o confidencial. 

Artículo 45. Los expedientes y documentos clasificados como reservados o confidenciales podrán ser 
desclasificados por la Comisión o el Comité cuando: 

I. No habiendo transcurrido el periodo de reserva, se hayan extinguido las causas que dieron origen 
a la clasificación, atendiendo a las circunstancias de modo, tiempo y lugar; o 

II. Se haya otorgado el consentimiento del titular de la información. 

Artículo 46. La entrega de información del Consejo y de los Organos Jurisdiccionales a otros órganos del 
Estado podrá realizarse siempre que se acredite la necesidad de ésta para el ejercicio de sus atribuciones. 
Para este caso, la información que se entregue no contendrá supresión alguna; sin embargo, deberá 
señalarse en el documento o expediente correspondiente, la clasificación establecida para éstos. 

Artículo 47. En el caso de la información a que se refiere el párrafo primero del artículo 38, el órgano 
responsable de resguardar el respectivo original una vez concluido el expediente correspondiente, deberá 
generar un índice en el que se indique qué constancias, atendiendo a las solicitudes de acceso, han sido 
clasificadas totalmente como reservadas. 

Título Quinto 

Del Tratamiento y Protección de los Datos Personales 

Capítulo Primero 

Disposiciones Generales 

Artículo 48. Las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales estarán obligados en todo 
momento a garantizar las condiciones y requisitos mínimos para la debida administración y custodia de los 
datos personales que se encuentren bajo su resguardo, con el objeto de garantizar a los gobernados el 
derecho de decidir sobre su uso y destino. Asimismo, deberán asegurar el adecuado tratamiento de dichos 
datos personales con la finalidad de impedir su transmisión ilícita y lesiva a la dignidad e intimidad del 
afectado. 

Artículo 49. A efecto de determinar si la información que posee una Unidad Administrativa u Organo 
Jurisdiccional constituye un dato personal, deberán agotarse las siguientes condiciones: 

I. Que la información se encuentre contenida en sus archivos; y 

II. Que la misma sea concerniente a una persona física o moral, identificada o identificable. 

Para advertir que una persona física puede ser identificable, bastará con que los datos puedan generar un 
vínculo que determine su identidad, o bien, que por la naturaleza de éstos se incremente la probabilidad de 
establecer un mayor número de datos concernientes a dicha persona. 

Artículo 50. Los sistemas de datos personales podrán distinguirse entre físicos y automatizados, 
definiéndose cada uno de ellos de la siguiente forma: 

I. Físicos: Conjunto ordenado de datos que para su tratamiento están contenidos en registros 
manuales, impresos, sonoros, visuales u holográficos; y 

II. Automatizados: Conjunto ordenado de datos que para su tratamiento han sido o están sujetos a un 
tratamiento informático y que por ende requieren de una herramienta tecnológica específica para 
su acceso, recuperación o tratamiento. 
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Capítulo Segundo 

Principios Rectores de la Protección de los Datos Personales 

Artículo 51. En el tratamiento de datos personales las Unidades Administrativas y los Organos 
Jurisdiccionales deberán observar los principios de licitud, calidad, información, seguridad y consentimiento. 

Artículo 52. Será lícito el tratamiento de datos personales que no contravenga disposiciones civiles, 
penales, administrativas o de cualquier otra naturaleza. 

El manejo de datos personales será lícito cuando se realice para la finalidad perseguida con su obtención, 
la cual deberá ser precisa y estrechamente relacionada con las atribuciones de la Unidad Administrativa u 
Organo Jurisdiccional respectivo. 

Artículo 53. El tratamiento de datos personales deberá ser acorde al principio de calidad, el cual se 
caracteriza por ser exacto, adecuado, pertinente y no excesivo, respecto de las atribuciones legales de las 
Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales; esto es, respecto de la finalidad con la cual fueron 
recabados. 

Artículo 54. Los interesados a los que se soliciten datos personales deberán ser previamente informados 
de modo expreso, preciso e inequívoco de: 

I. La existencia de un archivo o tratamiento de datos de carácter personal, de la finalidad con la que 
éstos se recaben y de los destinatarios de la información; 

II. La posibilidad de ejercitar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición; y 

III. La identidad y dirección del responsable del tratamiento o, en su caso, de su representante. 

Artículo 55. El responsable de datos personales y, en su caso, el encargado del tratamiento deberán 
adoptar las medidas necesarias para garantizar la integridad, confiabilidad, confidencialidad y disponibilidad 
de los datos personales mediante acciones que eviten su alteración, pérdida, transmisión y acceso no 
autorizado. 

Artículo 56. Los sistemas de datos personales deberán almacenarse de forma tal que permitan el ejercicio 
de los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición a su publicación, derivados de la fracción II 
del artículo 6o. Constitucional. 

Las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales deberán tener un estricto control sobre los 
datos personales que obren en sus archivos, debiendo sistematizarlos únicamente con base en criterios 
relacionados con el ejercicio de sus funciones, de tal manera que esos datos podrán consistir en nombre, 
domicilio, antecedentes financieros o patrimoniales, sin atender para tal fin a aspectos vinculados con 
información relativa a su religión, preferencia sexual, entre otros. 

Artículo 57. Todo tratamiento de datos personales deberá contar con el consentimiento inequívoco de su 
titular, excepto cuando los datos de carácter personal se recaben para el ejercicio de las funciones propias de 
las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales; cuando se refieran a un contrato o precontrato 
de una relación comercial, laboral o administrativa en el que el Consejo sea parte y sean necesarios para su 
mantenimiento o cumplimiento; cuando el tratamiento de los datos tenga por finalidad proteger un interés del 
afectado en términos de las atribuciones constitucionales que tiene el Consejo, cuando los datos figuren en 
fuentes accesibles al público y su tratamiento sea necesario para la satisfacción del interés legítimo 
perseguido por el responsable del archivo o por el del tercero a quien se transmitan los datos. 

El consentimiento deberá otorgarse por escrito, en forma libre, expresa e informada. 

Lo anterior implica que todo tratamiento de datos distinto de aquél para el cual fueron recabados, salvo los 
casos exceptuados, requerirá de un nuevo otorgamiento del consentimiento por parte del afectado. 

Artículo 58. Los responsables de datos personales y encargados del tratamiento tendrán estrictamente 
prohibido difundir los datos personales de los que adquieran conocimiento, incluso finalizado el tratamiento 
que por su parte hayan realizado. 
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Capítulo Tercero 

Del Tratamiento 

Artículo 59. A efecto de cumplir con el principio de calidad a que se refiere el artículo 53 de este acuerdo, 
se considera que el tratamiento de datos personales es: 

I. Exacto: Cuando los datos personales se mantienen actualizados de manera tal que no altere la 
veracidad de la información que traiga como consecuencia que el titular de los datos se vea 
afectado por dicha situación; 

II. Adecuado: Cuando se observan las medidas de seguridad aplicables; 

III. Pertinente: Cuando es realizado por el personal autorizado para el cumplimiento de las 
atribuciones de las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales que los hayan 
recabado; y 

IV. No excesivo: Cuando la información solicitada al titular de los datos es estrictamente la necesaria 
para cumplir con los fines para los cuales se hubieran recabado. 

Artículo 60. En caso de que los responsables de datos personales o encargados de su tratamiento 
detecten que hay datos de esta naturaleza inexactos o desactualizados deberán, de oficio, corregirlos o 
actualizarlos en el momento en que tengan conocimiento de la inexactitud de los mismos, siempre que posean 
los documentos que lo justifiquen. 

Artículo 61. Los datos personales sólo podrán ser tratados en sistemas que reúnan las condiciones de 
seguridad establecidas en el presente acuerdo y las demás disposiciones aplicables. 

Artículo 62. El tratamiento de datos personales para fines estadísticos deberá efectuarse mediante la 
disociación de los datos, de conformidad con la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística  
y Geográfica, así como las demás disposiciones aplicables. 

Artículo 63. Cuando se contrate a terceros para que realicen el tratamiento de documentación que pueda 
contener datos personales, deberá estipularse en el contrato respectivo el deber de secreto, la 
implementación de medidas de seguridad y custodia previstas en el presente acuerdo, así como  
la imposición de penas convencionales por su incumplimiento. 

Capítulo Cuarto 

De la Transmisión 

Artículo 64. El Consejo podrá transmitir datos personales sin el consentimiento del titular de los datos, en 
los casos previstos por la Ley. Asimismo, deberá otorgar acceso a aquellos datos que no se consideran como 
confidenciales, como pueden ser: 

I. El directorio de servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento o sus equivalentes; 

II. La remuneración mensual por puesto, incluso el sistema de compensación; 

III. Los permisos o autorizaciones otorgados, especificando los titulares de aquéllos; 

IV. Los nombres de proveedores, contratistas o personas físicas o morales con quienes se haya 
celebrado contratos; y 

V. Nombres de las personas a quienes se entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos. 

Artículo 65. Con la salvedad de lo previsto en el artículo anterior, el Consejo sólo podrá transmitir datos 
personales cuando medie el consentimiento expreso de los titulares o así lo prevea una ley. 

Artículo 66. El consentimiento del titular de los datos personales solicitados por un particular deberá 
otorgarse por escrito incluyendo la firma autógrafa y la copia de identificación oficial, o bien a través de un 
medio de autenticación. En su caso, las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales deberán 
cumplir con las disposiciones aplicables en materia de certificados digitales y/o firmas electrónicas. 

El servidor público encargado de recabar el consentimiento del titular de los datos para la transmisión de 
los mismos, deberá informar a dicha persona que su información personal quedará incluida en un sistema  
de datos personales. 
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Capítulo Quinto 

De la Seguridad de los Sistemas de Datos Personales 

Artículo 67. Para proveer seguridad a los sistemas de datos personales, los titulares de las Unidades 
Administrativas y los Organos Jurisdiccionales, en su carácter de responsables del tratamiento de datos 
personales, podrán proponer al Comité las medidas siguientes: 

I. La emisión de criterios específicos sobre el manejo, mantenimiento, seguridad y protección de los 
sistemas de datos personales, los cuales no podrán contravenir lo dispuesto en el presente 
acuerdo; 

II. La difusión de la normativa entre el personal involucrado en el manejo de los sistemas de datos 
personales; y 

III. La elaboración de un plan de capacitación para los responsables y encargados del tratamiento, o 
usuarios de datos personales, en materia de seguridad de dichos datos. 

Artículo 68. La Comisión, por conducto del Comité, coordinará y supervisará las acciones de promoción 
del manejo, mantenimiento, seguridad y protección de los sistemas de datos personales, así como de la 
integridad, confiabilidad, disponibilidad y exactitud de la información contenida en dichos sistemas de datos 
personales. 

Las Unidades Administrativas permitirán a la Comisión o a los servidores públicos designados por ésta, el 
acceso a los lugares en los que se encuentran y operan los sistemas de datos de carácter personal, asimismo 
pondrán a su disposición la documentación técnica y administrativa de los mismos, a fin de supervisar que se 
cumpla con la Ley, el Reglamento, el presente acuerdo y las disposiciones aplicables en la materia. 

Artículo 69. La documentación generada para la implementación, administración y seguimiento de las 
medidas de seguridad administrativa, física y técnica de los sistemas de datos personales tendrá el carácter 
de información reservada y será de acceso restringido. 

El personal que tenga acceso a dicha documentación deberá evitar que ésta sea divulgada, a efecto de no 
comprometer la integridad, confiabilidad, confidencialidad y disponibilidad de los sistemas de datos personales 
así como del contenido de éstos. 

Artículo 70. Los titulares de las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales deberán: 

I. Adoptar las medidas para el resguardo de los sistemas de datos personales en soporte físico, de 
manera que se evite su alteración, pérdida o acceso no autorizado; 

II. Autorizar por escrito a quien pueda representarlos como responsables del tratamiento de los datos 
personales bajo su resguardo; 

III. Asignar un espacio seguro y adecuado para la operación de los sistemas de datos personales; 

IV. Establecer medidas para controlar el acceso físico a las instalaciones donde se encuentra el 
equipamiento que soporta la operación de los sistemas de datos personales; 

V. Adoptar las medidas que estime necesarias para que se cuente con un respaldo de sistemas de 
esos datos; 

VI. Implementar procedimientos para el control de asignación y renovación de claves de acceso a 
equipos de cómputo y a los sistemas de datos personales; y 

VII. Establecer medidas de seguridad para el uso de los dispositivos electrónicos y físicos de salida, 
así como para evitar el retiro no autorizado de los mismos fuera de las instalaciones de la Unidad 
Administrativa y del Organo Jurisdiccional. 

Artículo 71. En relación con los aspectos de seguridad al utilizar cualquier sistema de comunicación 
electrónica donde se transmitan datos personales, el Comité con el apoyo de la Unidad de Enlace establecerá 
lo siguiente: 

I. Procedimientos de control de acceso a los sistema de datos personales; y 

II. Mecanismos de auditoría o rastreo de operaciones y bitácoras de registro detallado a los sistemas 
de datos personales. 



Viernes 2 de enero de 2009 DIARIO OFICIAL 89 

Artículo 72. En las actividades relacionadas con la operación de los sistemas de datos personales tales 
como el acceso, actualización, respaldo y recuperación de información, las Unidades Administrativas y los 
Organos Jurisdiccionales deberán llevar a cabo en forma adicional, las siguientes medidas: 

I. Contar con manuales de procedimientos y funciones para el tratamiento de datos personales que 
procurarán observar los responsables y encargados del tratamiento; 

II. Llevar control y registro del sistema de datos personales en bitácoras que contengan la operación 
cotidiana, respaldos, usuarios, incidentes y accesos, así como la transmisión de datos y sus 
destinatarios; 

III. Aplicar procedimientos de respaldo de bases de datos y realizar pruebas periódicas de 
restauración; 

IV. Llevar control de inventarios y clasificación de los medios magnéticos u ópticos de respaldo de los 
datos personales; 

V. Utilizar un espacio externo seguro para guardar de manera sistemática los respaldos de las bases 
de datos de los sistemas de datos personales; 

VI. Garantizar que durante la transmisión de datos personales y el transporte de los soportes de 
almacenamiento, los datos no sean accedidos, reproducidos, alterados o suprimidos sin 
autorización; 

VII. Aplicar procedimientos para la destrucción de medios de almacenamiento y de respaldo obsoletos 
que contengan datos personales; 

VIII. En los casos en que la operación sea externa, convenir con el proveedor del servicio que la Unidad 
Administrativa tenga la facultad de verificar que se respete la integridad, confiabilidad, 
confidencialidad y disponibilidad de los datos personales; revisar que el tratamiento se está 
realizando conforme a los contratos formalizados, así como que se cumplan los estándares de 
seguridad establecidos en este acuerdo; 

IX. Diseñar planes de contingencia que garanticen la continuidad de la operación y realizar pruebas de 
eficiencia de los mismos; y 

X. Cualquier otra medida tendente a garantizar el cumplimiento de los principios de protección de 
datos personales señalados en el Capítulo Segundo del presente Título. 

Artículo 73. Los titulares de las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales remitirán a la 
Unidad de Enlace, dentro de los primeros diez días hábiles de los meses de enero y julio de cada año,  
la actualización del registro de los sistemas de datos personales que tengan bajo su resguardo. 

Artículo 74. Para el caso de las fracciones III, IV, VI, VII, VIII y IX del artículo 72 de este acuerdo, la 
Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, Información y Evaluación, con el apoyo técnico de las Direcciones 
Generales de Aplicaciones Informáticas, de Sistemas de Redes Informáticas y la de Administración Regional, 
será el área responsable de asesorar y auxiliar a las Unidades Administrativas y los Organos Jurisdiccionales 
para el cumplimiento de estas obligaciones, atendiendo a las particularidades de cada caso. 

Artículo 75. La Unidad de Enlace con el apoyo técnico de las Direcciones Generales de Aplicaciones 
Informáticas y de Sistemas de Redes Informáticas, deberá presentar anualmente ante el Comité la propuesta 
de medidas de seguridad, almacenamiento y conservación mínimas que deberán implementarse en los 
sistemas de datos personales, conforme a lo dispuesto en este Acuerdo, considerando las mejores prácticas y 
estándares internacionales. 

Artículo 76. Para el caso de que la Unidad de Enlace advierta algún riesgo inminente en la conservación o 
protección de los datos personales contenidos en cualquier sistema, deberá previa autorización del Presidente 
del Comité, implementar de inmediato con el apoyo técnico de las Direcciones Generales de Aplicaciones 
Informáticas y de Sistemas de Redes Informáticas, medidas adicionales con la finalidad  
de garantizar la integridad y seguridad de la información. 

Para estos casos, en sesión de Comité la Unidad de Enlace deberá informar las circunstancias que 
motivaron la implementación de esas medidas, así como el estado que guarden los sistemas de datos 
personales correspondientes. El Comité analizará el informe presentado y determinará lo conducente. 
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Título Sexto 

De los Criterios para la Supresión de Información Confidencial o Reservada  
y de la Elaboración de Versiones Públicas 

Capítulo Primero 

Disposiciones Generales 

Artículo 77. La supresión de la información confidencial o reservada contenida en los documentos que las 
Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales generen, obtengan, adquieran, transformen o conserven 
por cualquier título, tiene como propósito garantizar el derecho a la privacidad de los gobernados  
y el interés público. 

Artículo 78. Por versión pública se entenderá el documento del cual se suprima la información 
considerada legalmente reservada o confidencial, de conformidad con el marco normativo aplicable en materia 
de transparencia y acceso a la información pública. 

La elaboración de la versión pública de cualquier documentación tiene por objeto otorgar el acceso a la 
información al gobernado que la solicite, así como difundirla, protegiendo la información considerada 
legalmente como confidencial o reservada. 

Capítulo Segundo 

De los Criterios para la Supresión de Datos 

Artículo 79. En la versión pública que se elabore de la información que tienen bajo su resguardo el 
Consejo y los Organos Jurisdiccionales, dependiendo del caso concreto podrán suprimirse, entre otros, los 
siguientes datos: 

I. Los nombres, alias, pseudónimos o cualquier otra denominación que identifique o haga 
identificable a una persona, así como las firmas del quejoso o partes en un juicio, víctimas y 
ofendidos, representantes y personas autorizadas, testigos, peritos, terceros mencionados en juicio 
y cualquier otra persona referida en las constancias del expediente o en la propia sentencia, con la 
salvedad de que correspondan a servidores públicos en ejercicio de sus funciones; 

II. Cuando resulte necesario para la comprensión del fallo, se deberán sustituir los nombres de los 
sujetos antes señalados por los numerales (1, 2, 3, así sucesivamente), que permitan distinguir la 
relevancia de su participación en el procedimiento; 

III. El domicilio en cualquier caso, con la salvedad de que se trate de la ubicación de monumentos, 
inmuebles o áreas u oficinas públicas; 

IV. Los números, letras, o cualquier carácter que conforme alguna clave permita identificar a una 
persona, tales como el Registro Federal de Contribuyentes (RFC) y la Clave Unica de Registro de 
Población (CURP), entre otros. Ello no implica suprimir el tipo de documento que contiene estas 
claves; 

V. Las cuentas bancarias de una persona física o moral. Esta información puede estar contenida en 
documentos diversos como cheques, pagarés, letras de cambio, pólizas de fianza, estados de 
cuenta, recibo de nómina, entre otros; 

VI. En el caso de servidores públicos, no se suprimirán sus sueldos y prestaciones derivadas del 
ejercicio de sus funciones; 

VII. Las características físicas e intelectuales descriptivas de las personas, tales como: color de piel, 
cabello, iris, estatura, peso, complexión, edad, coeficiente intelectual, discapacidades físicas  
o mentales, entre otras; y 

VIII. Los datos de registro e identificación de vehículos, con la salvedad de los que tengan el carácter 
de oficial. 

Deberán tomarse en consideración aquellos criterios de reserva y confidencialidad de información, 
contenidos en las disposiciones legales aplicables a cada caso, y que deriven de la interpretación de la 
Comisión y del Comité. 
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Podrá quedar exceptuada la supresión de los datos anteriores si resultaran indispensables para 
comprender lo determinado en el documento, y previa ponderación entre el interés público que derive  
de comprender el documento y el derecho a la protección de los datos personales y/o el derecho a la 
privacidad. 

Artículo 80. De manera enunciativa más no limitativa constituyen documentos susceptibles de contener 
datos personales, las listas de notificación; pasaportes; formas migratorias; cartillas; credenciales de elector; 
licencias de conducir; cédulas profesionales; registro federal de contribuyente (R.F.C.); clave única de registro 
de población (C.U.R.P.); cheques, pagarés, letras de cambio, y cualquier otro título de crédito; pólizas de 
seguros; estados de cuenta bancarios; recibos de nómina; currícula; cédulas de notificación; contratos y 
convenios; expedientes, constancias y evaluaciones médicas; títulos profesionales; constancias expedidas por 
instituciones y autoridades educativas; evaluaciones psicométricas; evaluaciones con fines de reclutamiento o 
selección de personal; declaraciones de impuestos; actas de nacimiento, matrimonio, divorcio y defunción, así 
como las escrituras constitutivas y documentos en los que conste la disolución de sociedades y asociaciones; 
constancias expedidas por asociaciones religiosas; fotografías de personas físicas; cualquier documento de 
identificación independientemente de que no tenga el carácter de oficial, tales como credenciales de escuelas, 
centros recreativos o deportivos, empresas o instituciones privadas, afiliaciones políticas, entre otras; facturas 
y recibos ajenos a la comprobación del ejercicio del presupuesto del Consejo; entre otros. 

Artículo 81. Podrá ser susceptible de eliminarse cualquier dato relativo a circunstancias de modo, tiempo 
y lugar relacionadas con actividades culturales, educativas, deportivas, nominaciones para la obtención de 
algún premio, entre otras, cuando de la publicación de éstas se infiera de manera evidente la identidad de la 
persona. 

Capítulo Tercero 

Del Procedimiento para Generar Versiones Públicas 

Artículo 82. Los Titulares de las Unidades Administrativas y Organos Jurisdiccionales serán los 
responsables de que se elaboren las versiones públicas de toda la documentación que se encuentre bajo su 
resguardo, siempre y cuando se reciba una solicitud de acceso requiriendo dicha información, a través de la 
Unidad de Enlace, o bien, se refiera a información que deba publicarse en cumplimiento de alguna disposición 
normativa. 

Para el caso de que el solicitante requiera la consulta física de un documento y éste no contenga 
información reservada o confidencial, podrá otorgarse en el lugar y horario que para el efecto disponga el 
titular de la Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional que la tenga bajo su resguardo. 

Artículo 83. Las versiones públicas se elaborarán en todo momento sobre copias impresas o electrónicas 
idénticas al documento original, para lo cual resultará indispensable efectuar un cotejo previo antes de iniciar 
el análisis de los datos susceptibles de suprimirse con el objeto de garantizar la integridad de la información. 

Antes de elaborar una versión pública que se derive de una solicitud de acceso deberá cotizarse su costo 
de reproducción, hacerlo del conocimiento del solicitante y recibir el pago correspondiente. 

Artículo 84. Para elaborar la versión pública de un documento, por lo regular deberá realizarse en primer 
término su digitalización y, posteriormente, se procederá a analizar los datos que sean susceptibles de 
suprimirse de conformidad con este acuerdo y demás disposiciones legales aplicables. 

Para el caso que se advierta un riesgo en la conservación del documento en virtud de su digitalización, el 
titular de la Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional que corresponda deberá notificar de inmediato por 
escrito al Comité, por conducto de la Unidad de Enlace, las circunstancias detalladas y valoración respectiva, 
con el objeto de que se emita el pronunciamiento correspondiente. 

Artículo 85. Tratándose de documentos impresos o electrónicos en formato de imagen, los datos cuya 
supresión se determine por la Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional deberán sustituirse 
por un cintillo negro. 

De existir una versión electrónica del documento en formato de texto se realizará la supresión de los datos 
correspondientes mediante la sustitución de la palabra o frase por diez asteriscos, independientemente del 
número de caracteres de la palabra o frase que contenga los respectivos datos personales. 
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Al pie de la versión pública del documento que requiera supresión de información se agregará la siguiente 
leyenda: 

“En términos de lo previsto en el/los artículo(s) ____ de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la 
información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en 
esos supuestos normativos”. 

Artículo 86. La versión pública de un documento podrá ser entregada en la modalidad de copia simple, 
copia certificada o documento electrónico, considerando la preferencia del solicitante. 

Artículo 87. Las versiones públicas de la información bajo resguardo del Consejo y de los Organos 
Jurisdiccionales, referidas en este acuerdo, serán entregadas a los solicitantes de conformidad con los 
procedimientos de acceso a la información establecidos en el Reglamento. 

Artículo 88. Tratándose de expedientes judiciales que se encuentren bajo resguardo de los Organos 
Jurisdiccionales, el secretario de Tribunal o de Juzgado encargado del expediente o del engrose, según sea el 
caso, será responsable de elaborar las versiones públicas de los expedientes que se encuentren bajo su 
responsabilidad, así como de las resoluciones respectivas. 

Para el caso de aquellos expedientes judiciales que ya se encuentren en algún depósito documental de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, se atenderá a lo dispuesto en el Acuerdo General de la Comisión 
para la Transparencia, Acceso a la Información Pública Gubernamental y Protección de Datos Personales de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del nueve de julio de dos mil ocho, relativo a los órganos y 
procedimientos para tutelar en el ámbito de ese Tribunal los derechos de acceso a la información, a la 
privacidad y a la protección de datos personales garantizados en el artículo 6o. Constitucional. 

Artículo 89. En el caso de que la versión pública de una resolución judicial se genere a partir de una 
solicitud de información presentada por un particular, deberá remitirse en formato electrónico a la Unidad de 
Enlace, conforme a lo establecido en los artículos 28 y 29 del Reglamento. 

Artículo 90. Si la versión pública de la resolución judicial se origina en cumplimiento a lo dispuesto en el 
Acuerdo General 68/2004, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, a través del cual se Implementa la 
Publicación en Internet de las Sentencias Ejecutorias y Resoluciones Públicas Relevantes, Generadas por los 
Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, deberá remitirse a la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, 
Información y Evaluación, de conformidad con lo señalado en el artículo 5 del mencionado acuerdo. 

Artículo 91. En el caso de que exista voto particular que se emita respecto de las resoluciones de los 
Tribunales Colegiados de Circuito, el secretario responsable de su elaboración lo será de su versión pública, 
la que deberá entregar en formato electrónico al secretario encargado del engrose. 

Artículo 92. Por cuanto hace a las sentencias que los Tribunales Colegiados de Circuito estimen 
procedente difundir en el Semanario Judicial de la Federación, deberán enviarse en versión pública. 

Artículo 93. Respecto de las resoluciones del Pleno del Consejo y de las Comisiones, el responsable de 
elaborar las versiones públicas será el secretario técnico encargado del engrose. 

En el supuesto de que existan votos particulares, el o los secretarios encargados de su elaboración, lo 
serán de su respectiva versión pública, la que deberán entregar en formato electrónico al secretario técnico 
encargado del engrose. 

Titulo Séptimo 

De los Procedimientos Seguidos por los Organos Encargados de la Transparencia, el Acceso a la 
Información y la Protección de Datos Personales 

Capítulo Primero 

Disposiciones Generales 

Artículo 94. Todas las constancias que obren en los expedientes relativos a los procedimientos regulados 
en este Acuerdo General son públicas, sin menoscabo de que en casos excepcionales únicamente se permita 
el acceso a versiones públicas de aquellas constancias que contengan información confidencial o reservada. 
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En la sustanciación de los procedimientos prevalecerá el principio de economía procedimental, de manera 
que la información pública solicitada y las peticiones en materia de protección de datos personales, sean 
atendidas con la mayor celeridad. 

En la adopción de sus resoluciones, la Comisión y el Comité gozarán de plenitud de jurisdicción y actuarán 
bajo el principio de máxima publicidad y de suplencia en las deficiencias de los recursos, sin detrimento de 
velar por la protección de la vida privada y de los datos personales. 

Artículo 95. Procederá la escisión de asuntos en los casos en que la materia de la solicitud sea de diversa 
naturaleza y los informes respectivos no encuentren vinculación entre sí, en aras de asegurar la operatividad 
del ejercicio del derecho de acceso a la información y de protección de datos personales. 

Artículo 96. La entrega de los datos personales será gratuita, debiendo cubrir el interesado únicamente 
los gastos de envío, de conformidad con las tarifas aplicables. No obstante si la misma persona realiza una 
nueva solicitud respecto del mismo sistema de datos personales en un periodo menor a doce meses a partir 
de la última solicitud, los costos de su reproducción se cobrarán conforme a las cuotas que la Comisión haya 
fijado para tener acceso a la información pública. 

En los casos en que los solicitantes elijan la modalidad electrónica para la entrega de la información 
requerida y ésta no exista en documento electrónico, la Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional que la 
tenga bajo su resguardo deberá generar la versión respectiva. En tales casos, las Unidades Administrativas y 
los Organos Jurisdiccionales dispondrán de un tiempo prudente para la generación de las versiones 
electrónicas, el cual será aprobado por la Comisión o el Comité, en cada caso. 

La información entregada en copia certificada tiene por objeto establecer que en los archivos existe un 
documento original, copia simple, digitalizado u otro medio electrónico, igual al que se entrega, en este caso, 
la certificación será realizada por el titular de la Unidad Administrativa o del Organo Jurisdiccional en que se 
encuentre el documento o, en su defecto, por la Unidad de Enlace. En ningún caso se expedirán copias 
certificadas de documentos previamente publicados en algún medio de acceso público. 

Artículo 97. La reproducción de información se realizará en los soportes documentales disponibles y 
conforme a las posibilidades materiales para realizarlo. 

Artículo 98. En todo caso la Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional correspondiente considerará 
la preferencia del solicitante para entregar la información en el soporte requerido, con la salvedad de que 
resulte imposible dicha reproducción con los medios disponibles para tal efecto, en cuya situación se deberá 
privilegiar la consulta física. 

Artículo 99. Tratándose de obras electrónicas editadas por el Poder Judicial de la Federación, no se 
podrá realizar la reproducción de la información cuando ésta se encuentre disponible para venta en las 
librerías ubicadas en el país o en cualquier otro punto de distribución. De no existir la posibilidad para adquirir 
la obra electrónica, el solicitante podrá acudir ante cualquier Módulo de Acceso para formular su petición. 

Ningún Módulo de Acceso podrá realizar por sí mismo la reproducción de una obra electrónica editada por 
el Poder Judicial de la Federación, aun cuando dicha información sea pública. 

Artículo 100. Los costos por reproducción de la información serán fijados por la Comisión, los cuales 
atenderán principalmente al material utilizado para cada caso. 

Las cuotas a las que se refiere este precepto se pagarán en la respectiva institución bancaria en la cuenta 
del Consejo destinada para tales efectos. 

Artículo 101. Para el caso de envíos de información a las diversas entidades federativas y con la finalidad 
de reducir costos a los solicitantes, la Unidad de Enlace podrá utilizar el sistema de envío establecido por la 
Dirección General de Administración Regional para remitir los documentos solicitados, los cuales serán 
entregados a los peticionarios en las instalaciones del Módulo de Acceso respectivo. 

Artículo 102. En la sustanciación y resolución de los procedimientos regulados por este acuerdo será 
aplicable supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles. 
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Capítulo Segundo 

De los Procedimientos ante la Unidad de Enlace 

Sección Primera 

Disposiciones Comunes 

Artículo 103. Las personas que requieran tener acceso a la información que posean las Unidades 
Administrativas y los Organos Jurisdiccionales, así como el acceso, rectificación o cancelación de sus datos 
personales, o bien oponerse a su publicación, deberán presentar ante la Unidad de Enlace solicitud por escrito 
o llenar el formato autorizado por la Comisión. 

Las solicitudes que se presenten de manera impresa en los Módulos de Acceso podrán ajustarse al 
formato autorizado por la Comisión, o bien, realizarse mediante formato libre. 

Tratándose de acceso a la información, podrán presentarse por vía electrónica, a través del Portal de 
Transparencia del Consejo. 

El plazo para dar respuesta a la solicitud comenzará a partir de la presentación de la petición mediante el 
sistema de recepción de solicitudes, considerando que se realice en días hábiles y dentro del horario 
establecido para los Módulos de Acceso. Para el caso de solicitudes registradas en el sistema en días 
inhábiles o fuera del horario señalado, el plazo referido comenzará a computarse hasta el día hábil siguiente al 
en que se presentó la petición. 

Artículo 104. El personal de la Unidad de Enlace auxiliará y orientará a los solicitantes o a sus 
representantes en el llenado de los formatos de acceso a la información, y de acceso, rectificación, 
cancelación o de oposición a la publicación de datos personales, de manera que se logre la mayor claridad y 
precisión en la formulación de la solicitud, en aras de su pronta y efectiva atención. 

Artículo 105. En el caso de que la información solicitada no sea competencia de las Unidades 
Administrativas o de los Organos Jurisdiccionales, el personal de la Unidad de Enlace orientará al solicitante 
en la medida de lo posible. Si la incompetencia se surte en razón de que la información podría encontrarse 
bajo resguardo de la Suprema Corte o del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la Unidad de 
Enlace remitirá la solicitud por medios electrónicos a la Unidad de Enlace correspondiente, al día hábil 
siguiente, lo que se hará del conocimiento del solicitante, con la información suficiente para que pueda dar 
seguimiento a su petición. 

Artículo 106. Si la solicitud que se presenta ante la Unidad de Enlace tiene por objeto obtener un servicio 
o realizar un trámite, distinto a los previstos en materia de transparencia como es el caso de los referidos en 
las fracciones VII y VIII del artículo 7 de la Ley, los solicitantes deberán presentar sus requerimientos 
conforme a los procedimientos oficiales y ante las instancias competentes, por lo que la solicitud presentada 
será desechada por improcedente. 

Sección Segunda 

Del Procedimiento de Acceso a la Información 

Artículo 107. Las solicitudes de acceso a información se presentarán en el formato aprobado por la 
Comisión debiendo contener, cuando menos, los siguientes datos: 

I. Nombre del solicitante y domicilio, correo electrónico o cualquier otro medio para recibir 
notificaciones; 

II. Descripción clara y precisa de la información que solicita, con la aportación de los mayores datos 
posibles para su localización y ubicación; y 

III. La modalidad o modalidades en que se prefiere recibir la información. 

Artículo 108. La Unidad de Enlace calificará la procedencia de la petición, verificando el cumplimiento de 
los requisitos a que se refiere el artículo anterior, en la inteligencia de que se abstendrá de dar trámite a las 
solicitudes de acceso que sean ofensivas. 

Si a consideración de la Unidad de Enlace los datos aportados no son suficientes para la localización de la 
información, podrá requerir en el término de diez días al solicitante por una sola ocasión, para que amplíe, 
precise o modifique su petición, dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento, con el 
apercibimiento de proceder al archivo del asunto si no se subsanan las irregularidades que se señalen. 
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Artículo 109. La Unidad de Enlace contará con los tres días hábiles siguientes a la recepción de la 
petición para calificar su procedencia y dentro del día hábil siguiente solicitará la Unidad Administrativa o al 
Organo Jurisdiccional correspondiente, por conducto de su titular, que se pronuncie sobre la existencia de la 
información y, en su caso, sobre su naturaleza pública, parcialmente pública, confidencial o reservada, así 
como la modalidad o modalidades disponibles y, dependiendo de ésta, el costo de su reproducción. 

En todo caso, la Unidad Administrativa o al Organo Jurisdiccional requerido deberá fundamentar y motivar 
sus pronunciamientos. 

Artículo 110. El pronunciamiento a que se refiere el artículo anterior deberá emitirse por escrito en un 
plazo no mayor a cinco días hábiles, prorrogable a juicio de la Unidad de Enlace, en consideración de las 
cargas de trabajo de la Unidad Administrativa o del Organo Jurisdiccional, del cúmulo de información de que 
se trate, del grado de dispersión o del lugar en el que se ubique. 

Artículo 111. Si en su informe la Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional pone a disposición 
parcial o totalmente lo requerido, en la modalidad o modalidades preferidas, la Unidad de Enlace procederá a 
notificar al solicitante en un plazo no mayor de dos días hábiles, solicitando el entero de la cuota respectiva o, 
si la modalidad no implica costo alguno, procederá a remitirla de inmediato por correo electrónico o, en su 
caso, hará del conocimiento el lugar, fecha y hora para realizar la consulta física respectiva. 

El solicitante contará con un plazo de noventa días naturales, contados a partir de que se le notifique la 
resolución de disponibilidad de la Unidad Administrativa o del Organo Jurisdiccional, para realizar el pago 
correspondiente. Si transcurrido el plazo en mención no se hubiese enterado el pago, la Unidad de Enlace 
podrá ordenar el archivo del asunto. 

Una vez enterado el pago, la Unidad de Enlace pondrá a disposición la información en un plazo máximo 
de diez días hábiles. Para tal efecto, dicha Unidad contará con dos días hábiles para notificar a la Unidad 
Administrativa o al Organo Jurisdiccional que tenga bajo su resguardo la información, el cual contará con 
cinco días para generar la versión pública respectiva y remitirla a la Unidad de Enlace. 

Este último plazo podrá ser ampliado hasta por diez días hábiles por la Unidad de Enlace, a solicitud de la 
referida Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional. Si una vez realizado el pago, transcurren noventa días 
sin que se hubiese recogido la información, la Unidad de Enlace procederá a archivar el asunto y podrá 
disponer que el medio en que se haya reproducido la información sea destruido sin devolución del pago 
realizado. 

Artículo 112. Cuando la Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional requerido determine en todo o 
en parte la inexistencia, la clasificación de la información o su otorgamiento en modalidad distinta a la 
preferida, u omita pronunciarse sobre su disponibilidad, la Unidad de Enlace deberá comunicar al solicitante 
de forma inmediata que remitirá el asunto al Comité, para su tramitación en vía de clasificación de la 
información. 

Artículo 113. En el caso de las sentencias judiciales, cuando aún no se contare con el engrose aprobado, 
el Organo Jurisdiccional respectivo, podrá declarar la inexistencia de lo solicitado y quedará vinculado a que, 
una vez que se autorice el engrose respectivo, remita la versión pública correspondiente a la Unidad de 
Enlace para su notificación. 

En todo caso, si la versión pública no se recibe en los quince días naturales siguientes al vencimiento del 
plazo para generarla, la Unidad de Enlace lo hará del conocimiento del Comité, para su tratamiento en vía de 
supervisión. 

Sección Tercera 

Del Procedimiento de Acceso, Rectificación, Cancelación  
y Oposición de Publicación de Datos Personales 

Artículo 114. La Unidad de Enlace conocerá del procedimiento relativo a las solicitudes de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición de publicación de datos personales contenidos en cualquier archivo, 
registro o banco de datos de carácter personal que tengan bajo su resguardo el Consejo y los Organos 
Jurisdiccionales. 
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Artículo 115. El procedimiento de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos personales 
procederá cuando quien demuestre interés para ello, solicite: 

I. Conocer la existencia de un archivo, registro, base o banco de datos de carácter personal, el 
ámbito y la finalidad de la colección de éstos y de los destinatarios de la información; 

II. Las consecuencias de la obtención de los datos; y 

III. El acceso, rectificación o cancelación de sus datos personales, así como la oposición a su 
publicación. 

Los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición a la publicación de datos personales son 
derechos independientes. El ejercicio de cualquiera de ellos no es requisito previo ni impide el ejercicio de 
otro. 

Artículo 116. La solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición de publicación de datos 
personales podrá ser ejercida por el interesado, sus tutores, curadores y sucesores, por sí o por medio de 
apoderado. 

Artículo 117. La solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición de publicación de datos deberá 
ser promovida de manera escrita, conteniendo al menos los siguientes datos: 

I. El nombre del interesado y, en su caso, de su representante legal, tutor, curador o sucesor; así 
como el documento que acredite tal representación o condición legal; 

II. La expresión y la acreditación de su interés; 

III. El nombre del tercero interesado, si lo hubiere; 

IV. El señalamiento, con la mayor precisión posible, del nombre y ubicación del archivo o registro de 
datos, así como del órgano del cual depende; 

V. La precisión de los datos personales que son materia de la solicitud de acceso, rectificación, 
cancelación u oposición a su publicación; 

VI. En su caso, las razones por las cuales se considera que en el registro o archivo de datos señalado, 
obra información referida a su persona, y que la misma le resulta discriminatoria, de riesgo para su 
integridad, falsa o inexacta; 

VII. De manera opcional, la solicitud de anotación provisional en el archivo o registro de datos, relativa 
a que la información cuestionada está sometida a un proceso administrativo de corrección; 

VIII. En su caso, las pruebas que acrediten sus pretensiones; y 

IX. Firma del promovente, su representante, o de quien lo haga a su ruego si se encontrare 
imposibilitado para ello, en los casos que sea conducente. 

La promoción de la solicitud podrá ser ejercida en cualquier momento. 

Artículo 118. La Unidad de Enlace calificará la procedencia de la solicitud, a más tardar en los tres días 
hábiles siguientes de haber sido promovida y podrá prevenir al solicitante por una sola ocasión para que 
precise o modifique su petición en los tres días siguientes, con el apercibimiento de proceder al archivo del 
asunto de no subsanarse las irregularidades indicadas. 

Desahogada la prevención, la Unidad de Enlace requerirá a la Unidad Administrativa u Organo 
Jurisdiccional responsable del archivo, para que permita el acceso o realice la cancelación, actualización y/o 
reserva solicitados; o, en su caso, de considerar improcedente la solicitud, informe de manera justificada tal 
circunstancia, expresando el tratamiento de los datos, su soporte técnico, la documentación de la cual se 
obtuvieron y/o cualquier otro aspecto que resulte relevante. 

El plazo para rendir el informe será de cinco días hábiles, el que podrá ser duplicado por el Comité a 
solicitud de la Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional responsable del archivo. En el caso de que en la 
solicitud únicamente se hubiera ejercido el derecho de acceso, el plazo para rendir el informe será 
improrrogable. 
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Artículo 119. Contestado el informe de acceso a sus datos el solicitante podrá, en el plazo de tres días, 
ampliar el objeto de su solicitud, para requerir la supresión, rectificación, cancelación o actualización de sus 
datos personales. De estas nuevas manifestaciones se dará vista a la Unidad Administrativa u Organo 
Jurisdiccional responsable del archivo para rendir informe complementario, sujetándose a los requisitos 
señalados en el artículo anterior. 

Artículo 120. Si en la solicitud únicamente se ejerció el derecho de acceso, la Unidad de Enlace, con el 
informe que rinda la Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional responsable, hará entrega inmediata al 
solicitante de la información, en un plazo no mayor a diez días hábiles contado a partir de la presentación de 
aquélla. Si la Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional requerido señala que no cuenta con los datos 
solicitados, se hará saber al solicitante por escrito, en el mismo plazo. 

Artículo 121. Cuando se trate del ejercicio de los derechos de rectificación, cancelación de datos 
personales o de oposición a su publicación, se deberá dar respuesta al solicitante dentro de los treinta días 
hábiles siguientes a la presentación de la solicitud. 

Artículo 122. La oposición a la publicación podrá resultar fundada con independencia de que los 
respectivos datos personales se hayan difundido previamente en cualquier modalidad, siempre y cuando 
aquéllos no deban ser públicos, conforme a lo establecido en cualquier disposición general. 

Artículo 123. El ejercicio del derecho de rectificación y cancelación no podrá dar lugar a la modificación de 
los documentos en que consten las resoluciones emitidas por los Organos Jurisdiccionales, el Pleno y las 
Comisiones del Consejo. 

Artículo 124. En caso de que la Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional niegue en todo o en 
parte la solicitud, la Unidad de Enlace procederá a notificarlo por vía electrónica al solicitante. En contra de la 
referida determinación el solicitante podrá iniciar el procedimiento de hábeas data ante el Comité por conducto 
de la Unidad de Enlace. 

Capítulo Tercero 

De los Procedimientos Seguidos ante el Comité de Acceso a la Información  
y de Protección de Datos Personales 

Sección Primera 

Disposiciones Comunes 

Artículo 125. El Comité conocerá de los procedimientos de acceso a la información una vez tramitada la 
solicitud correspondiente por la Unidad de Enlace si no se cumplió en todo o en parte el ejercicio del derecho 
de acceso a la información. Para ello, procederá la tramitación del procedimiento de clasificación de la 
información y, en su caso, el procedimiento de ejecución. 

El Comité conocerá a instancia de parte del procedimiento de hábeas data, una vez tramitado por la 
Unidad de Enlace el procedimiento de acceso, rectificación, cancelación u oposición de publicación de datos 
personales, si la Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional responsable del archivo se pronuncia sobre 
la inexistencia o imposibilidad de dar acceso a los datos, así como sobre cualquier negativa a su cancelación, 
rectificación u oposición de publicación. 

El Comité conocerá del procedimiento de supervisión para velar por el respeto al derecho de acceso a la 
información y a la protección de datos personales. 

Artículo 126. En el dictado de sus resoluciones, el Comité ejercerá plenitud de jurisdicción y tomará todas 
las medidas que considere necesarias para satisfacer los derechos de acceso a la información y de protección 
de datos personales. En todo caso, el Comité deberá hacer saber en sus resoluciones al solicitante de la 
información, o requirente de correcciones o actualización u oposición de publicación de datos personales, la 
posibilidad que tiene de recurrir sus determinaciones, en términos del presente acuerdo. 

Artículo 127. Las resoluciones del Comité deberán dictarse dentro del plazo para dar respuesta a la 
solicitud respectiva, tomando en cuenta las prórrogas autorizadas. 

Artículo 128. La Unidad de Enlace procederá a la notificación inmediata de las resoluciones emitidas por 
el Comité al requirente y a las Unidades Administrativas u Organos Jurisdiccionales relacionados. Esta 
notificación deberá realizarse en el plazo máximo de dos días hábiles, contados a partir del momento en que 
se reciba el engrose por vía electrónica e impresa, que remita el secretario técnico del Comité. 
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Sección Segunda 

De las Clasificaciones de Información 

Artículo 129. El Comité tendrá conocimiento, por la vía de la clasificación de información, de los casos en 
que, derivado del trámite del procedimiento de acceso a la información, el titular de la Unidad Administrativa o 
del Organo Jurisdiccional al que la Unidad de Enlace hubiese requerido determine que la información 
solicitada: 

I. Es parcial o totalmente inexistente; 

II. Se encuentra total o parcialmente clasificada como reservada o confidencial; 

III. No se puede otorgar en la modalidad solicitada; y 

IV. Cuando la Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional requerido omita pronunciarse sobre la 
disponibilidad de la información, ya sea en su totalidad o en parte. 

En todo caso, al turnarlo al Comité, la Unidad de Enlace hará del conocimiento de la Unidad Administrativa 
o del Organo Jurisdiccional requerido que su determinación se ubica en alguno de estos supuestos. 

Artículo 130. Con el pronunciamiento emitido en cualquiera de los supuestos anteriores, la Unidad de 
Enlace deberá remitir, en un plazo máximo de dos días hábiles, el expediente que corresponda al Comité, a 
fin de que proceda a su estudio y resolución. 

Artículo 131. El Comité deberá emitir la resolución antes de la fecha en la que concluya el plazo para 
responder a la solicitud respectiva, tomando en cuenta las prórrogas autorizadas y las fechas en que el 
Comité sesiona ordinariamente. 

Artículo 132. El Comité, al resolver, podrá: 

I. Declarar la incompetencia de la Unidad Administrativa o del Organo Jurisdiccional, por ser materia 
de conocimiento de otro órgano del Estado, y ordenar la orientación correspondiente; 

II. Adoptar las medidas necesarias para localizar la información supuestamente inexistente o bien, 
atendiendo a su naturaleza, confirmar su inexistencia; 

III. Agotadas las medidas necesarias de búsqueda de la información, comunicar o confirmar su 
inexistencia; 

IV. Comunicar, confirmar, modificar o revocar, parcial o totalmente, la clasificación de la información 
determinada por el titular de la Unidad Administrativa o del Organo Jurisdiccional; 

V. Otorgar o negar el acceso a la información en la modalidad preferida, teniendo en cuenta las 
circunstancias del caso; 

VI. Declarar sin materia el asunto, cuando con anterioridad al pronunciamiento, el derecho de acceso 
a la información hubiese sido satisfecho; 

VII. Dar vista a los órganos de control interno, según sea el caso, de cualquier responsabilidad 
administrativa que se pudiese generar; y 

VIII. Adoptar cualquier otra medida conducente para velar por el derecho de acceso a la información y 
sus restricciones derivadas de lo dispuesto por la legislación aplicable. 

Artículo 133. En las resoluciones sobre las clasificaciones de información deberán indicarse las razones 
que las sustenten. 

En el análisis del carácter reservado de la información, el Comité valorará las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar en el momento de la reserva, así como los elementos objetivos a partir de los cuales pueda 
inferirse que con el acceso a la información existe una expectativa razonable de dañar el interés público 
protegido. 

En caso de duda razonable, al pronunciarse sobre la información clasificada como reservada, el Comité 
optará por su publicidad, y si ello no fuera posible, por la elaboración de versiones públicas de los documentos 
clasificados. 
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Artículo 134. Ante la inexistencia de soportes documentales en los que se contenga la información 
solicitada, porque ésta se encuentre dispersa en diversos documentos o concentrada en alguno de ellos, y 
dichos soportes se estimen relevantes para documentar las facultades o funciones que los ordenamientos 
jurídicos aplicables otorgan al Consejo y a los Organos Jurisdiccionales, el Comité, tomando en cuenta las 
labores que resulten necesarias, así como el cúmulo de documentos o expedientes a revisar o versiones 
públicas a generar, otorgará el acceso a la información requerida, solicitando a las Unidades Administrativas o 
a los Organos Jurisdiccionales que la tengan bajo resguardo, determinen, considerando sus cargas de trabajo, 
el plazo en el cual tendrán a disposición los soportes documentales respectivos. 

Al fijarse dicho plazo, el titular de la Unidad Administrativa o del Organo Jurisdiccional respectivo deberá 
ponderar los principios de máxima publicidad, transparencia y eficacia en el cumplimiento de sus funciones. 

Artículo 135. La Secretaría Técnica del Comité, en coordinación con la Unidad de Enlace, dará 
seguimiento a los plazos de cumplimiento de las resoluciones emitidas e informará al Comité quincenalmente. 

Sección Tercera 

Del Procedimiento de Hábeas Data 

Artículo 136. Cuando las Unidades Administrativas o los Organos Jurisdiccionales requeridos para 
pronunciarse sobre los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición a la publicación de datos 
personales, se abstengan de resolver en el plazo respectivo o emitan cualquier determinación que no 
satisfaga lo requerido, el solicitante podrá iniciar el procedimiento de hábeas data ante el Comité, por 
conducto de la Unidad de Enlace, o mediante escrito presentado en cualquier Módulo de Acceso, dentro de 
los diez días siguientes a la notificación. El referido escrito deberá contener cuando menos los siguientes 
datos: 

I. El nombre del interesado y, en su caso, de su representante legal, tutor, curador o sucesor; así 
como el documento que acredite tal representación o condición legal; 

II. Los argumentos que revelen su interés para interponer este medio de defensa; 

III. El señalamiento, con la mayor precisión posible, del nombre y ubicación del archivo o registro de 
datos, así como de la Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional del cual depende; 

IV. Los argumentos mediante los cuales controvierta las consideraciones de la determinación 
cuestionada; 

V. Cuando se controvierta la falta de pronunciamiento, no será necesaria la expresión de los referidos 
argumentos; 

VI. En su caso, las pruebas supervenientes que acrediten sus pretensiones; y 

VII. Firma del promovente, su representante, o de quien lo haga a su ruego si se encontrare 
imposibilitado para ello, en los casos que sea conducente. 

Artículo 137. El Comité podrá disponer el bloqueo provisional del archivo en lo referente al dato personal 
motivo de acceso, rectificación, cancelación u oposición a su publicación, cuando sea manifiesto el carácter 
discriminatorio, falso o inexacto de la información de que se trate. 

Artículo 138. A más tardar al día siguiente de ser recibido el asunto, el Presidente del Comité requerirá a 
la Unidad Administrativa o al Organo Jurisdiccional responsable del archivo, la remisión de la información 
requerida. Asimismo, solicitará informe justificado del tratamiento de los datos, su soporte técnico, la 
documentación de base relativa a su recolección y/o cualquier otro aspecto que resulte necesario para la 
resolución del caso. 

El informe deberá expresar las razones por las cuales se negó el acceso o la rectificación, cancelación o 
reserva de los datos respectivos, y deberá rendirse dentro de los cinco días hábiles siguientes al en que se 
reciba el requerimiento respectivo. Dicho plazo podrá ser duplicado por una sola vez por el Comité, a solicitud 
de la Unidad Administrativa o del Organo Jurisdiccional. 

En el caso de que el procedimiento se promueva contra la falta de respuesta de la Unidad Administrativa o 
el Organo Jurisdiccional requerido en el referido informe, se deberá expresar si es fundada o no la solicitud de 
acceso, rectificación, cancelación u oposición a la publicación de datos personales. 
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Artículo 139. Concluido el plazo para la contestación del informe o contestado el mismo, el Comité 
resolverá el procedimiento dentro de los diez días hábiles siguientes a su recepción. Dicho plazo podrá 
duplicarse por el Comité. 

En el supuesto de que en el procedimiento hábeas data se impugne la omisión de responder una solicitud 
de acceso, rectificación, cancelación u oposición a la publicación de datos personales, una vez recibido el 
informe respectivo, se remitirá por vía electrónica al solicitante para que en el plazo de cinco días hábiles 
manifieste lo que a su derecho convenga u ofrezca las pruebas documentales que considere conducentes. En 
este caso, de no rendirse el informe requerido, el Comité remitirá el asunto a la Comisión para su 
conocimiento. Con el escrito presentado por el solicitante se dará trámite al asunto en los términos indicados 
en el párrafo primero de este artículo. 

Artículo 140. De resultar fundada la pretensión planteada en el procedimiento de hábeas data, el Comité 
especificará la información a la que se debe otorgar acceso o que deba ser suprimida, rectificada, actualizada 
o declarada confidencial o reservada; estableciendo un plazo para su cumplimiento, el cual no podrá ser 
menor a cinco días hábiles. 

Sección Cuarta 

Del Procedimiento de Supervisión 

Artículo 141. El Comité supervisará el debido cumplimiento de las obligaciones de transparencia, acceso 
a la información y protección de datos personales a cargo de los servidores públicos del Consejo y de los 
Organos Jurisdiccionales, derivadas de lo dispuesto en este acuerdo y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 142. El procedimiento de supervisión procederá cuando el Comité por sí, o a instancia de 
cualquiera de sus integrantes, del titular de la Unidad de Enlace, o de cualquiera de las Unidades 
Administrativas y de los Organos Jurisdiccionales, tome conocimiento de: 

I. La falta u omisión de la publicidad de la información respecto de la cual se tiene obligación de 
publicar en medios electrónicos; 

II. La omisión de otorgar la información solicitada; 

III. Se presuma la violación del derecho de cualquier persona de tomar conocimiento de sus datos 
personales que obren en archivos, registros o bancos de datos en responsabilidad del Consejo; 

IV. Se presuma la falsedad, inexactitud, deficiencia, insuficiencia o desactualización de datos 
personales, así como de toda información cuya publicidad sea obligación del Consejo, en términos 
de lo previsto en este acuerdo; y 

V. Se presuma el tratamiento o uso incorrecto de datos. 

Artículo 143. La supervisión podrá ser iniciada de oficio, a instancia de cualquiera de sus integrantes, del 
titular de la Unidad de Enlace o de cualquier Unidad Administrativa u Organo Jurisdiccional, previo acuerdo 
del Comité. 

La supervisión procederá respecto de los servidores públicos responsables del resguardo, actualización, 
manejo y uso de la información de las Unidades Administrativas y de los Organos Jurisdiccionales. 

Artículo 144. El Comité podrá disponer el bloqueo provisional del archivo en lo referente al dato personal 
motivo de supervisión, cuando sea manifiesto el carácter discriminatorio, falso o inexacto de la información de 
que se trate. 

Esta disposición será aplicable para los casos en que se detecte la falsedad, inexactitud, insuficiencia o 
desactualización de datos, cualquiera que sea su naturaleza. 

Artículo 145. Al día siguiente de ser admitida la supervisión a trámite, el Presidente del Comité requerirá a 
la Unidad Administrativa o al Organo Jurisdiccional responsable del archivo, la remisión de la información 
relativa. Asimismo, podrá solicitar informe justificado del tratamiento de los datos, su soporte técnico, la 
documentación de base relativa a su recolección y/o cualquier otro aspecto que estime necesario. 

Al rendir el informe el órgano deberá expresar las razones por las cuales incluyó o dejó de incluir la 
información cuestionada y aquellas por las que no otorgó o fue omisa en atender la respectiva petición. 

El plazo para rendir el informe será de cinco días hábiles, el que podrá ser duplicado por el Comité de 
Acceso, a solicitud de la Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional. 
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Artículo 146. Una vez recibido el informe se listará para sesión del Comité, el cual resolverá lo 
conducente o lo turnará a uno de sus integrantes para que presente proyecto de resolución. 

El Comité resolverá si la información debe ser otorgada, difundida o actualizada en medios electrónicos de 
consulta pública, o bien, si determinados datos personales deben ser rectificados, cancelados o suprimidos de 
la respectiva versión pública, estableciendo un plazo para su cumplimiento. 

Sección Quinta 

Del Procedimiento de Ejecución 

Artículo 147. El Comité llevará a cabo el procedimiento de ejecución para verificar el cumplimiento de sus 
resoluciones. 

Artículo 148. La Secretaría Técnica del Comité dará cuenta a su Presidente del informe que remita la 
Unidad de Enlace sobre el cumplimiento o incumplimiento por parte de las Unidades Administrativas y los 
Organos Jurisdiccionales obligados en las resoluciones pronunciadas en los procedimientos que conozca 
sobre la clasificación de información, hábeas data y supervisión, considerando los plazos aplicables. 

El Comité deberá pronunciarse sobre el cumplimiento de sus resoluciones y, previa valoración de las 
constancias que se presenten, tener por concluido el expediente respectivo, requerir a las Unidades 
Administrativas o a los Organos Jurisdiccionales exhortados para que cumplan en un plazo razonable o remitir 
el expediente a la Comisión. En los asuntos que acuerde el Comité, la valoración y determinación sobre el 
debido cumplimiento de sus resoluciones podrá delegarla a su Presidente. 

Si en el plazo concedido para ello, la Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional responsable de la 
información no hubiese cumplido con las obligaciones derivadas de las resoluciones del Comité, su Presidente 
podrá requerir a dicha unidad u órgano para que proceda a su ejecución. 

Si las Unidades Administrativas o los Organos Jurisdiccionales vinculados insistieren en no dar 
cumplimiento a lo ordenado total o parcialmente, el Comité lo someterá a consideración de la Comisión. 

Artículo 149. El Comité, dentro de los diez días hábiles siguientes a partir de que reciba el expediente, 
deberá emitir resolución del procedimiento de ejecución. Este plazo podrá duplicarse por el Comité si existen 
razones que lo justifique. 

Artículo 150. El procedimiento de ejecución de las resoluciones de la Comisión se seguirá por el Comité, 
el cual deberá informar al Presidente de la Comisión las diversas determinaciones que adopte. 

Capítulo Cuarto 

De los Procedimientos Seguidos ante la Comisión para la Transparencia, Acceso a la Información 
Pública Gubernamental y Protección de Datos Personales 

Sección Primera 

De los Recursos de Revisión y de Reconsideración 

Artículo 151. La Comisión conocerá de los recursos de revisión y de reconsideración a que se refiere el 
Título Séptimo del Reglamento. 

El recurso de revisión procederá también en contra de las resoluciones adoptadas por el Comité, en los 
procedimientos de hábeas data, de supervisión y de ejecución. 

Artículo 152. El promovente del recurso deberá acreditar su interés en el caso de que se trate de 
resoluciones pronunciadas en materia de acceso y protección de datos personales, en los mismos términos 
previstos para el procedimiento de acceso, rectificación, cancelación u oposición de publicación de datos 
personales. 

Artículo 153. En el dictado de sus resoluciones la Comisión ejercerá plenitud de jurisdicción y tomará las 
medidas que considere necesarias para satisfacer el ejercicio de los derechos de acceso a la información y de 
protección de datos personales. Sus resoluciones serán definitivas. 
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Artículo 154. En el análisis del carácter confidencial o reservado de la información, la Comisión podrá 
disponer su divulgación cuando a su juicio existan razones de interés público relacionadas con los objetivos 
de la Ley, debidamente acreditadas y que así lo justifiquen. 

Para tales efectos, podrá mediar petición del recurrente, quien aportará los elementos de prueba que 
considere pertinentes o bien, la Comisión podrá determinarlo de oficio cuando durante la sustanciación del 
recurso considere que existen elementos que justifiquen la divulgación de la información confidencial o 
reservada. 

Sección Segunda 

Del Incidente de Incumplimiento 

Artículo 155. Para asegurar la ejecución de sus resoluciones y de las del Comité, la Comisión conocerá 
del incidente de incumplimiento. 

Artículo 156. Otorgado el acceso a la información solicitada o el acceso, corrección, actualización, 
cancelación u oposición a la publicación de datos personales, por resolución del Comité o de la Comisión, si la 
Unidad Administrativa o el Organo Jurisdiccional responsable de la información no hubiese cumplido con las 
obligaciones impuestas en la resolución respectiva, aun con los requerimientos formulados al servidor público 
responsable, el Presidente del Comité, previo acuerdo de éste, remitirá el asunto a la Comisión para la 
tramitación del incidente de incumplimiento. 

Artículo 157. Tomando en cuenta lo determinado por el Comité en el procedimiento de ejecución, el 
Presidente de la Comisión podrá requerir a la Unidad Administrativa o al Organo Jurisdiccional responsable 
para que de inmediato cumpla con lo determinado por aquél, sin menoscabo de que el asunto se revise en la 
propia Comisión. 

Artículo 158. En caso de que persista el incumplimiento por parte del servidor público, la Comisión dará 
vista a los órganos de control interno, según corresponda, para que se inicie procedimiento de responsabilidad 
administrativa. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente acuerdo entrará en vigor el dos de enero de dos mil nueve. 

SEGUNDO. Se abroga el Acuerdo General 30/2003, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
Establece los Organos, Criterios y Procedimientos Institucionales para la Transparencia y Acceso a la 
Información Pública para este Organo del Poder Judicial de la Federación, los Tribunales de Circuito y los 
Juzgados de Distrito; el Acuerdo General 3/2008, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
Establece los Lineamientos para la Elaboración de Versiones Públicas de las Resoluciones Judiciales de los 
Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito; el Acuerdo General 40/2008, del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que Establece la Obligación de los Tribunales Colegiados de Circuito de Generar las 
Versiones Públicas de las Sentencias que Dicten y se Envíen al Semanario Judicial de la Federación para su 
Publicación, así como cualquier otra disposición general que se oponga a lo previsto en el presente acuerdo. 

TERCERO. Para su difusión, publíquese en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial y 
su Gaceta, así como en los medios electrónicos de consulta pública. 

EL LICENCIADO GONZALO MOCTEZUMA BARRAGAN, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO 

DE LA JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 84/2008, del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que Establece las Atribuciones de los Organos en Materia de Transparencia, así como los 
Procedimientos de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, fue aprobado por el 
Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de diez de diciembre de dos mil ocho, por unanimidad de votos 
de los señores Consejeros: Presidente Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Luis María Aguilar Morales, Elvia 
Díaz de León D’Hers, María Teresa Herrera Tello, Indalfer Infante Gonzales, Jorge Moreno Collado y Oscar 
Vázquez Marín.- México, Distrito Federal, a once de diciembre de dos mil ocho.- Conste.- Rúbrica. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la  
República Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA  

PAGADERAS EN LA REPUBLICA MEXICANA 

Con fundamento en el artículo 35 de la Ley del Banco de México; en los artículos 8o. y 10o. del 

Reglamento Interior del Banco de México, y en los términos del numeral 1.2 de las Disposiciones Aplicables a 

la Determinación del Tipo de Cambio para Solventar Obligaciones Denominadas en Moneda Extranjera 

Pagaderas en la República Mexicana, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 22 de marzo de 

1996, el Banco de México informa que el tipo de cambio citado obtenido el día de hoy conforme  

al procedimiento establecido en el numeral 1 de las Disposiciones mencionadas, fue de $13.8325 M.N. 

(TRECE PESOS CON OCHO MIL TRESCIENTOS VEINTICINCO DIEZMILESIMOS MONEDA NACIONAL) 

por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 

que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 

haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 

de crédito del país. 

Atentamente 

México, D.F., a 31 de diciembre de 2008.- BANCO DE MEXICO: El Gerente de Autorizaciones, Consultas 

y Control de Legalidad, Héctor Rafael Helú Carranza.- Rúbrica.- El Gerente de Operaciones Nacionales, 

Carlos Pérez Verdía Canales.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México. 

TASAS DE INTERES INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

Según resolución del Banco de México publicada en el Diario Oficial de la Federación el 23 de marzo de 

1995 y de conformidad con lo establecido en el Anexo 1 de la Circular 2019/95 dirigida a las instituciones  

de banca múltiple, se informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en Moneda Nacional a 

plazos de 28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 8.7018 y 8.7408 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por los Bancos: 

BBVA Bancomer, S.A., Banco Santander S.A., Banco Inbursa S.A., Banca Mifel S.A., Banco Credit Suisse 

(México), S.A., ScotiaBank Inverlat, S.A. y Banco Mercantil del Norte S.A. 

México, D.F., a 31 de diciembre de 2008.- BANCO DE MEXICO: El Gerente de Autorizaciones, Consultas 

y Control de Legalidad, Héctor Rafael Helú Carranza.- Rúbrica.- El Gerente de Operaciones Nacionales, 

Carlos Pérez Verdía Canales.- Rúbrica. 
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INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL 
ACUERDO del Comité de Radio y Televisión del Instituto Federal Electoral por el que se emite un criterio 
respecto de la reposición en tiempo comercial, de promocionales y programas de los partidos políticos  
y autoridades electorales, por parte de los concesionarios y permisionarios de radio y televisión. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Federal  
Electoral.- ACRT/021/2008. 

ACUERDO DEL COMITE DE RADIO Y TELEVISION DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL POR EL QUE SE 
EMITE UN CRITERIO RESPECTO DE LA REPOSICION EN TIEMPO COMERCIAL, DE PROMOCIONALES Y 
PROGRAMAS DE LOS PARTIDOS POLITICOS Y AUTORIDADES ELECTORALES, POR PARTE DE LOS 
CONCESIONARIOS Y PERMISIONARIOS DE RADIO Y TELEVISION. 

Antecedentes 

I. El 13 de noviembre de 2007, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto que reforma 
los artículos 6º, 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adiciona el precepto 134 y deroga un párrafo al artículo 
97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual entró en vigor al día siguiente 
al de su publicación, en términos de su artículo primero transitorio. 

II. El 14 de enero de 2008, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
expide el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, el cual entró en vigor al día 
siguiente al de su publicación en el mencionado Diario, de acuerdo con su artículo primero transitorio. 

III. En el artículo noveno transitorio del decreto referido en el antecedente previo, se impuso al Consejo 
General la obligación de dictar los acuerdos necesarios para hacer efectivas las disposiciones 
establecidas en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como expedir 
los reglamentos que se deriven del mismo a más tardar en 180 días a partir de su entrada en vigor, la 
cual inició el 15 de enero del año en curso. 

IV. En sesión extraordinaria celebrada el 8 de julio del año en curso, con conocimiento de la opinión 
previa del Comité de Radio y Televisión, la Junta General Ejecutiva aprobó el Acuerdo JGE62/2008, 
por el que se propone al Consejo General la expedición del Reglamento de Acceso a Radio  
y Televisión en Materia Electoral. 

V. En sesión extraordinaria de fecha 10 de julio de 2008, el Consejo General del Instituto Federal 
Electoral aprobó el Acuerdo CG327/2008, por el que se expidió el Reglamento de Acceso a Radio  
y Televisión en Materia Electoral. El acuerdo citado fue publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 11 de agosto del año en curso, y entró en vigor al día siguiente, 12 de agosto. 

Considerando 

1. Que los artículos 41, base V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 104 y 106 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales disponen 
que la organización de las elecciones federales es una función estatal que se realiza a través de un 
organismo público autónomo denominado Instituto Federal Electoral, dotado de personalidad jurídica 
y patrimonio propios, en cuya integración participan el Poder Legislativo de la Unión, los partidos 
políticos nacionales y los ciudadanos, en los términos que ordene la ley. En el ejercicio de esta 
función estatal, la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad serán principios 
rectores. 

2. Que de conformidad con el primer párrafo del Apartado A de la base III del artículo 41 constitucional 
y los diversos 49, párrafo 5; 105, párrafo 1, inciso h) del código electoral federal y 7, párrafo 1 del 
Reglamento de Acceso a Radio y Televisión en Materia Electoral, el Instituto Federal Electoral 
también es la autoridad única para la administración del tiempo que corresponda al Estado en radio  
y televisión destinado a sus propios fines y de otras autoridades electorales, así como al ejercicio del 
derecho de los partidos políticos nacionales. 

3. Que como lo señalan los artículos 1, párrafos 1 y 2, inciso b), y 36, párrafo 1, inciso c) del código 
electoral federal, las disposiciones del mismo son de orden público y de observancia general en el 
territorio nacional y reglamentan las normas constitucionales relativas a las prerrogativas de los 
partidos políticos, entre las que se encuentra el acceso a radio y televisión en los términos de la 
Constitución y el Código. 
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4. Que como lo señala el artículo 1, párrafo 1 del Reglamento de Acceso a Radio y Televisión en 
Materia Electoral, dicho ordenamiento tiene por objeto establecer las normas conforme a las  
cuales se instrumentarán las disposiciones señaladas en el Código Federal de Instituciones  
y Procedimientos Electorales, relativas al ejercicio de las prerrogativas que la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y el propio Código otorgan a los partidos políticos en materia  
de acceso a la radio y a la televisión, así como a la administración de los tiempos destinados en 
dichos medios a los fines propios del Instituto Federal Electoral y los de otras autoridades electorales. 

5. Que como lo señala el párrafo 2 del mismo artículo, el Reglamento es de observancia general  
y obligatoria para el Instituto Federal Electoral, los partidos políticos, nacionales y locales, los 
concesionarios y permisionarios de estaciones de radio y televisión, las autoridades electorales y no 
electorales, los precandidatos y candidatos a cargos de elección popular, así como para cualquier 
persona física o moral. 

6. Que los artículos 51, párrafo 1 del código de la materia y 4 del Reglamento de Acceso a Radio  
y Televisión en Materia Electoral disponen que el Instituto ejercerá sus facultades en materia de  
radio y televisión a través del Consejo General; de la Junta General Ejecutiva; de la Dirección 
Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos; del Comité de Radio y Televisión; de la Comisión de 
Quejas y Denuncias; y de los vocales ejecutivos y juntas ejecutivas en los órganos desconcentrados, 
locales y distritales, que tendrán funciones auxiliares. 

7. Que como lo señala la Base III del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y los preceptos 48, párrafo 1, inciso a), y 49, párrafo 1 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, los partidos políticos tienen derecho al uso de manera 
permanente de los medios de comunicación social y, en específico, a la radio y la televisión, en los 
términos que señale la ley. 

8. Que de acuerdo con el artículo 49, párrafo 6 del código electoral federal, el Instituto garantizará a los 
partidos políticos nacionales el uso de sus prerrogativas constitucionales en radio y televisión,  
y además establecerá las pautas para la asignación de los mensajes y programas que tengan 
derecho a difundir tanto durante los periodos que comprendan los procesos electorales, como fuera 
de ellos. 

9. Que los artículos 50 y 72 del código de la materia disponen que el Instituto Federal Electoral, y por su 
conducto las demás autoridades electorales, harán uso del tiempo en radio y televisión que les 
corresponde, mediante la transmisión de sus propios mensajes conforme a las pautas que elabore el 
propio Instituto, a través de la instancia administrativa competente, a propuesta de las autoridades 
electorales locales. 

10. Que conforme a los artículos 57, 59 y 65 del código de mérito, durante las etapas de precampaña  
y campaña -tanto en el orden federal como en el de las entidades federativas- y hasta su conclusión, 
el Instituto Federal Electoral pondrá a disposición de los partidos políticos, en conjunto, tiempos en 
cada estación de radio y canal de televisión, para la difusión de mensajes o promocionales, mismos 
que deberán ser transmitidos de acuerdo a la pauta que apruebe el Comité de Radio y Televisión  
del Instituto. 

11. Que de acuerdo con el artículo 69 de la codificación en comento, en ningún caso el Instituto Federal 
Electoral podrá autorizar a los partidos políticos tiempo o mensajes en radio y televisión en 
contravención de las reglas establecidas por la ley electoral. 

12. Que según lo establece el artículo 71 del ordenamiento legal en cita, fuera de los periodos de 
precampaña y campaña electorales federales, del tiempo precisado por la Constitución Federal,  
los partidos políticos nacionales tendrán derecho a transmitir en cada estación de radio y canal de 
televisión un programa mensual, con duración de cinco minutos y mensajes con duración de 20 
segundos cada uno. La transmisión de los programas y mensajes antes señalados deberá tener 
lugar en un horario definido legalmente y conforme a la pauta que apruebe, semestralmente, el 
Comité de Radio y Televisión del Instituto. 

13. Que el artículo 72 del código electoral federal puntualiza las reglas generales según las cuales el 
Instituto Federal Electoral, y por su conducto las demás autoridades electorales, harán uso del 
tiempo en radio y televisión que les corresponde. Para los fines del presente documento, baste 
reiterar que el Instituto, a través de la instancia administrativa competente, elabora las pautas  
de transmisión de sus propios mensajes y aprueba las propuestas respectivas de las autoridades 
electorales locales. 
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14. Que los tres primeros párrafos del artículo 74 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales señalan, a la letra, lo siguiente: 

“1. El tiempo en radio y televisión que determinen las pautas respectivas no es acumulable; tampoco 
podrá transferirse tiempo entre estaciones de radio o canales de televisión, ni entre entidades 
federativas. La asignación de tiempo entre las campañas electorales se ajustará estrictamente a lo 
dispuesto en este capítulo, a lo que, conforme al mismo, establezca el reglamento en la materia, y a lo 
que determine el Comité de Radio y Televisión del Instituto. 

2. Las pautas que determine el Comité establecerán, para cada mensaje, la estación o canal, así como 
el día y hora en que deban trasmitirse; el reglamento establecerá lo conducente respecto de plazos de 
entrega, sustitución de materiales y características técnicas de los mismos. 

3. Los concesionarios y permisionarios de radio y televisión no podrán alterar las pautas ni 
exigir requisitos técnicos adicionales a los aprobados por el Comité; la violación a esta 
disposición será sancionada en los términos establecidos en el Libro Séptimo de este Código.” 

[Enfasis añadido] 

15. Que como se aprecia del contenido del párrafo 3 del artículo trasunto, la violación a la prohibición de 
alterar las pautas de transmisión de los programas y mensajes de partidos políticos y/o autoridades 
electorales —dicho en sentido contrario: el incumplimiento de la obligación de respetar dichas 
pautas—, por parte de los permisionarios y concesionarios de radio y televisión, será sancionada en 
los términos establecidos en el Libro atinente del propio ordenamiento. 

16. Que al efecto, el artículo 350 del ordenamiento en cita establece que constituye una infracción al 
mismo, por parte de los concesionarios o permisionarios de radio y televisión, entre otras,  
el incumplimiento, sin causa justificada, de su obligación de transmitir los mensajes y programas de 
los partidos políticos, y de las autoridades electorales, conforme a las pautas aprobadas por el 
Instituto, así como el incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidas en el código 
comicial federal. 

17. Que asimismo, el artículo 354, párrafo 1, inciso f), fracción III del Código señala que cuando los 
concesionarios o permisionarios de radio y televisión “no transmitan [los mensajes o programas 
respectivos], conforme a las pautas aprobadas por el Instituto los mensajes, a que se refiere este 
capítulo, además de la multa que en su caso se imponga, deberán subsanar de inmediato la 
omisión, utilizando para tal efecto el tiempo comercializable o para fines propios que la ley les 
autoriza”. 

18. Que en la disposición citada, el legislador empleó un conector aditivo (“además de”) para calificar la 
obligación que se predica, es decir, la de subsanar el incumplimiento. Así, la obligación que tienen 
las emisoras de reponer lo no transmitido es independiente y adicional a la sanción que por tal 
incumplimiento pudieran merecer. En otras palabras, la norma obliga a los concesionarios o 
permisionarios que incumplan a reponer dichos incumplimientos sin distingo de la causa que les dio 
origen. 

19. Que, el Reglamento de marras establece en su artículo 58, párrafos 3 a 6, lo siguiente: 

“Artículo 58 

De los incumplimientos a los pautados 

… 

3. Todo incumplimiento a los pautados ordenados por el Comité y/o la Junta deberá ser 
notificado al concesionario y/o permisionario inmediatamente después de detectada dicha 
omisión por la verificación respectiva, en términos de los párrafos siguientes. 

4. Fuera de proceso electoral los supuestos incumplimientos a los pautados deberán ser 
notificados dentro de los 5 días siguientes a su detección al concesionario y/o permisionario 
para que manifieste las razones técnicas que generaron dicho incumplimiento en los 
siguientes tres días.  

 La Dirección Ejecutiva valorará las razones técnicas argumentadas por los medios. En caso 
de que las razones técnicas a que aluda el concesionario o permisionario sean injustificadas,  
la Dirección Ejecutiva lo hará del conocimiento del Secretario Ejecutivo para los efectos 
conducentes. La Secretaría Técnica estará obligada a informar en cada sesión ordinaria del 
Comité los resultados de las verificaciones respecto de las pautas ordenadas por dicho 
órgano. 
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5. Dentro de proceso electoral los supuestos incumplimientos a los pautados seguirán el mismo 
procedimiento que el párrafo anterior, pero disminuirán los plazos a 12 horas para notificar a la 
emisora y a 24 horas para que dé respuesta. 

6. En todo caso, el concesionario y/o permisionario estará obligado a reponer toda omisión en las 
transmisiones con independencia de la causa que le haya dado origen, en los términos que 
determine el Consejo.” 

20. Que el párrafo 6 del artículo trasunto establece una obligación a cargo de los concesionarios  
y permisionarios para reparar en todo momento las omisiones en el cumplimiento de las pautas. Ello 
implica -a diferencia de lo previsto por los párrafos 3 a 5 de dicho precepto- la posibilidad de que la 
reposición opere sin excitativa previa por parte de la autoridad, por lo que deben precisarse 
puntualmente las bases y condiciones conforme a las cuales los sujetos obligados se encuentren en 
aptitud de cumplir de la manera más eficaz con la referida obligación. 

21. Que en razón de lo antedicho, se hace necesario implementar un procedimiento expedito que facilite 
la reposición dentro de las 48 horas siguientes de los programas y promocionales no transmitidos, 
teniendo a la vista, en todo momento, el principio de equidad en la contienda, y sin que ello implique 
prejuzgar sobre la posible comisión o no de una infracción a la normatividad electoral anteriormente 
citada, ni mucho menos, una eximiente en caso de que, ante ello, se acredite la probable 
responsabilidad de los sujetos obligados. 

22. Que lo anterior tiene en mira preservar la prerrogativa constitucional de acceso a los medios de 
comunicación por parte de los partidos políticos, mediante la efectiva y adecuada transmisión de sus 
programas y promocionales. Idéntica sustancia comparte el deber de la autoridad electoral de 
garantizar el uso eficiente y eficaz del tiempo del Estado en dichos medios, lo cual entraña privilegiar 
los principios de certeza y de trato igual para todos ellos, en términos de los parámetros dispuestos 
por la preceptiva aplicable. 

23. Que el procedimiento de marras no es ajeno al orden jurídico nacional, por cuanto diversas 
legislaciones -como mera ilustración podemos citar la fiscal- regulan el cumplimiento o 
autocorrección espontáneas, por los propios sujetos normativos, de las obligaciones que aquellas les 
imponen, ante situaciones de incumplimiento. Desde luego, en el caso del presente Acuerdo, tal 
autocorrección bajo ninguna circunstancia impedirá la instauración del procedimiento administrativo 
sancionador, tal y como lo dispone el ya citado artículo 74, párrafo 3 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales y las consecuencias jurídicas que se desprendan de la 
resolución atinente. 

24. Que, por tanto, el objetivo a lograr por las disposiciones del presente acuerdo consiste, 
principalmente, en una efectiva reposición de tiempos para efecto de disminuir el daño  
causado al derecho de los partidos ante el incumplimiento de la obligación correlativa de 
concesionarios y permisionarios con la no transmisión, garantizando la transmisión del mayor número 
de programas y mensajes de los partidos políticos en las mismas condiciones de horario y canal 
establecidas por la pauta original que se hubiera dejado de observar, aunque en tiempo 
comercializable para el caso de los concesionarios y, en el caso de permisionarios, durante el 
tiempo destinado a los fines propios que la ley les autorice. 

25. Que, en consecuencia, el presente Acuerdo de ninguna manera atribuye derechos o facultades a 
concesionarios y permisionarios para modificar a su arbitrio las pautas que les sean notificadas por 
los órganos competentes del Instituto. Como ya se señaló, la reposición dentro de las 48 horas 
siguientes de programas o promocionales tiende a hacer propicia la reposición de tiempos para 
efecto de disminuir el daño que ocasiona la no transmisión, lo que no autoriza a los mismos a realizar 
modificaciones arbitrarias a las transmisiones que les han sido ordenadas. 

26. Que, por tal razón, la reposición dentro de las 48 horas siguientes de promocionales deberá poseer 
carácter de excepción al mandato legal de respetar en todo momento y circunstancia la pauta 
aprobada por el Comité de Radio y Televisión del Instituto Federal Electoral, de manera que los 
concesionarios y permisionarios se deberán abstener de conductas -como reposiciones reiteradas- 
que impliquen el incumplimiento reiterado y sistemático de las pautas de transmisión que les sean 
ordenadas. 

27. Que en consecuencia, se considera procedente que, ante la actualización de un supuesto como el 
descrito, esto es, ante el incumplimiento excepcional de las pautas de transmisión, el concesionario o 
permisionario respectivo, de manera espontánea, reponga las omisiones del caso, siempre y cuando: 
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a) Dicha reposición sea materialmente posible durante la vigencia de las pautas atinentes a cada 
periodo específico (ordinario, precampañas, intercampañas, campañas); 

b) La reposición cumpla con las mismas condiciones (canal y horario) impuestas por las pautas 
originalmente aprobadas por el Comité de Radio y Televisión y tenga lugar en tiempo 
comercializable del concesionario. En el caso de los permisionarios, la reposición deberá operar 
en los tiempos destinados a los fines propios que la ley les autorice, y 

c) El concesionario o permisionario notifiquen de ello, de manera inmediata, al Comité de Radio  
y Televisión del Instituto Federal Electoral. 

28. Que en virtud de que la problemática previamente descrita concierne en forma directa a los partidos 
políticos, y en ejercicio de las atribuciones que le confieren los artículos 51, párrafo 1, inciso d); 76, 
párrafo 1, inciso a) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 4, párrafo 1, 
inciso d) y 6, párrafo 4, incisos c) y h) del Reglamento de Acceso a Radio y Televisión en Materia 
Electoral, el Comité de Radio y Televisión del Instituto Federal Electoral emite la siguiente 
determinación en aras de garantizar que se garantice el cumplimiento de los principios, valores  
y finalidades del orden jurídico electoral. 

En razón de los antecedentes y considerandos expresados, y con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 41, párrafo segundo, Bases III —Apartados A) y B)—, y V de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1, párrafo 1; 3, párrafo 1; 36, párrafo 1, inciso c); 48, párrafo 1, inciso a); 49, párrafos 1, 2, 
5 y 6; 51, párrafo 1, inciso d); 55; 57, párrafo 3; 59, párrafo 2; 64, párrafo 1; 65; 66; 69, párrafo 1; 71, párrafos 
1, 2 y 3; 72, párrafo 1; 74, párrafos 1, 2 y 3; 75, párrafo 1; 76, párrafo 1; del Código Federal de Instituciones  
y Procedimientos Electorales; 1; 2, párrafo 2; 4, párrafo 1, inciso d); 6, párrafo 4; 7, párrafo 1; 12; 16; 19, 
párrafo 4; 20, párrafo 1; 25, párrafo 1, 26; 27;28; 32, párrafo 1; 35; 36, párrafos 3, 5, 6 y 7; y 58, párrafo 6 del 
Reglamento de Acceso a Radio y Televisión en Materia Electoral, el Comité de Radio y Televisión del Instituto 
Federal Electoral emite el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Los concesionarios y permisionarios de estaciones de radio y canales de televisión están 
obligados a transmitir los programas y promocionales de los partidos políticos, en estricto cumplimiento de la 
pauta aprobada por el Comité de Radio y Televisión del Instituto Federal Electoral. 

SEGUNDO. En caso de que las estaciones de radio o canales de televisión dejen de transmitir los 
programas y promocionales conforme a la pauta aludida podrán proceder a su reposición dentro de las 48 
horas siguientes para efectos de que tal conducta pueda ser considerada, dentro del procedimiento 
administrativo que en su caso se instruya con motivo del incumplimiento de las pautas, como una 
circunstancia atenuante de la responsabilidad que, en su caso, determine el Consejo General. 

TERCERO. La reposición de programas y promocionales deberá producirse dentro del periodo establecido 
por la pauta atinente. 

CUARTO. La reposición de programas y promocionales deberá producirse en la misma estación de radio 
o canal de televisión, así como en el mismo horario impuesto por las pautas originalmente aprobadas por el 
Comité de Radio y Televisión y en el tiempo comercializable del concesionario. En el caso de los 
permisionarios, la reposición deberá producirse en los tiempos destinados a los fines propios que la ley 
autorice. 

QUINTO. Para que la reposición dentro de las 48 horas siguientes pueda ser considerada como 
circunstancia atenuante de responsabilidad, el concesionario o permisionario deberán notificar de inmediato 
dicha situación al Comité de Radio y Televisión del Instituto Federal Electoral, mediante escrito debidamente 
motivado y circunstanciado. 

SEXTO. Notifíquese el presente Acuerdo a la Secretaría Ejecutiva para los efectos legales a los que  
haya lugar. 

SEPTIMO. Las disposiciones del presente Acuerdo serán aplicables a cada concesionario o permisionario 
de radio o televisión al momento de su notificación. 

OCTAVO. Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación. 

NOVENO. Notifíquese el presente Acuerdo a los concesionarios y permisionarios de radio y televisión. 

El presente Acuerdo fue aprobado por consenso de los miembros presentes, en la Vigésima Séptima 
Sesión Extraordinaria del Comité de Radio y Televisión del Instituto Federal Electoral, celebrada el 5 de 
diciembre de 2008.- El Secretario Técnico del Comité de Radio y Televisión, Antonio Horacio  
Gamboa Chabbán.- Rúbrica.- El Presidente del Comité de Radio y Televisión, Marco Antonio Gómez 
Alcántar.- Rúbrica. 
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SECCION DE AVISOS 
 
 
 

AVISOS JUDICIALES 
 
 

 
 

Estados Unidos Mexicanos 
Primer Tribunal Colegiado Regional del Segundo Circuito 

Ciudad Obregón, Son. 

EDICTO 

TERCEROS PERJUDICADOS: 
GENARO GARCIA CRUZ, ROBERTO GARCIA RAMIREZ Y VALENTIN FRANCISCO MARIANO. 
En el Amparo Directo Penal 371/2008 interpuesto por OMAR DAVID LEON VALENZUELA, sentenciado en 

el Toca Penal 318/2007, Por ROBO CON VIOLENCIA, POR DOS O MAS PERSONAS, ACUMULADO EN 
NUMERO DE TRES, se les emplaza por este conducto para que comparezcan a substanciar Sus derechos 
ante el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito con sede en 
Hermosillo, Sonora, treinta días después ultima publicación. Copias Amparo a su disposición en esta secretaría. 

Atentamente 
Ciudad Obregón, Son., a 16 de octubre de 2008. 

La Secretaria de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado Regional del Segundo Circuito 
Lic. Patricia Guadalupe Zepeda Romero 

Rúbrica. 
(R.- 280624)   

Estados Unidos Mexicanos 
Estado de Jalisco 

Poder Judicial 
Consejo de la Judicatura del Estado de Jalisco 

Primer Partido Judicial 
Juzgado Quinto de lo Mercantil 

EDICTO 

JUICIO MERCANTIL EJECUTIVO, PROMUEVE PATRICIO SANCHEZ SOLIS, CONTRA MIREYA 
GUADALUPE VERDUGO GALVEZ y RAUL HERNANDEZ HERNANDEZ, EXPEDIENTE 3552/2005, 
REMATARSE EL PROXIMO 15 DE ENERO DEL 2009, A LAS 10:30, LO SIGUIENTE: 

FINCA UBICADA EN BOULEVARD DE LOS CHARROS NUMERO 542-A, FRACCIONAMIENTO 
JARDINES DEL VIGIA, EN ZAPOPAN. 

AVALUO: $649,000.00 (SEISCIENTOS CUARENTA Y NUEVE MIL PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL). 
POSTURA LEGAL: 2/3 PARTES DEL AVALUO. 
EXHIBIR EL 10% DE POSTURA LEGAL. 
CONVOQUENSE LICITADORES. 

Guadalajara, Jal., a 27 de noviembre de 2008. 
La Secretario de Acuerdos del Juzgado Quinto Mercantil 

Lic. Salomé Micaela César Vizcaíno 
Rúbrica. 

(R.- 281452) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
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Juzgado de Distrito 
Juzgado Sexto de Distrito en Materia de Trabajo en el Distrito Federal 

EDICTO 
Emplazamiento Terceros Perjudicados 
ASESORIA TECNICO ADMINISTRATIVA, SOCIEDAD CIVIL. PERSONAL OPERATIVO CALIFICADO, 

SOCIEDAD CIVIL. 
Presente 
En los autos del juicio de amparo 1369/2008, promovido por OCEANOGRAFIA, SOCIEDAD ANONIMA DE 

CAPITAL VARIABLE Y OTRAS; contra actos de la Junta Especial Número Ocho de la Local de Conciliación y 
Arbitraje del Distrito Federal y su Actuario, al ser señalados como terceros perjudicados y desconocerse su 
domicilio, el once de diciembre de dos mil ocho, se ordenó su emplazamiento por edictos, que se publicarán 
por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor 
circulación en la República Mexicana, haciéndoles saber que deben presentarse dentro del término de treinta 
días, contados del siguiente al de la última publicación de tales edictos, ante este juzgado a hacer valer sus 
derechos y señalar domicilio para recibir notificaciones, apercibidos que de no hacerlo se continuará el juicio y 
las subsecuentes notificaciones aún las de carácter personal, se les hará por lista. Queda a su disposición en 
la secretaría de este órgano jurisdiccional copia simple de la demanda de garantías. 

Atentamente 
México, D.F., a 16 de diciembre de 2008. 

El Secretario 
Lic. Alberto Mendoza Macías 

Rúbrica. 
(R.- 281559)   

Estados Unidos Mexicanos 
Estado de Guanajuato 

Poder Judicial 
San Miguel de Allende, Gto. 
Juzgado Segundo de lo Civil 

Secretaría 
EDICTO 

Este publicarse tres veces dentro de nueve días en el Diario Oficial de la Federación y Tablero este 
Juzgado, anunciándose Remate Primera Almoneda, señalándose 10:00 diez horas del día 20 veinte de Abril 
del año 2009 dos mil nueve, sobre inmueble ubicado en Calle Cocoxtli, lote número 10 diez, manzana número 
49 cuarenta y nueve, Fraccionamiento Tematzcallis de esta Ciudad, con una superficie de 1000.00 mil metros, 
postura legal dos terceras partes $315,000.00 M.N., valor pericial. Convóquese postores y acreedores juicio 
Ejecutivo Mercantil M-06/07 promovido Licenciado Gabriel García Mcfarland endosatario en procuración de 
Arturo Javier Barrera Bortoni contra Joanna Reichel. 

San Miguel de Allende, Gto., a 10 de diciembre de 2008. 
El Secretario del Juzgado Segundo Civil de Partido 

Lic. José Carlos López Martínez 
Rúbrica. 

(R.- 280604)   
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México, 

con residencia en Naucalpan 
EDICTO 

 “INSERTO: Se comunica a los terceros perjudicados JESUS GUILLERMO MANCILLA FLORES Y JOSE 
ERNESTO ALVAREZ TREJO, que en el Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México, con 
residencia en Naucalpan de Juárez, mediante proveído de diecinueve de septiembre del dos mil ocho, se 
admitió a trámite la demanda de garantías promovida por Dulce Maria Olivia Mancilla Flores, la cual se 
registró con el número de amparo 1177/2008, contra actos del JUEZ NOVENO CIVIL DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL DISTRITO JUDICIAL DE TLALNEPANTLA, CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN, ESTADO 
DE MEXICO, consistente en “de la autoridad responsable, el procedimiento judicial seguido en el expediente 
160/2006-2”; se ordenó emplazarlos para que comparezcan al juicio constitucional de que se trata en defensa 
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de sus intereses, a las instalaciones de este Juzgado, sito en Boulevard Toluca, numero cuatro, Colonia 
Industrial Naucalpan, en Naucalpan De Juárez, Estado De México C.P. 53569, dentro del término de treinta 
días, contado a partir del día siguiente al de la última publicación del presente; y se les requiere para que 
señalen domicilio para oír y recibir notificaciones en Naucalpan de Juárez, Estado de México, apercibidos que 
de no hacerlo así, las subsecuentes notificaciones, aún las personales se les harán por lista.” 

Naucalpan de Juárez, Edo. de Méx., a 21 de noviembre de 2008. 
El Secretario del Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México, 

con residencia en Naucalpan de Juárez 
Lic. Juan Antonio Solano Rodríguez 

Rúbrica. 
(R.- 280612)   

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Décimo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal 

EDICTO PARA PUBLICIDAD DE LA SENTENCIA QUE DECLARO EN QUIEBRA A LA EMPRESA 
COLCHONES PRINCIPE, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE. 

En el expediente número 302/2008-V relativo a la solicitud de concurso mercantil de la empresa 
COLCHONES PRINCIPE, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE, el Juez DECIMO DE DISTRITO 
EN MATERIA CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL licenciado ADALBERTO EDUARDO HERRERA 
GONZALEZ, el catorce de noviembre de dos mil ocho, dictó sentencia definitiva en la que se declaró en 
quiebra a dicho comerciante por encontrarse en la hipótesis prevista por la fracción I del artículo 167 de la 
Ley de Concursos Mercantiles, a la concursada COLCHONES PRINCIPE, SOCIEDAD ANONIMA DE 
CAPITAL VARIABLE, en la que subsistió la fecha de retrotracción al VEINTIDOS DE FEBRERO DE DOS MIL 
OCHO; se ordenó que quedaba suspendida la capacidad de ejercicio de la empresa concursada sobre los 
bienes y derechos que integran la masa; se ordenó que la administración de dichos bienes y derechos sería a 
cargo del sindico quien para el ejercicio de sus funciones y con fundamento en el artículo 180 de la Ley de 
Concursos Mercantiles, se le otorgaron las mas amplias facultades, por lo que los administradores, gerentes y 
dependientes deben entregar a dicho sindico la entrega de los bienes y derechos de la empresa concursada; 
se prohibió el pago a los deudores o la entrega de bienes sin la autorización del sindico se ordenó al Instituto 
Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles que observando lo dispuesto en el artículo 259 de la Ley 
de Concursos Mercantiles designara sindico habiendo señalado a JOSE ANTONIO ECHENIQUE quien tiene 
señaló como domicilio para el cumplimiento de sus funciones el ubicado en Cerro del Otate número 55 
Pedregal de San Francisco, Delegación Coyoacán, código postal 04320 a quien se ordenó iniciar las 
diligencias de ocupación mediante inventario de libros, papeles y documentos de la empresa concursada se 
ordenó al síndico proceder en términos de los artículos 197 y subsecuentes de la Ley de Concursos 
Mercantiles, a la enajenación de los bienes y derechos que integran la masa procurando obtener el mayor 
producto posible por su enajenación, a fin de hacer pago a los acreedores; lo que se hace del conocimiento de 
los acreedores de la concursada para los efectos legales a que haya lugar. La publicación de este edicto surte 
efectos de notificación para quienes aún no hayan sido notificados en alguna forma diferente, ordenada en la 
propia sentencia. 

México, D.F., a 22 de diciembre de 2008. 
El Secretario del Juzgado Décimo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal 

Lic. Sergio Raúl Núñez Cajigal 
Rúbrica. 

(R.- 281864) 
Estados Unidos Mexicanos 
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Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Tercero de Distrito en La Laguna 

Blvd. Independencia 2111 Ote. 
C.P. 27100, Col. San Isidro 

Torreón, Coahuila 

EDICTO 

MEXICO TILE AND CLAY, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE y MAYRA MACIAS CASTOR. 
En los autos del Juicio de Amparo 849/2008, promovido por Rafael López Ibarra, apoderado legal de 

BANCO NACIONAL DE COMERCIO EXTERIOR, SOCIEDAD NACIONAL DE CREDITO, contra actos del 
presidente de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, actuarios adscritos a la Junta Local de Conciliación y 
Arbitraje, Encargado de la Oficina del Registro Público de la Propiedad y del Comercio, Tesorero Municipal 
y Recaudador de Rentas, todos con residencia en Gómez Palacio, Durango, con fechas uno y ocho de 
octubre del año dos mil ocho, se dictaron autos en los cuales se ordena sean emplazados ustedes por edictos 
que se publicarán por (3) tres veces de (7) siete en (7) siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en 
uno de los periódicos de mayor circulación en la ciudad de México, Distrito Federal, haciéndole saber que 
deberá presentarse ante este Juzgado Tercero de Distrito en la Laguna, dentro del término de (30) treinta días 
contados a partir del día siguiente al de la última publicación del presente edicto; a fin de señalar domicilio 
para oír y recibir notificaciones en esta ciudad de Torreón, Coahuila, apercibido que de no comparecer ante 
este Organo Jurisdiccional, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 30, fracción II, de la Ley de 
Amparo, se ordenara notificar por medio de lista las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter 
personal, hasta en tanto señale domicilio cierto y actual para tal fin; además, se hace de su conocimiento que 
la quejosa BANCO NACIONAL DE COMERCIO EXTERIOR, SOCIEDAD NACIONAL DE CREDITO, reclama 
a la Junta Local de Conciliación y Arbitraje en Gómez Palacio, Durango: 

"1.- Todo lo actuado en ejecución de laudo dictado el 23 de mayo de 2005, en el expediente 3/220/2005, 
relativo al juicio laboral seguido ante dicha instancia por LUZ ELENA HERNANDEZ y OTRAS, ya que se 
omitió notificar al Banco que represento para participar en el remate efectuado dentro de dicho procedimiento 
laboral. Reservo el derecho de mi mandante para impugnar por sus propios vicios el ilegal laudo que procede 
de una burda simulación para intentar defraudar los derechos de crédito de mi representada, lo que inclusive 
reviste matices penales que habrán de deducirse ante la autoridad correspondiente. Mi representado no fue 
debidamente citado como Acreedor Hipotecario de la empresa ejecutada en dicho procedimiento, por lo cual 
se violó gravemente su garantía constitucional de audiencia y se le privó de sus derechos para participar en el 
remate y defender sus derechos, como se abundará en los conceptos de violación. 2.- Concretamente se 
impugnan como actos reclamados las diligencias de Embargo y Remate que fueron celebradas el 23 de junio 
y 24 de agosto de 2005, ante dicha autoridad laboral, pues además de violentar la garantía de audiencia del 
Banco hoy Quejoso, contienen numerosas irregularidades que conculcan las formalidades esenciales 
del procedimiento en agravio de mi poderdante. 3.- Asimismo se combate la ilegal actuación del Presidente de 
dicha Junta Responsable, fechada el 13 de enero de 2006, y mediante la cual tuvo por fincado el remate, en el 
procedimiento laboral referido. 4.- Finalmente se reclama de dicha autoridad cualquier acto en ejecución o 
cumplimiento de los anteriores que se tildan de inconstitucionales, particularmente la firma e inscripción 
registral de la escritura que pretendió dar forma a la ilegal adjudicación por remate, así como todo acto 
tendiente a cancelar la hipoteca a favor de mi mandante BANCO NACIONAL DE COMERCIO EXTERIOR, 
S.N.C., en el asiento registral del inmueble rematado. DEL C. ENCARGADO DE LA OFICINA DEL 
REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD DE GOMEZ PALACIO, DURANGO. 1.- La calificación, anotación, 
inscripción, autorización de salida o cualquier acto realizado respecto de la ilegal adjudicación por el remate 
impugnado, derivada del expediente 3/220/2005, de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje en Gómez 
Palacio, Durango. 2.- La cancelación de la hipoteca inscrita a favor de mi mandante BANCO NACIONAL DE 
COMERCIO EXTERIOR, S.N.C. en el asiento registral del inmueble rematado y ubicado en Boulevard 
Armando del Castillo número 655, Parque Industrial Lagunero Cuarta Etapa, en Gómez Palacio, Durango, lote 
9 y 10, Manzana 6, con superficie de 8820.92 metros cuadrados, propiedad inscrita en el Registro Público de 
la Propiedad de esta ciudad bajo la partida número 3300 del Tomo 80-C, Libro 1, de propiedad de fecha 22 de 
septiembre de 1998. 3.- La calificación, anotación, inscripción, autorización de salida o cualquier acto que 
pretende desgravar o transmitir dicho inmueble a favor de cualquier otra persona. DEL TESORERO 
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MUNICIPAL. La recepción y calificación del impuesto sobre traslado de dominio y/o derechos derivados de la 
escritura de adjudicación por el remate impugnado y todas las consecuencias que deriven de dicho acto o 
transmisión administrativa. CC. RECAUDADOR DE RENTAS DE GOMEZ PALACIO, DURANGO: La recepción 
y calificación del impuesto sobre traslado de dominio y/o derechos derivados de la escritura de adjudicación 
por el remate impugnado y todas las consecuencias que deriven de dicho acto o transmisión administrativa. 

Señala como terceros perjudicados a Luz Elena Hernández Hernández, Tania Torres Arratia y Mayra 
Macías Castor; señalando como garantías violadas los artículos 14 y 16, Constitucionales; así mismo solicitó 
la suspensión de los actos reclamados. 

Por auto de tres de julio de dos mil ocho, previa aclaración se admitió a trámite la demanda de garantías, 
ordenándose la apertura de los cuadernos incidentales, solicitándoles a las autoridades responsables sus 
informes justificados, se tuvo como terceros perjudicados a Luz Elena Hernández Hernández, Tania Torres 
Arratia, Mayra Macías Castor, reservándose en proveer sobre el emplazamiento de la diversa tercera 
perjudicada México Tile and Clay, Sociedad Anónima de Capital Variable, hasta en tanto obran las 
constancias del juicio de origen; igualmente se le dio la intervención que legalmente le corresponde al Agente 
del Ministerio Público de la adscripción. Por autos de uno y ocho de octubre de dos mil ocho, previa 
investigación se ordenó el emplazamiento de las terceras perjudicadas México Tile and Clay, Sociedad 
Anónima de Capital Variable y Mayra Macías Castor, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 
fracción II, de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a 
la Ley de Amparo. 

Torreón, Coah., a 16 de octubre de 2008. 
Por autorización de la Juez Tercero de Distrito en La Laguna 

El Secretario 
Lic. David Antonio Mendoza Fuentes 

Rúbrica. 
(R.- 280845)   

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de México 
Naucalpan de Juárez 

EDICTO 

 “INSERTO: Se comunica a los terceros perjudicados IGNACIO GONZALEZ RIVERA, COMPUTACION 
CAPACITACION Y SERVICIOS, SOCIEDAD CIVIL. JOSE DE JESUS SANCHEZ SANCHEZ, LETICIA 
SANCHEZ QUIROZ Y/O CONTABILIDAD EMPRESARIAL MARQUEZ, que en el juicio de amparo 1043/2008-IV, 
del índice del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de México con residencia en Naucalpan de Juárez, 
promovido por Vivero Azul. Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su apoderado legal Daniel 
Hernández Vargas, contra actos del Presidente de la Junta Especial Número Siete de la Local de Conciliación 
y Arbitraje del Distrito Federal y otras autoridades, consistentes en el auto de ejecución con efecto de 
mandamiento y forma de fecha quince de noviembre de dos mil siete, en el que se ordenó el requerimiento de 
pago y embargo a los demandados en el domicilio ubicado en la Calle Nicolás Bravo número cinco, Colonia 
San Cristóbal Ecatepec (Centro) en Ecatepec de Morelos, Estado de México, derivado del laudo de fecha 
siete de septiembre de dos mil siete, dictado en el expediente laboral 1660/2004; se ordenó emplazarlos para 
que comparezcan al juicio constitucional de que se trata en defensa de sus intereses dentro del término de 
treinta días, contado a partir del día siguiente al de la última publicación del presente; y se les requiere para 
que señalen domicilio para oír y recibir notificaciones en Naucalpan de Juárez, Estado de México, apercibidos 
que de no hacerlo así, las subsecuentes notificaciones, aún las personales se le harán por lista.” 

PARA SU PUBLICACION EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACION Y EN EL PERIODICO DE 
MAYOR CIRCULACION, POR TRES VECES DE SIETE EN SIETE DIAS. 

Naucalpan de Juárez, Edo. de Méx., a 2 de diciembre de 2008. 
El Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de México 

Lic. Cuauhtémoc Guido Romero 
Rúbrica. 

(R.- 281162) 
Estados Unidos Mexicanos 
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Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal 

EDICTO 

TERCERO PERJUDICADO: 
FRANCISCO JAVIER ESCRIBANO GUTIERREZ 
En los autos del juicio de amparo número 948/2008-III(A), promovido por Ivonne Chávez Vásquez, 

Apoderada Legal de Intercam Casa de Cambio, S.A. de C.V. contra actos del Juez Trigésimo Cuarto Penal del 
Distrito Federal; al haber sido señalado como tercero perjudicado y desconocerse su domicilio actual, con 
fundamento en el artículo 30, fracción II, de la Ley de Amparo, así como en el artículo 315 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de la Materia, se ordena su emplazamiento a 
juicio por medio de edictos, los que se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de 
la Federación, en el periódico de mayor circulación en la República y en los estrados de este Juzgado de 
Distrito, haciendo de su conocimiento que en la Secretaría de este Juzgado queda a su disposición copia 
simple de la demanda de amparo, contando con un término de treinta días a partir de la ultima publicación de 
tales edictos, para que ocurra ante éste órgano de Control Constitucional, por su propio derecho o a través de 
representante legal, a hacer valer sus derechos; apercibido que en caso de no señalar domicilio para oír y 
recibir notificaciones dentro del territorio donde ejerce jurisdicción este Juzgado, las subsecuentes 
notificaciones, aún las de carácter personal, se practicarán por medio de lista que se publica en este Juzgado, 
conforme lo dispuesto en el artículo 30, fracción I, de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Atentamente 
Ciudad de México, D.F., a 27 de noviembre de 2008. 

El Secretario del Juzgado Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal 
Lic. Héctor Jesús Hernández Romero 

Rúbrica. 
(R.- 281220)   

Estados Unidos Mexicanos 
Estado de Jalisco 

Poder Judicial 
Consejo de la Judicatura del Estado de Jalisco 

Primer Partido Judicial 
Juzgado Sexto de lo Mercantil 

EDICTO 

REMATESE EN EL LOCAL DE ESTE JUZGADO SEXTO MERCANTIL, DEL PRIMER PARTIDO JUDICIAL, 
EL DIA 29 VEINTINUEVE DE ENERO DEL AÑO 2009 DOS MIL NUEVE, A LAS 11:00 ONCE HORAS, 
DENTRO DEL JUICIO MERCANTIL EJECUTIVO PROMOVIDO POR RAFAEL MIJANGOS RIOS, EN 
CONTRA DE REYES ESTRADA ESTRELLA, NUMERO DE EXPEDIENTE 2146/2005, EL SIGUIENTE BIEN: 

El 50% cincuenta por ciento, del departamento marcado con el numero 8, torre B, numero exterior 2700, 
de la Calle Malaga, Colonia Santa Elena Alcalde de Guadalajara, Jalisco, la cual se encuentra registrada bajo 
libro 1149, de la Sección Inmobiliaria, documento 17, orden 259598, del Registro Publico de la Propiedad. 

Siendo la cantidad que servirá de base para el remate del 50% del inmueble embargado en autos 
la de $170,000.00 (CIENTO SETENTA MIL PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL); SEGUN EL AVALUO 
PRACTICADO EN AUTOS. 

CITENSE POSTORES, SIENDO POSTURA LEGAL LAS DOS TERCERAS PARTES DEL VALOR DEL 
AVALUO. 

Atentamente 
Guadalajara, Jal., a 11 de diciembre de 2008. 

El C. Secretario de Acuerdos 
Lic. Francisco Rodrigo Flores González 

Rúbrica. 
(R.- 281455) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito en el Estado de México, 
con residencia en Naucalpan de Juárez 

EDICTO 

JORGE CARVALLO HERNANDEZ 
Con fundamento en los artículos 30, fracción II, de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por auto de veintiuno de noviembre 
del año en curso, se ordena emplazar por medio del presente edicto al tercero perjudicado Jorge Carvallo 
Hernández, a costa de la parte quejosa, dentro del juicio de amparo 1185/2008, promovido por Rafaela Delfín 
Pardiño, por propio derecho, contra actos de la Primera Sala Familiar de la Regional de Tlalnepantla, del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado de México; se le hace saber que los edictos deberán publicarse por 
tres veces de siete en siete días cada uno, y el tercero perjudicado deberá apersonarse al presente juicio 
dentro del término de treinta días contados a partir del día siguiente al de la última publicación, para que haga 
valer lo que a sus intereses convenga, asimismo hágase de su conocimiento que está a su disposición en la 
Secretaria de este Juzgado las copias de la demanda a efecto de que se emplace a la misma. 

LO QUE COMUNICO PARA SU CONOCIMIENTO Y EFECTOS LEGALES PROCEDENTES. 

Naucalpan de Juárez, Edo. de Méx., a 21 de noviembre de 2008. 
La Secretaria del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de México 

Lic. Josefina Enríquez Rodríguez 
Rúbrica. 

(R.- 281490)   
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Tercero de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco 

Guadalajara, Jalisco 
EDICTO A: 

CALLEROS GRUPO CONSTRUCTOR, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE; 
CALLEROS MAQUINARIA Y EQUIPO, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE; 
CALLEROS GRUPO URBANIZADOR, EDIFICADOR E INMOBILIARIO, SOCIEDAD ANONIMA DE 

CAPITAL VARIABLE 
SARA GOMEZ VILLAFAÑA, 
En el juicio de amparo 135/2008-I, promovido por CRISTOBAL DELGADILLO GONZALES, contra actos 

de LA TERCERA SALA DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, consistente en la 
resolución de fecha diecisiete de enero de dos mil ocho, dictada en los autos del toca de apelación 1208/2007 
que resuelve el recurso de apelación interpuesto en contra del auto de cinco de septiembre de dos mil siete 
pronunciado en el expediente 2852/1999 del índice del Juzgado Tercero de lo Mercantil de esta ciudad en la 
que se reconoció el contrato de cesión oneroso de créditos y derechos litigiosos que celebran HSBC MEXICO, 
SOCIEDAD ANONIMA (cedente) y ADMINISTRADORA BLUE 2234, SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD 
LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE (cesionaria); lo que considera una violación a los artículos 14 y 16 
Constitucionales; por tanto, se ordena emplazarles por edictos para que comparezcan, si a su interés 
conviene, en treinta días contados a partir del día siguiente al de la última publicación, con el apercibimiento 
que de no comparecer por sí, por apoderado o gestor, las ulteriores notificaciones les serán practicadas por 
medio de lista de acuerdos que se fije en los estrados de este Juzgado; para la celebración de la audiencia 
constitucional se fijaron las DIEZ HORAS CON TREINTA MINUTOS DEL VEINTISIETE DE FEBRERO DE 
DOS MIL NUEVE. 

Guadalajara, Jal., a 15 de diciembre de 2008. 
El Secretario 

Lic. Carlos Enrique Ramírez Iñiguez 
Rúbrica. 

(R.- 281527) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de México 
Naucalpan de Juárez 

Exp. 1250/2008-D 
EDICTO 

JOSE ANTONIO DELGADO ANGELES, promovió juicio de garantías número 1250/2008-D, contra actos 
que reclama del JUEZ DECIMO PRIMERO DE LO CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE TLALNEPANTLA, CON RESIDENCIA EN ATIZAPAN DE ZARAGOZA, ESTADO DE MEXICO, 
consistente en la sentencia interlocutoria de veintinueve de agosto de dos mil ocho, dictada en el expediente 
12/2008. 

En el juicio de amparo 1250/2008-D, se han señalado las DIEZ HORAS CON CINCUENTA MINUTOS DEL 
DOCE DE ENERO DE DOS MIL NUEVE, para que tenga verificativo la audiencia constitucional. 

Se señaló como tercero perjudicado a la SUCESION TESTAMENTARIA A BIENES DE SALVADOR 
ENCISO DE LA VEGA A TRAVES DE SU ALBACEA SALVADOR ENCISO SANCHEZ y, toda vez que se 
desconoce el domicilio actual y correcto de dicha parte, se ordena su notificación por medio de edictos, para 
que se presente dentro del término de TREINTA DIAS contados a partir del siguiente al de la última 
publicación, en el local que ocupa este Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de México, con residencia en 
Naucalpan de Juárez, ubicado en Boulevard Toluca, número 4, Quinto Piso, Colonia Industrial, código postal 
53370, Naucalpan de Juárez, Estado de México, quedando a su disposición en la secretaría de este juzgado 
federal las copias de traslado correspondientes. Si no se presenta en ese término, por sí o por apoderado que 
pueda representarlo, se seguirá el juicio en su rebeldía y las ulteriores notificaciones, aun las de carácter 
personal, le surtirán efectos por medio de las listas que se fijen en los estrados de este juzgado federal. 

Naucalpan de Juárez, Edo. de Méx., a 15 de diciembre de 2008. 
La Secretaria del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de México 

Lic. Ivonne Janet Herrera Roblero 
Rúbrica. 

(R.- 281866)   
Estados Unidos Mexicanos 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 

México 

Juzgado Segundo de Paz Civil 

EDICTO 

SE CONVOCA POSTORES 

En cumplimiento a lo ordenado por diverso auto de fecha dieciocho de noviembre del año en curso, 

dictados en el juicio EJECUTIVO MERCANTIL, promovido por BRICIO ETELBERTO GOVEA VALENCIA en 

contra de JOSE LUIS LOPEZ ORDUÑO, expediente número 1106/2007, se ordena SACAR A REMATE 

EN PRIMERA Y PUBLICA ALMONEDA, los derechos del bien inmueble embargado en autos, consistente en; 

EL DEPARTAMENTO 202, EDIFICIO EN CONDOMINIO FRANCISCO ZARCO, UBICADO EN LA CALLE DE 

LERDO 272, UNIDAD UH-2 SUBDELEGACION DE TALATELOLCO DEL CONJUNTO URBANO 

PRESIDENTE ADOLFO LOPEZ MATEOS, DELEGACION CUAUHTEMOC, señalándose para tal efecto, las 

DIEZ 10:00 HORAS DEL DIA SIETE DE ENERO DEL AÑO DOS MIL NUEVE, sirviendo de base para el 

remate, la cantidad de $601,000.00 (SEISCIENTOS UN MIL PESOS 00/100 M.N.), precio mas alto fijado por 

perito de la actora, siendo postura legal la que cubra las DOS TERCERAS PARTES de dicho precio. 

México, D.F., a 28 de noviembre de 2008. 

El C. Secretario de Acuerdos del Juzgado Segundo de Paz Civil 

Lic. Francisco Valencia Valencia 
Rúbrica. 

(R.- 281964) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal 
EDICTO 

EN LA CAUSA 163/2008-II, DEL INDICE DE ESTE ORGANO JURISDICCIONAL, INSTRUIDA A MARISELA 
BAEZ TOVAR, POR EL DELITO DE CONTRA LA SALUD, SE DICTO UN AUTO QUE A LA LETRA DICE: 

“México, Distrito Federal; dieciocho de diciembre de dos mil ocho. 
Con fundamento en el artículo 21, párrafo segundo, del Código Federal de Procedimientos Penales, 

glósese el comunicado firmado por el Subdirector de Información y Estadística de la Dirección del Registro 
Público del Transporte de la Secretaría de Transporte y Vialidad del Distrito Federal, a través del cual hace del 
conocimiento que en su base de datos no se encontró registro a nombre de Luís Antonio Sánchez Quintana; 
téngase por informado lo anterior, para los efectos legales a que haya lugar. 

Asimismo, glósese el oficio de cuenta, mediante el cual el Segundo Subcomandante de la Subdirección de 
Asignación y Cumplimiento de la Agencia Federal de Investigación de la Procuraduría General de la 
República, informa las gestiones a efecto de dar cumplimiento a lo ordenado en proveído de diez del mes en 
curso, relativo a la localización del testigo Sánchez Quintana, de las cuales se advierte que no logró ubicarlo; 
téngase por informado lo anterior, para los efectos legales a que haya lugar. 

En ese tenor y toda vez que constan agregados los informes requeridos a diversas autoridades 
administrativas, de los cuales no se obtuvo otro dato para la ubicación de diversos domicilios donde pueda ser 
notificado el ateste en comento; en consecuencia, con fundamento en los artículos 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos 41 y 83 del Código Federal de Procedimientos Penales, se ordena 
citarlo por medio de la publicación de Edicto en el periódico nacional Excélsior, así como en el Diario Oficial de 
la Federación, a efecto de que comparezca en el local de este órgano jurisdiccional sito en Jaime Nunó 175, 
colonia Zona Escolar, delegación Gustavo A. Madero, edificio anexo al Reclusorio Preventivo Varonil Norte de 
esta ciudad, a las ONCE HORAS DEL OCHO DE ENERO DE DOS MIL NUEVE, para el desahogo de la 
ampliación de declaración a su cargo; y, toda vez que este Juzgado, no cuenta con recursos económicos y 
materiales para realizar dichas publicaciones, gírese atento oficio al Director General de Comunicación Social 
del Consejo de la Judicatura Federal, para que instruya a quien corresponda realice los trámites 
correspondientes para la publicación del presente proveído en dicho medio informativo y Diario Oficial dos de 
enero de dos mil nueve, por lo cual se solicita atentamente envíe a este órgano jurisdiccional un ejemplar que 
contenga la publicación del edicto correspondiente.  

En esas condiciones, y vista la certificación que antecede se advierte que no fue posible el desahogo de la 
ratificación de cartas de recomendación expedidas por Norma A. Ravelo Ruiz, Dulce Nelly Guzmán Lovera, 
Teofila Ortega Chávez, Reyna Oropeza Alvarez, Ana María García, Antonio Silva Medina, María de Lourdes 
Rodríguez I. y Alfredo Pedroza Hernández, en virtud de que no comparecieron los atestes de referencia; en 
obvio de mayores dilaciones, con fundamento en el artículo 41, 206, 240 y 241, del Código Federal de 
Procedimientos Penales, se a partir de las ONCE HORAS DEL OCHO DE ENERO DE DOS MIL NUEVE, para 
que tenga verificativo las diligencias señaladas. 

En preparación, cítese a las partes, por cuanto hace a la presentación de los testigos aludidos, su 
presentación queda a cargo de la defensa por conducto de la procesada, en virtud de que se comprometió a 
presentarlos; apercibido que en caso de no hacerlo, se tendrán por no desahogadas las probanzas de su 
intención por falta de interés.  

Respecto a la presentación de la procesada MARISELA BAEZ TOVAR, toda vez que se encuentra interna 
en el Centro Femenil de Readaptación Social Santa Martha Acatitla, con fundamento en el artículo 46, último 
párrafo, del código adjetivo de la materia, gírese oficio a la Directora de dicho centro carcelario, para que la 
PRESENTE PUNTUALMENTE tras la reja de prácticas de este Juzgado, el día y hora señalado; apercibida 
que de no acatar lo aquí ordenado se le impondrá una medida de apremio equivalente a treinta días de salario 
mínimo general vigente en esta ciudad, de conformidad con el artículo 44, fracción I, del Código Federal de 
Procedimientos Penales. 

Notifíquese personalmente.  
Así, lo proveyó Silvia Carrasco Corona, Juez Primero de Distrito de Procesos Penales Federales en el 

Distrito Federal, ante Christi Janet Arellanos Alonso, Secretaria con quien actúa y da fe.”. 
Atentamente 

El Juez Primero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal 
Silvia Carrasco Corona 

Rúbrica. 
La Secretaria del Juzgado Primero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal 

Christi Janet Arellanos Alonso 
Rúbrica. 

(R.- 281833) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco 
Guadalajara, Jalisco 

EDICTO 

DIRIGIDO A: 
ALEJANDRO BARAJAS PEREZ Y MARTHA DELIA ALONZO GUTIERREZ DE BARAJAS. 
Amparo 968/2008-III promovido Banco Mercantil del Norte Sociedad Anónima, Institución de Banca 

Múltiple, Grupo Financiero Banorte, a través de su apoderado general judicial para pleitos y cobranzas Rafael 
Castro González, contra actos Juez Cuarto Civil ciudad del que reclama: la interlocutoria de diez de 
septiembre de dos mil ocho, que aprobó en forma parcial incidente de liquidación de sentencia. Por acuerdo 
de hoy ordenó por ignorarse domicilio terceros perjudicados Alejandro Barajas Pérez y Martha Delia Alonzo 
Gutiérrez de Barajas empláceseles por edictos. Señalándose las diez horas marzo dos de dos mil nueve para 
celebración audiencia constitucional, quedando a disposición copias demanda Secretaría del Juzgado. 
Haciéndoles saber deberá presentarse, si así es su voluntad, por sí, apoderado o gestor que pueda 
representarlos, a deducir sus derechos ante este Juzgado Segundo de Distrito en Materia Civil en el Estado 
de Jalisco, en el procedimiento antes mencionado, dentro treinta días contados a partir última publicación, en 
caso de no comparecer a señalar domicilio para recibir notificaciones se practicarán por lista aún carácter 
personal artículo 28 fracción II Ley Amparo. 

Guadalajara, Jal., a 16 de diciembre de 2008. 
La Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco 

Lic. Ana Gema González Moctezuma 
Rúbrica. 

(R.- 281965)   
AVISO AL PUBLICO 

REQUISITOS NECESARIOS PARA LA INSERCION DE DOCUMENTOS A PUBLICAR: 
• Escrito dirigido al Director General Adjunto del Diario Oficial de la Federación, solicitando la publicación 

de su documento, con dos copias legibles. 
• Original del documento a publicar en papel membretado, con sello legible, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo, sin alteraciones y acompañado de dos copias legibles. 
• En caso de documentos a publicar de empresas privadas, deberá anexar copia de la cédula del R.F.C. 
• En caso de licitación pública o estado financiero, necesariamente deberá acompañar su documentación 

con un disquete en cualquier procesador WORD. 
• El pago por derechos de publicación deberá efectuarse mediante el esquema para pago de derechos 

e5cinco del SAT en ventanilla bancaria o a través de Internet, con la clave de referencia 014001743 y la 
cadena de la dependencia 22010010000000. El comprobante de pago deberá presentarse (el original que 
devuelve la institución bancaria o la impresión original del pago realizado en Internet), acompañado de una 
copia simple. El original del pago será resguardado por esta Dirección. 

LAS PUBLICACIONES SE PROGRAMARAN DE LA SIGUIENTE FORMA: 
• Las convocatorias para concursos de adquisiciones, arrendamientos, obras y servicios del sector público 

recibidas los días miércoles, jueves y viernes, se publicarán el siguiente martes, y las recibidas en lunes y 
martes, se publicarán el siguiente jueves. 

• Avisos, edictos, balances finales de liquidación, convocatorias de enajenación de bienes y convocatorias 
de asambleas se publicarán cinco días hábiles después de la fecha de recibido y pagado, y tres días después 
si se acompañan con disquete, mientras que los estados financieros, de acuerdo al espacio disponible para 
publicación. 

• El disquete deberá contener un solo archivo con toda la información. 
• Por ningún motivo se recibirá documentación que no cubra los requisitos antes señalados. 
• Horario de recepción de 9:00 a 13:00 horas, de lunes a viernes. 
• Teléfonos: 50 93 32 00 y 51 28 00 00, extensiones 35078, 35079, 35080 y 35081. Fax extensión 35076. 

Nota: Si envía la documentación por correspondencia o mensajería, favor de anexar guía prepagada de la 
mensajería de su preferencia, correctamente llenada, para poder devolverle la forma fiscal que le 
corresponde. 

Atentamente 
Diario Oficial de la Federación 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial del Estado de Michoacán 

Juzgado Cuarto Civil 
Morelia, Mich. 

EDICTO 
Segunda Almoneda 
Que dentro de los autos que integran el Juicio Ejecutivo Mercantil, número 1357/2006, que en ejercicio de 

la acción cambiaria directa y sobre pago de pesos, promueve María Dolores Zarco Villa, frente a Rosario 
Cervin Parra, se ordenó sacar a remate el siguiente bien inmueble: 

UNICO.- Casa habitación ubicada en la calle Virreyna número 64 sesenta y cuatro, del Fraccionamiento 
Eduardo Ruíz, de esta Ciudad, con las siguientes medidas y colindancias: Al Norte 16.36 metros con el lote 
número 7 siete, al sur 16.42 metros con el lote número 9 nueve, al oriente 7.00 metros con calle y al poniente 
7.00 metros con el lote número 25 veinticinco, con una superficie de 114.73 metros cuadrados.- 

La audiencia de remate en su segunda almoneda judicial, tendrá verificativo a las 11:00 once horas del día 
13 trece de enero del año 2009 dos mil nueve.- 

Convóquense postores a la celebración de la misma, mediante la publicación de 1 un edicto con 5 cinco 
días de anticipación, en los estrados de este Juzgado, así como en el Diario Oficial de la Federación.- 

Servirá como base del remate la cantidad de $438,899.85 cuatrocientos treinta y ocho mil ochocientos 
noventa y nueve pesos 85/100, Moneda Nacional, y es como postura legal la que cubra las 2/3 dos terceras 
partes de dicha suma.- 

Morelia, Mich., a 10 de noviembre de 2008. 
El Secretario de Acuerdos del Juzgado Cuarto Civil de Primera Instancia de este Distrito Judicial 

Lic. Enock Iván Barragán Estrada 
Rúbrica. 

(R.- 281031) 
 

AVISOS GENERALES 
 

 
 

Estados Unidos Mexicanos 
Senado de la República 

LIX Legislatura 
EDICTO 

Al C. GREGORIO ANICETO PADILLA 
Representante Legal de TAYSON AIRE FRIO, S.A. DE C.V. 
En cumplimiento a lo ordenado por auto de fecha 4 de diciembre de dos mil ocho dictado en los autos del 

Procedimiento de Rescisión Administrativa número RES-01-08 seguido por la Dirección General de Asuntos 
Jurídicos Administrativos de la Cámara de Senadores, se ordenó la notificación de la Resolución de Rescisión 
Administrativa dictada el once de noviembre de dos mil ocho en dicho procedimiento, por ignorarse su 
domicilio y de la que se desprenden los siguientes puntos resolutivos y que a la letra dicen: PRIMERO.- Ha 
resultado procedente el presente Procedimiento de Rescisión Administrativa de contrato, en donde quedó 
plenamente acreditado el incumplimiento del proveedor, conforme a los términos del CONSIDERANDO 
SEXTO de esta Resolución, en consecuencia. SEGUNDO.- Se declara la Rescisión Administrativa del 
contrato que bajo la forma de orden de trabajo y/o servicios número TS-0216 se precisa en el 
CONSIDERANDO PRIMERO de esta Resolución, el que para los efectos conducentes se tiene aquí por 
reproducido íntegramente como si a la letra se insertase. TERCERO.- Los servidores públicos de la Cámara 
de Senadores deberán abstenerse de solicitar y recibir propuestas o celebrar contratos con TAYSON AIRE 
FRIO, S.A. DE C.V., impedimento que deberá prevalecer durante un año calendario contado a partir de la 
fecha de la presente resolución. CUARTO.- No se hace especial pronunciamiento respecto de la pena 
convencional que en su caso proceda aplicar al proveedor incumplido, por lo que se dejan a salvo los 
derechos, que con relación a la aplicación de la misma y su cobro, corresponden a la unidad operativa 
facultada para tales efectos, de conformidad con lo previsto en el Manual de Normas para Adquisiciones, 
Arrendamientos, Prestación de Servicios y Obras Públicas de esta Cámara. QUINTO.- NOTIFIQUESE 
PERSONALMENTE esta resolución a TAYSON AIRE FRIO, S.A. DE C.V., por conducto de su Representante 
Legal, para todos los efectos legales y administrativos a que haya lugar. SEXTO.- NOTIFIQUESE y remítase 
copia de esta Resolución a la Dirección General de Recursos Materiales y Servicios Generales y a la 
Secretaría General de Servicios Administrativos de esta Cámara, para los efectos legales que a sus 
atribuciones y facultades correspondan. Así lo resolvió y firma el Director General de Asuntos Jurídicos 
Administrativos de la Cámara de Senadores, Lic. Carlos Cravioto Cortés. 

México, D.F., a 18 de diciembre de 2008. 
El Director General de Asuntos Jurídicos Administrativos de la Cámara de Senadores 

Lic. Carlos Cravioto Cortés 
 Rúbrica. (R.- 281972) 

HSBC MEXICO, S.A. 
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INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO FINANCIERO HSBC 
DIVISION FIDUCIARIA 

EN SU CARACTER DE FIDUCIARIO EN EL FIDEICOMISO 
EMISOR NUMERO F/242837 (ANTES F/00051) Y 

EN EL FIDEICOMISO DE GARANTIA NUMERO F/242845 (ANTES F/00052) 
CONVOCATORIA A LOS TENEDORES DE CERTIFICADOS BURSATILES 

(SAGUSCB 04) 
Conforme a lo establecido en el Título y Prospecto de Colocación que ampara la emisión de los 

Certificados Bursátiles con clave de pizarra SAGUSCB 04 efectuada el pasado 7 de diciembre de 2004, se 
convoca a los tenedores de los Certificados Bursátiles a una Asamblea General de Tenedores, la cual tendrá 
verificativo el próximo día 22 de enero de 2009 a las 11:00 horas, en el domicilio, ubicado en avenida Lázaro 
Cárdenas número 24,000, edificio Los Soles Despacho PA-1, colonia Residencial San Agustín, código postal 
66220, en Monterrey, N.L. 

La Asamblea se ocupará de los asuntos incluidos en el siguiente: 
ORDEN DEL DIA 

I. Lista de asistencia, verificación de quórum e instalación de la Asamblea. 
II. Informe del fiduciario emisor, sobre el estado que guarda el patrimonio del Fideicomiso F/242837 (antes 

F/00051) al 31 de diciembre de 2008. 
Resoluciones al respecto. 
III. Informe del Representante Común, sobre el estado que guarda la emisión de los Certificados Bursátiles 

en circulación al 31 de diciembre de 2008. 
Resoluciones al respecto. 
IV. Informe de Inmobiliaria Valle de Colorines, S.A. de C.V., en su carácter de Administrador de Cobranza 

de los Derechos de Cobro de los contratos de Arrendamiento Fideicomitidos en el Fideicomiso F/242837 
(antes F/00051) al 31 de diciembre de 2008. 

Resoluciones al respecto. 
V. Informe de Inmobiliaria Valle de Colorines, S.A. de C.V., respecto de las obras de reacondicionamiento 

efectuadas en la Plaza Fiesta San Agustín y propuesta para el pago del costo de dichas obras. 
Resoluciones al respecto. 
VI. Designación de delegados especiales, en su caso. 
Para que los Tenedores puedan asistir a la Asamblea que se convoca, deberán exhibir en las oficinas del 

Representante Común, ubicadas en Cerrada Tecamachalco número 45, colonia Reforma Social, código postal 
11650, México, Distrito Federal, a más tardar a las 18:00 horas del día hábil inmediato anterior a su 
celebración, las constancias que para tal efecto expida la S.D. Indeval Institución para el Depósito de Valores, 
S.A. de C.V. y el listado que a tal efecto expida la Casa de Bolsa correspondiente, respecto de los Certificados 
Bursátiles de los cuales son titulares a efecto de que el Representante Común les expida los respectivos 
pases de admisión. Los tenedores podrán hacerse representar en la Asamblea por apoderado, acreditado con 
simple carta poder. 

México, D.F., a 26 de diciembre de 2008. 
Representante Común de los Tenedores 

Casa de Bolsa Multiva, S.A. de C.V. 
Grupo Financiero Multiva 

Representante Legal 
Lic. Jaime Víctor Torres Argüelles 

Rúbrica. 
(R.- 281979)   

GRUPO INDUSTRIAL BACARDI DE MEXICO, S.A. DE C.V. 
AVISO 

Por acuerdo de la asamblea ordinaria de accionistas de GRUPO INDUSTRIAL BACARDI DE MEXICO, 
S.A. DE C.V., de fecha 25 de noviembre de 2008, se acordó la disminución del capital social en su parte 
variable, por la cantidad de $331’694,000.00 (trescientos treinta y un millones seiscientos noventa y cuatro mil 
pesos 00/100 M.N.) mediante el reembolso a los accionistas. 

El presente aviso se publicará por tres veces con intervalos de diez días, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo noveno de la Ley General de Sociedades Mercantiles, así como en los estatutos sociales, para 
los efectos legales a que haya lugar. 

México, D.F., a 25 de noviembre de 2008. 
Secretario del Consejo de Administración 
Lic. Juan Martínez del Campo Herrero 

Rúbrica. 
(R.- 281598) 

GRUPO AEROPORTUARIO DEL SURESTE 
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TARIFAS PARA EL SERVICIO DE ESTACIONAMIENTO DE AUTOS 
VIGENTES A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2009 

AEROPUERTO DE CANCUN, S.A. DE C.V. 
Servicio Tarifa

Primera hora o fracción 25.46
Fracción de 15 minutos adicional a la primera hora 6.37
Pernocta (por cada 24 horas) 150.00
Pensión mensual público en general concesionarios comerciales 681.82
Pensión mensual aerolíneas 545.46
Estacionamiento de empleados (con TIA) (por evento) 25.46
Estacionamiento de empleados (pernocta o más de 24 horas y por cada 24 horas) 140.91
Boleto perdido 150.00
Tarifas expresadas en pesos. 
Las tarifas anteriores no incluyen IVA, el cual se trasladará en los términos de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado. 
AEROPUERTO DE HUATULCO, S.A. DE C.V. 

Servicio Tarifa
Primera hora o fracción 24.35
Fracción de 15 minutos adicional a la primera hora 6.09
Pernocta (24 horas) 143.48
Pensión mensual público en general 769.57
Pensión mensual aerolíneas y concesionarios 391.31
Boleto perdido 143.48
Tarifas expresadas en pesos. 
Las tarifas anteriores no incluyen IVA, el cual se trasladará en los términos de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado. 
AEROPUERTO DE MERIDA, S.A. DE C.V. 

Servicio Tarifa
Primera hora o fracción 24.35
Fracción de 15 minutos adicional a la primera hora 6.09
Pernocta (24 horas) 143.48
Pensión mensual público en general 652.18
Boleto perdido 143.48
Tarifas expresadas en pesos. 
Las tarifas anteriores no incluyen IVA, el cual se trasladará en los términos de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado. 
AEROPUERTO DE MINATITLAN, S.A. DE C.V. 

Servicio Tarifa
Primeras tres horas o fracción 34.79
Hora adicional a las primeras tres horas 8.70
Pernocta (24 horas) 143.48
Pensión mensual 747.83
Boleto perdido 143.48
Tarifas expresadas en pesos. 
Las tarifas anteriores no incluyen IVA, el cual se trasladará en los términos de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado. 
AEROPUERTO DE OAXACA, S.A. DE C.V. 

Servicio Tarifa
Primera hora o fracción 24.35
Fracción de 15 minutos adicional a la primera hora 6.09
Pernocta (24 horas) 143.48
Pensión mensual 721.74
Boleto perdido 143.48
Tarifas expresadas en pesos. 
Las tarifas anteriores no incluyen IVA, el cual se trasladará en los términos de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado. 
AEROPUERTO DE TAPACHULA, S.A. DE C.V. 

Servicio Tarifa
Primera hora o fracción 24.35
Fracción de 15 minutos adicional a la primera hora 6.09
Pernocta (24 horas) 143.48
Pensión mensual 721.74
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Boleto perdido 143.48
Tarifas expresadas en pesos. 
Las tarifas anteriores no incluyen IVA, el cual se trasladará en los términos de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado. 
AEROPUERTO DE VERACRUZ, S.A. DE C.V. 

Servicio Tarifa
Primera hora o fracción 24.35
Fracción de 15 minutos adicional a la primera hora 6.09
Pernocta (24 horas) 143.48
Pensión mensual 886.96
Boleto perdido 143.48
Tarifas expresadas en pesos. 
Las tarifas anteriores no incluyen IVA, el cual se trasladará en los términos de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado. 
AEROPUERTO DE VILLAHERMOSA, S.A. DE C.V. 

Servicio Tarifa
Primeras dos horas o fracción 24.35
Fracción de 15 minutos adicional a las primeras dos horas 6.09
Pernocta (24 horas) 143.48
Pensión mensual 652.17
Boleto perdido 121.74
Tarifas expresadas en pesos. 
Las tarifas anteriores no incluyen IVA, el cual se trasladará en los términos de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado. 
México, D.F., a 29 de diciembre de 2008. 

Responsable 
Representante Legal 

Lic. Fernando Rojas López 
Rúbrica. 

(R.- 281971)   
EMPRESAS INMOBILIARIAS DE MEXICO, S. DE R.L. DE C.V. 

(EN LIQUIDACION) 
BALANCE GENERAL AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2008 

Con base a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, se publica el 
balance final de liquidación de la sociedad Empresas Inmobiliarias de México, S. de R.L. de C.V., al 30 de 
noviembre de 2008: 

(cifras en pesos) 
Activo  
Efectivo  $64,546.30
Otras cuentas por cobrar  $744,893.65
Activo Total  $809,439.95
Pasivo  
Otros  $24,129.55
Pasivo Total  $24,129.55
Capital Contable  
Capital Social $20,666,422.33 
Resultado de ejercicios anteriores (19,881,111.93) 
Total capital contable  $785,310.40
Total pasivo y capital  $809,439.95

La parte que a cada accionista corresponda en el haber social se distribuirá en proporción a la 
participación que cada uno de los accionistas tenga en el mismo. 

México, D.F., a 30 de noviembre de 2008. 
Liquidador 

Benito Adolfo Tagle Jiménez 
Rúbrica. 

(R.- 281896) 
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GRUPO AEROPORTUARIO DEL SURESTE 

CATALOGO DE TARIFAS PARA ARRENDAMIENTO DE BIENES MUEBLES E INMUEBLES 2009 

   Renta mensual 
Aeropuertos 

Tipo de bien Unidad de cobro Nivel OAX. TAP. VER. VSA. 
Bodega Dentro de Area Terminal M2 A $491.65 $488.34 $491.65 $491.65 

B $223.26 $223.26 $223.26 $222.60 
Bodega Fuera de Area Terminal M2 A $66.37 $66.37 $66.37 $66.37 

B $30.66 $26.55 $23.89 $34.77 
C     

Espacio para Mostrador M2 A $1,287.53 $514.35 $483.28 $473.87 
Espacio para Mostrador área de llegada Unidad A     
Hangar M2 A $30.13 $22.96 $30.13 $29.20 

B $23.10 $20.97 $23.10 $23.10 
C $17.79 $18.85 $17.79 $17.79 
D $15.80 $13.66 $13.66 $13.66 

Local de Op. y Mtto. Dentro de Area Terminal M2 A $482.36 $491.65 $482.36 $482.36 
B $284.58 $284.58 $284.58 $284.58 

Local de Op. y Mtto. Fuera de Area Terminal M2 A $144.69 $144.69 $144.69 $144.69 
B $106.19 $106.19 $106.19 $106.19 
C $31.99 $23.89 $24.56 $31.99 

Local de Usos Múltiples Fuera de Area Terminal M2 A $34.51 $32.26 $34.51 $34.51 
B $29.73 $25.09 $29.73 $29.73 
C $18.58 $18.04 $22.57 $22.57 

Posición de Documentación Unidad A $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 
B $1,293.77 $1,293.77 $1,293.77 $1,293.77 

Módulo de Documentación Unidad A $5,176.68 $5,176.68 $5,176.68 $5,176.68 
Mostrador de Venta Unidad A $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 
Módulo de Venta Unidad A $4,382.78 $4,382.78 $4,382.78 $4,382.78 
Oficina de Venta M2 A $876.06 $876.06 $876.06 $876.06 
Oficina Dentro de Area Terminal M2 A $564.39 $564.39 $564.39 $564.39 

B $486.48 $470.02 $465.91 $468.56 
C $373.53 $389.57 $373.53 $373.53 
D $275.57 $287.37 $275.57 $275.57 
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Oficina Fuera de Area Terminal M2 A $272.11 $272.11 $272.11 $272.11 
B $132.73 $132.73 $132.73 $132.73 
C $69.02 $69.02 $69.02 $69.02 
D $30.00 $23.50 $24.56 $30.00 
E $21.23 $21.23 $21.23 $24.56 

Oficina Fuera de Area Terminal (No Aerolíneas) M2 A     
Terreno Fuera de Area Terminal M2 A $37.16 $37.16 $37.16 $37.16 

B $13.94 $11.28 $13.94 $13.94 
Terreno para Construcción M2 A $25.88 $25.23 $25.88 $25.88 

B $19.12 $19.12 $19.90 $19.12 
C $16.72 $10.88 $16.72 $16.72 
D $11.82 $7.71 $11.82 $11.82 
E $9.82 $6.38 $9.82 $9.82 
F $7.71 $5.03 $7.71 $7.71 
G $3.05 $2.00 $3.05 $3.05 

Terreno para Guarda de Equipo M2 A $22.29 $19.38 $22.29 $22.29 
B $13.14 $15.26 $15.52 $15.52 
C $11.82 $10.62 $11.95 $11.82 

Terreno para Transportación Terrestre M2 A $23.89 $23.89 $23.89 $23.89 
B $13.01 $13.01 $13.01 $13.01 

Local para Transportación Terrestre M2 A $403.25 $403.25 $403.25 $403.25 
B $342.45 $342.45 $342.45 $342.45 
C $243.84 $222.60 $243.84 $243.84 
D $76.59 $76.59 $76.59 $76.59 

Espacio para Venta de Boletos de Transportación 
Terrestre 

Unidad A $7,847.43 $7,847.43 $7,847.43 $7,847.43 
B $5,544.75 $5,544.75 $5,544.75 $5,544.75 
C $1,387.74 $2,274.02 $1,387.74 $1,387.74 

Tarifas en pesos mexicanos. 
Estas tarifas no incluyen el IVA el cual será trasladado en los términos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

México, D.F., a 29 de diciembre de 2008. 
Responsable 

Representante Legal 
Lic. Fernando Rojas López 

Rúbrica. 
(R.- 281969) 
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GRUPO AEROPORTUARIO DEL SURESTE 

CATALOGO DE TARIFAS PARA ARRENDAMIENTO DE BIENES MUEBLES E INMUEBLES 2009 

   Renta mensual 
Aeropuertos 

Tipo de bien Unidad de cobro Nivel CUN. CZM. HUX. MID. MTT. 
Bodega Dentro de Area Terminal M2 A $451.30 $491.65 $488.34 $491.65 $488.34 

B $223.26 $223.26 $223.26 $223.26 $223.26 
Bodega Fuera de Area Terminal M2 A $66.37 $66.37 $66.37 $66.37 $66.37 

B $37.16 $31.72 $26.55 $37.16 $26.55 
C $15.39     

Espacio para Mostrador M2 A $1,302.40 $1,287.53 $1,287.53 $1,287.53 $1,287.53 
Espacio para Mostrador área de llegada Unidad A  $955.69    
Hangar M2 A $31.86 $30.13 $22.96 $31.86 $22.96 

B $25.35 $23.10 $20.97 $25.35 $20.97 
C $18.85 $17.79 $18.85 $18.85 $18.85 
D $13.66 $13.66 $13.66 $13.66 $13.66 

Local de Op. y Mtto. Dentro de Area Terminal M2 A $482.36 $482.36 $491.65 $482.36 $491.65 
B $284.58 $284.58 $284.58 $284.58 $284.58 

Local de Op. y Mtto. Fuera de Area Terminal M2 A $144.68 $144.69 $144.69 $144.69 $144.69 
B $106.19 $106.19 $106.19 $106.19 $106.19 
C $53.49 $34.38 $23.89 $36.89 $23.89 

Local de Usos Múltiples Fuera de Area Terminal M2 A $32.91 $34.51 $32.26 $36.50 $32.26 
B $23.89 $29.73 $23.89 $23.89 $23.89 
C $18.45 $22.57 $18.04 $18.45 $18.04 

Posición de Documentación Unidad A $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 
B $1,293.77 $1,293.77 $1,293.77 $1,293.77 $1,293.77 

Módulo de Documentación Unidad A $5,176.68 $5,176.68 $5,176.68 $5,176.68 $5,176.68 
Mostrador de Venta Unidad A $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 $2,588.34 
Módulo de Venta Unidad A $4,382.78 $4,382.78 $4,382.78 $4,382.78 $4,382.78 
Oficina de Venta M2 A $876.05 $876.06 $876.06 $876.06 $876.06 
Oficina Dentro de Area Terminal M2 A $663.68 $564.39 $564.39 $564.39 $564.39 

B $477.85 $471.35 $491.65 $477.85 $491.65 
C $348.56 $373.53 $389.57 $348.56 $389.57 
D $310.86 $275.57 $287.37 $305.30 $287.37 
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Oficina Fuera de Area Terminal M2 A $272.11 $272.11 $272.11 $272.11 $272.11 
B $132.74 $132.73 $132.73 $132.73 $132.73 
C $69.02 $69.02 $69.02 $69.02 $69.02 
D $49.11 $30.00 $24.83 $34.91 $23.89 
E $32.38 $21.23 $21.23 $32.38 $21.23 

Oficina Fuera de Area Terminal (No Aerolíneas) M2 A    $497.75  
Terreno Fuera de Area Terminal M2 A $37.16 $37.16 $37.16 $37.16 $37.16 

B $13.94 $13.94 $13.94 $13.94 $11.28 
Terreno para Construcción M2 A $19.25 $25.88 $25.23 $25.88 $25.23 

B $17.39 $19.12 $19.12 $17.39 $19.12 
C $10.88 $16.72 $10.88 $10.88 $10.88 
D $7.71 $11.82 $7.71 $7.71 $7.71 
E $6.37 $9.82 $6.38 $6.38 $6.38 
F $5.03 $7.71 $5.03 $5.03 $5.03 
G $1.99 $3.05 $2.00 $2.00 $2.00 

Terreno para Guarda de Equipo M2 A $30.00 $22.29 $19.38 $30.00 $19.38 
B $18.85 $14.07 $12.22 $15.26 $12.22 
C $16.47 $11.82 $11.28 $14.47 $11.28 

Terreno para Transportación Terrestre M2 A $23.89 $23.89 $23.89 $23.89 $23.89 
B $13.01 $13.01 $13.01 $13.01 $13.01 

Local para Transportación Terrestre M2 A $403.25 $403.25 $403.25 $403.25 $403.25 
B $342.46 $342.45 $342.45 $342.45 $342.45 
C $243.84 $243.84 $222.60 $222.60 $222.60 
D $76.59 $76.59 $76.59 $76.59 $76.59 

Espacio para Venta de Boletos de Transportación 
Terrestre 

Unidad A $7,847.44 $7,847.43 $7,847.43 $7,847.43 $7,847.43 
B $6,294.43 $5,544.75 $5,544.75 $6,294.43 $5,544.75 
C $1,601.98 $1,387.74 $1,601.98 $1,601.98 $1,601.98 

Tarifas en pesos mexicanos. 
Estas tarifas no incluyen el IVA el cual será trasladado en los términos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

México, D.F., a 29 de diciembre de 2008. 
Responsable 

Representante Legal 
Lic. Fernando Rojas López 

Rúbrica. 
(R.- 281970) 
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